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INTRODUCCIÓN 

El control constitucional es un tema de vital importancia en la actualidad, 

tomando en consideración que la Constitución, como ley suprema que enmarca el 

ordenamiento jurldico de la Nación y que determina la existencia de las demás 

leyes, debe ser observada y cumplida debidamente. Es por ello que a lo largo del 

mundo surgieron diversos sistemas de control constitucional, siendo los más 

importantes el sistema europeo y el sistema americano; sin embargo, la cercanla 

de éstos, trajo aparejada la existencia de sistemas mixtos, pues las cualidades de 

ambos se adaptaron a las exigencias de los diversos paises, en atención a su 

tradición constitucional. 

Ciertamente el carácter de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como 

cabeza del Poder Judicial de la Federación, a cuyo cargo se encuentran las 

cuestiones de mayor importancia a nivel nacional, ha sido ampliamente reconocido 

y difundido. 

A principios del siglo XX, las transformaciones que sufrió, la Corte fueron 

básicamente orgánicas, cuya finalidad conslslla en afrontar el rezago, aligerándola 

de las abrumadora cantidad de los asuntos sometidos a su conocimiento; sin 

embargo, paralelamente, en Europa, tuvo lugar la creación de los tribunales 

constitucionales de Checoslovaquia y Austria, que contaban con competencia 

exclusiva para conocer del control de la constitucionalidad, A partir de este 

momento, estos órganos ad hoc de control constitucional, lograron poco a poco 

consolidarse y expandirse a lo largo de toda Europa y América Latina, lo que dio 

como resultado que los sistemas con un control difuso de la constitucionalidad 

adaptaran sus institución a fin de acoger esta institución innovadora y por demás 

eficaz. 

México no fue la excepción, pues las reformas constitucionales de 1966, 

1994, 1996 y 1999, pretendieron acotar y enmarcar las competencias de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de fortalecerla y encaminarla hacia 



un tribunal constitucional que destinara sus esfuerzos a la resolución de los 

asuntos constitucionales de trascendencia a nivel nacional. 

En efecto, las reformas que en un principio se idearon para evitar el rezago 

en la resolución de los asuntos, a través de los años, innovaron la estructura, 

situación, competencias y papel que desempeñaba la Suprema Corte, ya que 

trazaron el camino para dotarla de la competencia constitucional, convirtiéndola en 

un tribunal especializado en mayor medida en el control constitucional y la 

asemejaron a los tribunales constitucionales. 

El desarrollo y regulación de las controversias constitucionales, la 

introducción de un proceso de influencia europea, las acciones de 

inconstitucionalidad -en su caso la declaratoria de invalidez-,se convirtieron en 

gran medida, junto con el amparo contra leyes, en el pilar fundamental de la 

justicia constitucional del sistema mexicano, lo que dio pie a que se afirmara que 

el Máximo Tribunal adquirió caracterlsticas propias de un tribunal constitucional, 

aun cuando continuaba conservando el conocimiento de ciertas cuestiones de 

mera legalidad. 

Sin embargo, cada vez es más patente que estas competencias residuales 

de su antigua función de tribunal de casación, poco a poco se han remitido a los 

Tribunales Colegiados de Circuito, a fin de permitirle su tarea primordial: asegurar 

la supremacia de la Constitución y su debida interpretación. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación que nace en 1824, a través de 

casi más de ciento cincuenta años, ha recorrido un largo camino que la sitúa en un 

posición diferente a aquélla que gozaba al momento de su creación y la perfila 

hacia un tribunal constitucional. 

Es por ello, que los estudiosos del derecho comenzaron a analizar en 

mayor medida los diversos instrumentos o procesos de solución de controversias 
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constitucionales que garantizaban la inviolabilidad de lo establecido en nuestra 

Ley Fundamental y el papel primordial que jugaba la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación dentro del ámbito de la justicia constitucional. 

De las reformas en comento, surge la necesidad de analizar profundamente 

la trayectoria de nuestro Máximo Tribunal y reflexionar hacia dónde va 

encaminado su futuro, esto es, si por sus actuales atribuciones se ha convertido 

de manera incipiente en un tribunal constitucional y cuáles son sus perspectivas. 

Ya en varias ocasiones, tanto en las Exposiciones de Motivos de las 

reformas mencionadas, asl como en los discursos de célebres juristas, se ha 

señalado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional, 

es por ello que el presente proyecto de investigación tiene como finalidad 

confrontar la realidad, elementos y atribuciones de un tribunal constitucional, con 

la realidad, elementos y atribuciones de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, y de esta forma determinar si la evolución que se ha dado a lo largo de 

casi doscientos años de nuestro Máximo Tribunal ha cristalizado en un tribunal 

constitucional. 

Si bien la noción tribunal constitucional, es ampliamente conocida a nivel 

mundial, es un tema reciente en el sistema jurldico mexicano, lo que da lugar a 

analizar qué es un órgano especializado en materia constitucional, cuáles son sus 

funciones y caracterlsticas, no sólo teóricamente sino también e(l el ámbito jurldico 

de los sistemas constitucionales más representativos a lo largo de Europa y 

América Latina, con la finalidad de establecer las diferencias y similitudes de 

nuestra Corte con los tribunales constitucionales estudiados. 
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DELIMITACIÓN DEL MARCO DE ESTUDIO 

En principio, conviene resaltar que resultarla ambicioso intentar analizar los 

diferentes tribunales constitucionales a lo largo del mundo y los rasgos de cada 

uno de ellos, es por esto que se escogieron los tribunales constitucionales 

caracterlsticos de Europa y América Latina, a efecto de establecer una definición 

de éstos y sus directrices. 

El presente trabajo de investigación Inicia con la reseña histórico jurldica de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desde sus antecedentes en la Nueva 

España hasta las reformas constitucionales que la convierten en un tribunal más 

bien enfocado al control constitucional, a fin de determinar la evolución en su 

estructura orgánica, competencias y medios de control constitucional. 

En el Capitulo 11, se establecen las definiciones y conceptos de los dos 

grandes sistemas de control constitucional, el concentrado y el difuso; asimismo, 

se plantea la existencia del sistema mixto, como resultado de la fusión de ambos. 

Una vez enfocados en el sistema europeo, donde surge la noción del tribunal 

constitucional, se analizará ésta desde sus dos enfoques: formal y amplio; para 

determinar las caracteristicas y funciones de éstos, en el aspecto teórico. 

El siguiente Capitulo, consiste en un estudio de derecho comparado de las 

tendencias actuales de los tribunales constitucionales en Europa y América Latina, 

a saber: Austria, Alemania, Italia, Francia, España, Costa Rica, Bolivia, Chile y 

Guatemala, a fin de confrontar la realidad de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y determinar sus similitudes y diferencias con esos tribunales 

constitucionales. 

Por último, el Capitulo 111, es un estudio de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, retomándose las reformas constitucionales de 1988, 1994, 1g95y1999, 
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analizando la ubicación, integración y designación de sus miembros, duración en 

el cargo, requisitos, atribuciones, asl como los efectos de sus resoluciones, para 

estar en aptitud de determinarla como tribunal constitucional, como resultado de 

las reformas mencionadas y a la vez como tribunal supremo federal como 

consecuencia de su larga tradición como tribunal que conocla del control de 

legalidad, determinando las atribuciones de dicha lndole que aún son del 

conocimiento de ese Alto Tribunal. Por último, se señalan la problemática actual 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el futuro que se vislumbra, asl 

como los medios para lograr consolidar la pretensión de las reformas 

constitucionales: convertir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en un 

tribunal constitucional, defensor y garante de la Constitución. 
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Capitulo 1: La Evolución Histórica de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

1. Antecedentes de la Constitución de 1824. 

1.1. Audiencias. 

En la época en que se suscita la Guerra de Independencia en México, 1810, 

encontramos como tribunal supremo a la Audiencia, antigua institución de corte 

español, dependiente de la Corona, cuyas funciones consistlan esencialmente en 

resolver los recursos de apelación tanto civiles como penales. En la entonces 

Nueva España, funcionaban dos Audiencias, ubicadas en las ciudades de México 

y de Guadalajara. 

A partir de su creación, en la primera mitad del siglo XVI, sus competencias 

variaron, atendiendo a las circunstancias particulares que se presentaron durante 

la Colonia, ya que las Audiencias se enfrentaron a una realidad muy diferente a la 

española. En sus inicios conocieron de asuntos civiles y penales en primera 

instancia, poco a poco se despojaron de estas atribuciones y únicamente 

conocieron de estos asuntos en segunda instancia hasta que se convirtieron en 

verdaderos tribunales de apelación. 

A principios de la época colonial funcionaba el Real Consejo de Indias que 

conocla extraordinariamente de los recursos de apelación en los que intervenlan 

las Audiencias, asl como los tribunales especiales que tenlan atribuciones para 

conocer de determinados casos atendiendo a las cualidades de quienes 

intervenlan en ellos, en éstos encontramos a los tribunales de inquisición, de 

Indios, de cuentas, de protomedicato, de la acordada, eclesiásticos, militares y el 

consulado.1 

1 Cfr. FIX ZAMUDIO, Héctor y COSSIO DIAZ, José Ram6n, El Poder Judicial en el Ordenamiento Mexicano, 
2'. Edición, Fondo de Cultura Económica, Polltlca y Derecho, México, 1999. pp. 105-110. 



1.2. Constitución de Cádiz de 1812. 

A raiz de la intervención napoleónica en España, ocurrieron diversos 

acontecimientos que determinaron la promulgación de este documento, lo cual 

repercutirla directamente en el territorio de la Nueva España. 

La Constitución expedida por las Cortes de Cádiz, jurada el 30 de 

septiembre de 1812 en la Nueva España, estabiecia en su Titulo V, De /os 

Tribunales y de la Administración de Justicia en lo Civil y en lo Criminal, que 

correspondia únicamente a los tribunales la facultad de aplicar las leyes en los 

asuntos civiles y penales y, a su vez, les prohibia ejercer otras funciones alejadas 

de las de juzgar y ejecutar lo juzgado, asi como suspender la ejecución de las 

leyes o realizar reglamentos con motivo de la administración de justicia. 

Ni las Cortes ni el Rey estaban facultados para llevar a cabo funciones 

jurisdiccionales. 

El articulo 251 del ordenamiento en cita, establecia como requisitos para 

acceder al cargo de magistrado o juez, el ser español peninsular mayor de 

veinticinco años, aunado a los requisitos que estabiecerian las leyes para ese 

efecto. 

Resulta trascendental hacer mención a lo dispuesto por el articulo 259, en 

el cual se preveia un Supremo Tribunal de Justicia, cuyo número de magistrados y 

salas seria determinado por las Cortes. 

Las atribuciones de este órgano, principalmente, consistian en: 

Dirimir las competencias de las Audiencias entre si en el territorio 

español y de las audiencias en los tribunales especiales existentes. 



Juzgar a los Secretarios de Estado y de Despacho, cuando las Cortes 

decretaren que habla lugar a la formación de una causa. 

Conocer de las causas de separación y suspensión de los consejeros de 

Estado y Magistrados de audiencias. 

Conocer de todas las causas criminales de los Secretarios de Estado y 

Despacho, consejeros de Estado y de los Magistrados de audiencias. 

Conocer de las causas criminales que se promovieran contra los 

miembros de dicho órgano. 

Conocer de los recursos de fuerza2 de los tribunales eclesiásticos. 

Conocer de los recursos de nulidad3 que se interpusieran contra las 

sentencias dadas en última instancia para el efecto de reponer el 

proceso, devolviéndolo y hacer efectiva la responsabilidad, en caso de la 

falta observancia de la ley. 

Olr las dudas de los demás tribunales sobre el sentido de una ley y, 

consultar sobre ésta al Rey a efecto de promover la declaración de las 

Cortes. 

2 El Or. Eduardo Ferrer Mac-Gregor, en su obra La Acción Constitucional de Amparo en México y Espai"la, Ed. 
Porrúa, México, 2000, pp. 47 y 48, explica: "el recurso de fuerza conslstfa básicamente en la reclamación que 
la persona que se sontla Injustamente agraviada por algún juez eclesiástico, presentaba ante el juez secular, 
impforando su protección para qua esa autoridad civil dispusiera que la eclesiástica alzara la fuerza o violencia 

yu~I 5~~,~~~~~:;:,v/~:~~r Mac-Gregor, en Op. Cit., pp.52-55, senala: "este recurso lenta lugar cuando se 
violaban de un modo manifiesta en el proceso las formas sustanciales del juicio, o bien, cuando la sentencia 
resultaba contra la ley expresa". 

3 



- Con el objeto de promover la pronta administración de la justicia, 

examinar las listas de los asuntos civiles y penales que le remitieran las 

Audiencias y ordenar su publicación.• 

De esta forma las Audiencias perderlan sus atribuciones y únicamente 

conocerlan de las asuntos civiles y penales de los juzgados inferiores de su 

demarcación en segunda y tercera instancia, de las causas de suspensión y 

separación de los jueces Inferiores, de las competencias entre sus jueces 

subalternos, de los recursos de fuerza que se fuesen interpuestos, de los 

tribunales y autoridades eclesiásticas, todas dentro de su territorio.5 

Sin embargo, al asumir el poder Fernando VII en España, dio la espalda a 

los liberales y declaró nula esta Constitución, por Decreto de 4 de mayo de 1814, 

haciendo lo propio el Virrey en los territorios americanos, subsistiendo entonces 

las antiguas instituciones. 

1.3. Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana do 

1814. 

Durante la guerra de Independencia, uno de sus principales caudillos, José Maria 

Morelos y Pavón, plasmó sus Ideales pollticos en el Congreso de Chilpancingo, 

del cual surge el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, 

sancionado en Apatzingán el 22 de octubre de 1814. 

A pesar de que dicho documento careció de vigencia, en virtud de las 

circunstancias pollticas, en éste se establecieron tres Importantes Instituciones: el 

Supremo Congreso Mexicano, el Supremo Gobierno y el Supremo Tribunal de 

Justicia, como las máximas autoridades de la nación que se estaba formando. 

'Cfr. TENA RAMIREZ, Follpe, Leyes Fundamentales de México, 1808-1995, Ed. Porrúa, México, 1995, pp. 
90y91. 
5 Cfr. TENA RAMIREZ, Follpe, Op. Cit., pp. 91 y 92. 
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En leerla, el Supremo Tribunal de Justicia, debla componerse de cinco 

individuos electos por el Supremo Congreso, cuyas cualidades serian las mismas 

de los diputados de éste e Iguales en autoridad. Los acompañarlan dos fiscales 

letrados, uno para lo civil y otro para lo penal. 

Podemos entonces decir, que el Supremo Tribunal de Justicia previsto en 

los Capitulas XIV y XV del Decreto Constitucional para la Libertad de la América 

Mexicana, constituye un primer Intento para establecer un órgano encargado de 

llevar a cabo las cuestiones jurisdiccionales a nivel nacional, es decir, surge como 

el primer antecedente de la actual Suprema Corte de Justicia de la Nación; sin 

embargo, el Supremo Tribunal de Justicia no funcionó, debido a que el texto 

constitucional nunca entró en vigor. 

Los problemas polltlcos en España continuaron, hasta que en 1820, el 

ejército español restauró la antigua Constitución de Cádiz y meses después, el 

Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba la convirtieron de modo expreso en la 

carta que fincó el estado de derecho del nuevo pals mexicano. 

El Plan de Iguala, en su articulo 15, establece que todos los ramos del 

Estado y empleados públicos continuarlan en sus funciones, siempre y cuando no 

se opusieran a la nueva organización. Esta Idea la reiteraron los Tratados de 

Córdoba en agosto de 1821,6 de ahl que la incipiente función jurisdiccional no 

sufrió alteraciones substanciales. 

Después de casi once años de una larga lucha, el 27 de septiembre de 

1821, se proclamó la lndependenda de México, se nombró a la Junta de Notables 

y al Congreso Constituyente. 

•Cfr. TENARAMIREZ, Felipe, Op. Cit, pp.115-118. 
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De esta forma, surge la Junta Provisional de Gobierno que por Decreto de 

5 de octubre de 1621, confirmó la estadla de las autoridades judiciales que 

funcionaban en aquella época, es decir, las Audiencias de las ciudades de México 

y de Guadalajara, las cuales ejerclan las funciones del Tribunal Supremo de 

Justicia. 

En 1622, Agustln de llurbide asume el poder y es proclamado Emperador 

de México, siendo derrocado en marzo de 1 623, dando pie a una República 

Federal. 

Por Decreto de 23 de junio de 1623, se estatuyó con carácter provisional el 

Supremo Tribunal de Justicia, terminando asl el largo periodo de las Audiencias 

en México. Este Tribunal se integrarla de trece ministros y un fiscal, nombrados 

por el Congreso, de una lista que remitirla al Ejecutivo. Los ministros formaban 

tres salas: la primera Integrada con tres ministros, la segunda y tercera integradas 

con cinco.7 

2. La Suprema Corte de Justicia en las Constituciones de 1624 hasta 

1917. 

2.1. Acta Constitutiva de la Federación y Constitución Federal de tos 

Estados Unidos Mexicanos de 1824. 

Bajo la influencia de la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica, se 

redactó el Acta Constitutiva de la Federación, promulgada el 31 de enero de 1824, 

estableciendo fielmente la leerla de la división de poderes, el federalismo, 

depositando el correcto ejercicio del Poder Judicial en la Suprema Corte de 

Justicia y en los tribunales establecidos para ese efecto: 

7 DUBLÁN, Manuel y LOZANO, José Maria (compiladores), Colección comp/e/s de las disposlclonas 
legfslalivas expedidas desde ta Independencia de la Repüblica, Edición Oficial, Tomo 1, México, 1876, pp. 657. 



"Articula 9.- El poder suprema de la Federación se divide, para su ejercicio, 

en legislativa, ejecutiva y judicial; y jamás podrán reunirse das o más de 

éstas en una corporación o persona, ni depositarse el legislativa en un 

individua''. 

"Articula 18.- Todo hombre que habite en el territorio de la Federación, tiene 

derecha a que se la administre pronta, completa e imparcialmente justicia; y 

can este objeta la federación deposita el ejercicio del poder judicial en una 

Corte Suprema de Justicia, y en /os tribunales que se establecerán en cada 

Estada; reservándose demarcar en la Constitución las facultades de esta 

Suprema Corte". 

"Articula 19.- Ningún hambre será juzgado, en los Estadas o territorios de la 

federación, sino por leyes dadas y tribunales establecidas antes del acto por 

el cual se le juzgue. En consecuencia, quedan para siempre prohibidas toda 

juicio por comisión especial y toda ley retroactiva''. 8 

Asl, por Decreto de 27 de agosto de 1824, se sientan las bases de la Corte 

Suprema de Justicia.9 

A partir de este momento, podemos concluir que nace a la vida jurldica 

nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, como depositaria del Poder 

Judicial de la Federación , en su carácter de máximo tribunal del pals. 

Al promulgarse la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, 

en octubre de 1824, se confirma esta idea, en su Titulo V que se refiere en 

exclusiva al Poder Judicial de la Federación, estableciéndose la naturaleza y 

' ldem, pp. 694-696. 
9 idem, pp. 713 y 714. 



distribución de dicho poder, la conformación y atribuciones de la Corte Suprema 

de Justicia, de los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito. 

"Articulo 123.- El poder judicial de la Federación residirán en una Corte 

Suprema de Justicia, en los tribunales de circuito y en los juzgados de 

distrito''.'ª 

La Suprema Corte estaba compuesta por once ministros y un fiscal, electos 

por declaratoria del Congreso, con facultades de aumentar o disminuir el número 

de ministros en razón de las circunstancias politlcas y sociales que se 

presentaran. 

Los ministros integraban tres salas, el ministro Presidente (electo por los 

demás ministros) presidia la primera sala y el Vicepresidente, la segunda, 

mientras que la tercera, era integrada por el ministro de mayor jerarqula dentro de 

la misma. 

Los requisitos para ser ministro consistlan en: 

Ser instruido en la ciencia del Derecho a juicio de las legislaturas de los 

Estados, lo cual significa un avance Importante, pues con anterioridad no se 

requerla esta calidad especifica. 

Ser ciudadano natural de la República o nacido en cualquier parte de América 

que antes hubiese dependido de España, siempre y cuando hubiese tenido su 

residencia en territorio mexicano por cinco años. 

Contar con treinta y cinco años cumplidos.11 

El cargo era vitalicio y sólo podlan ser removidos de acuerdo a lo dispuesto 

por las leyes. 

"Cfr. TENA RAMIREZ, Follpo. Op.Cil, pp. 166. 
"DUBLÁN, Manuel y LOZANO, José Maria (compiladores). Op.Cit, p. 732. 



La Sección Tercera del Tltulo V de la Constitución de 1824, señalaba las 

atribuciones de la Corte Suprema de Justicia, que se reducian, tal como lo señala 

Joel Carranco Zúñiga en su libro "Poder Judicial", en: 

1.- Conocer de las diferencias contenciosas que se suscitaran entre 

Estados de la Federación o entre particulares sobre pretensiones de tierras; 

2.- Terminar las disputas que se suscitaran sobre contratos o negociaciones 

celebradas por el gobierno supremo o sus agentes; 

3.- Dirimir sobre las competencias que se suscitaran entre los tribunales de 

la Federación, y entre éstos y los de los Estados; 

4.- Conocer de algunas de las causas en las que se involucraran los 

servidores públicos; 

5.- Conocer de los crlmenes cometidos en alta mar, contrabandos y de las 

infracciones de la Constitución y leyes generales. 

En marzo de 1825, la Corte Suprema de Justicia inició su ardua labor como 

cabeza del Poder Judicial de la Nación. 

La Constitución de 1824, en su articulo 138, estableció que una ley 

determinarla el modo y grado en que deberla conocer la Suprema Corte de 

Justicia, de ahl que en 1826, surgen las Bases para el Reglamento de la Suprema 

Corte de Justicia, las cuales precisaban la composición y competencias para 

conocer de determinados asuntos en primera, segunda o tercera instancia, asl 

como la facultad para expedir su propio reglamento, por lo que, previa aprobación 

del Congreso, surgió el Reglamento que debe observar la Suprema Corte de 

Justicia de la República que se referla esencialmente a su funcionamiento. 
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2.2 Siete Leyes Constitucionales de 1836. 

Este documento puso fin al sistema federal y optó por un modelo centralista, en el 

que se creó un cuarto poder, de clara influencia francesa, el Supremo Poder 

Conservador. 

De las Siete Leyes Constitucionales nos interesa la Quinta Ley, formada por 

51 artlculos, instiluye el Poder Judicial y lo integra con la Suprema Corte de 

Justicia, los Tribunales Superiores de Departamento y Juzgados de Primera 

Instancia y de Hacienda. 

La Corte se integraba de once ministros -usualmente llamados magistrados

y fiscal, ciudadanos mexicanos por nacimiento, mayores de cuarenta años y con 

diez de ejercicio profesional, inamovibles, salvo causa probada ante el tribunal 

establecido por la Segunda y Tercera Ley, electos en igual forma que el 

Presidente de la República y autorizados para ejercer, entre otras, las siguientes 

funciones: 

Solicitar del Supremo Poder la nulidad de leyes expedidas por el Congreso: 

Iniciar éstas cuando se relacionan con la administración de justicia; 

Dictaminar las propuestas sobre dicha materia por el Ejecutivo y diputados: 

Conocer de los recursos de nulidad promovidos contra las sentencias 

definitivas dictadas por los Tribunales Superiores de los Departamentos; 

Juzgar desde la primera o sólo en tercera instancia, las causas criminales o 

civiles que sigan en contra del Presidente de la República, miembros del Poder 

Conservador, diputados, senadores, secretarios del despacho, consejeros y 

gobernadores de los Departamentos. 

Sin embargo, se prohibió que la Corte realizara reglamentos para organizar su 

funcionamiento y estructura, asl que en 1837 el propio Congreso redactó y aprobó 

la Ley sobre el Arreglo Provisional de la Administración da Justicia en /os 

10 



Tribunales y Juzgados del Fuero Común que prevala a la Suprema Corte de 

Justicia, tribunales superiores de departamento, juzgados primera instancia y 

jueces de paz. 

Esta ley regulaba la existencia de tres salas: la primera compuesta por cinco 

ministros y las dos restantes de tres; los casos en que deberla de actuar en pleno 

o en salas; la forma de elección del ministro Presidente, las ausencias, vacantes, 

impedimentos, etcétera, es decir, el funcionamiento en general del tribunal. 

2.3 Bases de Organización Polltlca de la de República Mexicana de 1843. 

Este documento tuvo vigencia durante poco más de tres años, se componla de 

once Titulas y doscientos dos articulas. El estatuto reitera la independencia de la 

Nación y la organiza en República centralista, conserva la división territorial 

establecida en 1836, divide al poder público en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 

abrogando al Supremo Poder Conservador. 

En el Titulo V, señaló lo referente al Poder Judicial,. integrado por la 

Suprema Corte de Justicia, los tribunales superiores de los departamentos. los 

juzgados de primera instancia y los de hacienda. 

En dichas bases de organización, la Corte se conformó por un fiscal y once 

ministros, ciudadanos mexicanos en pleno ejercicio de sus derechos, mayores de 

cuarenta años, abogados con experiencia profesional, sin antecedentes penales y 

electos por las Asambleas Departamentales y la Cámara de Diputados en la forma 

prescrita para la elección del Presidente; en su articulo 118, enumera sus 

atribuciones, demarca los limites de su jurisdicción y establece las prohibiciones 

de sus miembros. 

El contenido de este Titulo coincide con los preceptos que en el Estatuto de 

1836 concretan facultades y ponen limites al funcionamiento de la Corte Suprema. 
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Además, en esta época, se instauró una Corte Marcial y se creó un tribunal 

dividido en tres salas en cargado de juzgar a los ministros de la Corte. 

2.4 Acta Constitutiva y de Reformas de 1847. 

Desde la Independencia de México hasta esta etapa, las discordias internas y las 

luchas entre partidos para detenminar la forma de gobierno continuaban. A través 

del Plan de la Ciudadela, los federalistas lograron el triunfo, lo que puso fin a la 

vigencia de las Bases Orgánicas, se restableció la Constitución de 1824 y se 

convocó a un Congreso Constituyente.12 

El Acta Constitutiva redactada por Mariano Otero, en sus 30 artlculos 

instituyó el sistema federal, pero acentuó la subordinación de los poderes locales a 

los preceptos de la Constitución General; reproduce la división de poderes en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial; reconoce aisladamente los derechos del hombre y 

asegura la libertad, igualdad, propiedad y seguridad. 

Este documento concibe el control constitucional, en la doble fónmula de 

control polltico y judicial, al establecer en sus arllculos 22 y 25, lo siguiente: 

"Articulo 22.- Toda ley de los Estados que ataque a la Constitución o fas 

leyes generales, será declarada nula por el Congreso; pero esta declaración 

sólo podrá ser iniciada en la Cámara de Senadores." 

''Articulo 25.- Los Tribuna/es de fa Federación ampararán a cualquier 

habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que 

fe concedan esta Constitución y fas Leyes constitucionales, contra todo 

ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo (omite el Judicial) ya de fa 

12 Cfr. DUBLAN Manuel y LOZANO, José Maria. Op. Cit., pp. 256 y 257. 
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Federación, ya de /os Estados; limitándose dichos tribuna/es a impartir su 

protección en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer 

ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que fo motivare. "13 

El Acta modifica los siguientes puntos: 

1. Suprime la vicepresidencia. 

2. Duplica el número de Senadores y aumenta el número de Diputados. 

3. Establece elecciones directas para Diputados, Senadores, Presidente de 

la República y Ministros de la Suprema Corte. 

4. Innova en materia de desafuero y juicio polltico. 

Debido a la Invasión estadounidense en el territorio mexicano en 1847, la 

Suprema Corte de Justicia tuvo la necesidad de instalarse en Querétaro por un 

cierto periodo. 

2.5 Bases para la Administración de la República de 1853. 

Durante el último periodo de Antonio López de Santa Anna como Presidente de la 

República, se dictaron las Reglas que deben observarse en la Administración de 

Justicia, a través de éstas, la Corte adoptó la denominación de Tribunal Supremo 

de Justicia y el Presidente de la República se arrogó la facultad de nombrar a los 

ministros, asimismo, se designaron cuatro ministros supernumerarios, a fin de 

suplir a los propietarios y auxiliar a la Corte en sus funciones, deblan cumplir con 

los mismos requisitos que los once propietarios y gozaban de las mismas 

garantlas: reguló el funcionamiento y composición de la Corte, lo cual resulta de 

vital importancia pues se modifica su naturaleza para convertirlo en tribunal de 

casación, ya que la primera sala conocla de los llamados recursos de fuerza, 

"TENA RAMIREZ, Folipo. Op.Cil., pp. 474 y 475. 
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recursos de nulidad contra las sentencias definitivas de los tribunales de los 

Estados. 

Es Importante destacar la Ley sobre la Administración de Justicia y 

Orgánica de los Tribunales de la Nación, del Distrito y Territorios o Ley Juárez, 

llamada asl porque la redactó Benito Juárez al momento de ser ministro de ese 

Alto Tribunal. 

En dicha ley se disponla que mientras se ordenaba la administración de 

justicia, se regularla por conducto de las leyes que reglan a la Nación en 1852; 

nuevamente se designaba a este Tribunal como Suprema Corte de Justicia, pero 

su integración sufrió cambios, la integrarlan nueve ministros propietarios, cinco 

suplentes y dos fiscales; se dividió en tres salas que conocerlan de los asuntos 

dependiendo de si se tratara de la primera, segunda instancia o revisiones; o bien, 

si correspondla conocer al Pleno de la Corte.14 

La Primera Sala, integrada por un ministro, conocla de los asuntos en 

primera instancia; la Segunda, compuesta por tres ministros, examinaba la 

segunda instancia y la Tercera, formada por los otros cinco ministros, conocla de 

los negocios en tercera instancia. Sin embargo, esta organización varió por 

decreto de 13 de marzo de 1856, pues se aumentó el número de ministros 

propietarios a doce. 

Con esta ley se estableció que la Suprema Corte podla erigirse en Corte 

Marcial para conocer de las causas criminales en el ámbito mllitar; se creó el 

Tribunal Superior del Distrito Federal, por lo que la Corte dejó de conocer de los 

asuntos correspondientes únicamente a esta jurisdicción y se restablecieron los 

Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito. 

" Cfr. DUBLAN, Manuel y LOZANO, Jos6 Maria. Op. Cit., pp. 598·606. 
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2.6 Constitución Polltlca de la República Mexicana de 1857. 

En esta Constitución se retomaron las ideas del Acta de Reformas de 1847: el 

juicio de amparo. 

El Poder Judicial quedó conformado con tres departamentos, la Suprema 

Corte de Justicia, los Tribunales de Distrito y de Circuito (organizados por su ley 

secundaria). 

Se otorgaron a la Corte importantlsimas funciones, ya que se le consideró 

como el intérprete legitimo y final de la Constitución, esto es, al proteger los 

derechos consagrados a los gobernados a través de la Constitución, garantizaba 

el cumplimiento y observancia de la misma. 

La Corte se integraba por once ministros propietarios, cuatro 

supernumerarios, un fiscal y un procurador general, nombrados por elección 

Indirecta en primer grado; duraban en su cargo seis años, asl que la 

inamovibilidad judicial concluyó con este ordenamiento legal. 

Para ser ministro se requerla estar instruido en la ciencia del derecho, a 

juicio de los electores, mayor de treinta y cinco años, ciudadano mexicano por 

nacimiento, en ejercicio de sus derechos. 

Sus facultades más importantes eran: 

Resolver los juicios que se promovieran por leyes o actos de cualquier 

autoridad que violaran las garantlas Individuales, la soberanla de los estados o 

que invadieran la esfera de la actividad judicial. 

Dirimir -en primera instancia- las competencias que se suscitaren entre los 

tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados, o entre los de un 

Estado y otro. 
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Erigirse en juzgado de sentencia cuando los miembros de cualquiera de los 

tres poderes cometieran algún delito. 

Restablecer el equilibrio de los poderes ejecutivo y legislativo en caso de las 

controversias que se suscitaren sobre el cumplimiento y aplicación de leyes 

federales. 

La forma de juzgar a los ministros cambió radicalmente, ya que el Congreso 

erigido en Gran Jurado declararla si habla o no lugar para proceder en contra del 

acusado. 

Los depositarios del Poder Judicial de la Federación, además de la 

Suprema Corte de Justicia, serian los Tribunales Colegiados y los Jueces de 

Distrito, quienes -en diferentes Instancias- conocerlan de las controversias 

suscitadas con motivo de leyes federales, derecho marltimo, asuntos del orden 

civil o penal. En estos casos, la Corte conocerla de ellos únicamente en última 

instancia, esto es, como tribunal de apelación. 15 

A partir de este momento, la Corte no tenla ninguna injerencia en materia 

eclesiástica y su existencia como ente polltico fue restringida, pues se concebla 

que debla encargarse únicamente de los aspectos jurisdiccionales, aunque el 

Presidente de la Corte estaba facultado para susliluir, en caso de ausencia, al 

Presidente de la República. 

En diciembre de 1857, el golpe de estado, producto del Plan de Tacubaya, 

declaró sin vigor la Constitución, lo que dio lugar a un nuevo conflicto bélico entre 

liberales y conservadores: la Guerra de Reforma. 

El Presidente de la Corte, Benito Juárez, asumió la Presidencia de la 

República y, debido a la situación polltico-social del pals, se dirigió a Veracruz. De 

15 Cfr. PARADA GAY, francisco. Breve Rosena Histórica de la Suprema Corle de Justicia de la Nación, 
Antigua Imprenta de Murgla, México, 1929, p. 47. 
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ahl que la Corte sufrió una gran desorganización y no funcionó materialmente, 

sino que se Instaló un Tribunal Supremo. 

En 1859, se estableció que los tribunales superiores de los Estados 

conocerlan en última instancia de los negocios que deblan ser sometidos 

originariamente a la Corte. 

Al término de este conflicto bélico, mediante el Decreto de 1861, se instaló 

nuevamente la Suprema Corte de Justicia y, en ese mismo año, se publicó la 

primera Ley de Amparo en México. 

Poco después se suprimieron varias instituciones del Poder Judicial 

Federal: 

El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, gran adelanto a favor de la 

Corte (pues la despojaba de su atribución para conocer de los asuntos 

relativos al Distrito Federal); 

Los Tribunales Colegiados y Juzgados de Distrito, cuyas funciones 

desarrollarlan los jueces de hacienda y tribunales superiores de los Estados. 

En ese mismo año, se expidió un reglamento a fin de precisar la 

organización y funcionamiento de la Corte. 

Con motivo de la intervención francesa, la Suprema Corte de Justicia 

acompañó al Ejecutivo Federal a San Luis Potosi y conoció de los asuntos 

relacionados con causas civiles y penales más no de juicios de amparo, 

continuando con su labor de tribunal de apelación. Se permitió que sus Integrantes 

desempeñaran cargos, que en un principio resuilarlan incompatibles con su 

posición. Al termino del primer periodo de la Corte (1863), el Ejecutivo nombró a 

los ministros suplentes y continuó su lucha, sin embargo a partir de esta fecha, se 
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considera que la Corte dejó de existir, pues sus integrantes se enfocaron más bien 

a las cuestiones pollticas a las jurisdiccionales y, segulan el recorrido del 

Presidente Juárez, únicamente a efecto de demostrar que los Poderes de la 

Unión continuaban vigentes. 

Paralelo a ello, bajo el Estatuto de 1865, considerado la norma suprema del 

Imperio, surge el Tribunal Supremo, el cual toma como principal antecedente al 

Tribunal de Casación francés. 

Sus once. Integrantes, nombrados por el Emperador, deblan ser abogados 

con experiencia de diez años en la judicatura e integrantes del Colegio de 

Abogados. En un principio se distribuyeron en tres salas y funcionaban en Pleno, 

pero por diversa ley, se conformó en dos Salas de cinco ministros cada uno, sin 

que el Presidente integrara alguna, pues sólo integraba el Pleno y daba un voto 

de calidad. 

Sus principales funciones fueron: 

Atender las dudas por lagunas de la ley presentadas por los jueces y 

magistrados. 

Resolver los recursos de nulidad contra los tribunales y juzgados del orden civil 

(clara influencia del Tribunal de Casación que trascenderla al juicio de 

amparo), ya fuera en violaciones procedimentales o de la sentencia de última 

instancia. 

Dirimir competencias. 

Intervenir en la organización de los tribunales y juzgados. 
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2.7 El Porflrlato. 

La facultad concedida por la Constitución de 1857 al Presidente de la Corte 

Suprema de Justicia para sustituir al Ejecutivo Federal, desapareció en 1882. 

El 14 de noviembre de 1895 se expidió el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en el que se precisó que el Poder Judicial de la 

Federación se ejercerla por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito. Por su parte, en el Código de 

Procedimientos Federales de 1897, desarrolló lo relativo al juicio de amparo. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación quedó compuesta por once 

ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un procurador general, 

todos electos mediante un sistema indirecto en primer grado y su cargo tenla 

duración de seis años, siendo renunciable sólo por causa grave calificada por el 

Congreso de la Unión o por la Comisión Permanente.16 Contaba con tres salas, la 

primera con cinco ministros y las restantes con tres; únicamente el Pleno podla 

conocer de los amparos, por lo que las demás atribuciones se conferlan a las 

Salas. 

En 1900 se reformó la Constitución en lo que se refiere a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, ya que se dispuso que se compondrla de quince 

ministros, quienes funcionarlan en pleno o salas, dependiendo de la ley que para 

el efecto se expidiera. 

La Corte se integró con un Presidente y dos Vicepresidentes, cada uno 

presidiendo una de las tres salas. La Primera Sala se compondrla de cinco 

miembros (incluido el Presidente) y las dos restantes por tres (cada una con un 

Vicepresidente), se suprimió la figura del fiscal y el Procurador General de la 

República formó parte del Ejecutivo Federal. 

16 FIX ZAMUDIO, Hóctor y COSSIO VILLEGAS, Jasó Ramón. Op. Cit .. p. 117. 
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En el caso de las salas, la primera conocerla de las competencias, recurso 

de casación, excusas y recusaciones de los ministros; la segunda, tendrla 

atribuciones para conocer en segunda instancia de las controversias en las que la 

Federación formase parte o de las suscitadas entre dos o más Estados, asl como 

las causas de responsabilidad de los miembros del Poder Judicial Federal; la 

tercera, por su parte, estudiarla los asuntos en primera instancia. 

En 1908, surge la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

confirmó la integración precedente y estableció que únicamente el Tribunal Pleno 

conocerla las controversias de amparo, en cambio, la primera sala tendrla 

competencia en los asuntos civiles; la segunda, además de las que ya tenla 

encomendadas, conocerla de los asuntos penales y la tercera, continuaba con 

sus mismas atribuciones. Tanto la segunda sala como la tercera, revisaban las 

sentencias de los Tribunales de Circuito en materia penal. 

3. La Suprema Corte en la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917. 

La permanencia de Porfirio Dlaz en el poder durante más de treinta años provocó 

un nuevo conflicto bélico, la Revolución Mexicana de 1910, siendo ésta el 

antecedente histórico Inmediato de la Carta Magna vigente. 

Durante la etapa que antecede a esta Constitución, la Corte Suprema fue 

respetada, sin embargo, por medio del Plan de Guadalupe que hizo triunfar a 

Venustiano Carranza desconoció a los tres poderes de la Unión y, por tanto, el 

Máximo Tribunal del pals fue disuelto en agosto de 1914. 

Podemos hablar de un periodo preconstituciona/, en el que se expidió el 

Decreto número 32, por medio del cual se dispuso la existencia de un Tribunal 

Militar que revisó las sentencias pronunciadas por los Jueces de Instrucción 
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Marcial, sustanció los recursos de indulto y falló los conflictos jurisdiccionales en 

última Instancia (como le hubiese correspondido a la Corte). 

En 1916, se organizó al Poder Judicial sin la Suprema Corte y la Primera 

Jefatura ejerció las facultades que correspondlan a la Suprema Corte de Justicia 

sobre substanciación de competencias de los tribunales inferiores, 

responsabilidad, Impedimentos, recusaciones y, en general, todo aquéllo que se 

refiriera al personal de dichos tribunales.17 

Una vez que se reunió el Congreso Constituyente en Querétaro, el 5 de 

febrero de 1917, se expidió Ja Constitución Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Con este documento se modificó de manera notable la organización 

anterior, conforme al texto original de sus articulas 94 al 107, deposita el ejercicio 

del Poder Judicial de la Federación en la Suprema Corte de Justicia y en 

Tribunales de Circuito y de Distrito, cuyo número y atribuciones fijarla la ley. 

Este Alto Tribunal se integró de once ministros electos por el Congreso de 

la Unión y sólo funcionaba en pleno, en sesiones públicas, por lo menos con la 

presencia de las dos terceras partes de los ministros. 

El articulo 95, de la Carta Magna vigente en 1917, señalaba: 

"CAPITULO IV 

Artlculo 95.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en 

una Suprema Corte de Jus/icia y en Tribunales de Circuito y de Distrito cuyo 

número y atribuciones fijará la ley. La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación se compondrá de once Ministros y funcionará siempre en Tribunal 

Pleno, siendo sus audiencias públicas, excepción hecha de /os casos en que 

" PARADA GAY, Francisco. Op. Cit., p. 66. 
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Ja moral o el interés público as/ lo exigieren debiendo celebrar sus sesiones 

en los periodos y términos que establezca Ja ley. Para que haya sesión en Ja 

Corte se necesita que concurran cuando menos dos terceras partes del 

número total de sus miembros, y las resoluciones se tomarán por mayor/a de 

absoluta de votos .. .''18 

Conforme al articulo 94 constitucional, vigente en 1917, se adoptó la 

inamovibilidad judicial a partir del año de 1923, ya que desde su entrada en vigor, 

los ministros electos, durarlan en su encargo dos años, los electos al término de 

ese primer periodo permanecerlan en dicho empleo cuatro años y, a partir del 

tercer periodo (1923), los ministros, magistrados de circuito y jueces federales, 

sólo podrlan ser removidos por mala conducta y previo juicio de responsabilidad. 

El cargo de ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sólo se podla 

renunciar por causa grave manifestada ante el Congreso. 

Según lo estatuido en el articulo 95 de la Carta Magna, para ser ministro se 

requerla: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de los derechos 

pollticos y civiles, gozar de buena reputación y honorabilidad 

profesional. 

2. Haber cumplido treinta y cinco años al momento de la elección. 

3. Contar con el titulo de abogado, expedido por la autoridad competente 

(se profesionalizó el cargo a nivel constitucional). 

4. No haber sido condenado por un delito Intencional. 

5. Residencia mlnima de cinco años en la República y, en caso de 

ausencia, que fuese por menos de seis meses. 

" CD·ROM. •Historia Legislativa y Parlamentaria de la Constitución Pollllca de los Estados Unidos 
Mexicanos·, editado por la Suprema Corte do JusUcla de la Nación, México, 2000. 
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Con la prohibición expresa de desempeñar cualquier otro cargo, ya sea de 

elección popular o en la judicatura. 

Según lo estatuido en la Carta Magna, los ministros integrantes de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, tenlan la facultad de nombrar a los 

magistrados y jueces federales propietarios y supernumerarios, éstos últimos a fin 

de auxiliar con la pronta y expedita administración de justicia. 

Este documento legal, regula expresamente las visitas de vigilancia que 

deblan realizar los ministros de la Corte; la forma de elección de su Presidente; la 

protesta del cargo; las faltas temporales, licencias, ausencias temporales y 

definitivas; la actuación del Ministerio Público y del Procurador General de la 

República (dependientes del Ejecutivo Federal); la competencia de los tribunales 

federales, los principios para la substanciación de los asuntos sometidos a su 

competencia y las atribuciones exclusivas de la Corte, destacando los articulas 

103, 105 y 106 constitucionales, que dicen: 

"Articulo 103. - Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia 

que se suscite: 

l.· Por leyes o actos de la autoridad que violen garantlas individuales. 

11.· Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan fa 

sobaran/a de los Estados. 

111.· Por leyes o actos de fas autoridades de éstos que invadan la esfera de fa 

autoridad federal." 

"Artlculo 105.· Corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

conocer de las controversias que se susciten entre dos o más Estados, entre 

los Poderes da un mismo Estado sobre la constitucionalidad de sus actos, y 

de los conflictos entre la Federación y uno o más Estados, as/ como de 

aquellas en que la Federación fuese parte." 
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"Articulo 106.· Corresponde también a la Suprema Corte de Justicia dirimir 

las competencias que se susciten entre los tribunales de la Federación, entre 

éstos y los de los Estados, o entre los de un Estado y los de otro. ••9 

La Carta Magna atribuyó al Poder Judicial de la Federación, el conocimiento 

y resolución de los juicios y procesos federales, de las controversias 

constitucionales, en especial el juicio de amparo, pero no creó ningún medio que 

estableciera la declaratoria de invalidez de las normas generales, pues 

únicamente regla el principio de relatividad de las sentencias de amparo. 

4. Principales Reformas a la Constitución de 1917 con relación a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

4.1. Reforma Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de agosto 

de 1928. 

En esta fecha se reformaron los articulas 94, 96, 97, 98, 99 y 100 de la 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 

En la Exposición de Motivos a la Reforma de 1928, el Presidente Alvaro 

Obregón, señaló que la inamovibilidad judicial era un grave Impedimento para la 

pronta y expedita administración de justicia; hizo mención a los inconvenientes 

que se presentaban en la forma de elegir jueces, pues la participación de las 

Cámaras del Congreso Federal y de las Cámaras locales en la elección de 

ministros, los colocaba en una situación polltica que desprestigiaba el cargo y 

ponla en duda su honorabilidad, por lo que se estableció la facultad del Ejecutivo 

de nombrar a estos altos funcionarios, con la aprobación del Senado. 

19 /dem. 
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Esta reforma estableció la incapacidad de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación para despachar sus asuntos en virtud de que únicamente actuaba como 

Tribunal Pleno, por lo que su función de administrar justicia pronta y expedita se 

vela afectada enormemente, de ahl que se reorganizó el número de ministros y el 

despacho de los asuntos de la Corte, estableciendo expresamente en el texto 

constitucional la facultad de funcionar en Salas o en Pleno, en atención a la 

naturaleza de los negocios. 

La Corte actuaba principalmente, como revisora de las sentencias de los 

tribunales inferiores (tribunal de apelación) y como parte Integrante de la trilogla de 

los poderes de la Unión. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal como lo expresaban los 

preceptos constitucionales, funcionó en Pleno desde 1917 hasta 1928, ya que 

mediante la reforma constitucional aludida se elevó el número de ministros a 

dieciséis y se autorizó la integración de éstos en tres Salas, con cinco ministros 

cada una y especializadas en materia penal, administrativa y civil, 

respectivamente. 

4.2. Reforma Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 

diciembre de 1934. 

Esta reforma a los articulas 94, 95 y 97 constitucionales, estableció una Cuarta 

Sala dedicada a resolver en especifico -a efecto dar celeridad a los asuntos que 

se sometian a consideración de la Corte- los negocios relacionados con la materia 

laboral. 

Se retoma el criterio planteado en 1928, en cuanto a la organización del 

Máximo Tribunal de Pais, es decir, su división en salas especializadas en una 

determinada rama juridica, con el objetivo de acelerar la resolución de los asuntos 

que eran de su conocimiento. 

25 



La Primera Sala conocla de las controversias y amparos en materia penal; 

la Segunda resolvla los juicios de amparo en materia administrativa, los asuntos 

laborales se englobaban en ésta, lo que provocaba su desatención, ya que no 

existla una sala que se dedicara exclusivamente a conocer y resolver de éstos, 

con la celeridad que los mismos requerlan; y la Tercera, de las funciones 

jurisdiccionales en materia civil y mercantil. De ahl la necesidad de ampliar el 

número de ministros de dieciséis a veintiuno, a efecto de que cinco ministros 

integraran una Cuarta Sala, para que se avocara especialmente a la resolución de 

los asuntos en materia del trabajo. 

Cabe hacer mención, que en la Exposición de Motivos de esta reforma, se 

reafirmó el carácter de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como intérprete 

de la Constitución y su facultad para ejercer el control de constitucionalidad. 

En cuanto a la calidad requerida para ser ministro, se añadió a los 

requisitos mencionados en el articulo 95 constitucional, la antigüedad mlnima de 

cinco años en el ejercicio profesional de licenciado en Derecho, a efecto de lograr 

un mejor desempeño en la función jurisdiccional. 

Además, se limitó el desempeño del cargo a s1iis años, con el propósito de 

lograr una relación estrecha entre los tres poderes y acelerar la administración de 

justicia. 

4.3. Reforma Constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 19 de febrero de 1951. 

En esta época, el problema principal dentro de la administración de justicia era el 

rezago de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución de los juicios 
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de amparo, lo cual propició la reforma al articulo 73 y al Capitulo IV, de la Sección 

IV, Titulo Tercero de la Carta Magna. 

Antes de esta reforma, la Suprema Corte tenla la imposible tarea de 

resolver -entre otras importantes cuestiones- la totalidad de los amparos directos y 

las revisiones que llegaban de cada Estado, asl como las revisiones de las 

sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación.20 

Con anterioridad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya habla 

planteado al Ejecutivo Federal, la posibilidad de reestructurar al Poder Judicial de 

la Federación, a fin de evitar una denegación de justicia, en virtud de la inmensa 

cantidad de asuntos pendientes de resolución. Dicho anteproyecto proponfa la 

designación de cinco ministros supernumerarios, quienes no formarfan parte del 

Pleno y, en caso de ausencia temporal de un propietario, lo suplirfan en Sala, 

siempre que la falta no excediera de un mes. 

La reforma de 1951, recogió las ideas propuestas por la Corte, se creó una 

Quinta Sala Auxiliar y el número de ministros se incrementó a veintiséis, de los 

cuales sólo veintiuno (propietarios) Integraban el Pleno, a efecto de atender los 

negocios sometidos a su consideración. Sin embargo, establecieron otras 

modificaciones importantes en materia jurisdiccional. 

A fin de asegurar fa independencia de los juzgadores federales, se 

garantizó la inamovilidad de los ministros de la Corte; jueces de distrito y 

magistrados de los Tribunales de Circuito. En cuanto a estos dos últimos 

juzgadores federales, se planteó la introducción de un mecanismo idóneo para 

conducir a una inamovibilidad "justificada". Es decir, antes de adquirir el carácter 

vitalicio, estarlan a prueba en el ejercicio de fa función jurisdiccional durante cuatro 

años. 

20 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Su Integración y Funcionamiento, Poder Judicial de la Federación, 
Coordinación General de Compilación, Suprema Corte da Justicia de la Nación, México, 1999, p. 24. 
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A través de esta reforma, se expuso la imposibilidad de la Corte para 

conocer, mediante el juicio de amparo, de los actos de las autoridades, en virtud 

de leyes emanadas del Congreso Federal o las legislaturas de los Estados, tanto 

en materia civil, penal, laboral o administrativa. Ante esa concentración y 

centralización de los asuntos en la propia Corte, se crearon los tribunales 

colegiados de circuito en materia de amparo, respetando por sobre todas las 

cosas, la naturaleza de la Corte, sus funciones constitucionales, su calidad de 

Intérprete supremo de la Constitución y su trascendental misión de control de la 

constitucionalidad de leyes y actos de autoridad. 

Antes de la reforma, la resolución de los amparos era competencia de los 

Juzgados de Distrito y de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En cambio, 

los Tribunales de Circuito, como parte del Poder Judicial Federal, conoclan de las 

apelaciones en los negocios federales. Por lo que se planteó la reestructuración 

del Poder Judicial, a efecto de que los tribunales de esta categorla tuvieran 

competencia para conocer de los juicios de amparo. 

Se estableció entonces, que los Tribunales Unitarios de Circuito conocieran 

de las apelaciones en materia federal y los Tribunales Colegiados de Circuito, se 

dedicaran exclusivamente a la materia de amparo. 

El objetivo consistla en combatir el rezago existente en las Salas de la 

Corte y, la finalidad de que dichos órganos jurisdiccionales federales fueran 

colegiados (integrados por tres magistrados) radicaba en la necesidad de 

despachar con rapidez los asuntos sometidos a su consideración: amparos 

directos penales, civiles y del trabajo promovido en contra de las sentencias 

definitivas de segunda instancia, por violaciones procedimentales; amparos civiles 

y penales directos en contra de sentencias definitivas en las que no procediera la 

apelación, y amparos en revisión en los casos en que no se reclamara la 

constitucionalidad de una ley. 
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Podemos decir, que advierte la necesidad de delegar atribuciones a la 

Corte a efecto de que conociera en mayor medida de las cuestiones de 

constitucionalidad y se reafirma su carácter de Intérprete legitima de la 

Constitución, ejemplo de ello es que sólo conocerla de la revisión contra las 

sentencias pronunciadas en amparos indirectos cuando se reclamara la 

constitucionalidad de una ley. 

La Exposición de Motivos a la Reforma Constitucional de 1951, confirma lo 

antedicho: 

"Es necesario subrayar que estas nuevas normas de competencia para los 

diversos órganos del Poder Judicial de la Federación, se adapten sin 

perjuicio de atribuir a la Suprema Corte de Justicia el conocimiento del 

amparo en que se planteen problemas auténticamente constitucionales, ya 

sea a través de leyes impugnadas de contrarias a la Magna Carta o de 

actos de autoridad directamente violatorios de la Constitución. Y as/, aquel 

Alto Tribunal, conserva intacta su sobaran/a y el ejercicio. de su función de 

control de la constitucionalidad de leyes y actos de autoridad y de Intérprete 

supremo de la Constitución".21 

El objeto capital consistió en reservar exclusivamente a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación el control de constitucionalidad, haciendo que interviniera 

en todos aquellos casos en los que se tratara de definir la constitucionalidad de 

una ley o de fijar la interpretación directa de un precepto de la Constitución. 

2' Exposición do Motivos a la Reforma Consliluclonal, Publicada en el Diaño Oficial de la Federación el 19 de 
Febrero de 1951. Compilación de Leyes de la Suprema Corte do Justicia do la Nación. 
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4.4. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 

octubre de 1967. 

En lo que respecta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esta reforma 

pretendió limitar su jurisdicción, encomendando a los Tribunales Colegiados de 

Circuito (cuyo número se incrementó) la tramitación y resolución de los amparos y 

revisiones fiscales que no revistieran especial trascendencia. 

Además, dio atribuciones a las salas para que resolvieran los amparos 

contra leyes de competencia originaria del pleno, una vez que éste hubiera fijado 

jurisprudencia al respecto. 

Con esta reforma se logró reforzar la estructura adoptada en 1951 con la 

creación de los Tribunales Colegiados de Circuito, descargando en estos 

tribunales federales inferiores asuntos que la Suprema Corte no estaba ya en 

posibilidad de resolver. 

En cuanto a los ministros supernumerarios, se reformó al articulo 94 

constitucional, concediéndoles la facultad de integrar el Pleno ante la ausencia 

temporal de un ministro propietario. 

4.5. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 D de agosto 

de 1987. 

Como Presidente de la República, Miguel de la Madrid envió al Congreso de la 

Unión una iniciativa de reformas constitucionales, que tenia como propósito 

otorgar competencia exclusiva a la Suprema Corte para resolver sobre la 

constitucionalidad de leyes y tratados internacionales, fijando competencia 

respecto de los demás casos de inconstitucionalidad, a los Tribunales Colegiados 
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de Circuito. Estas reformas, una vez aprobadas por el Congreso, entraron en vigor 

el 15 de enero de 1988.22 

Antes de la reforma, el juicio de amparo fungla como instrumento resolutor 

de los conflictos constitucionales y, a su vez, como defensor de nuestro 

ordenamiento jurldico, a través del control de legalidad. 

En ese entonces la Suprema Corte de Justicia de la Nación realizaba una 

función enfocada al control de legalidad, lo que determinó una severa restricción 

de la función constitucional, es decir, se le impedla realizar su función primordial 

cerno órgano colegiado al cual se sometlan las controversias estrictamente de 

carácter constitucional. 

Con la reforma a la Constitución y a la Ley de Amparo de 1988, el control 

de legalidad se separa del control constitucional, ya que a partir de ese momento 

correspondla a los Tribunales Colegiados de Circuito el conocimiento de los juicios 

de amparo en los que se plantearan cuestiones de legalidad, lo que da margen a 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer y resolver con mayor 

amplitud los asuntos de lndole constitucional; ya que dicha reforma se concretó 

substancialmente a establecer como competencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, asuntos en amparo sobre constitucionalidad de leyes, quedando los 

Tribunales Colegiados de Circuito en conocimiento de estos juicios cuando 

versaran sobre legalidad, salvo aquéllos en los que la Corte ejerciera su facultad 

de atracción, en virtud de la importancia y trascendencia del asunto. 

En la Exposición de Motivos de la iniciativa de Reforma, el Ejecutivo 

Federal al respecto señaló: 

22 suprema Corte de Justicia de la Nación. Su Integración y Funcionamiento, Poder Judlclal de la Federación, 
Coordinación General de Compilación, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 1999, p. 26. 
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" ... manifesté que habla llegado el histórico momento, que constituye una 

permanente aspiración de nuestra comunidad jurldica, de perfeccionar para 

la Suprema Corle de Justicia de la Nación la función de supremo intérprete 

de la Constitución y de asignar a Jos tribunales colegiados de circuito el 

control total de la legalidad en el pa/s, pues con ello se avanza en el 

fortalecimiento y vigencia del principio de división de Poderes, se consagra 

nuestro más alto tribuna/ a la salvaguarda de las liberlades de los individuos 

y de la Norma Fundamental, se culmina el proceso de descentralización de 

la función jurisdiccional federal y se acaba en definitiva con el problema del 

rezago en asuntos de la competencia de la Suprema Corle de Justicia ... Si 

las proposiciones que esta iniciativa contiene merecen la aprobación del 

Poder Constituyente Permanente, el control de la constitucionalidad, que 

atañe al todo social, quedará sujeto básicamente al conocimiento de la 

Suprema Corle de Justicia, con sede en el Distrito Federal, y el control de la 

legalidad se atribuirá a /os tribunales colegiados de circuito, que tienen su 

sede en los lugares que son cabecera de los propios circuitos, diseminados 

en todo el territorio nacional, con lo cual se culmina el proceso de 

descentralización de la justicia federal y se acerca la justicia al pueblo". " 

Esta reforma constitucional dio lugar a ciertos cambios: 

Se hizo potestativo el nombramiento de hasta cinco ministros supernumerarios, 

pues la nueva distribución de competencias hacia innecesaria su designación. 

Se dieron facultades al Pleno de la Suprema Corte para determinar el número, 

división en circuitos y jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

n Exposición do Motivos a /a Reforma Constitucional Publicada en el Diario Oficial de la Federación al 
10 do Agosto da 1987. Compllaclón de leyes do la Suprema Corta de Justicia do la Nación. CD-ROM. 
"Historia Legislativa y Parlamentaria de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos: editado 
por la Suprema Corto de Justicia de la Nadón, México, 2000. 
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Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 

para evitar la rigidez que ex\stla. 

Se adicionó el sexto párrafo del articulo 94 constitucional, por el que se otorgó 

la facultad al Pleno de la Suprema Corte de emitir acuerdos generales a fin de 

lograr, mediante una adecuada distribución entre las Salas, de los asuntos que 

debiera conocer la Suprema Corte de Justicia, para la mayor prontitud en su 

despacho. 

Se estableció la competencia de la Corte para conocer de los recursos de 

revisión en el caso de que subsista el problema de constitucionalidad respecto 

de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos 

por el Presidente de la República y reglamentos de leyes locales expedidos por 

los gobernadores de los Estados. 

4.6. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 

diciembre de 1994. 

El 1º de enero de 1995, entró en vigor la llamada "reforma judicial" que modificó 

sustancialmente al Poder Judicial de la Federación; se incorporaron nuevas 

facultades a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en materia de acciones de 

inconstitucionalidad y controversias constitucionales y se despojó a la Corte de 

las cuestiones administrativas referentes al Poder Judicial de la Federación. 

La reforma en cuestión, provocó un avance significativo, ya que revolucionó 

el ámbito judicial desde diversos ángulos. 

En cuanto a la composición, se alteró la estructura de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación reduciendo el número de ministros integrantes de veintiséis a 

once (volviendo al número que originalmente prevela el texto constitucional de 

1917). 
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Se modificó la forma de designación de sus integrantes para evitar el 

nombramiento presidencial directo y conferirle esta facultad al Poder Legislativo a 

través del Senado; se aumentó el término del cargo de su Presidente de uno a 

cuatro años; se precisó que la gestión de los ministros tendrla una duración de 

quince años, a la vez escalonada y se canceló la limitación para ejercer el cargo 

en razón de la edad. 

La reforma tuvo una vertiente administrativa importante, pues la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación se liberó de las facultades de administración, 

disciplina y gobierno del Poder Judicial de la Federación que desempeñaba desde 

su creación, para encargárselas a un organismo de nueva creación: el Consejo de 

la Judicatura Federal, cuya tarea consiste en la administración, vigilancia, 

disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación -con excepción de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación-, velando en todo momento, por la 

autonomía de los órganos de dicho Poder y por la independencia e imparcialidad 

de sus miembros. 

Por una parte, el eje fundamental, fue garantizar a los jueces y magistrados 

la necesaria independencia y autonomla de sus funciones, frente al poder polltlco, 

a los tribunales de alzada y frente a los propios litigantes y, por otra parte, liberar a 

la Suprema Corte de Justicia de tareas administrativas para permitirle concentrar 

todos sus esfuerzos en el ejercicio de sus importantes tareas de control de la 

constitucionalidad. 

A partir de esta reforma constitucional, surgen de manera importante en el 

ámbito jurldíco las controversias constitucionales, pues a pesar de que se 

encontraban reguladas en el texto original de la Constitución Federal de 1917, no 

fueron utilizadas sino de manera excepcional. Se ampliaron los supuestos de 

procedencia y se abrió la puerta para que diversos sectores de la sociedad 

pudiesen promoverla. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver esta 
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figura se avocó verdaderamente a su función primordial, como órgano de justicia 

constitucional. 

Se adicionó la fracción 11 al articulo 105 constitucional, la cual instituye la 

acción de inconstitucionalidad como un proceso de control constitucional abstracto 

por vla de acción, este nuevo medio de impugnación surge como clara influencia 

del derecho constitucional europeo, sin embargo, no era procedente para las 

disposiciones generales en materia electoral, por lo que estas importantes 

cuestiones quedaron fuera del marco de justicia constitucional. 

Al llevarse a cabo esta reforma, se buscó que los órganos del Poder 

.Judicial Federal estuvieran en posibilidad de cumplir cabalmente sus funciones 

tanto desde el punto de vista orgánico como desde el competencia! o 

procedimental. 

4.7. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto 

de 1996. 

No es sino hasta las reformas constitucionales de 22 agosto de 1996, donde, por 

una parte, se previó que la acción de inconstitucionalidad abarcara también las 

leyes electorales y, por la otra, se enmarcó dentro del Poder Judicial de la 

Federación al Tribunal Federal Electoral, cambiando su denominación a Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación. Por lo tanto, forman parte de su 

competencia dos procesos de control constitucional: el juicio de revisión 

constitucional electoral y el juicio para la protección de los derechos pollticos 

electorales del ciudadano, esto es, dicho tribunal, se convirtió en el garante para 

que todos los actos y resoluciones dictados por la autoridad electoral, se ajustaran 

a lo establecido en la Constitución Federal y en las leyes de la materia. 
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Las reformas pretendieron la consecución de una sistema integral de 

justicia en materia electoral, estableciendo mecanismos para que todas las leyes 

electorales se sujetaran a lo dispuesto por la Constitución. 

De igual manera, la incorporación referida permitió hacer una distribución 

de competencias constitucionales y legales entre la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación y el Tribunal Electoral. 

4.8. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio 

de 1999. 

Posteriormente aparece publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 

junio de 1999, una nueva reforma constitucional, en cuya Exposición de Motivos, 

ya menciona a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como un Tribunal 

Constitucional y los fórmulas para imprimirle ese carácter, tal es el caso de la 

facultad con que cuenta el Pleno para expedir acuerdos generales24 y, con base 

en ello remitir a los Tribunales Colegiados los asuntos respecto de los cuales se 

hubiere establecido jurisprudencia, no revistan interés o trascendencia o en 

general, que la propia Corte estime innecesaria su intervención, como una 

extensión a la facultad -conferida en la reforma de 1994- de remitir a los 

Tribunales Colegiados determinados asuntos. 

Se pretendió modificar el régimen competencia! de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, transformación que al parecer iba enfocada a constituir a la 

Corte como un órgano jurisdiccional especializado en materia constitucional, pues 

si bien es cierto que aún conoce de todos los recursos de revisión que se 

promuevan en contra de sentencias de los jueces de distrito en las que se haya 

analizado la constitucionalidad de normas generales, también lo es que puede 

rechazar el conocimiento de aquellos casos· en los cuales no sea necesaria la 

"Respecto de este tema, se profundizará en ot Capitulo IV, Situación Actual de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, ya que con la facultad del Piano de este Alto Tribunal de emitir acuerdos 
generales, el mismo se encarga primordialmente do su competencia original. 
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fijación de un criterio de Importancia o trascendencia para el orden jurldico 

nacional. 

Dentro del marco de la Suprema Corte de Justicia de la Nación surgen 

diversos acuerdos que permiten a este órgano colegiado. enfocarse 

primordialmente a las cuestiones de constitucionalidad y, enviar a las Salas 

asuntos de competencia originaria del Pleno, asl como a los Tribunales 

Colegiados de Circuito, los asuntos que revistan temas de legalidad. 
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Capitulo 11: Los Tribunales Constitucionales. 

1. Breve referencia de los dos grandes sistemas de control constitucional. 

Una vez narrada la evolución histórica de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, es menester profundizar en el concepto tribunal constitucional, a fin de 

estar en aptitud de determinar si el largo proceso de desarrollo del Máximo 

Tribunal de México ha culminado en un tribunal constitucional. 

La noción tribunal constitucional debe ser estudiada a la luz de los dos 

sistemas de control constitucional predominantes: el difuso o americano y el 

concentrado o europeo (del cual se deriva la idea de los tribunales 

constitucionales), en el entendido de que el control constitucional no debe ser 

considerado únicamente el instrumento capaz para hacer valer los derechos 

individuales, sino como el medio adecuado para el correcto ejercicio de los 

poderes públicos; a través de éste, se garantiza el cumplimiento de la Carta 

Magna, la cual ante todo debe prevalecer sobre cualquier norma secundaria. 

1.1. Control Difuso o Sistema Americano de Control Constitucional. 

Si bien la idea del control difuso o sistema americano, no se encontraba 

perfectamente plasmada en la Constitución Norteamericana de 1787, si se 

establecla la supremacla y validez de ésta por encima de las leyes, por lo que los 

tribunales deblan reconocer esta condición e inaplicar las leyes del Congreso. 25 

El control difuso o llamado sistema americano de control judicial de la 

constitucionalidad, surgió a partir de 1803, cuando la Suprema Corte Federal de 

los Estados Unidos de Norteamérica, al fallar el caso Marbury vs. Walton, declaró 

contraria a la Constitución una ley que creaba cargos judiciales de menor lndole, 

25 Ya Alexander Hamillon en 1788, en su abra Tho Federalist, Fondo do Cultura Económica, México, 1997, p. 
322, senalarla que "La Constitución es, en realidad, y debe ser respetada por los jueces, como ley 
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ejercitando asl su facultad controladora de las leyes en atención a la supremacla 

de la Constitución, es decir, la revisión judicial de las leyes o judicial review. 26 

Sin embargo, adquiere su nombre no solamente por su nacimiento en el 

vecino pals del norte, sino porque recibió gran aceptación en el continente 

americano. 

Al respecto, el Dr. Héctor Fix Zamudio, señala: 

"El otra modela que podemos calificar como americana, no sólo par 

haber surgido en las Estadas Unidas, sino par ser el que ha 

pradaminada en el Continente Americana desde Canadá hasta 

Argentina, aun cuando can varias mada/idades".27 

El judicial review cobró gran auge y divulgación a partir de la obra de Alexis 

de Toqueville, La Democracia en América28
, quien al narrar el funcionamiento del 

Poder Judicial de los Estados Unidos de Norteamérica, señaló: 

"Cuando un Estada de la Unión produce una ley de esa naturaleza 

(contraria a la Constitución), los ciudadanas lesionados par la 

ejecución de la misma pueden apelar a las cortes federales. 

As/, la jurisdicción de las cortes federales se extiende na solamente a 

todos los procesas que tienen su fuente en las leyes de la Unión, 

fundamental ... o en otras palabras, la Constitución debe ser preferida sobre las leyes, el propósito del pueblo 
sobre el propósito de sus reprosontanles". 
26 La sentencia pronunciada por la Corte al resolver el caso (en el que lnlervenlan intereses de los partidos 
rederalistas y repUblicanos}, se roferia prtnclpalmente a los siguientes puntos: "1.· La Lay de la judicatura que 
impedla a la Corte conocer el asunlo en cuestión era Inconstitucional, porque el Congreso no puede, por 
ningún medio, ampliar la jurisdicción original que otorga la Constitución; 2.· La naturaleza de la Constitución 
escrita es superior a Ja lay; 3.- El Poder Judicial se extiende a todos los casos surgidos de la Constitución de 
Jos Estados Unidos de Amdrica•. REYES REYES, Pablo E. La Acción de lnconsliluclonalidad, Ed. Oxford, 
México, 2000. pp. 92 y 93. 
27 FIX ZAMUDIO, Héclor. ·areves Referencias sobre el concepto y el contenido del derecho procesal 
constiluclonal", en Derecho Procesal Constitucional, Ed. Porrúa, México, 2001, p. 100. 
"De TOQUEVILLE, Aloxls. La Democracia en América. Fondo de Cultura Económica. México. 1984. p. 138. 
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sino también a todos aquéllos que nacen de las leyes que los 

Estados parlicu/ares han confeccionado, contrarias a la 

Constitución".29 

El sistema americano consiste principalmente en el reconocimiento a los 

juzgadores, sea cual sea su categorla, de no aplicar las leyes secundarias que 

consideren contraria a la Constitución, es decir, 'Yodos los jueces y tribunales, 

pueden decidir sobre la constitucionalidad de los actos de autoridad, 

especialmente las disposiciones legislativas", 30 más el efecto de dicha declaratoria 

de inaplicabilidad es únicamente para el caso en concreto, ya que la resolución 

dictada surte efectos sólo entre las partes que plantearon la controversia, aunque 

esta barrera puede ser eliminada a través del principio stare decisis o "doctrina de 

los precedentes' que señala que las decisiones tomadas en casos particulares 

adquieren obligatoriedad en los casos análogos siguientes, por lo que 

materialmente, adquieren efectos generales. 

En otras palabras, la particularidad de este sistema de control 

constitucional, consiste en dotar a todo el aparato judicial de la vigilancia, 

cumplimiento y observancia del texto constitucional, es decir, se deposita la 

confianza a todos los tribunales, para hacer valer la Constitución, como norma 

superior a cualquier otra emanada por el Parlamento, por lo que en el caso de que 

ésta última sea contraria a la Carta Magna, los tribunales no están obligados a 

cumplirla. 

" ... el sistema calificado de "americano", de acuerdo con el cual todos los 

jueces ordinarios (y en cierlos casos, sólo algunos de ellos) pueden decidir 

en los procesos concretos de los cuales conocen, sobre la conformidad de 

la ley aplicable con la Constitución (sistema difuso), de oficio o a petición de 

parle (por vla Incidental}, y la resolución que dicten declarando la 

"ldom, p. 139. 
30 FIX ZAMUDIO, Héctor. "Breves Referencias sobre el concepto .. .". Op.Cif., pp. 100 y 101. 

40 



lnconstitucionalidad de las disposiciones legislativas sólo tiene efectos para 

esos casos concretos (desaplicación)". 31 

En Ja óptica personal, se Je llama control difuso por ciertos aspectos: 

1.- Porque habilita a los juzgadores, sin importar la jerarqula, para inaplicar 

una ley que se considere contraria ala Constitución; 

2.- Porque Ja resolución de las cuestiones constitucionales no se distingue 

de la jurisdicción ordinaria. 

El punto medular es la supremacla de la Constitución, de ahl que Jo 

importante sea defenderla a cualquier nivel y en cualquier materia, sin Ja 

necesidad de un órgano judicial especializado en la resolución de los conflictos 

meramente constitucionales. Los tribunales son Jos órganos encargados de decidir 

el derecho aplicable y de mantener el control constitucional de los actos de poder, 

esto es, corresponde a los tribunales interpretar y aplicar la Constitución. 

En esta tesitura, Louls Favoreu, explica: 

"En el sistema americano, la justicia constitucional se confla al conjunto del 

aparato judicial, y no se distingue de hecho de la justicia ordinaria, en la 

medida en que todos los litigios, cualquiera que sea su naturaleza, los 

juzgan los mismos tribunales y, en //neas generales, en idénticas 

condiciones. La dimensión constitucional puede hallarse presente en todos 

los litigios, y no precisa de un tratamiento especifico: a decir verdad, no 

existe un verdadero contencioso constitucional, como tampoco existe un 

31 FIX ZAMUDIO, Héctor. "Los Tnbunales y Salas ConsUtuclonales en América Launa" en Estudios Jurldicos 
en Homenaje a Don Santiago Barajas Monte de Oca. lnsUtulo de lnvesUgaclones Jurldlcas, UNAM, México, 
1995, p.59. 
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contencioso administrativo o judicial, pues no hay razón alguna para 

distinguir entre los asuntos presentados ante un mismo juez". 32 

Respecto de la introducción del sistema americano en los paises 

latinoamericanos y la influencia europea en los mismos, el Dr. José Luis 

Soberanas Fernández, apunta: 

"El sistema norteamericano de judicial review es muy adecuado para el 

vecino pals del norte y lo fue para los paises latinoamericanos; sin 

embargo, en gren medida, y particularmente por /o que se refiere al control 

de la constitucionalidad de leyes, ha sido superado, y más concretamente 

por la Influencia europea, que en este campo ha tenido un gran avance en 

el siglo XX".33 

De este mismo modo, Francisco Fernández Segado, señala: 

la influencia del llamado modelo austrlaco-kelseniano de control de 

constitucionalidad se hará sentir en mayor medida transcurridas dos 

décadas del final de la Segunda Gran Guerra, influencia que se 

intensificará de modo muy notable en /os tres últimos lustros". 34 

En este sentido concuerdo con las opiniones anteriores, ya que el control 

difuso que, efectivamente, fue adoptado por la mayorla de los paises del 

continente americano,35 poco a poco ha ido sufriendo variantes y adquiriendo 

32 FAVOREU, Louls. Los Tribunales Constiluc/onafos, Ed. Ariel, Barcelona, 1993, p. 15. 
" SOBERANES FERNÁNOEZ, Jos6 Luis. "La Reforma Judicial Federal Mexicana de 1994" en Estudios 
Jurldicos en Homenaje a Don Santiago Barajas Montes de Oca, Instituto de lnvesllgaclones Jurldlcas, UNAM, 
México, 1995, p. 411. 
34 FERNANDEZ SEGADO, Francisco. •ta Jurisdicción Constilucional en América Latina. Evolur.lón y 
Problemática desde la Independencia hasta 1979• en Derecho Procesal Constitucional. Ed. Porrúa, México, 
2001, p.5. 
l~ La Conslilución do Yucatán do 16 de mayo de 1841 elaborada por Manuel Crosccncio Rejón, Introdujo por 
primera vez el sistema americano de control de constitucionalidad de leyes en los ordenamientos 
latinoamericanos. Cfr. FERRER MACGREGOR, Eduardo. ·Los Tribunales Constitucionales y la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación· en Derecho Procesal Constitucional, Ed. Porrúa, México. 2001, p. 63; cfr. FIX 
ZAMUOIO, Hóctor. ·La Justicia Constitucional en América latina· en El Constitucionalismo en las 
Postrimer/os del Sigfo XX. Constitucionalismo. Tomo IV, UNAM, México. 1989, p.457. 
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modalidades de acuerdo con las caracterlsticas y necesidades de cada pals, Jo 

que ha llevado a concluir que el judicial review, en lo que respecta a Jos paises de 

Latinoamérica, ha sido rebasado en virtud de la clara Influencia europea, sobre 

todo a partir de la segunda mitad del siglo XX, ya que en esta época en el viejo 

continente, comenzó una intensa labor en el ámbito legislativo, jurisprudencia! y 

doctrinal sobre el control constitucional, misma que permeó en los sistemas 

latinoamericanos, tal como se analizará más adelante. 

1.2. Control Concentrado o Sistema Europeo de Control 

Constitucional. 

Este sistema de control constitucional de tradición austriaca, pues surgió con la 

Constitución Austriaca de 1° de octubre de 192036 (perfeccionada en su reforma 

de 1929), la cual albergó las ideas de Hans Kelsen, aportó grandes innovaciones 

en materia de control constitucional, pues crea un órgano especializado para 

conocer de las cuestiones constitucionales, denominado Tribunal Constitucional. 

La tesis de Kelsen parte de un principio básico, la jerarqula de las leyes que 

existen en el orden jurldico, esto es, las normas generales se encuentran en 

diferentes niveles, por lo que la ley jerárquicamente superior determinar a su 

inferior, de ahl que la Constitución se sitúe en la cúspide de la pirámide de 

jerarqulas, y ésta es la que determina la forma y contenido de sus Inferiores. 

Entonces, debla existir un órgano al cual se le encargaran el control de la 

constitucionalidad de las leyes, el Tribunal Constitucional. 

311 El control concentrado comienza a gestarse a partir de 1918, al caer el Imperio austro·hüngaro y ya en la 
Ley de 25 de enero de 1919 la Asamblea Provisional de Austria Alemana creaba por primera vez el Tribunal 
Conslilucional (VerlasungsgerichlshoQ "La aparición del Verfasungsgerichtshof (VFGHJ esté lntlmamenle 
conectada af pensamiento ke/senlano; no en vano Kelsen fue el auténtico mentor de la Constitución Federal, 
participando asimismo como miembro del VFGH". FERNANOEZ SEGADO, Francisco. "Evolución Histórica y 
Modelos de Control Constituclonar en La Jurisdicción Constilucional en lberoamérica, Ed. Dyklnson, Madrid, 
1997, p. 78. 
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El sistema kelseniano confla el control constitucional a un solo órgano, un 

Tribunal Constitucional, el cual es el encargado de resolver los conflictos que se 

presentan al confrontar el texto de una ley con el de la Constitución, a efecto de 

determinar si la primera es acorde con esta última, por ende, los tribunales 

ordinarios carecen de facultades para poder "inaplicar" una ley, o simplemente 

para juzgar esta ley o determinar que es contraria a la Constitución. 

De los conflictos en materia meramente constitucional no pueden conocer 

los jueces ordinarios, únicamente este tribunal ad hoc, en el entendido de que su 

fallo tendrá erectos generales o erga omnes, ya que "el ilustre maestro de Viena, 

Kelsen, decía que si un órgano jurisdiccional enjuicia fa constitucionalidad de una 

norma general y abstracta como es la ley, su sentencia, en consecuencia, deberá 

tener efectos generales".37 

Kelsen explica que mientras el Tribunal Constitucional no resuelva si Ja ley 

es contraria o no a la Constitución, dicha ley es válida y por ende, los tribunales 

ordinarios no tienen obligación de inobservarla, a diferencia del sistema 

americano, en cuyo caso, si el Juez estima que la ley es inconstitucional, está 

habilitado para inaplicar al caso concreto. 

Podemos decir que las sentencias dictadas por este órgano constitucional 

ad hoc anulan y no nulifican a la ley, por lo que su erecto no es retroaclivo, sino 

siempre hacia el futuro. 

Esto es, la medida principal y eficaz a efecto de hacer garantizar a la 

Constitución y a las funciones propias del Estado, es la anulación del acto o ley 

declarado inconstitucional. 

Respecto del control concentrado, el Dr. Eduardo Ferrer Mac-Gregor, 

indica: 

37 SOBERANES FERNANDEZ,José Luis. Op. Cit .. p. 411. 
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"En contrapartida al sistema americano de control constitucional, después 

de la Primera Guerra Mundial surge en Europa otro sistema que, en teor/a, 

resulta diametralmente opuesto... este sistema "europeo" tiene como 

caracter/stica fundamental la existencia de un tribunal o corte constitucional 

ad hoc que se encarga de resolver tos conflictos o cuestiones de 

inconstituciona/idad de las disposiciones legislativas impugnadas, teniendo 

sus resoluciones efectos generales para el futuro". 38 

Este sistema doctrlnalmente es antagónico al americano, ya que ta materia 

de control constitucional se excluye del aparato judicial o justicia ordinaria y, es 

encomendada a un tribunal especializado, sin que ningún otro órgano judicial 

pueda tener conocimiento de estas cuestiones. 

Louis Favoreu, partidario del sistema europeo, hace esta distinción entre el 

control difuso y el concentrado, al señalar: 

''El modelo europeo es enteramente distinto. Lo contencioso constitucional, 

que se distingue de to contencioso ordinario, es competencia exclusiva de 

un tribunal especialmente creado con este fin .. .'il9 

En virtud de tos acontecimientos polilicos y sociales que se dieron con 

posterioridad a la Primera Guerra Mundial en el continente europeo, la Corte 

Constitucional Austriaca fue suspendida, más no asl el proceso que inició con el 

control concentrado de constitucionalidad de leyes y con los tribunales 

constitucionales, mismo que después de la Segunda Guerra Mundial, adquirió 

mayor relevancia e influyó al continente americano, en donde predominaba una 

justicia constitucional opuesta, pues en el sistema europeo "los jueces comunes 

son incompetentes para conocer de e/los, a fin de promover ante el Tribunal 

38 FERRER MAC·GREGOR, Eduardo. "Los Trtbunales ConsUtuctonales y ta Suprema Corte do JusUcla de 
México· en Derecho Procesal Conslituclona/, Ed. Porrúa, México, 2000, p. 63. 
39 FAVOREU, Louls. Op. Cil., p. 15. 
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Especial Constitucional la cuestión de constitucionalidad surgida con ocasión de 

tal proceso." 40 

Francisco Fernández Segado en su articulo "Evolución Histórica y Modelos 

de Control Constitucional", señala: 

"A partir de la doctrina vertida por Kelsen, el instituto da control de 

constitucionalidad y su atribución a un órgano ad hoc o autónomo 

comenzará a expandirse, aceptándose progresivamente de modo general, 

al menos en amplios sectores doctrinales, bien que su generalización a 

nivel derecho constitucional positivo sólo tenga lugar tras la Segunda Gran 

Guerra." 41 

En cuanto a la influencia en Latinoamérica del control concentrado, Allan R. 

Brewer Carias, apunta: 

"Debe destacarse, sin embargo, que la modalidad del método concentrado 

de control de la constitucionalidad basado en la creación de un órgano 

constitucional especial, una Corte o un Tribunal para actuar como juez 

constitucional dotado de poder original y exclusivo par anular leyes y otros 

aspectos de rango y efectos similares, ha marcado la evolución de la 

justicia constitucional en las últimas décadas en Latinoamérica". 42 

Los sistemas de control constitucional calificados como americano 

europeo, en virtud de su nacimiento, respectivamente, en Estados Unidos de 

Norteamérica y en Austria, cuentan doctrinalmente c:on caracterlsticas 

antagónicas. El primero de ellos deposita el control de constitucionalidad de leyes 

"REYES REYES, Pablo. Op. Cit., p. 69. 
" FERNANDEZ SEGADO, Francisco. ·evolución histórica .. ."' Op. Cit., p. 76. 
42 BREWER-CARIAS1 Alfan R. •La Jurisdicción Consliluclonal en América Latina• en la Jurisdicción 
Constitucional en lberoamérica, Ed. Oykinson, Madrid, 1997, p.136. 
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a todo el aparato judicial y la declaratoria que resulta únicamente tiene efectos 

ínter partes, esto es, se desaplican las disposiciones legales impugnadas 

"retroactivamente". En el segundo gran sistema, control concentrado o europeo, 

los confllclos constitucionales sólo pueden ser conocidos por la corte o tribunal 

especializado erigido para ese efecto, haciendo un clara distinción con los 

tribunales ordinarios, quienes no están facultados para decidir sobre estas 

cuestiones, en este caso, si la resolución de este órgano constitucional ad hoc, es 

en el sentido de declarar la inconstiluclonalidad de la ley, adquiere efectos erga 

omnes, hacia el futuro. 

"Dentro del sistema concentrado de control de constitucionalidad de leyes, 

la Corte Constitucional no declara la nulidad, sino anula una ley que, hasta 

el momento en el cual la pronunciación de Ja Corte no sea publicada, es 

válida y eficaz aun cuando inconstitucional. Tiene además de carácter 

"constitutivo" carácter "general", o sea, raaliza una anulación que, ya sea 

también con eficacia no ratroactiva (ex nunc), opera empero erga omnes".43 

En la realidad, estos dos sistemas no son tajantes, es decir, estas 

distinciones son meramente doctrinales, por lo que debemos atender a sus rasgos 

caracterlsticos para poder determinar si un sistema de control constitucional se 

inclina hacia el modelo europeo o bien, hacia el americano, es por ello que 

podemos decir que a ralz de los dos grandes sistemas de control constitucional, 

surge un sistema mixto de control constitucional, sobre todo en caso de América 

Latina. 

1.3. Sistema Mixto de Control Constitucional. 

Los diferentes paises, en atención a su propia experiencia constitucional, han 

desarrollado su propio sistema, acogiendo una fusión de los dos sistemas, es decir 

"REYES REYES; Pablo. Op. Cit., p.72. 
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un sistema mixto, a fin de que las cualidades de ambos funcionen armónicamente. 

Tal es el caso de Latinoamérica, que en un principio adoptó el control difuso, pero 

a partir de las últimas décadas ha sido influenciada por el modelo europeo o 

control concentrado, por lo que ha acogido los principios de éste que le son 

favorables sin dejar de lado las Ideas del modelo americano, a fin de hacer 

prevalecer a la Constitución o Ley Suprema. 

Efectivamente, "el modelo "europeo" o "austriaco" se difundió ampliamente 

en América Latina en las últimas décadas, primero de manera incipiente~ pero en 

/os últimos años con mayor vigor. sin afectar esencialmente la tradición 

"americana", es decir, sin que se hubiese producido su incompatibilidad con la 

desaplicación de las disposiciones legislativas por los jueces ordinarios, o en su 

caso, por la Corte o Tribunal Supremos, contrariamente a /o que ocurrió en el 

continente europeo, en el cual predominó, sin ser absoluto, el criterio opuesto, es 

decir, el de la prohibición en principio a los propios jueces ordinarios para decidir 

/as cuestiones de inconstituciona/idad en /os casos concretos sometidos a su 

conocimiento." 44 

Además, "si pasamos una superficial revista al desarrollo que se observa en 

/os últimos años en tas Constituciones latinoamericanas, se advierte una corriente 

cada vez más vigorosa, hacia la creación de tribunales especializados en la 

resolución de conflictos constitucionales, de acuerdo con el modelo austriaco, es 

decir, el que se introdujo en la Constitución Federal austriaca de 1920, debido a 

/as proposiciones del insigne jurista Hans Ke/sen, que atribuyó a dicho organismos 

especializados la solución de todas /as controversias jurldicas derivadas de la 

aplicación de las normas fundamentales." 45 

En efecto, se advierte que algunos paises adoptaron los rasgos de ambos 

sistemas que les eran propicios a fin de hacer valer el principio de supremacla 

"FIX ZAMUDIO, Hóctor. "Los Tribunales y Salas Constitucionales .• .", Op. Cit., p. 60. 
"5 FIX ZAMUDIO, Héctor. ·La Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal Constituclonar en 
Revista PEMEX·LEX, Revista Jurldica de Petróleos Mexicanos, Número 59-60, Junio, 1993, México, p. 8. 
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constitucional. Entonces, surge un sistema flexible, en el cual, generalmente, el 

control de constitucionalidad se ejerce por los órganos del Poder Judicial, ya sea 

por alguna fracción de los órganos jurisdiccionales, por la Suprema Corte o bien, 

por el Tribunal Constitucional, el cual únicamente conoce de la materia 

constitucional. 

En esta tesitura, podemos decir que algunos paises, paralelamente a la 

facultad otorgada a algunos órganos jurisdiccionales para conocer respecto de 

cuestiones constitucionales en el caso concreto que se les presenta, existe un 

órgano especializado para conocer y resolver las leyes que considere contrarias a 

la Ley Fundamental y cuya resolución tendrá el efecto de anularla, es decir, será 

erga omens y no inter partes. 

En este último aspecto Allan R. Brewer Carias, habla de la acepción 

tribunal constitucional o corte constitucional, sin hacer distinción a su ubicación 

fuera o dentro del Poder Judicial, ya que efectivamente, los paises se han dotado 

de una gran influencia tanto del control difuso como del control concentrado, por lo 

que si se crea un tribunal especializado en la materia constitucional, sin importar 

su ubicación, algunos juristas que han modernizado y ampliado los presupuestos 

propuestos por Kelsen, consideran que si el tribunal o corte constitucional cuenta 

con las funciones y atribuciones exclusivamente para el efecto de conocer de los 

conflictos constitucionales e interpretar a la Carta Magna, debe considerarse como 

tribunal constitucional. Respecto de la influencia del modelos austriaco e 

implantación en los paises del continente americano, el autor señala: 

"Pero además del método difuso, en América Latina también tiene una larga 

tradición el método concentrado de justicia constitucional, donde la facultad 

anulatoria de control de la constituctona/idad de leyes y de otros actos del 

Estado producidos en ejecución directa de la Constitución, se atribuye a un 

solo órgano del Estado que actúe como Jurisdicción Constitucional, sea la 

Corte Suprema de Justicia o un Tribunal o Corte Constitucional 
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especialmente creado para ese fin, generalmente formando parle efe/ Poder 

.lJ.Him, Este sistema de control también se conoce como el "sistema 

austriaco" porque en 1920 se adoptó en Austria, o como "modelo europeo", 

cuando el poder de control se atribuye a un Tribunal o Corte Constitucional 

paájcularmenfe ubicado fuero del Poder Judjcial". 46 

Además agrega, "en todo caso, el sistema se denomina concentrado por 

oposición al sistema difuso, porque la facultad da control da la constitucionalidad 

de cierlos actos del Estado, parlicu/armenta /as /ayes, sólo se confiere a un órgano 

constitucional que puede ser la Corle Suprema de Justicia de un pa/s, un Tribunal 

Constitucional especialmente creado, que ouede o no estar integrado dentro de la 

organjzacjón ele/ f?oder Judicial" 47 

El control concentrado o sistema europeo no es "puro", es decir, no significa 

Ja existencia de un tribunal constitucional constituido fuera del aparato 

jurisdiccional, ya que Ja experiencia de muchos paises (como el caso de América 

Latina), ha confirmado lo contrario, pues en general el control constitucional lo han 

realizado las Supremas Cortes consideradas como tribunales constitucionales por 

las facultades y competencias de éstas para conocer los conflictos de 

constitucionales, o bien, se han erigido tribunales constitucionales, dentro del 

Poder Judicial, quienes en todo caso pueden anular el acto declarado 

inconstitucional. 

Analizados someramente los sistemas de control constitucional que 

predominan a Jo largo del mundo, hemos podido constatar que dentro del sistema 

europeo, austriaco o control concentrado de constitucionalidad de leyes, nace el 

Tribunal Constitucional, sin que ello equivalga que en los sistemas mixtos pueda 

existir un órgano de esta lndole. 

"
6 BREWER·CARIAS, Alan R. •La Jurisdicción Constitucional en América Latina", en Justicia Constitucional 

en lberoamérica, Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p.123. 
41 lbldem. 
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Sin lugar a dudas, podernos afirmar que es el punto medular del sistema 

europeo, pues gira en torno a un órgano constitucional ad .hoc que vela por la 

supremacla de la Constitución y a la vez por la división de poderes, pues debernos 

entender que, por una parte, la Constitución establece y ordena a Jos poderes del 

Estado, señala los lineamientos del poder, los derechos fundamentales de los 

individuos y grupos sociales y, por la otra, es una norma que se diferencia de las 

demás por estar en la cúspide, es decir, es la Ley Superior, la Norma Fundamental 

de la cual deben emanar las demás. 

Existen diversas vertientes respecto del concepto de tribunales 

constitucionales, ya que mientras que para algunos, éstos deben reunir 

necesariamente ciertas caracterlsticas, para otros estudiosos, éstas no son de 

vital importancia, sino que se debe atender a la naturaleza y atribuciones de 

aquéllos, ya que cada pals configura su control constitucional en atención a su 

experiencia y lo que le es más favorable. 

Destrañado lo anterior, podemos adentrarnos a la evolución y noción de los 

tribunales constitucionales. 

2. Evolución de los Tribunales Constitucionales. 

Doctrinalmente podemos hablar de tres etapas de la evolución de los tribunales 

constitucionales,48 a saber: 

a) Primera Etapa: 

SI bien es cierto que con la Constitución Austriaca de 1g20, posteriormente 

reformada en 1929, surge el sistema europeo, el punto de partida de esta primera 

etapa, considerada corno el nacimiento de los tribunales constitucionales, es con 

la expedición de la Constitución Checoslovaca de 29 de febrero de 1920, ya es la 

" Cfr. FAVOREU, Louls. Op.Cit., p. 14; FERRER MAC·GREGOR, Eduardo. Op. Cil., p. 68. 
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primera que previó esta figura de un organismo especializado en los conflictos de 

materia constitucional; sin embargo, cobra mayor fuerza y se forma esta institución 

con la Ley Fundamental Austriaca que apareció pocos meses después. 

En cuanto al nacimiento del tribunal constitucional en virtud del sistema 

europeo, en Checoslovaquia, Femández Segado, apunta: 

"... Checoslovaquia no sólo es el primer Estado que introduce en su 

ordenamiento el que será "e/ sistema europeo" de control de 

constitucionalidad, adelantándose unos meses a Austria, sino que además 

lo hace con el más puro de los modelos: un Tribunal "ad hoc" que conoce 

de forma exclusiva y excluyente, con efectos generales, de la 

constitucionalidad de tas leyes." 49 

Dentro de esta etapa encontramos también a España, ya que su 

Constitución de 1931, establecla al Tribunal de Garantlas Constitucionales, el cual 

tuvo vigencia hasta 1939 cuando entró al poder Francisco Franco. 50 

''. .. Entre una y otra conflagración, España estableció, en su Constitución de 

9 de diciembre de 1931, un Tribunal de Garantlas Constitucionales con 

triple competencia objetiva: la propiamente constitucional, la de amparo de 

garantfas individua/es y la de enjuiciamiento de altos jerarcas po//licos y 

judiciales". 51 

b) Segunda Etapa: 

Justo en la incipiente expansión del sistema europeo, se da este segundo 

periodo, en los años siguientes a la Segunda Guerra Mundial y es, nuevamente, 

"FERNANDEZ SEGADO, Francisco. "Evolución histórica .. .", Op. Cit., p.82 
so Cfr. LANDA ARROYO, César. Tribunal Constitucional y Estado Democrático. Pontifica Universidad Católica 
del Penl. Fondo Editorlal, Pení, 1999. p. 51. 
si GONZÁLEZ~DELEITO DOMINGO, Nicolás. Tribunales Cons!ltuclonales, Organización y Funcfonamienlo, 
Ed. Tecnos, Madrid, 1980, p. 15. 
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en Austria en 1945, con la restauración de la Corte Constitucional prevista en 1920 

y 1929. 

En virtud del auge del control concentrado de constitucionalidad de leyes, 

los paises europeos adoptaron este modelo con sus propias directrices, tal es el 

caso de la Corte Constitucional Italiana en 1948, la entonces República Federal 

Alemana al año siguiente con el Consejo Federal Alemán, el Consejo 

Constitucional Francés en 1959 y, dos años después, en 1961 el Tribunal 

Constitucional turco, al que le siguieron Checoslovaquia y Polonia.52 

Es en esta etapa cuando los sistemas de control constitucional de 

Latinoamérica se ven enriquecidos por la Influencia europea y podemos advertir 

que algunos paises de este continente adoptaron este medio de control 

constitucional paralelo al control difuso, entre ellos podemos mencionar, 

Guatemala en 1965, Chile en 1970 y nuevamente en 1980, Ecuador en 1978 y 

posteriormente Perú; sin dejar de lado a Cuba que creó un tribunal constitucional 

en 1946. Además, se crean las Salas Constitucionales como parte integrante de 

algunas Corles Supremas latinoamericanas. Respecto de este tema, el Dr. Héctor 

Fix Zamudio, explica: 

"En esta dirección (refiriéndose al modelo europeo), pero con matices 

derivados de la amplia tradición angloamericana de la revisión judicial, asta 

corriente también se observa en América Latina, por conducto de las cortes 

o tribunales constitucionales de Guatemala (1965-1985), Chile (1970-1973-

1980); Ecuador (1978); Perú (1979); y Colombia (1991), as/ como las salas 

constitucionales con facultad decisoria en el seno de las respectivas Cortes 

Supremas de El Salvador (1983); Costa Rica (1989) y Paraguay (1992)". 53 

" Cfr. FAVOREU, Louls. Op. Cil .. p. 14; FERRER MAC·GREGOR, Eduardo. Op. Cil., p. 69; FIX ZAMUDIO, 
Hóctor. Voz •tribunales Constitucionales• Diccionario Jurldico Mexicano. Instituto de Investigaciones Jurldicas, 
UNAM, 2000, p. 3179; FIX ZAMUDIO, H6ctor. "La Suprema Corte .. .". Op. Cil., p. B. 
"Fil: ZAMUDIO, H6ctor. 'La Suprema Corte do JusUcla .. : Op. Cil., p. B. 
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Asimismo, Allan R. Brewer-Carlas, establece: 

"Bajo la lnffuencia del modelo europeo, pero de una manera Incompleta, el 

sistema se ha implantado en Guatemala, en la década de los sesenta, y en 

Ch17e hacia principios de los años 70, con la creación de sendos Tribunales 

Constitucionales. Luego apareció en Ecuador y Perú donde fueron creados 

Tribunales de Garantfas Constitucionales convertidos recientemente en 

Tribunales Constitucionales. En 1991, la Constitución de Colombia, 

estableció una Corte Constitucional, al igual sucedió en Bolivia, en 1994." 54 

c) Tercera Etapa: 

Podemos considerar que esta fase es Ja cumbre de la expansión de los 

tribunales constitucionales, ya que lo que en un principio parecla una Innovación y 

se tenla cierta incertidumbre en cuanto a su funcionamiento, organización y 

resultados, se convirtió en una clara aceptación a este tribunal ad hoc resolutor de 

los conflictos en materia constitucional. 

Entonces, a partir de 1970, comienza esta nueva etapa, en Ja cual se erigen 

tribunales constitucionales en Portugal en la Constitución de 1976, en España dos 

años después, asl como en Bélgica y Grecia. 

El Dr. Eduardo Ferrer Mac-Gregor, respecto de la propagación de la figura 

del tribunal constitucional a Jo largo de Europa del Este, señala: 

"Posteriormente también estos órganos especializados en materia 

constitucional se expandieron en Europa del Este y en la ex Unión 

Soviética: Polonia (1982, 1986, 1997), Hungr/a (1989), Croacia (1990), 

Checoslovaquia, Rumania, Bulgaria y Eslovenia (1991), Albania, 

Eslovaquia, Estonia, Lituania, Macedonia, República Checa y lo que resta 

" BREWER·CARl~S, Alan R. Op. Cil, p.136. 
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de Yugoslavia-federación de Servia y Montenegro (1992), Repúbllca 

Federativa Rusa, actualmente unida con Belorusia (1993), Moldavia (1994), 

Bosnia-Herzegovina (1995), Letonia (1996) y la República Federativa Rusa, 

actualmente integrante de la Comunidad de Estados Independientes 

(1996). " 55 

Conforme a lo anterior, es posible advertir que la historia de los tribunales 

constitucionales ha sido relativamente corta pero por demás fructlfera. Desde 

1920 hasta la fecha, podemos advertir la influencia del modelo kelseniano de 

control constitucional y su adopción en los diferentes paises a lo largo del mundo, 

sin embargo, la idea del tribunal constitucional se ha adaptado a las ralees de 

cada estado y a su tradición constitucional, tal es el caso de los paises 

latinoamericanos que han adoptado este órgano resolutor de los conflictos 

constitucionales y a la vez siguen manejando el sistema americano. 

Es por ello que considero pertinente, abordar los diferentes enfoques que 

se dan al concepto Tribunal constitucional y determinar claramente, de acuerdo a 

la propia evolución del mismo, cuál concepción es la más acertada, en general y, 

especlficamente, en el caso mexicano. 

3. Noción de Tribunal Constitucional. 

La acepción tribunal constitucional surge a partir de las Constituciones de Austria 

y Checoslovaquia, ambas de 1920, en virtud de las ideas de Hans Kelsen, sin 

embargo, definir al tribunal constitucional no es tarea fácil, ya que da lugar a 

debates, reflexiones y discusiones, por los diferentes matices que ha adquirido en 

los paises que han optado por este órgano de control constitucional. 

En principio debemos partir de los vocablos que integran la acepción: 

tribunal es aquel órgano que juzga, que dirime controversias o resuelve 

"FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, "Los Tribunales Consliluclonales .. .", Op. Cit., p.69. 
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pretensiones entre las partes y constitucional entendemos a la Carta Magna o Ley 

Fundamental, es decir, a los valores supremos, principios fundamentales que 

regulan al Estado, que lo sostiene y lo caracterizan de los demás. 

El Diccionario Jurldico Mexicano, explica por tribunal constitucional: 

"Son los organismos judiciales especializados en la solución de conflictos 

que surgen en la solución de conflictos que surgen por la aplicación directa 

de las disposiciones de carácter constitucional". 58 

De todo anterior, podemos entender al tribunal constitucional como aquél 

órgano ad hoc que ostenta el monopolio de las cuestiones meramente 

constitucionales, esto es, el control constitucional de la leyes secundarias, cuyas 

resoluciones, en caso de determinar que la ley es contraria a la Carta Magna 

adquieren el carácter de cosa juzgada y tienen efectos erga omnes, siempre hacia 

el futuro. 

Tal como lo ideó el jurista vienés Hans Kelsen, el tribunal constitucional 

debla ser un órgano fuera del aparato judicial, sin embargo, por la experiencia 

constitucional de cada pals y la fusión de los grandes métodos de control 

constitucional, han surgicto diferentes enfoques del tribunal constitucional, es decir, 

se han creado órganos encargados de resolver las cuestiones constitucionales en 

el seno de las Cortes Supremas, conocidas como Salas Constitucionales, o bien, 

se le ha encargado la función constitucional al tribunal de mayor jerarqula. De ahl 

que podemos hablar de dos visiones, principalmente: la concepción formal, 

tradicional o pura y la concepción amplia o moderna. 

~ FIX ZAMUDIO, Héctor. Voz •tribunales Constitucionales• Diccionario Jurldlco Mexicano, Instituto de 
lnvesligaclones Jurldlcas, UNAM, 2000, p. 3179. 
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3.1. Enfoque Formal del Tribunal Constitucional. 

En el ámbito formal, podemos hablar de un concepto "tradicional" o "puro" del 

tribunal constitucional, entendiéndose como "un órgano ad hoc, desgajado de la 

Jurisdicción ordinaria, que aparece como una jurisdicción especial a la que le está 

atribuida la función especifica del juicio de constitucionalidad sobre las 

disposiciones y actos de los diversos órganos del estado". 57 

otra definición que nos aporta Louis Favoreu, dice: 

"Un tribunal constitucional es una Jurisdicción creada para conocer especial 

y exclusivamente en maten'a de lo contencioso constitucional, situada fuera 

del aparato jurisdiccional ordinario e independiente tanto de éste como de 

los poderes públicos". 58 

Esta idea de situar al tribunal constitucional fuera del Poder Judicial, en un 

principio pareció atentatorio de la teorla de la división de poderes, sin embargo, 

Kelsen expuso magistralmente -posteriormente Charles Elsenmann- las razones 

por las cuales el tribunal constitucional se podrla Integrar peñectamente dentro de 

la organización austriaca (caso particular) sin afectar a los tres poderes 

constituidos. 

Kelsen partió de la Idea de la supremacla de la Constitución, en el 

entendido de que ésta se encuentra situada en la cúspide de la pirámide de 

jerarqu las, y por ello era necesario asegurar su exacto funcionamiento y 

observancia, por lo que en el caso de que una ley -que obviamente emanarla del 

Poder Legislativo· resultara contraria a la Ley Fundamental, serla ilógico que este 

poder "anulara" los actos que el mismo creó. Aqul surge la teorla del jurista 

51 FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 7 • 
.. tbld., p.13. 
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llamada "legislador negativo'', la cual gira en tornó a la "libre creación", 

caracterlstica fundamental para crear una norma de aplicación general y no asl en 

el caso de la anulación de ésta, pues el Poder Legislativo cuenta con la 

independencia para producir la ley, en atención a las necesidades económicas, 

pollticas o sociales que se le presentan, o bien para afrontar los conflictos que se 

susciten; sin embargo, el tribunal constitucional, al resolver que una norma 

secundaria es contraria a la Constitución, únicamente anula dicha ley a efecto de 

garantizar su observancia. Afirma también, que este legislador negativo, contrario 

al Poder Legislativo, está perfectamente determinado por la Constitución. 

Dentro de esta concepción formal o tradicional, Favoreu al analizar los 

casos europeos como Austria, Alemania, Italia, España y Francia establece ciertas 

caracterlsticas del tribunal constitucional,59 las cuales conviene analizar, a fin de 

estar en aptitud para determinar un concepto de tribunal constitucional: 

a) Un contexto institucional y jurldico peculiar; 

b) Un estatuto constitucional; 

c) Un monopolio de lo contencioso constitucional; 

d) Una designación de jueces no magistrados por autoridades pollticas; 

e) Una verdadera jurisdicción: 

f) Una jurisdicción fuera del aparato jurisdiccional. 

3.1.1. Un contexto Institucional y jurldlco peculiar. 

Según Favoreu, los tribunales constitucionales se han erigido dentro de una forma 

de gobierno parlamentaria o semiparlamentaria y, a su vez, "pluralidad de 

jurisdicciones". 

Desde mi punto de vista, la idea del establecimiento de Jos tribunales 

constitucionales en reglmenes parlamentaristas o semlparlamentaristas, partió del 

59 Cfr. FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 27. 
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estudio de los tribunales constitucionales europeos, pues basta observar al control 

constitucional de América Latina, para darnos cuenta que la proposición anterior 

ha variado considerablemente, pues "hoy en dla existen paises presidencialistas 

en los que hay verdaderos tribunales constitucionales", 60 tal es el caso de Perú, 

Chile, Colombia o Costa Rica. 

Podemos afirmar que la "dualidad o pluralidad" de jurisdicciones, es una 

idea propia del control concentrado de constitucionalidad en oposición al 

americano o difuso, ya que en este último, la jurisdicción constitucional no se 

aparta de la jurisdicción ordinaria, no tiene un tratamiento distinto y todos lo 

juzgadores pueden analizar si una ley es contraria o no a la Constitución. 

3.1.2. Un estatuto constitucional. 

La propia Carta Fundamental establecerá la existencia de este órgano de control 

constitucional, su funcionamiento, organización, facultades e independencia de los 

demás poderes constituidos, a efecto de no ser presionado por el Poder 

Legislativo, Ejecutivo o Judicial en la toma de sus decisiones. 

En este caso, Favoreu, apunta que 'Yoda institución cuya existencia, 

funcionamiento o atribuciones corren el riesgo de ser puestos en tela de juicio por 

el legislador o el gobierno, no puede considerarse tribunal constitucional, ni por lo 

demás y de manera general, como una jurisdicción constitucional". 61 

Esta opinión, resulta clara de una concepción formal de tribunal 

constitucional, con la cual personalmente difiero. Si bien es cierto que Kelsen 

concibió al tribunal constitucional como un órgano fuera del aparato judicial y 

expuso las razones para dicha postura, también lo es que las diferencias ralees y 

sistemas de control constitucional se han ido mezclando hasta llegar a los 

60 BRAGE CAMAZANO, JoaquCn. La Acción de lnconstitucionalidad. UNAM, México, 1998, p. 25. 
61 FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 28 
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sistemas mixtos, que han aportado enormes ventajas, es por ello, que estimo que 

afirmar que un órgano que se encuentra dentro del poder judicial puede y debe 

cumplir perfectamente con los ideales de Kelsen, esto es, conocer de las 

cuestiones constitucionales y resolver, fuera de toda influencia vana de los demás 

poderes. 

Asimismo, se señala que "la existencia, funcionamiento y atribuciones 

corren el riego de ser puestos en tela de juicio' por los demás poderes, opino que 

la teorla de la división de poderes fue Ideada con el afán de que cada poder 

constituido sirva de contrapeso a su slmil, es por ello que considero que si la 

división de poderes funciona acertadamente, cada poder conoce sus atribuciones 

y no pretende, en ningún caso, actuar sobre de su análogo y, en caso de que se 

presentase esa situación, el otro poder se encuentra en Igualdad de circunstancias 

(ninguno arriba del otro) por lo que cualquier presión, no debe ser tomada en 

cuenta. 

3.1.3 Un monopolio de lo contencioso constitucional. 

A diferencia del sistema americano, en el cual la jurisdicción constitucional se 

encuentra inmersa en todo el aparato jurisdiccional y, cualquier juez es capaz de 

desaplicar la ley que considera contraria a la Constitución, este órgano ad hoc, 

concentra la facultad de conocer y resolver los conflictos constitucionales, 

estableciéndose lmpllcitamente la prohibición a los demás juzgadores de 

pronunciarse respecto del ámbito constitucional. 

Nuevamente debemos entender que esta proposición se basa en una 

concepto tradicional del tribunal constitucional, fundado en el modelo europeo de 

control constitucional, pues en los sistemas mixtos, podemos encontrar a un 

tribunal constitucional que conoce de las cuestiones constitucionales y a 

juzgadores de determinadas jerarqulas que tiene la posibilidad de pronunciarse 

respecto de conflictos de esta naturaleza, sin que tal situación afecte la naturaleza 
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y atribuciones del tribunal constitucional creado en este sistema mixto, 

reconociéndose en todo momento la calidad de intérprete supremo del texto 

constitucional a éste último. 

3.1.4. Una designación de jueces no magistrados por autoridades 

pollticas. 

Los miembros del tribunal constitucional no son a fortiorl parte del aparato 

jurisdiccional, esto es, no es posible acceder al lribunal constitucional por carrera 

judicial, sino que sus miembros son electos por "autoridades pollticas" de un 

conjunto integrado por académicos, licenciados en derecho, funcionarios de la 

Administración Pública, etcétera. 

En este punto, Favoreu, señala: 

"La designación de los miembros de los Tribunales no obedece a los 

criterios tradicionales, lo que los distingue de las jurisdicciones ordinarias ... 

La designación por autoridades polllicas implica por lo demás una libertad 

de elección. Ya se ha demostrado que esta intervención de las autoridades 

po/llicas, lejos de constituir un inconveniente, es una cualidad en la medida 

en que este tipo de designación refuerza su legitimidad ... '62 

¿Por qué preferir a los académicos o a los funcionarios por encima de los 

magistrados de carrera? Francisco Femández Segado, da la respuesta a la 

interrogante, al eslipular que 'Ya interpretación constitucional es una tarea técnica 

muy delicada que exige tanto unos profundos conocimientos de las técnicas 

jurldicas como un acentuada sensib//idad polftica .. .'63 es decir, un juez o 

magistrado de carrera, se encuentra tan Inmerso en su función jurisdiccional que 

62 /bid, p. 30. 
63 FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco, .. La Jurisdicción Constitucional en la actualidad" en lus Praxis, 
Facultad de Derecho y Ciencias Polillcas de la Universidad do Lima, número 16, Diciembre, 1990, p. 76. 
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puede llegar a olvidar la naturaleza de los conflictos que tiene a su cargo el 

tribunal constitucional y el peso de las resoluciones que se dictan en su seno. 

A esta idea de que el Poder Legislativo o Ejecutivo, sea cual sea su 

denominación e Integración, designe a los miembros del tribunal constitucional, 

debemos agregar que el número de éstos generalmente es reducido, ya que oscila 

entre los nueve y veintiún integrantes. 64 

3.1.5. Una verdadera jurisdicción. 

Significa, que la propia Constitución faculte al organismo ad hoc a anular la norma 

de observancia general con efectos hacia el futuro y frente a todos, sin que 

proceda recurso alguno para combatir dicha decisión, lo que lo dota de una 

hegemonla en el campo de la justicia constitucional, esto es: 

"Lo que cuenta es que el Tribunal Constitucional haga justicia con autoridad 

de cosa juzgada, y que sus declaraciones de inconstituc/onalidad puedan 

desembocar en anulaciones con el efecto erg a omnes. " 65 

3.1.6. Una jurisdicción fuera del aparato jurisdiccional ordinario. 

Tal como se señaló anteriormente, Kelsen al colaborar en la formulación de la 

Corte Constitucional Auslriaca de 1920, concibió al tribunal constitucional fuera del 

aparato judicial, a efecto de garantizar la autonomla de sus decisiones y el respeto 

de la Constitución. 

Favoreu, por su parte apunta que "es la diferencia fundamental entre el 

Tribunal supremo y un Tribunal constitucional: mientras que el primero se sitúa 

necesariamente - y de ah/ su nombre- en la cúspide de un edificio jurisdiccional, 

64 Esta aseveración se podrá constatar en el Capitulo 111, en el cual se analizarén las tendencias actuales de 
los Tribunales Constitucionales. 
"FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 34. 
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el segundo se halla fuera de todo aparato jurisdiccional ... el órgano encargado de 

hacer respetar la Constitución no puede asimilarse a uno de los poderes que 

controla". 66 

Según la concepción "pura o estricta" del tribunal constitucional, éste es su 

rasgo caracterlstico, esto es, que se sitúe fuera del aparato jurisdiccional; sin 

embargo, qué debemos entender por la idea fuera del aparato judicial. 

Al respecto, concuerdo con Joaquln Brage Camazano, quien que se puede 

entender el sentido de la frase, desde dos perspectivas completamente 

diferentes. 67 

1.- Entendida estricto sentido, como la separación del Tribunal 

Constitucional, prevista especlficamente dentro de la Carta Magna, del Poder 

Judicial del Estado. 

2.- En sentido amplio, como la necesidad de que el Tribunal Constitucional, 

se halle independiente de todo el Poder Judicial, pero siendo parte integrante de 

éste, es decir, que se le dote de la autonomla presupuestaria, reglamentaria y 

jurisdiccional, en el entendido de que gozara de ta autonomla para determinar la 

forma y la cantidad en que se destine su presupuesto, para dictar las reglas y 

acuerdos que regulen su adecuado funcionamiento y organización, asl como que 

dispone del monopolio para conocer de las conflictos en materia constitucional y 

de la capacidad para interpretar a la Ley Fundamental. 

Suponemos que dentro de este enfoque "formal" del tribunal constitucional, 

debemos entender que se refiere a la primera acepción de la frase fuera del 

aparato judicial, es decir, constituye la idea elaborada por Kelsen en la 

Constitución Austriaca de 1920, en el entendido de que este órgano especializado 

66 /bidem. 
61 Cfr. BRAGE CAMAZANO. Op. Cit .. pp. 35 y 36. 
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en materia constitucional se encuentra fuera del Poder Judicial sin afectar la 

división de poderes, pues asegura el perfecto funcionamiento y observancia de 

tanto de la Constitución como de los poderes constituidos. 

Si analizamos esta caracterlstlca desde el punto de vista formal, me parece 

relativamente acertado en el caso de la mayorla de los tribunales europeos,66 que 

adoptaron el control concentrado de la constitucionalidad de leyes sin ser 

matizado por el control difuso de tradición norteamericana, como sucede en los 

paises americanos, que encontraron en esta valiosa fUsión, ventajas que los han 

hecho crear sus tribunales constitucionales con ciertas caracterlsticas, lo que nos 

ha llevado a la concepción "amplia" o "moderna" del tribunal constitucional, en la 

cual podremos concentrar a estos tribunales constitucionales modernos, que no 

reúnen una o varias de las caracterlsticas anteriores, pero que realizan las 

funciones del tribunal constitucional, por ejemplo, las funciones de intérprete 

supremo de la Constitución, controlador de la constitucionalidad de las leyes 

secundarias, de los poderes y actos de autoridad. 

Además, este enfoque atiende a un Idea del tribunal constitucional de 

Kelsen, pero debemos de tomar en cuenta que si bien el concepto perdura, fue 

creado en 1920, por lo que más de ochenta de años de experiencia y 

funcionamiento de los tribunales constitucionales ha permitido que se desarrolle el 

concepto y que se le den otras perspectivas, tal es caso del sentido amplio de la 

acepción tribunal constitucional. 

6ll Efcctivamenlo, tribunales constitucionales como el austriaco, el ilallano o el espanol estén separados del 
Poder Judicial, es decir, no so consideran Integrantes de éste; sin embargo, el Tribunal Constitucional Federal 
Alemán, si forma parto del Poder Judicial, es decir "se halla formalmente Incluido ex conslitutione en el 
Poder Judicial, en los expllcitos tdrmlnos dol artfculo 92 de la Grundgesetz: 'El Peder Judicial estará confiado 
a los jueces, siendo ejercitado por el Tribunal de Constitucional Federal, asl como por los Tribunales federo/es 
provistos on la presente Ley Fundamental y por los Tribunales de los Estados'. El Tribunal Constitucional 
alemán es regulado, por fo domás, en el mismo capitulo que los demás órganos judiciales, el dedicado a la 
'Administración de Justicia~ BRAGE CAMAZANO, Joaquln. Op. Cit., p. 36. Ley Fundamental de la 
República Federal Alemana. promulgada por el Consejo Parlamentario el 23 de mayo de 1949, con las 
enmiendas hasla el 23 de agosto de 1976, RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PÉLAEZ, Mariano. 
Constitucior1es do los Estados da la Unión Europea, Ed. Ariel, Barcelona, 1997, p. 26. 
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3.2. Enfoque Amplio del Tribunal Constitucional 

La concepción formal del tribunal constitucional, concuerda perfectamente con el 

modelo europeo de control constitucional, sin embargo, la justicia constitucional 

avanza y se presentan en la realidad organismos que realizan las mismas 

funciones de un tribunal constitucional que se encuentran dentro del Poder Judicial 

o como Salas pertenecientes al mismo, que se pueden encontrar inmersas en el 

este enfoque amplio del tribunal constitucional, sin desnaturalizar la acepción. 

Es notoriamente claro que las instituciones jurldicas tienden a adecuarse a 

las exigencias mutables de la vida practica, no siendo la excepción el tribunal 

constitucional, por ello los paises al adoptarlo, tomaron las premisas bésicas y lo 

acoplaron a su existencia constitucional, como sucedió con los sistemas control 

constitucional. 

En lo que respecta a la visión moderna o amplia, el Dr.Héctor Fix Zamudio, 

en el Diccionario Jurldico Mexicano, enuncia: 

" ... en sentido amplio se califican de constitucionales a los tribunales de 

mayor jerarquía que poseen la función esencial de establecer la 

interpretación final de las disposiciones de leyes fundamentales". 69 

Estimamos que esta definición es breve aunque acertada, ya que nos 

aporta un elemento importante, el tribunal constitucional es el intérprete supremo 

de la Constitución, y considera que existe la posibilidad de que sean los tribunales 

de mayor jerarqula, sin que necesariamente tenga que considerarse a un órgano 

de nueva creación desgajado del aparato jurisdiccional, aunque es pertinente 

señalar que lo será siempre y cuando materialmente realice las funciones 

acoladas al tribunal constitucional. 

69 FIX ZAMUOIO, tióctor. Voz "tribunales consutucionales", Op. Cit., p. 3179 
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Igualmente, Alan R. Brewer-Carlas, explica: 

" ... un órgano constitucional especial, una Corte o un Tribunal para actuar 

como juez constitucional dotado de poder original y exclusivo para anular 

leyes y otros aspectos de rango y efectos similares .... '"° 

" ... la Constitución confiere el poder para anular, con efectos generales, 

algunos actos inconstitucionales del Estado, a un solo órgano 

constitucional, sea éste la Corle Suprema existente o un órgano creado 

especialmente dentro o fuera del Poder Judicial, con funciones 

jurisdiccionales que le permiten actuar como juez constitucional... dicho 

poder (examinar la constitucionalidad de ley) está reservado al Tribunal 

Constitucional especial o a la Corle Suprema de un pals determinado, el 

cual puede anular el acto''. 71 

A efecto de determinar si un organismo es un tribunal constitucional o no, 

se debe profundizar en cuanto a las atribuciones y competencias que funge 

materialmente, es decir, si controla la constitucionalidad de las leyes secundarias, 

si es el intérprete supremo de la Constitución y si su fallo adquiere efectos erga 

omnes. 

En este aspecto, el Dr. Ferrer Mac-Gregor, nos da un definición amplia o 

moderna del tribunal constitucional: 

"Entendemos por tribunal constitucional a los altos órganos judiciales o 

jurisdiccionales situados dentro o fuera del poder judicial, 

independientemente de su denominación, cuya función materia/ 

70 BREWER·CARIAS, Alan R. "La Jurlsdicc!On .. • Op. Cil., p. 136. 
71 lbldem, p. 137. 
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esencialmente consista en la resolución de los litigios o conflictos derivados 

de la interpretación o aplicación directa de la normatividad constitucional''. 72 

Podemos decir que, desde esta perspectiva, el tribunal constitucional es 

aquel órgano especializado, independientemente de que se ubique dentro o fuera 

del Poder Judicial, con facultad expresa en la Constitución, para conocer y 

resolver los conflictos en materia constitucional, a efecto de realizar funciones 

sumamente importantes, a saber: 

a) Proteger a la Ley Fundamental, asl como asegurar su exacto 

funcionamiento y su debida observancia. 

b) Garantizar el respecto de los poderes públicos y los derechos 

fundamentales de los individuos. 

c) Fungir como intérprete supremo de la Constitución. 

En el entendido de que su sentencia gozará de efectos generales, 

provocando la anulabilidad de la ley declarada inconstitucional, o bien, que su 

Interpretación del texto constitucional deberá ser observada por los juzgadores 

ordinarios. 

Desde este punto de vista, no es vital, para que se considere tribunal 

constitucional, el que se sitúe fuera del Poder Judicial, pues el punto clave en este 

caso es determinar si materialmente este organismo efectivamente cumple con la 

misión de controlar la constitucionalidad de las leyes secundarias y resolver los 

conflictos derivados de la interpretación del texto constitucional. Ejemplo de ello 

son algunos paises latinoamericanos en donde el control de constitucional, por la 

clara fusión de ambos sistemas, se ha atribuido a los tribunales constitucionales, 

en general integrados en el Poder Judicial. 

11 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. "Los Tribunales ... •• Op. Cil., p.67. 
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En definitiva, considero que se debe de atender no a su ubicación dentro de 

la estructura del estado, sino a sus funciones, principalmente como intérprete 

supremo de la Constitución, resolutor de los conflictos constitucionales y en el 

efecto de sus sentencias. 

3.3. Problemática de la definición de Tribunal Constitucional. 

De todo lo anterior, se ha podido observar la problemática que se suscita al definir 

al tribunal constitucional, ya que algunos autores, como Favoreu,73 consideran 

únicamente que en esta figura encajan los órganos que reúnan las caracterlsticas 

tlpicas que plasmó Hans Kelsen en la Constitución Austriaca de 1920, en cambio, 

otros autores, generalmente no europeos, han acogido estas ideas, pero las han 

ampliado o transformado al advertir cómo los diferentes paises han establecido un 

sistema de control constitucional mixto, debido a su experiencia constitucional, 

aceptando que no hay un sistema "puro" y que los sistemas mixto son flexibles y 

diferentes entre si. 

Entonces, la figura del tribunal constitucional se ha adaptado a la realidad 

jurldica en la que se presenta, pudiendo ser un órgano creado especlficamente 

para ese efecto, o dotando a la Suprema Corte de dicho carácter o a una Sala 

Constitucional, por lo que es dificil aportar una definición exacta del tribunal 

constitucional. 

Incluso, hasta la fecha existen debates en cuanto a la concepción del 

tribunal constitucional, tal es el caso de la discusión creada en torno a las 

jurisdicciones internacionales como la Corte de Justicia de las Comunidades 

Europeas de Luxemburgo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 

13 Favoreu, explica tajante que "en definitiva, los tribunales constitucionales son jurisdicciones constitucfonales 
"a llempa complelo" situados fuera del aparato jurlsdlcclonal ordinario e Independientes de éste, a Jos que la 
Constitución atribuye el monopolio del control de la constituclanafldad de las leyes•, FAVOREU, Louls. "Los 
Tribunales Constitucionales•, en Jurisdicción Constitucional en lberoamdrlca, Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p. 
105. 
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Estrasburgo o la Corte lnteramericana de Derechos Humanos de Costa Rica, 74 

asl como las jurisdicciones constitucionales que se han creado en Latinoamérica, 

en virtud de que las funciones del tribunal constitucional las realizan las Cortes 

Supremas o bien Salas integradas a éstas. 

Doctrinalmente, se podrla decir que no se habla de tribunales 

constitucionales formalmente hablando, sin embargo en la práctica, al observar las 

caracterlsticas y funciones con que cuentan, materialmente son tribunales 

constitucionales. Entonces, en virtud de la fusión, adaptación y caracterlsticas que 

se han hecho a lo largo del tiempo en los diferentes paises, es realmente dificil 

conceptualizar al tribunal constitucional, a efecto de englobar a todos los órganos 

encargados de realizar la jurisdicción constitucional, sin embargo, se han advertido 

ciertas funciones y caracterlsticas comunes y propias del tribunal constitucional. 

4. Caracterlsticas y Funciones del Tribunal Constitucional. 

Partimos de la idea de que no es posible la existencia de una homogeneidad 

absoluta respecto del control constitucional, ya que su organización deberá 

ajustarse a las caracterlstlcas y particularidades de cada Estado, pero si podemos 

encontrar una homogeneidad relativa, con ciertas caracterlsticas: 

a) El tribunal se encarga de las cuestiones jurisdiccionales 

constitucionales alejado en todo momento de los intereses 

meramente pollticos y, por ende, de las autoridades pollticas. 

b) Este órgano ad hoc es el intérprete supremo de la Ley 

Fundamental y ante esta interpretación los juzgadores ordinarios 

deben someterse. 

"Cfr. FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. 'Los Tribunales Conslltuclonales .. .", Op. Cit., p. 67; Cfr. 
FAVOREU, Louls. "Tribunales Constiluclonales', Op. Cit., pp. 99 y 100. 

69 



c) El número de miembros del tribunal no es elevado, ya que 

realizarán la tarea revisar la constitucionalidad de las leyes y fungir 

como Intérprete supremo de la Constitución. 

d) Los miembros del tribunal deberán ser electos por los poderes 

constituidos. 

e) Estos miembros deberán contar con un alto grado de instrucción, 

preparación y especialización en la academia, magistratura o 

administración pública, que asegure el eficaz cumplimiento de su 

labor. Estos miembros generalmente no son "magistrados" de 

carrera y son nombrados directamente para el tribunal 

constitucional por un determinado tiempo. 

La función esencial del tribunal constitucional es interpretar la Constitución, 

confrontado el texto de la ley Impugnada de inconstitucional y declarando su 

conformidad o no al texto constitucional con efectos generales hacia el futuro, en 

sentido amplio podemos decir que determina el derecho. 

El tribunal constitucional se encuentra acotado por el Derecho, por la 

Constitución y debe, en todo caso decidir con arreglo a ésta, de ahl que su 

actividad sea un saber jurldico alejado de toda cuestión polltica, es decir, funciona 

mediante el razonamiento jurldico, aplica el derecho objetivo a fin de elaborar y 

adoptar sus decisiones. 

Este órgano ad hoc actúa a instancia de un tercero, ya sea una fracción de 

los grupos parlamentarios, poderes públicos o por un particular que lo acciona 

para conocer de un conflicto constitucional, sin que éste tenga que surgir 

obligatoriamente de un litigio concreto, como en el caso del sistema americano de 

control constitucional. 

70 



Además, debemos notar que los tribunales constitucionales tienen la 

facultad exclusiva de invalidar las leyes declaradas inconstitucionales y cada vez 

que interpretan a la Carta Magna, acotan a las poderes y a las autoridades en su 

actuación, pues -como se señaló con anterioridad- son copartlcipes en la 

elaboración del Derecho. 

En conclusión, el tribunal constitucional, cualquiera que sea su enfoque, 

custodia a la Constitución, contribuye a concretar el significado e interpretación de 

éstas y las hace prevalecer por sobre todas las demás, al resolver en qué casos 

una ley secundaria es contraria al texto constitucional, en el entendido de que 

estas resoluciones (cuyo efecto es erga omnes) tendrá repercusiones a nivel 

nacional y determinará las directrices a seguir a efecto garantizar la supremacla 

de la Constitución. 

Es una instancia neutral e imparcial para conocer de las cuestiones 

constitucionales, sin que ello equivalga a que forzosamente se encuentra situado 

fuera del Poder Judicial, si materialmente resuelve los conflictos constitucionales. 
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Capitulo 111: Tendencias Actuales de los Tribunales Constitucionales. 

Analizada la teoria de los tribunales constitucionales, toca el turno de verificar la 

influencia del modelo concentrado de control constitucional en los paises más 

representativos de los dos grandes continentes, el europeo y el americano, a 

efecto de comprobar la existencia de los rasgos de éste, observar las diferentes 

modalidades que se ha adoptado y las mutaciones que ha sufrido, todo ello, con el 

fin de dotar al sistema de una justicia constitucional adecuada y efectiva en 

atención a su experiencia en este ámbito. 

1. Europa. 

1.1. Corte Constitucional Federal Alemana 

(Bundesverfassungsgerlcht). 

La Corte Constitucional Federal, tiene su sede en Karlsruhe y, comenzó su 

actividad en septiembre de 1951. 

Su funcionamiento se regula en los artlculos 92 a 94, 99, 100 y 115 (g} y (h) 

de la Ley Fundamental Alemana, as! como en la Ley de la Corte Constitucional 

Federal, de 12 de marzo de 1951, misma que fue reformada en agosto de 1993. 

El tribunal pleno, a efecto de fijar su procedimiento interno, dictó el 

reglamento de la Corte Constitucional Federal de 15 de diciembre de 1986, 

modificado por el acuerdo de 18 de diciembre de 1995, que complementa las 

disposiciones de la Ley de la Corte Constitucional Federal. 

El cometido de la Corte es evitar que los poderes públicos infrinjan la 

Constitución del Estado Federal. Desde esta perspectiva, debe tenerse presente 

que la Corte no es un tribunal de casación que resuelve Incidentalmente 
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cuestiones constitucionales en el marco de un proceso de una determinada 

materia. 

La Corte cuenta con competencia exclusiva para conocer y resolver los 

asuntos de orden constitucional y tiene el encargo de Interpretar a la Ley 

Fundamental de forma vinculante para todos los órganos del Estado. 

Para garantizar el exacto cumplimiento de la Constitución, la Carta Magna 

ha dotado a la Corte de un conjunto de competencias muy amplias, convirtiéndola 

en una Institución sin parangón en la historia constitucional de Alemania. 

1.1.1. Ubicación de la Corte Constitucional Federal Alemana. 

La Corte es independiente y autónoma con respecto a todos los demás órganos 

constitucionales, tal como lo establecen los artlcuios 92 de la Ley Fundamental del 

Alemania y 1° (1) de la Ley de la Corte Constitucional Federal, que dicen: 

"Art/cu/o 92.- Se encomienda a los jueces el poder judicial, que será 

ejercido par el Tribunal Constitucional Federal, por los tribunales federales 

previstas en la presente Ley Fundamental y por los Tribunales de /os 

Estados (L!Jnder)". 75 

"Art/culo 1.- (1) La Corte Constitucional Federa/ es un tribunal de la 

Federación independiente y autónomo con respecta a todos los demás 

órganos canstitucianales".76 

"RUBIO LLORENTE, Franctso y DARANAS PÉLAEZ, Mariano. Constituciones de los Estados de la Unión 
Europea, E~. Ariel, Barcelona, 1997, p. 26. 
" Articulo 1• (1) de la Ley de la Corte eonstituclonet Federal Alemana en SARTORIUS 1, Leyes 
Constitucionales y Administrativas, Compilación JurCdlca, Ed. Ch. Beck, p. 1. 
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El tribunal alemán está separado de los demás órganos que componen el 

sistema judicial, sin embargo, por el objeto y eficacia de su función jurisdiccional, 

es el vértice del Poder Judicial Alemán. 

Cabe hacer mención que existen autores, tales como Joaquln Braga 

Camazano y José Manzanares Samanlego, que opinan que la Corte 

Constitucional de Alemania, se encuentra ex conslitutione en el Poder Judicial, ya 

que el articulo 92 de su Ley Fundamental lo sitúa como Ja cabeza de Jos demás 

órganos de dicho poder y se regula dentro del capitulo destinado al mismo, por lo 

que no reúne las caracterlsticas de Jos tribunales constitucionales desde el punto 

de vista formal.77 

La posición de Ja Corte como órgano constitucional se determina por su 

competencia para señalar los limites constitucionales de Ja actuación de las 

demás instituciones ubicadas en ese mismo rango, a saber, Jos órganos 

legislativos (Bundestag y Bundesrat), Presidente Federal y Gobierno Federal; 

precisar sus derechos y atribuciones y declarar, con efectos generales, Ja 

inconstitucionalidad de las leyes dictadas por los órganos legislativos. 

La Corte Constitucional Alemana dicta su propio reglamento de 

funcionamiento y organización, el cual deberá ser aprobado por el tribunal 

sesionando en pleno,78 de igual forma, cuenta con autonomla administrativa y 

presupuestaria. Este presupuesto es fijado por el propio tribunal y se incluye como 

partida separada en el presupuesto general de Ja Federación, es decir, los 

recursos presupuestarios son gestionados por el propio tribunal. 

La Corte no actúa de oficio, sino exclusivamente a instancia de parte, 

cuando acude a ella quien está procesalmente legitimado. El tribunal resuelve 

11 Cfr. BRAGE CAMAZANO, Joaqufn. Op. Cil., pp. 36 y 37; cfr. MANZANARES SAMANIEGO, José Luis. 
·e1 Tribunal Constitucional Federal Alemán• en El Tribunal Constitucional, Volumen 111, Instituto de Estudios 
Fiscales, Dirección General de lo Contencioso del Estado, Colección Estudios Jurldlcos, Madrid, Espana, 
1981, p. 1558. 
10 Cfr. Articulo 1' (3) de la Ley de la Corte Consliluclonal Federal, SARTORIUS 1, Op. Cil., p. 2. 
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independientemente sobre cuestiones de derecho, no obstante, con frecuencia 

estas cuestiones constitucionales tienen, por su propia naturaleza, un componente 

polltico. De ahl que sus resoluciones puedan repercutir en la vida polltica. 

1.1.2. Composición. 

La Corte Constitucional se integra de dieciséis miembros,79 sin embargo, las 

amplias funciones de la Corte Constitucional diflcilmente podrlan ser 

desempeñadas por un órgano colegiado sin divisiones. Es por ello que el tribunal 

se organizó en dos salas, integradas por ocho magistrados cada una. 

Cada sala cuenta con diversas competencias y son autónomas una de la 

otra, lo cual se corrobora con el hecho de que cada magistrado P.s electo para una 

sala determinada, por lo que éstos no pueden sesionar una sala diversa de la que 

están adscritos. 

•El Tribunal Constitucional Federal se compone de dos Salas, con ocho 

miembros cada una. La competencia se halla legalmente repartida entre 

ambas, de forma que, salvo /es contadas ocasiones en que resuelve el 

Tribunal en Pleno, aquéllas funcionan can absoluta independencia, sin que 

quepa siquiera que sus miembros se sustituyan entre sl".80 

De los dieciséis magistrados, se eligen al Presidente y Vicepresidente, que 

encabezan la primera y segunda salas, respectivamente. Cada sala quedará 

constituida con al menos de los seis magistrados presentes, tal como lo señala el 

articulo 15 (b) de la Ley de la Corte Constitucional Federal. 

19 El número original de doce magistrados por sala fue reducido a diez en 1956 y a ocho a partir de 1963. 
80 MANZANARES SAMANIEGO, José Luis. 'El Tribunal Constitucional .. .", Op.Cil., p. 1557. 
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Las salas integran secciones, compuestas por tres magistrados, que se 

renovaran cada tres años, a efecto de determinar la admisibilidad o 

desechamiento de los recursos planteados a la Corte. 

Respecto del Pleno de la Corte, el articulo 2° del Reglamento, en sus 

diferentes incisos, señala que éste será convocado por el Presidente según las 

necesidades del tribunal y como mlnlmo dos veces al año, una en primavera y otra 

en otoño, asimismo, están facultados para convocarlo el Vicepresidente, una 

comisión de magistrados o tres como mlnimo; tendrá facultades para adoptar 

acuerdos con un quórum mlnimo de dos tercios de los magistrados. 

El procedimiento de elección de los magistrados integrantes de este 

tribunal, se rige por lo dispuesto en los artlculos 94 de la Ley Fundamental y 1º a 

9° de la Ley de la Corte Constitucional Federal, que establecen que los miembros 

de la Corte Constitucional serán electos por mitades de los cuerpos legislativos de 

la Federación, esto es, el Bundestag y el Bundesrat. 

La diferencia radica en la fonma de elección de cada uno de estos órganos, 

ya que el Bundesrat elige por sufragio directo, en tanto que el Bundestag realiza la 

elección Indirectamente, por medio de un comité electoral compuesto por doce 

miembros, los cuales representan proporcionalmente sus fuerzas. 

En ambos cuerpos legislativos, se exige una mayorla de dos tercios para la 

elección, de los cuales tres magistrados de cada sala deberán haber pertenecido a 

los cinco tribunales superiores de la Federación, con el fin de confirmar la posición 

de la judicatura y su experiencia; los otros diez miembros restantes, serán 

nombrados de las personas que, teniendo cuarenta años cumplidos, declaren por 

escrito que están dispuestos.a ser miembros de la Corte Constitucional Federal y 

reunan las demás exigencias requeridas para ser miembro de la carrera judicial, 

de conformidad con la ley de la judicatura alemana. 
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El mandato de los magistrados de la Corte tiene una duración de doce 

años, no reelegibles, en todo caso concluye al alcanzar los sesenta y ocho años, 

llmlte de edad para ejercer el cargo. 

Durante su mandato, los magistrados tienen ciertas incompatibilidades, 

tales como aspirar a miembro de la Bundestag, Bundesrat, Gobierno Federal o de 

los órganos federados. Entonces, este cargo es incompatible con el ejercicio de 

cualquier otro profesión, con excepción de la docencia, tomando en cuenta que el 

cargo de magistrado prevalece al docente. 

1.1.3. Competencia y Atribuciones. 

La función de la Corte como guardián supremo de la Constitución, se advierte al 

revisar sus competencias, las cuales están especificadas en la Ley Fundamental y 

en la Ley de la Corte Constitucional Federal, dictada en cumplimiento del reparto 

de competencias que establece la Constitución. 

El articulo 93, de ta Ley Fundamental Alemana, al efecto establece: 

"Competencia de la Corte Constitucional Federal. 

Articulo 93.-

(1) La Corte Constitucional Federal conoce: 

1. De fa interpretación de la presente Ley Fundamental respecto a 

controversias sobre el alcance de los derechos y deberes de un 

órgano supremo de la Federación o de otros interesados dotados de 

derechos propios por la presente Ley Fundamental o por el 

Reglamento interno de un órgano supremo de la Federación; 

2. En las diferencias de opinión o dudas relativas a la compatibilidad 

formal y sustantiva de la legislación federal o de los Lilnder con la 

presente Ley Fundamenta/ o a la compatibilidad de derecho de /os 

Uinder con otras normas de derecho federal, a petición del Gobierno 
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Federal, del Gobierno de un Land o de la tercer parte de los 

miembros del Parlamento Federal. 

3. En las diferencias de opinión sobre los derechos y deberes de /a 

Federación y los Liinder, especialmente en lo que se refiere a la 

ejecución de la leyes federales por los Uinder y al ejercicio de la 

vigilancia federal. 

4. En otras controversias de derecho público entre la Federación y /os 

Uinder, entre Uinder dentro de un Land, siempre que no esté 

abierta otra vla judicial. 

4a.De los recursos de queja por inconstituc/ona/idad, que pueden ser 

interpuestos por cualquiera que se crea lesionado por el podar 

público en uno de sus derechos fundamentales o en uno de sus 

derechos contenidos en el articulo 20, inciso 4 o en /os artlcu/os 33, 

38, 101, 103y104. 

4b.De los recursos de queja por inconstitucionalidad interpuestos por 

Municipios y Agrupaciones Municipales con la alegación de que el 

derecho a la autonomla administrativa establecido en el articulo 28 

ha sido violado por una ley, exceptuándose, sin embargo, aquellos 

casos de violación por leyes de /os Llinder, en /os que quepa recurso 

ante el Tribunal Constitucional respectivo del Land. 

5. En /os demás casos previstos en la presente Ley Fundamenta/. 

(2) La Corte. Constitucional Federal actuará asimismo en los demás casos 

que le fueren conferidos por la Ley Federal". 81 

Este articulo establece las facultades de la Corte para conocer de variadas 

cuestiones y remite a la Ley Fundamental de la Corte Constitucional, que a su vez 

establece en sus artlculos 13 y 14, lo siguiente: 

ª' Articulo 93 de la Ley Fundamental de Alemanla, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PÉLAEZ, 
Mariano Op. Cil., pp.26 y 27. 
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"Articulo 13.- La Corte Constitucional Federal conoce en los casos 

determinados por la Ley Fundamental, a saber: 

1.- Privación de derechos fundamenta/es. 

2.-Anticonstitucionalidad de partidos po//ticos. 

3.- Recursos contra resoluciones del Bundestag relativas a la validez de 

una elección o a la adquisición o pérdida de la condición de diputado del 

Bundastag. 

4.- Acusaciones del Bundestag o del Bundesrat contra el Presidente 

Federal. 

5.- Interpretación de la Ley Fundamental con motivo de conflictos sobre el 

alcance de derechos y deberes de un órgano superior de la Federación o 

de otros interesados dotados de derechos propios en virtud de la Ley 

Fundamental o del reglamento interno de un órgano superior de la 

Federación. 

6.- Discrepancias o dudas acerca de la compatibilldad formal o material del 

derecho federal o del derecho de los Estados Federados con la Ley 

Fundamental o acerca de la compatibilidad del derecho de los Estados 

Federados con otras normas del derecho federal, a instancia del Gobierno 

Federal, del Gobierno de un Estado Federado o de un tercio de los 

miembros del Bundestag. 

6ª.- Discrepancias acerca de si una ley cumple los requisitos establecidos 

en el articulo 72, apartado 1, de la Ley Fundamental, a instancia del 

Bundesrat, del Gobierno de un Estado Federado o del Parlamento de un 

Estado Federado. 

7.- Discrepancias acerca de derechos y deberes de la Federación y los 

Estados Federados, especialmente en lo tocante a la aplicación del derecho 

federal por parle de los Estados Federarlos y al ejercicio del control federal. 

8.- Otros conflictos de derecho público entre la Federación y /os Estados 

Federados, entre distintos Estados Federados o dentro de un Estado 

Federado, siempre y cuando no exista otra v/a judicial. 

a•.- Recursos de amparo constitucional. 

ESTA TESIS NO SAIJ• 19 
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9.- Acusaciones contra magistrados federales y magistrados de los Estados 

Federados. 

1 O. - Conflictos constitucionales dentro de un Estado Federado, cuando la 

resolución esté atribuida a la Corte Constitucional Federal en virtud de una 

ley del Estado Federado respectivo. 

11.- Compatibilidad de una ley federal o de una ley de un Estado Federado 

con la Ley Fundamental o compatibilidad de una ley de un Estado Federado 

o de alguna otre norma del derecho de un Estado Federado con una ley 

federal a instancia de un tribunal. 

12.- Dudas acerca de si una norma de derecho Internacional es parte 

Integrante del derecho federal y fuente directa de derechos y deberes para 

el individuo, a instancia del tribunal respectivo. 

13.- Cuando el Tribunal Constitucional de un Estado Federado pretenda 

apartarse en la interpretación de la Ley Fundamental de una resolución de 

la Corte Constitucional Federal o del Tribunal Constitucional de otro Estado 

Federado a instancia de dicho Tribunal Constitucional. 

14.- Discrepancias sobre la continuidad de ta vigencia, con carácter de 

derecho federal, de cualquier norma. 

15.- En los demás casos que se te atribuyan por la ley federal." 

"Articulo 14.-

(1) La Sala primera de la Corte Constitucional Federal conoce de los 

procedimientos de inconstitucionalidad y en tos que se haga valer 

predominantemente la incompatibilidad de una disposición con 

derechos fundamenta/es o derechos derivados de los art/culos 33, 

101, 103 y 104 de ta Ley Fundamenta/, as/ como de los recursos de 

amparo constitucional, con la salvedad de los recursos a que se 

refiere el articulo 91 y de los recursos de amparo del ámbito del 

derecho electoral. 

(2) La Sala segunda de la Corte Constitucional Federal conoce de los 

casos a que se refiere el articulo 13, números 1 a 5, 6ª a9, 12 y 14, 
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as/ como de los recursos de inconslitucionalidad (control de normas) 

y recursos de amparo constitucional no atribuidos a la Sala primera. 

(3) En los casos mencionados en el artlculo 13, números 10 y 13, la 

competencia de las salas se detenninará conforme a lo establecido 

en los apartados 1 y 2. 

(4) La Corle Constitucional Federal en pleno podrá regular, con efectos a 

partir del inicio del siguiente año judicial, la competencia de las salas 

de fonna distinta a la establecida en los apartados 1 a 3, si ello 

resultare indispensabla como consecuencia de una sobrecarga no 

transitoria de una de las salas. La regulación respectiva será 

aplicable asimismo, a los procedimientos pendientes en los cuales 

todavla no haya tenido lugar la vista oral o la deliberación previa al 

fallo. La resolución se publicará en el Boletln Oficial del Estado. 

(5) Cuando existan dudas acerca de la competencia de las salas para un 

procedimiento, decidirá al respecto una comisión, Integrada por el 

Presidente, el Vicepresidente y cuatro magistrados, que serán 

elegidos por mitades por cada sala para lodo el año judicial. En caso 

de empale, dirimirá el voto del Presidente .• e2 

De los artlculos antes transcritos se obtiene que el Tribunal Federal tiene 

competencia para controlar el cumplimiento de las disposiciones de la Ley 

Fundamental por parte del legislador al otorgar las leyes, o bien, determinar si las 

autoridades y tribunales observan la Carta Fundamental en sus actos y 

resoluciones; resuelve sobre litigios entre distintos órganos del Estado dotados 

con derechos y obligaciones constitucionales, sobre la validez de las elecciones 

del Bundestag, prohibición de partidos polltlcos contrarios al orden constitucional y 

sobre la privación de derechos fundamentales, asl como sobre las actuaciones del 

Presidente Federal y contra magistraqos del Poder Judicial por la violación de los 

preceptos constitucionales. Y, en todo caso, la Corte Constitucional no puede 

actuar de oficio sino únicamente a instancia de las partes legitimadas para ello: 

82 Articulas 13 y 14 de la Ley Orgénlca de la Corte ConsUluclonal Federal en SARTORIUS 1, Op. Cit., pp. 4·7. 
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a) Los órganos legislativos federales: Bundestag y Bundesrat 

b) El Gobierno Federal o de los estados federados. 

c) Los tribunales que conozcan de un caso concreto donde se presente una 

cuestión de inconslitucionalidad. 

d) Cualquier individuo que estime que un acto de autoridad viola sus 

derechos fundamentales o derechos afines. 

Asimismo, diversos articulas constitucionales prevén facultades de la Corte, 

por lo que sus competencias, se resumen en: 

1. Privación de los derechos fundamentales, ya que éstos se protegen, siempre y 

cuando se no utilicen para agredir el régimen democrático de la República Federal 

Alemana. Esta petición únicamente puede ser formulada por el Bundestag, 

Gobierno Federal o Gobierno de un estado federado, en caso de que la Corte 

declare fundada la petición, se establecerán los derechos fundamentales que el 

afectado pierde (articulo 13, número 1, de la Ley de la Corte Constitucional 

Federal con relación al articulo 18 de la Constitución de la República Federal 

de Alemanla83
). 

2. Prohibición de partidos pollticos, se prevé que la posibilidad de prohibir las 

actividades de los partidos anticonstitucionales para defender el orden 

democrático, entonces, los partidos que por sus fines tiendan a desvirtuarlo 

podrán ser prohibidos por la Corte. Enconlrándose legitimados para ello los 

órganos legislativos federales, el Gobierno Federal o un estado federado (articulo 

13, número 2, de la Ley de la Corte Constitucional Federal con relación al 

"El articulo 18 de la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania, establece: "Ar11cu/o 18.· Pé/t/ida 
de los derechos fundamenlales.· Pierde los derechos fundamentares de la libertad do opinión, parlicufermente 
de la libertad de prensa (arlfculo 5º, Inciso 10), la libertad de enseilanza {arllcufo 5°, Inciso 3), la de reunión 
(articulo El°), la de asociación (arlfculo 9°), el secreto de las comunicaciones postales y de las 
telecomunicaciones (arllculo 10), asl como el derecho de propiedad (articulo 14) y el da asilos (articula 16 aj) 
quien para combatir el régimen fundamental de libertad y democracia abuse de los mismos. La pérdida y 
alcance de la misma sernn dictados por la Corle Constitucional Federal ... RUBIO LLORENTE Francisco y 
OARANAS PÉLAEZ, Mariano Op. Cit., pp.26 y 27. 
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artículo 21, apartado 2 de la Constitución de la República Federal de 

Alemania). 

3. Revisión de elecciones, con el fin de determinar la validez de las elecciones y 

garantizar la composición del Parlamento (articulo 13, número 3, con relación al 

articulo 41, apartado 2 de la Constitución de la República Federal de 

Alemania). 

4. Acusaciones contra el Presidente Federal y Magistrados, los órganos legislativos 

federales tiene facultades constitucionales para acusar al Presidente Federal por 

violaciones a la Ley Fundamental o a las leyes federales. En el caso de los 

magistrados, se prevé que éstos no infrinjan los principios constitucionales o 

federales en virtud de su inmunidad constitucional (articulo 13, número 4, de la 

Ley de la Corte Constitucional Federal, con relación al articulo 61, de la 

Constitución de la República Federal de Alemania y articulo 13, número 9 de 

la Ley de la Corte Constitucional Federal, con relación al articulo 98, 

apartados 2 y 5 constitucional). 

5. Confliclos constitucionales entre órganos, esto es, litigios entre estos órganos 

cuando alegan violaciones de sus derechos reconocidos constitucionalmente 

como consecuencia de la intervención de otro órgano. Se pueden dividir en: 

Conflictos entre órganos, la Corte Constitucional resolverá si el Presidente 

Federal, Bundestag, Bundesrat, Gobierno Federal o parte de ellos actuaron 

en el marco de las funciones atribuidas por la Constitución o rebasa sus 

atribuciones (articulo 13, número 5 de la Ley do la Corte Constitucional 

Federal con relación al articulo 93 de la Constitución de la República 

Federal de Alemania). 

Conflictos entre la Federación y los estados federados o entre los estados 

federados entre si, es decir, litigios sobre la distribución y limitación de las 
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competencias entre la Federación y los estados federados en atención a lo 

previsto en la Ley Fundamental (articulos 13, números 7 y 8 de la Ley de 

la Corte Constitucional Federal, con relación al articulo 93 

constitucional). 

Conflictos constitucionales dentro de un estado federado, en caso de que no 

exista otra vla judicial (articulo 13, número 8, punto tercero y número 10 

de la Ley de la Corte Constitucional Federal, con relación al articulo 93 

constitucional). 

6. Control de las normas, lo cual significa que el poder legislativo al dictar una ley 

debe tomar en consideración los principios establecidos en la Constitución. Se 

dividen en: 

Control abstracto de normas, la Corte determinará si la norma es compatible 

con la Ley Fundamental, a petición del Gobierno Federal o Gobierno de un 

estado federado o un mlnlmo de un tercio de los miembros del Bundestag 

(articulo 13, número 6 de la Ley de la Corte Constitucional Federal, con 

relación al articulo 93 constitucional). 

Control concreto de normas, surge cuando un tribunal estima que una ley es 

inconstitucional y, de la validez de esta norma depende su resolución en un 

proceso determinado. Todo tribunal alemán puede elevar esta cuestión a la 

Corte Constitucional, suspendiéndose el procedimiento en concreto hasta en 

tanto se resuelva la cuestión de constitucionalidad en la Corte (articulo 13, 

número 11 de la Ley de la Corte Constitucional Federal, con relación al 

articulo 100, apartado 1 constitucional). 

Conflicto entre la Ley Fundamental y el Derecho Internacional, el Tribunal 

Constitucional Federal determinará si una norma de derecho internacional es 

parte Integrante del derecho de la República Federal Alemana y, por ende 
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obligatoria (articulo 13, números 12 y 13, con relación al articulo 100, 

apartado 2 de la Constitución de la República Federal de Alemania). 

7. Recurso de amparo, cuando un individuo estime que un acto de autoridad viola 

sus derechos fundamentales o derechos afines puede interponer este medio de 

impugnación (articulo 13, número a•, de la Ley de la Corte Constitucional 

Federal, con relación al articulo 93 constltuclonal). 

La Ley de la Corte Constitucional Federal determina la competencia de las 

salas, no obstante la establecido en la ley, en aras de un reparto equilibrado de los 

asuntos entre ambas salas, el Pleno podrá regular la competencia de las mismas 

en forma distinta a efecto de evitar el rezago en las solución de los asuntos. 84 

De acuerdo a lo señalado en la ley que regula a la Corte, la primera sala 

conoce de los procedimientos de inconstilucionalidad (control de normas) y de los 

recursos de amparo constitucional en los que prevalecen cuestiones de 

interpretación de los derechos fundamentales y afines, de ahl que se conozca 

como la "sala de los derechos fundamentales". En cambio, la segunda sala conoce 

de los procedimientos relativos a la privación de derechos fundamentales, 

recursos relativos a la validez de elección, acciones contra el Presidente Federal y 

magistrados, litigios entre los órganos de los diferentes niveles de gobierno, 

procedimientos de prohibición de partidos pollticos y casos relevantes en materia 

de derechos fundamentales atribuidos por acuerdo del Pleno, por eso es conocida 

como la "sala de los asuntos de estado".85 

84 La Corte Federal ha hecho uso de esta poslbllldad en 1993, a través del Acuerdo del Pleno de la Corte 
Constitucional Federal de 15 de noviembre ose ano, a través del cual se extendió la competencia de la 
Segunda Sala de dicho Tribunal. 
85 La competencia de la Segunda Sala se ampl16 por acuerdo de 15 de noviembre de 1995, del Pleno de la 
Corte Constitucional, en atención a lo dispuesto por el articulo 14, apartado 14 de la Ley de la Corte 
Constitucional Federal, por lo qua conoco de control de normas y recursos de amparo en las materias de 
derecho asilo, ley do exlranjer/a y cartas rogatorias, régimen de nacionalidad y servicio militar, entre otras. 
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En caso de duda sobre la competencia de las salas, decide una comisión 

compuesta por seis magistrados: dos de cada sala, el Vicepresidente y 

Presidente.86 

Es posible agrupar las atribuciones del Tribunal Constitucional Alemán en 

dos grandes rubros: 

1. Atribuciones distintas a las del control de la constitucionalidad.- El Tribunal 

Constitucional tiene facultades para conocer y resolver: 

a) En materia electoral. 

b) En conflictos competenciales. 

c) De acusaciones de los órganos legislativos en contra del Presidente o en 

contra de los magistrados 

d) De la privación de derechos fundamentales. 

2. Atribuciones inherentes al control de la constitucionalidad.- El Tribunal 

Constitucional tiene facultades para conocer y resolver: 

a) ConOictos constitucionales entre los órganos federales y estatales o 

entre si. 

b) Control de normas (abstracto y concreto) 

c) Recurso de amparo. 

"Cfr. Articulo 14, apartado 5 de la Ley de la Corte Consliluclonal Federal de Alemania en SARTORIUS 1, Op. 
Cil.,pp6y7. 
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1.1.4. Efectos de las resoluciones emitidas por la Corte Constitucional 

Alemana. 

El articulo 31, en sus dos incisos de la Ley de la Corte Constitucional Federal, 

establece: 

"Articulo 31.· (1) Las resoluciones de la Corte Constitucional Federal son 

vinculantes para los órganos constitucionales de la Federación y de los 

Estados Federados y para todos los tribunales y todas las autoridades. 

(2) En los casos a que se refiere el articulo 13, números 6, 11, 12 y 14, la 

rasolución de la Corte tiene fuerza de ley. Lo mismo ocurre en los casos a 

que se refiere el articulo 13, número 8ª, cuando la Corte Constitucional 

Federal resuelva que una ley es compatible o incompatible con la Ley 

Fundamental o declare su nulidad. En la medida en que se resuelva que 

una ley es compatible o incompatible con la Ley Fundamental o con otras 

del derecho federal se declare su nulidad, al tenor da la resolución, será 

publicado por el Ministerio Federal de Justicia en el Bolet/n Oficial del 

Estado. Lo anterior también es aplicable respecto al tenor de las 

resoluciones en los casos a que se refiere el articulo 13, números 12 y 

14.'87 

Desde un primer aspecto, las decisiones de la Corte tienen la naturaleza de 

cosa juzgada, son irrecurribles e inmodificables, vinculan a los órganos federales y 

estatales, tribunales y autoridades. 

En caso de que el Tribunal Constitucional decida la inconstitucionalidad de 

una ley, los efectos de la sentencia tienen alcances generales y fuerza de ley e 

" Cfr. Articulo 31 de la Ley Orgánica de la Corte Consliluclonai Federal de Alemania, en SATORiOUS 1, Op. 
Cil.,p.11. 
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incluso las leyes conexas; éstas deberán anularse con efectos retroactivos, sin 

embargo, la Corte ha establecido ciertas fórmulas: 

"En principio, e/ fallo de inconstituciona/idad es declarativo y en forma 

diversa de lo que ocurre en Austria, produce efectos retroactivos (ex tune), 

pero en la práctica el Tribunal Constitucional ha encontrado la forma de 

equilibrar esta regla en relación con los efectos ya realizados de la ley 

inconstitucional, de acuerdo con lo dispuesto por el artlculo 79 de la Ley 

Orgánica, al precisar dichos efectos retroactivos en relación con las 

situaciones jurídicas no consumadas y la revisión de sentencias firmes en 

materia crimina/, as/ como respecto a la inejecución de los fallos civiles 

cuando se apoyen en el ordenamiento contrario a la Ley Suprema. '88 

"La nulidad ex tune e ipso iure de las leyes inconstitucionales, constituye la 

regla general; si bien también es posible la nulidad parcial. La eficacia de 

esta declaración de nulidad, se haya regulada en el articulo 79 de la 

LTCFA." 89 

a) La interpretación conforme, que establece que la ley objeto de estudio de 

constitucionalidad continuará en vigor, siempre y cuando se interprete a favor 

de la Constitución, por tanto las autoridades y demás órganos deberán 

utilizarla atendiendo al enfoque postulado por la Corte. 

"Una última variante que permite al TCFA evitar la afilada arma de la 

declaración de nulidad o de incompatibilidad de una ley y dar preferencia al 

legislador jurídico-funciona/ (democráticamente legitimado}, la constituye la 

'lnterpretación conforme a la constitución" de las leyes ... cuando una norma 

admita varias interpretaciones, algunas conducentes al resultado de la 

88 FIX ZAMUOIO, Hóclor. Tribunales Constitucionales y Derechos Humanos UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jur/dicas, México, 1980, p. 87. 
89 HABERLE, Poter. ·e1 Recurso do Amparo en el Sistema Germano Federar en La Jurisdicción 
Constitucional en lberoamérica. Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p. 270. 
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lnconstitucionalidad y otras al de su constitucionalidad, la norma es 

constitucional y debe interpretarse de conformidad con la Constitución". 90 

b) La declaratoria de inconstitucionalidad de una norma sin anulación, prevista 

en el art!culo 31, apartado 2 de la Ley de la Corte Constitucional Federal. El 

tribunal la ha utilizado en el caso de lesiones a derechos consagrados en la 

Ley Fundamental, relativos a beneficios de igualdad. Se declara la nulidad 

de la ley y se Interrumpe el procedimiento, el acto o situación inconstitucional. 

c) La anulación diferida, ya que se considera que una ley al momento de su 

entrada en vigor es constitucional, pero a pesar de su constitucionalidad, con 

el paso del tiempo y sus efectos, se vuelve contraria a la Ley Fundamental, 

por lo que se hace hincapié al legislador para que corrija esta situación. 

"El Tribunal constitucional no anula ley, sino que la pone en precario al 

indicar al legislador que ya sólo es constitucional provisionalmente, por las 

razones que se precisan en la exposición de motivos y le ordena que 

modifique la ley, fijándole en ocasiones un plazo concreto".91 

1.2. Tribunal Constitucional Austriaco (Verfassungsgerlchtschof). 

En las primeras décadas del siglo XX, en Austria, el prestigioso conslitucionalista 

Hans Kelsen, participó en la elaboración de la Carta Magna austriaca, que ha sido 

decisiva para la formación del Tribunal Constitucional. 

Una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, Austria recuperó las 

instituciones que rigieron en 1920 y 1934, entre ellas, el Tribunal Constitucional, o 

Alta Corte Constilucional, misma que poco a poco fue perfeccionada. 

90 lbfdem. 
91FAVOREU, Louls. Op. Cit., pp. 78 Y 79. 
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El Tribunal Constitucional, tiene su sede en Viena. Su regulación está 

prevista en el Titulo VI, inciso c), de la Constitución Austriaca, asl como en la Ley 

del Tribunal Constitucional de 1953 y la Ley que amplia las atribuciones del 

Tribunal Constitucional y de la Alta Corte Administrativa de 1976. 

El Tribunal Constitucional despliega un gran número de funciones de 

naturaleza muy variada, para las cuales la Constitución no ahorra detalles, 

incluyéndolo además de resolulor de las cuestiones constitucionales como garante 

de las distribuciones de competencias en los estados federados. 

1.2.1 Ubicación del Tribunal Constitucional Austriaco. 

El Tribunal Constitucional es considerado por la doctrina austriaca y por los 

estudiosos en derecho como un órgano del estado que realiza sus funciones en 

armonla con los demás órganos constitucionales, más no el órgano central del 

estado, es por ello que se circunscribe con las demás instituciones señaladas en 

la Ley Fundamental Austriaca. 

La administración y presupuesto del Tribunal Constitución Austriaco 

depende del Gobierno Federal y del Nationalrat o Consejo Nacional. 

"Su administración, sin embargo, depende de la Canciller/a Federal, el 

personal es nombrado por el Canciller y el presupuesto lo establece, en el 

marco del presupuesto actual de la Federación el Consejo Nacional". 92 

Sus principales obligaciones, son garantizar la observancia de la 

Constitución, mantener el equilibrio constitucional entre el Bund y los Lander, asl 

como. ser el garante de la distribución de competencias, en tanto que intérprete de 

la Carta Magna. 

92 FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 4B. 
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1.2.2. Composición. 

El tribunal se compone de catorce miembros y seis sustitutos, trabaja, 

generalmente, en pleno, y sólo las cuestiones secundarias son tratadas en 

pequeños comités compuestos por cuatro miembros, esto es, a pesar de que se 

establece que el Tribunal Constitución únicamente sesiona en pleno, en la práctica 

se habla de una Cámara, para conocer asuntos de poca importancia que 

requieren la asistencia de cuatro magistrados. 

El Pleno se reúne por lo menos cuatro veces al año, con una duración 

aproximada de un mes y las decisiones se toman por la mayorla de los miembros 

presentes, en caso de empate, el voto del Presidente resuelve la situación. 

Desde 1929, once magistrados son nombrados por el Presidente de la 

República, de una terna propuesta del Gobierno Federal (Presidente, 

Vicepresidente, seis magistrados y tres suplentes), cinco del Nationalrat (tres 

titulares y dos suplentes) y cuatro del Bundesrat (tres titulares y un suplente).93 

·'La designación de jueces obedece de ordinario a criterios pollticos y el 

partido polltico que tiene responsabilidades gubernamentales es quien 

puede proponer una mayor/a de miembros del Tribunal Constitucional, 

como muestra la práctica desde de 1945. De este modo, tanto el Presidente 

como el Vicepresidente, son siempre más o menos próximos de los dos 

partidos pollticos mayoritarios en el Parlamento". 94 

Los requisitos para acceder al cargo de magistrado, consisten en haber 

completado los estudios de derecho y haber ejercitado su profesión durante diez 

años minimo, según lo estatuido en el articulo 147, apartado 3 de la Ley 

Fundamental Austriaca. 

93 Cfr. Articulo 147 (1) do la Consllluclón Auslrlaca, en RUBIO LLORENTE, Francisco Y DARANAS 
PÉLAEZ, Mariano. Op. Cif .• pp.26 y 27. 
94 ERMACORA, Fellx. ·et Tribunal Constltucfonal Austriaco·, en Tribunales Constitucionales Europeos y 
Derechos Fundamentales, Centro de Estudios Constiluclonoles, Madrid, 1984, p. 272. 
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El mandato de los magistrados de la Corte no llene una duración definida y 

tal como explica Louls Favoreu, "esto constituye una garantía de independencia, 

pues al no poder ser cesados en sus funciones, los jueces salvo el propio tribuna/, 

se hallan al abrigo de presiones". 95 En todo caso continúan en sus funciones hasta 

el último dla del año en que cumplen setenta años. 

Durante su mandato, los magistrados tienen ciertas Incompatibilidades, 

tales como aspirar a miembro del Gobierno Federal, Gobierno del Ulnder, del 

Consejo Nacional, Consejo Federal o partido polltico. En el caso del Presidente y 

Vicepresidente, existe otro requisito para de elegirlos: el no haber desempeñado 

un cargo polltico en los últimos cuatro años. Ambas cuestiones, se justifican, pues 

se pretende evitar una politización del Tribunal. 

Los miembros del Tribunal pueden ser funcionarios públicos o académicos 

y están obligados a abandonar el ejercicio de la profesión en el caso de los 

primeros, mientras que éstos últimos podrán continuar otorgando cátedra. 

1.2.3. Competencia y Atribuciones. 

La competencia del Tribunal Constitucional Austriaco, está especificada en los 

artlculos 137 al 145 de la Ley Fundamental, y conoce a instancia de la parte 

legitimada para ello (Gobierno Federal, gobierno de los estados, o por un tercio de 

los miembros de los órganos legislativos federales o estatales, o en el caso del 

recurso de amparo, por el individuo que estima violados en su perjuicio derechos 

fundamentales) o de oficio, en el caso de leyes que servirán al tribunal para dictar 

una declaratoria de inconslituclonalidad.96 

"FAVOREU, Louls. Op. Cit., p. 47. 
"Cfr. Articulas 137 a 148 de la Ley Constitucional Federal de Austria en RUBIO LLORENTE, Francisco y 
DARANAS PELÁEZ, Mariano. Op. Cit., pp. 92 a 98. 
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"El Tribunal Constitucional Austriaco, se pronuncia sobre la 

inconstitucionalidad de /as leyes federales, /as leyes estadua/es y /os 

decretos de leyes, también se pronuncia sobre /as violaciones del Derecho 

Internacional, controla la legalidad de elecciones y referéndum, decide 

controversias por violaciones del derecho internacional, resuelve conflictos 

de competencia entre órganos estatales y de éstos con /os órganos 

federados, resuelve recursos de queja por inconstitucionalidad de /os actos 

del poder ejecutivo". 97 

La competencia de la Corte, se resumen en: 

1. Conflictos competenciales entre los órganos, que se refiere a la función del 

Tribunal como resolutor de conflictos de competencia que se susciten entre los 

órganos de la Federación y de los Estados, decidiendo qué tribunal es competente 

para conocer del asunto que se somete a su consideración (artlculo 138, 

apartado 1, de la Ley Constitucional Federal de Austria). Se dividen en: 

Entre tribunales y autoridades administrativas. 

Entre la Corte Administrativa y los demás tribunales (incluyendo los conflictos 

entre la Corte Administrativa y el mismo Tribunal Constitucional) o entre 

éstos, entre los tribunales de derecho común y los otros tribunales. 

Entre las provincias, unas con otras y una Provincia y la Federación. 

2. Conflictos constitucionales entre los órganos, es decir, litigios entre éstos cuando 

alegan violaciones en materia legislativa o administrativa como consecuencia de la 

intervención de otro órgano (artlculo 138, apartado 2, de la Ley de la 

Constitucional Federal de Austria). Se pueden dividir en: 

91NOGUEIRA ALCALÁ, Humborto. ·eonslderaclonos sobre la Jurisdicción Constitucional América Y Europa" 
en Anuario Iberoamericano de Justicia Constltuclonal, Ed. Oykinson, Madrid, 1997, p, 271. 
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Conflictos entre órganos federales, el Tribunal Constitucional resolverá qué 

órganos actuaron en el marco de sus funciones constitucionales o si rebasó 

sus atribuciones. 

Conflictos entre los Ulnder o entre un estado federado y la Federación, es 

decir, litigios sobre la distribución y limitación de las competencias entre la 

Federación y los estados federados en atención a lo previsto en la Ley 

Fundamental, asl como por el cumplimiento de los convenios previstos en el 

articulo 15 de la Constitución. 

3. Control de legalidad de los reglamentos, pues el Tribunal Constitucional conocerá 

la denuncia de los reglamentos de autoridades federales o regionales, a petición 

de un tribunal o de oficio si aquél tiene que aplicarlo en algún caso especifico 

(articulo 139 de la Ley Constitucional Federal de Austria). 

4. Control de la constitucionalidad de leyes, el Tribunal Constitucional será quien 

resuelva sobre la posible inconstitucionalidad de una ley federal o local, a instancia 

de alguno de un tribunal o de oficio cuando tenga que aplicar dicha ley (articulo 

140 de la Ley Constitucional Federal de Austria). 

5. Resolución de los contenciosos electorales, el Tribunal Constitucional conocerá y 

resolverá los conflictos que se susciten en el ámbito electoral y que afectan su 

resultado, tales como impugnaciones en la elección del Presidente o miembros de 

los órganos legislativos, tanto a nivel federal como estatal (articulo 141, de la Ley 

Constitucional Federal de Austria). 

6. Responsabilidad penal de los altos órganos del Estado, el Tribunal decidirá sobre 

las acusaciones que señalen responsabilidad de los órganos superiores de la 

Federación o de los Ulnder por violación del derecho, de los cuales sean 

culpables en el ejercicio de sus funciones (artlculos 142 y 143 de la Ley 

Constitucional Federal de Austria). 
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7. Recurso del Amparo, el Tribunal conocerá de los recursos contra las resoluciones, 

decisiones o providencias dictadas por las autoridades administrativas, cuando se 

haya lesionado un derecho garantizado por la Constitución o perjudicado por la 

aplicación de un decreto, ley o tratado internacional contrarios a derecho (articulo 

144 de la Ley Constitucional Federal de Austria). 

B. Violaciones al Derecho lnternacional,96 esto es, si un tratado internacional 

aprobado por el Consejo Nacional, es contrario a la Constitución, se declarará sin 

efectos (articulo 145 de la Ley Constitucional Federal de Austria). 

Es posible agrupar las competencias de la Corte Austriaca en dos grandes 

rubros: 

1. Atribuciones distintas a las del control de la constitucionalidad.- El Tribunal 

Constitucional tiene facultades para conocer y resolver: 

a) En materia electoral. 

b) En conflictos competenciales. 

d) De acusaciones en contra de los órganos supremos de la Federación o 

de tos Ulnder. 

e) Conflictos de legalidad de reglamentos. 

2. Atribuciones inherentes al control de la constitucionalidad.- El Tribunal 

Constitucional tiene facultades para conocer y resolver: 

a) Conflictos constitucionales entre los órganos federales y estatales o 

entre si. 

b) Control constitucional de normas (previo y posterior) 

98 Esta última atribución a partir de la reforma que sufrió la Constitución Austriaca en marzo de 1964. 

95 



c) Recurso de amparo. 

f) Violación al Derecho Internacional. 

2.2.4. Efectos de las resoluciones emitidas por la Corte Constitucional 

Austriaca. 

Las decisiones del Tribunal Constitucional tienen la naturaleza de cosa juzgada, 

son irrecurribles e inmodificables y vinculan a los órganos federales y estatales, 

tribunales y autoridades. 

En el caso de la determinación de inconstitucionalidad de la ley o parte de 

ella. el Gobierno Federal o del Lan, debe publicar la mencionada determinación y, 

por lo general, a partir de este momento se considera anulada la ley, adquiriendo 

efectos generales o erga omnes y hacia el futuro (ex nunc). 

El articulo 140, apartado 5, de la Ley Constitucional Federal de Austria 

establece otra posibilidad: 

"La decisiones por /as cuales la Corle anula una ley o una parte de ella por 

inconstitucionalidad, obliga al Canciller Federal o al Gobierno de la 

Provincia interesada a la publicación inmediata de la anulación; entrará en 

vigor al d/a de su publicación, a menos que la Corte no fije un plazo para 

que cese la vigencia de le ley. Este plazo no podrá exceder de un año".99 

El Tribunal tiene la facultad 'de decidir, fundando y motivando debidamente, 

que los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad se suspendan hasta por 

un año. Esta posibilidad se presenta para evitar un perjuicio en situaciones 

jurldlcas ya existentes. 

99 Articulo 140 da la Ley Constlluclonal Federal de Austria, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS 
PÉLAEZ, Mariano. Op. Cil., pp. 96. 
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Este mismo procedimiento sucede cuando el Tribunal Constitucional 

declara inconstitucional un tratado internacional o parte de éste, con la posibilidad 

de retrasar los efectos de la sentencia, pues en este caso el término máximo es de 

dos anos. 

En el caso del recurso de amparo, la decisión del Tribunal, al resolver 

cuestiones concretas de violación de derechos constitucionales, son inter partes, 

pero si el Tribunal aprecia que no se lesionó ningún derecho, podrá trasladar la 

reclamación al Tribunal Administrativo, para que se resuelva si se han lesionado 

derechos. 

1.3. Corte Constitucional de Italia (Corte Costituzlonale Italiana). 

La Corte Constitucional Italiana se plasmó por primera vez en la Constitución de la 

República de 1° de enero de 1948, sin embargo, no funcionó hasta ocho años más 

tarde, con la entrada en vigor de la Ley de número 1 de 11 de marzo de 1953 que 

estableció disposiciones complementarias de la Corte Constitucional de Italia y su 

funcionamiento.'ºº 

La Corte Constitucional tiene su sede en el Pa/azzo della Consulta, Roma, y 

goza de la importante tarea de garantizar el respeto de la Constitución, a través de 

las atribuciones que al efecto la propia Carta Magna establece. 

Se encuentra regulada por el Titulo VI de la Constitución Italiana, 

especlficamente en los articules 134 al 137, asl como por las modificaciones y 

especificaciones de las leyes constitucionales número 1 de 9 de febrero de 1948, 

número 1 y 87 de 11 de marzo de 1953, asl como el Reglamento General de 20 

de enero de 1966, principalmento. 

100 Cfr. FIX ZAMUDIO, Hóctor. 11Tribunales Constitucionales y .. :, Op. Cit., p. 75; cfr. FAVOREU, Louls. Op. 
Cil., p. 85; cfr. COVIAN ANDRADF., Miguel. El Conlrol de la Consliluc/onalldad en o/ Derecho Comparado, 
CEDIPC, A.C., México, 2001, pp. 85-92. 
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El cometido principal de la Corte Constilucional es controlar la 

conslitucionalidad de las leyes y de los actos con fuerza de ley, ya sean federales 

o estatales, con el fin de comprobar que las normas impugnadas se adecuan o no 

a la Carta Magna. 

1.3.1. Ubicación de la Corte Constltucional ltallana. 

La Corte Conslitucional de llalla es Independiente y autónoma con respecto a 

todos los demás órganos constitucionales, lo cual se corrobora con el hecho de 

que se encuentra prevista en la Constitución Italiana en el Titulo VI, De las 

Garantias Conslitucionales, Sección Primera, es decir, en un apartado diferente a 

la Magistratura (Titulo IV). Pese a ello, salta a la vista que en este último Titulo, si 

se establece expresamente que el Poder Judicial constituye un ente autónomo e 

independiente de cualquier otro poder. 

Si bien es cierto que la Corte Conslitucional Italiana está separada de los 

demás órganos que componen el sistema judicial, también lo es que por el objeto 

y eficacia de su función jurisdiccional, es el vértice del Poder Judicial italiano, a 

pesar de lo señalado por Louis Favoreu, en el sentido de que: 

"El Tribunal italiano, no sólo no se incluye en el orden judicial, sino que ni 

siquiera perlenece a la organización jurisdiccional en el sentido más amplio 

del ténnino: ... el tribunal constitucional ... se mantiene ajeno a los poderes 

estatales conocidos tradicionalmente. Forma un poder independiente cuyo 

papel consiste en asegurar el respeto de la Constitución en todos los 

ámbitos".101 

La posición de la Corte como órgano constitucional se determina por su ; 

competencia para conocer de la acción directa de inconstituclonalidad y de la vla 

prejudicial de las normas regionales, asl como árbitro de los conflictos entre los 

'" FAVOREU, Louls, Op. Cit., p. 34. 
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órganos del Estado y de las acusaciones presentadas contra el Presidente de la 

República y Ministros. 

La Corte Constitucional de Italia no actúa de oficio, sino exclusivamente a 

instancia de parte, esto es, acuden quienes está legalmente legitimados para ello. 

Goza de gran autonomla, lo que se expresa en la competencia para adoptar 

reglamentos a fin de regular su organización interna y el ejercicio de sus 

atribuciones constitucionales. De igual forma, manifiesta su independencia, al 

determinar su presupuesto. 

1.3.2. Composición. 

Este Tribunal Constitucional está integrado por quince magistrados, quienes 

siempre tomarán sus decisiones en pleno, sin la posibilidad de formar salas. 

El Presidente del tribunal será elegido de entre sus miembros, permanecerá 

en el cargo por tres años, con posibilidad de ser reelegido para el periodo 

inmediato, tiene numerosos poderes en atención a las labores de la propia Corte y 

la representa al exterior. 

"El Tribunal funciona nonnalmente en sesión plenaria, convocado por el 

Presidente que designa al ponente, fija la orden del día y preside las 

reuniones". 'º2 

El articulo 16 de la ley número 87, de 11 de marzo de 1953, que regula la 

organización y funcionamiento de la Corte, establece que los magistrados tienen la 

obligación de sesionar salvo que se encuentren impedidos para ello, y que la 

Corte será convocada y funcionará con la intervención de al menos once 

miembros. De igual forma, el articulo 6, párrafo tercero, del reglamento de la 

'" /bid, p. 87. 
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Corte, establece que sus decisiones serán válidas con la Intervención de al menos 

nueve jueces y las decisiones se adoptarán por la mayorla de los presentes. 

El procedimiento para la elección de los magistrados se regula de 

conformidad a lo establecido en el articulo 135 de la Constitución de Italia y por la 

ley constitucional número 87 de 11 de marzo de 1953, que establecen el 

mecanismo a seguir. 

De los quince miembros, una tercera parte será nombrada por el Presidente 

de la República, otro tercio por el Parlamento en sesión conjunta y el tercio 

restante por las Supremas Magistraturas (ordinaria y administrativa); respecto de 

estos últimos, de la siguiente manera: 

Tres electos por el Tribunal de Casación. 

Uno por el Consejo de Estado. 

Uno del Tribunal de Cuentas. 

Los integrantes serán electos de entre los magistrados, aún los retirados, 

de las jurisdicciones superiores ordinarias y administrativas, los catedráticos de 

Universidades en disciplinas jurldicas y los abogados con veinte años de ejercicio, 

sin que exista un limite de edad. La duración de su mandato es de nueve años,103 

sin posibilidad de reelección, y corre a partir del dla de su juramento. 

Las incompatibilidades con el cargo de magistrado de la Corte 

Constitucional son severas, pues no pueden llevar a cabo otros empleos públicos 

o privados, ni ejercer alguna actividad profesional, comercial o industrial, funciones 

de administrador o sindico en empresas. Durante el periodo como jueces 

constitucionales, los magistrados o profesores deberán suspender el ejercicio de 

sus actividades hasta que el cargo concluya. 

103 Antes do la modificación Introducida por ley constitucional de 22 de noviembre de 1967, la duración del 
mandato era de doce arios. 
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En la Corte Constitucional existe una peculiaridad, en el caso de que 

conozca de juicios de acusaciones en contra del Presidente de la República y 

Ministros, intervendrán además de los quince magistrados, otros dieciséis jueces 

agregados, electos por suerte de un colegio de ciudadanos que reúnan los 

requisitos para poder ser electo senador. El Parlamento los designará cada nueve 

años, mediante elección, con las mismas formalidades que las establecidas para 

el nombramiento de los magistrados ordinarios.104 

"En cuanto a /os jueces agregados, debe señalarse que no forman parte, de 

modo estable, del Tribunal. Resultan designados por sorteo de entre una 

lista de ciudadanos con capacidad electoral para el Senado que el 

Parlamento compila cada nueve años mediante una elección realizada con 

procedimientos iguales a /os seguidos para nombrar jueces ordinarios".1º5 

1.3.3. Competencia y Atribuciones. 

El articulo 134 de la Constitución Italiana, establece: 

"Artlcu/o 134.- La Corte Constitucional juzgará: 

sobre /as disputas sobre legitimidad constitucional de las layes y de los 

actos con fuerza de ley del Estado y de las Regiones; 

sobre /os conflictos de atribuciones entre los Poderes del Estado y sobre 

los que surjan entre el Estado y las Regiones o entre las Regiones; 

sobre las acusaciones entabladas contra el Presidente de la República 

según lo previsto en la Constitución. "1º6 

'" Cfr. Articulo 135, sexlo pérrafo, de la Consllluclon de la República llallana, en RUBIO LLORENTE, 
Francisco y DARANAS PÉLAEZ, Mariano. Op. Cil., p. 362. 
10s PIZZORUSSO, Alossandro. Lecciones de Derecho Constitucional, Volumen 11, Ed. Centro de Esludios 
Constitucionales, Madrid, 1984, p. 7. 
106 RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PÉLAEZ, Mariano. Op. Cit .. p. 362. 
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La ley constitucional número 1 de 11 de marzo de 1953, en su articulo 2º, 

señala: 

''Articulo 2.- Corresponde a la Corte Constitucional resolver si la solicitud de 

referéndum abrogalivo presentada de acuerdo con lo previsto por el articulo 

75 constitucional, es admisible según lo señalado por el segundo párrafo 

del artículo en comento. 

Las modalidades de tal juicio estarán establecidas por la ley que regula el 

desarrollo del referéndum popular".'º' 

Entonces, es posible enumerar la competencia de la Corte Constitucional 

Italiana, en: 

1. Control de la constitucionalidad de leyes o actos de fuerza (articulo 134 de la 

Constitución de la República Italiana), que se divide en: 

Acción directa de inconstitucionalidad, el Gobierno de la República y de las 

Regiones, asi como una minarla parlamentaria, ocurren ante la Corte 

Constitucional Italiana, cuando consideran que una ley -nacional, regional o 

provincial- o un acto con fuerza de ley'ºª es contrario a su Constitución, a fin 

de que la Corte Constitucional, resuelva sobre su conformidad o no con la 

Carta Magna (articulo 134, primer supuesto, de la Constitución de la 

República Italiana, con relación a los articules 2, primer párrafo, de la 

ley constitucional número 1 de 9 de febrero de 1948; 32 a 34 de la 

número 87 de 11 de marzo de 1953). 

Control incidental de la constitucionalidad de leyes, todo juez ordinario se 

debe dirigir ante la Corte Constitucional cuando, al conocer de un caso 

'" Articulo 2• de fa Ley Orgilnlca de fa Corto Constitucional, en PIZZORUSSO, Alossandro. Op. Cit. p. 34. 
108 Enlcndléndose por éstos, a los decretos-ley, decretos delegados y acuerdos con normas de ejecución. 
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concreto, considere que una norma legislativa que debe ser aplicada en el 

proceso, puede ser inconstitucional. Por ende, el proceso en especifico debe 

ser suspendido en tanto la Corte Constitucional resuelve la cuestión de 

lnconstitucionalidad (articulo 134, primer supuesto, de la Constitución de 

la República Italiana, con relación a los articulas 1º de la ley 

constitucional número 1 de febrero de 1948 y 23 de la ley número 87 de 

11 de marzo de 1953). 

Control preventivo de la constitucionalidad de leyes regionales antes de ser 

promulgadas, cuando el Gobierno de la República considera que una ley 

aprobada por el Consejo Regional excede de la competencia de la Región o 

se opone a los intereses nacionales o a los de otras Regiones, la devolverá 

al Consejo Regional antes de su promulgación. Si el Consejo Regional 

nuevamente aprueba dicha ley, por mayorla absoluta de sus componentes, el 

Gobierno de la Republica podrá, dentro de los quince dlas siguientes a la 

notificación, suscitar la cuestión de constitucionalidad ante la Corle 

Constitucional (articulo 134 con relación al diverso 127, ambos de la 

Constitución de la República Italiana). 

2. Conflictos de atribuciones entre los órganos del Estado, la Corte Constitucional 

cuenta con este rasgo arbitral, a través del cual se establece una vla de 

composición de las controversias entre los órganos del Estado mediante 

instrumentos jurldicos, a fin de delimitar las atribuciones de cada uno de éstos y, 

por ende, garantizar la observancia de la esfera de competencia que la 

Constitución Italiana les atribuye (articulo 134, segundo supuesto, de la 

Constitución de la República Italiana) Se divide en: 

Conflictos de atribuciones entre los poderes del Estado, la Corte 

Constitucional declara la competencia de cada uno de los poderes en 

conflicto, delimitando, de acuerdo con las normas constitucionales, sus 

esferas de atribuciones (articulo 134, segundo supuesto, de la 
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Constitución de la República Italiana, con relación al 37 de la ley 

constitucional número 87 de 11 de marzo de 1953). 

Conflictos de atribuciones entre el Estado y una Reglón o entre las regiones, 

si un acto de una Región invade la esfera de competencia del Estado o de 

otra Reglón. el Estado o la Región afectados, apelarán ante la Corte, a fin de 

que declare su competencia. De igual modo, puede interponer el recurso la 

Región que vea invadida su competencia con un acto del Estado (articulo 

134, segundo supuesto, de la Constitución °de la República Italiana, con 

relación a los articulas 39 a 42 de la ley constitucional número 87 de 11 

de marzo de 1953) 

3. Acusaciones contra el Presidente de la República Italiana, la Corte Constitucional 

podrá juzgarlo en los casos en que el Parlamento, en sesión conjunta delibere la 

necesidad de procesarlo por delitos de alta traición y atentado a la Constitución. 

En este caso excepcional, la Corte Constitucional, se integrará por otros dieciséis 

miembros (articulo 134, tercer supuesto, de la Constitución de la República 

Italiana, con relación al articulo 97 del mismo ordenamiento y los articulas 12 

a 15 de la ley constitucional número 87 de 11 de marzo de 1953). 

4. Competencia para juzgar la admisibilidad del requerimiento del referéndum 

abrogativo, esta facultad se le confiere a partir del articulo 2° de la ley 

constitucional en cita, tornando en consideración el articulo 75 de la Constitución 

Italiana que establece que por medio de referéndum popular se podrá decidir la 

derogación total o parcial de una ley o acto con fuerza de ley, cuando lo soliciten 

500,000 electores o cinco consejos regionales. En este caso, la Corte resolverá si 

es admisible la solicitud de referéndum abrogativo, en el entendido de que 

analizará si dicha ley no es tributaria, presupuestaria, de amnistia, indulto o 

relativa a la autorización para ratificar tratados internacionales, materias estas, en 

las cuales no es admisible. A través de esta competencia, la Corte Constitucional 

resuelve, preventivamente, las dudas que puedan surgir sobre el respecto 

reciproco entre las esferas de competencia del Parlamento y el cuerpo electorial, 
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cuando actúa mediante formas de democracia directa (articulo 2º de la número 1 

de 11 de marzo de 1953). 

Podernos dividir las atribuciones de la Corte en: 

1. Atribuciones distintas a las del control de la constitucionalidad.- La Corte 

Constitucional tiene facultades para conocer y resolver: 

a) De las acusaciones en contra de la Presidente de la República. 

b) De la admisibilidad de referéndum abrogativo. 

2. Atribuciones inherentes al control de la constitucionalidad.- La Corte Constitucional 

conocerá de: 

a) Conflictos constitucionales entre los órganos del Estado y de tas 

Regiones o entre si. 

d) Control constitucional de normas, a través de ta acción directa. control 

incidental o preventivo. 

La Corte Constitucional Italiana no conoce de reclamaciones de los 

ciudadanos que estimen violados en su perjuicio derechos fundamentales por 

parte de autoridades públicas, situación que se estima como una omisión grave, 

tal corno lo señala et Dr. Fix Zamudio: 

" ... debe lamentarse en el sistema italiano la ausencia de un instrumento 

similar al recurso constitucional de los ordenamientos de Austria, Alemania 

Occidental y Suiza, que pudiera promoverse por los afectados directamente 

ante la Corte Constitucional, con mayor razón si tomamos en cuenta que la 

citada Carta Constitucional Italiana de 1948 contiene una declaración de 
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derechos tanto individua/es como de carácter social que debe estimarse 

como una de las más adelantadas. "109 

Pese a lo anterior, la Corte Constitucional desarrolla la tarea de asegurar el 

respeto de la inflexibilidad de la Constitución, a través de las atribuciones previstas 

en el articulo 134 de la Constitución de la República Italiana y en el articulo 2º de 

la ley número 1° de 11 de marzo de 1953. 

1.3.4. Efectos de las resoluciones emitidas por la Corte Constitucional 

Italiana. 

Para determinar los efectos de sus sentencias debemos tomar en consideración 

los tipos de resoluciones que emite la Corte: 

1. Resoluciones que rechazan la cuestión de constitucionalidad o sentencias de 

inadmisibilidad, que no tienen el efecto de cosa juzgada y el juez ordinario puede 

plantearlas nuevamente (articulo 24 de la ley constitucional número 87 de 11 

de marzo de 1953). 

2. Resoluciones interpretativas, conformes o condicionales, en las que el sentido del 

fallo se vincula con la interpretación de la ley o acto con fuerza de ley tachado de 

inconstitucional, pues en caso de no adecuarse a la interpretación dada por la 

Corte Constitucional, serian considerados inconstitucionales. 

3. Resoluciones que estudian al fondo del asunto, en contra de las que no procederá 

recurso alguno y cuyos efectos serán generales: 

La Corte Constitucional, al resolver sobre la cuestión de inconstituclonalidad. 

de una ley o acto con fuerza de ley, declarará la inconstitucionalidad de las 

normas Impugnadas, asl como aquéllas conexas que adolezcan del mismo vicio. 

109 FIX ZAMUDIO, Hóctor. TtibunaJes Constiluclanales y Derechos ... Op. Cit., pp. 77 y 78. 
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Estas decisiones pueden ser parciales (pues sólo una parte de la disposición 

legislativa es contraria a la Constitución) o totales, invalidándose por ende, el 

apartado o el contenido Integro de la ley; tendrán efectos erga omnes, y la 

inaplicación de las normas declaradas inconstitucionales procederá, a partir del 

dla siguiente de la publicación del fallo de la Corte Constitucional, tal como lo 

señala el articulo 136 constitucional, que establece: 

''Articulo 136. - Cuando el Tribunal declare la inconslituciona/idad de una 

disposición legislativa o de un acto de fuerza de ley, la norma dejará de 

surtir efecto desde el dla siguiente a la publicación de la sentencia. 

La resolución del Tribunal se publicará y notificará a las Cámaras y a los 

Consejos Regionales interesados a fin de que, si lo consideran necesario, 

provean con arreglo a las formalidades previstas por la Constitución". 110 

Respecto de los efectos en el tiempo de la sentencia que declara 

inconstitucional una norma de observancia general, Pizzorusso, señala: 

"El hecho es. pues, que los efectos en el tiempo de las sentencias 

estimatorias del Tribunal Constitucional no puede describirse, sin más, 

hablando de efectos ex tune (retroactivos) o de efectos ex nunc o pro futuro; 

la sentencia será eficaz frente a todas aquellas relaciones (anteriores o 

posteriores a su publicación) en las que la disposición o norma declarada 

inconstitucional pudiese ser objeto de aplicación. "111 

Sin embargo, en el caso de que se declare la inconstitucionalidad de una 

norma en materia penal y se haya dictado sentencia condenatoria irrevocable, se 

pondrá término a su ejecución y se cancelarán todos los demás efectos de la 

misma. 

"ºArticulo 136 de la Constitución de la República Italiana, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS 
PÉLAEZ, Mariano. Op. Cit .• p. 362. 
111 PIZZORUSSO, Alessandro. Op. Cit., p. 56. 
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1.4. Consejo Constitucional Francés. 

El Consejo Constitucional Francés, llene su sede en el Palais Royal, Parls, misma 

que comparte con el Consejo de Estado. 

Este órgano se instituyó con la Constitución de la Quinta República de 4 de 

octubre de 1958, dentro de su Titulo VII, siendo una institución reciente, sin 

precedentes en el ordenamiento constitucional francés. 

Su funcionamiento es regulado por los articulas 56 a 63 de la Constitución 

de la Quinta República, asl como por su Ley Orgánica (ordenanza 58-1067 de 7 

de noviembre de 1958) que determina las normas de organización y 

funcionamiento. 

La creación del Consejo Constitucional no se contempló con la finalidad de 

concebir un tribunal constitucional, por el contrario, se ideó como un órgano 

polltico a efecto de vigilar al Parlamento, de ahl la diversidad de sus funciones, 

pues en el momento de la elaboración de la Constitución de 1958 y en los 

primeros años de su aplicación, es decir, en su enfoque original, el Consejo 

Constitucional parecla ser una institución opuesta al modelo de tribunales 

constitucionales, pues el Constituyente Francés no pretendió seguir, ni en la teorla 

ni en la práctica, el modelo kelseniano de control constitucional, únicamente lo 

instauró con el íin de que éste fuera el guardián del Parlamento. 

"La doctrine francesa, tanto le de la época (1959-1974) como la de le 

actualidad, es prácticamente unánime a la flora de reconocer que la 

inmediata razón de ser del Consejo Constitucional no es otra que le 

salvaguarda do le situación de supremacfe del Ejecutivo dentro del nuevo 

sistema polltico, cuyo ejemplo más palpable es le limitación de le capacidad 

normativa del Parlamento y le consiguiente atribución al Gobierno de un 
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poder reglamentarlo autónomo sobre todas aquellas materias no 

expresamente reservadas a la ley''. 112 

Es decir, su objetivo no era establecer un control de la constitucionalidad de 

los actos de los órganos del Estado, ni garantizar los derechos del individuo. Su 

creación surge con el afán de reforzar al Ejecutivo, en detrimento del Parlamento. 

toda vez que esta Institución lo obligaba a actuar dentro del marco de sus 

competencias. 

Sin embargo, ese enfoque ya no puede ser mantenido actualmente, pues 

hoy en dla, debe ser considerado como un claro ejemplo de estos tribunales ad 

hoc en materia de control constitucional. 

"Es claro que el constituyente de 1958, al crear al Conseil Constitutionnel no 

pretendió imitar ningún modelo preestablecido en la medida en que el 

principal objetivo de la nueva Constitución ere reforzar el ejecutivo y 

debilitar al Parlamento, lo que quiso simplemente fue poner en pie una 

institución encargada de vigilar al Parlamento. En esas condiciones no hay 

que extrañarse de que la doctrina haya visto en el Conseil Constitutlonnel 

un órgano de naturaleza politice ... El constituyente no pretendió referirse a 

ningún modelo teórico ni, presumiblemente, inspirarse en ningún ejemplo 

extranjero. No pretendió hacer del Conseil Constitutionnel un garante del 

Estado de derecho, función atribuida tradicionalmente en Francia al 

Consejo de Estado ... Lo único que quiso hacer con este órgano es un 

guardián del Parlamento". 113 

Tal como lo señala el Dr. Miguel Covián Andrade, poco ha poco este órgano 

ha evolucionando: 

112 PARDO FALCÓN, Javier. El Consejo eonstiluclonal Francés: Jurisdicción Constitucional en la Quinta 
República. Centro do Estudios Consliluctonales, Madrid, 1990, p. 36. 
113 BON, Pierre. ·e1 Conseil Constilutlonnel Francés y el modelo de Cortes Consliluclonales Europeas• en 
Revista Vasca de Administración Pública, Número 31, septlembre·dlclembre, 1991, pp. 41 y 42. 
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"En la práctica y al paso del tiempo, esta Institución se ha esforzado no por 

asegurar la preponderancia de un órgano sobre otro, sino por garantizar la 

observancia de las nuevas normas constitucionales que redefinen las 

relaciones de los poderes constituidos en Francia. Poco a poco el Consejo 

se ha relevado como un órgano al servicio del derecho ... "114 

La visión contemporánea del Consejo Constitucional lo sitúa a la par de los 

tribunales constitucionales europeos, ya que ha pasado progresivamente de la 

vigilancia del Parlamento a la protección de sus competencias, a la defensa de las 

libertades públicas y a la garantla de los derechos de las minorfas, funciones 

tradicionales de Jos órganos especfaflzados en materia de control constitucional. 115 

En conclusión, la diversificación del papel del Consejo Constitucional es 

considerable y le lleva a desempeñar funciones comparables a las ejercidas por 

las otras jurisdicciones constitucionales. 

1.4.1. Ubicación del Consejo Constitucional. 

El Consejo Constitucional no está colocado en el vértice de la jerarquia de los 

órganos jurisdiccionales, ordinarios o administrativos, esto es, no es una corte 

suprema, pues la Constitución de 1958, lo prevé como un órgano independiente y 

autónomo con respecto a todos los demás órganos constitucionales, a la par del 

Presidente del República, el Primer Ministro, la Asamblea Nacional y el Senado, 

cuya función principal, luego de una larga evolución, consiste en el control de la 

constitucionalidad de las leyes y de lo contencioso electoral. 

• '" COVIAN ANDRADE, Miguel. Op. Cit., p. 153. 
i ts El reconocimiento del pleno valor conslilucional de las disposiciones de la Declaración de los Derechos del 
hombre y del Ciudadano de 26 de agosto de 1789, el Preámbulo do 1946, los principios fundamentales 
reconocidos por las Leyes de la República y normas convenckmales, han camblado radicalmente las 
perspectivas del control consllluclonal, pues surgen Importantes decisiones y jurisprudencia respecto del 
tema. Además, con la reforma de 1974 qua permito a la mlnorla parlamentaria el acceso al Consejo 
Constitucional, a lravés del recurso de lnconslituclonalldad contra leyes ordinarias, se reafirma el carácter de 
éste como juez constitucional. 
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Está separado de los demás órganos que componen el sistema judicial, sin 

embargo, por el objeto y eficacia de su función jurisdiccional, influye en las 

decisiones del sistema judicial francés. 

El articulo 56 de la Ley Orgánica permite que el Consejo complete, 

mediante un reglamento interior, las reglas del procedimiento contenidas en el 

Titulo 11 de la misma. 

Asimismo, no actúa de oficio, sino exclusivamente a instancia de parte, 

cuando acude a él quien está procesalmente legitimado para ello. 

1.4.2. Composición. 

Analizando el Titulo referente al Consejo Constitucional, en particular, el articulo 

56 constitucional, asl como su Ley Orgánica, se advierte que cuenta con 

peculiaridades en este aspecto, ya que se compone de dos tipos de integrantes: 

a) Por nueve miembros electos por las autoridades pollticas federales, que 

se renuevan cada tres años. Tres son electos por el Presidente de la República, 

tres por el Senado y los tres restantes por la Asamblea Nacional. 

Su mandato dura nueve años y no es renovable. El Presidente de la 

República eligirá a su vez al que presidirá el Consejo Constitucional, quien tiene el 

voto de calidad en caso de empate, representa a la Institución en actos oficiales, 

percibe una remuneración mayor a la del resto de los integrantes de dicho 

Consejo y tiene a su disposición los recursos materiales necesarios para su 

funcionamiento y convoca a las reuniones del Consejo. En el caso de sustitución 

de uno de sus miembros, el mandato del suplente puede prolongarse por un 

mandato completo si al término del mandato del sustituto no han transcurrido más 

de tres años. 
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No existen requisitos de edad o de profesión para formar parte del Consejo 

Constitucional, 116 sin embargo, el cargo es incompatible con cualquier otro empleo 

en el Gobierno, como ministro o parlamentario y miembro del Consejo Económico 

y Social. 

Todos sus integrantes, están obligados a garantizar la independencia y 

dignidad de sus fUnciones, por ello, no pueden desempeñar ciertas actividades 

profesionales, ocupar en el seno de un partido polltico puesto alguno de 

responsabilidad o dirección, ni beneficiarse con nombramientos o ascensos y 

deben, ante todo, guardar reserva de las deliberaciones y actuaciones del 

Consejo. 

b) Por los ex Presidentes de la República, que son miembros vitalicios 

siempre que no ocupen una función incompatible con el cargo, en cuyo caso no 

pueden formar parte. Cuentan con las mismas obligaciones e incompatibilidades 

establecidas para los nueve miembros electos. 

El Consejo Constitucional se reúne por la convocatoria de su Presidente o 

en caso de impedimento de éste, con la convocatoria de más de seis miembros. 

Sus decisiones son válidas, generalmente, con un quórum mlnimo de 7 miembros, 

tal como lo señalan los articulas 13 y 14 de su Ley Orgánica. Actúa sólo a 

instancia de la parte legitimada para ello y no así, de oficio. 

1.4.2. Competencia y Atribuciones. 

El Consejo Constitucional fue creado con un fin eminentemente polltico, es por ello 

la diversidad de sus funciones. 

116 Salvo que so esté en el pleno ejercicio de sus derechos, es decir que cuente con mayoría de edad. 
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. Sus competencias están especificadas a partir del articulo 58 al 61 de la 

Constitución Francesa, sin embargo la propia Carta Magna le atribuye ciertas 

obligaciones que no están expresadas en el Titulo que lo regula. Los articules en 

comento, señalan: 

"Articulo 58.- El Consejo Constitucional velará por la regularidad de /a 

elección del Presidente de la República. 

Examinará las reclamaciones y proclamará los resultados de la votación .. " 

"Articulo 59.- El Consejo Constitucional resolverá, en caso de impugnación, 

sobre la regularidad de la elección de los diputados y de los senadores." 

''Articulo 60.- El Consejo Constitucional velará por la regularidad de las 

operaciones de referéndum y proclamará sus resultados." 

''Articulo 61.- Las leyes orgánicas, antes de su promulgación, y los 

reglamentos de las asambleas parlamentarias, antes de ser puestos en 

vigor, serán sometidos al Consejo Constitucional, el cual se pronunciará 

sobre la conformidad de unas y otros a la Constitución. 

Con el mismo fin, podrán someter las leyes al Consejo, antes de su 

promulgación, por el Presidente de la República, el Primer Ministro, el 

Presidente de la Asamblea Nacional, el Presidente del Senado o sesenta 

diputados o sesenta senadores. 

En /os casos previstos en los dos apartados anteriores, el Consejo 

Constitucional deberá pronunciarse en el plazo de un mes. Sin embargo, se 

reducirá este lapso a ocho d/as a petición del Gobierno, si existe urgencia. 
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En lodos estos casos, la remisión del texto al Consejo Constitucional 

suspenderá el plazo señalado para su promulgación. "111 

El Consejo Constitucional tiene las siguientes competencias: 

1. Conocer de las proposiciones de ley o enmiendas que afecten a la potestad 

reglamentaria autónoma, si en el transcurso de un procedimiento legislativo se 

advierte que una proposición o enmienda no pertenece al ámbito de la ley o es 

contraria a ella, el Gobierno se opondrá a su admisión, remitiendo la cuestión al 

Consejo Constitucional para que se pronuncie respecto de la admisibilidad o no de 

dicha proposición (articulo 61, primer párrafo, con relación al 41 de la 

Constitución Francesa de 1958). 

2. Otorgar autorizaciones para modificar por decreto un texto con forma de ley, estos 

textos podrán ser modificados por decreto, si el Consejo Constitucional declara 

que tienen carácter reglamentario: pero si la ley invade la esfera gubernamental, 

puede ser invalidada y modificada a petición del Gobierno por la vla reglamentaria 

(articulo 37, párrafo segundo de la Constitución Francesa de 1958). 

3. Control de la constitucionalidad de leyes votadas pero que todavla no han sido 

promulgadas, que consiste el control a priori, mismo que tiene varios supuestos, a 

saber: 

De leyes orgánicas, este tipo de normas de carácter general no podrán ser 

promulgadas sino después que el Consejo Constitucional, forzosamente, 

declare su conformidad con la Constitución (articulo 61, primer párrafo, con 

relación al articulo 46 de la Constitución Francesa de 1958). 

'" Artlculos 58 a 61 de la Consliluclón de Francia, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PéLAEZ, 
Mariano. Op. Cit., p. 244. 
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De leyes ordinarias, el Presidente de la República, Primer Ministro, 

Presidente de la Asamblea Nacional, Presidente del Senado y sesenta 

parlamentarios,116 podrán solicitar al Consejo que pronuncie la conformidad 

de la ley con la Constitución (articulo 61, segundo párrafo, de la 

Constitución Francesa de 1958). 

4. Ratificación de los tratados internacionales, a fin de que los acuerdos 

internacionales sean adoptados como norma en el territorio francés, el Consejo 

Constitucional declarará que un compromiso internacional es conforme a la 

Constitución (articulas 54 y 55 de la Constitución Francesa de 1958). 

5. Control de las elecciones legislativas y presidenciales, el Consejo Constitucional 

constatará la probable imposibilidad del candidato que fue electo como Presidente 

la República. Asimismo, dentro de los diez dlas siguientes a la publicación de los 

resultados de los escrutinios de los diputados y senadores, el Consejo 

Constitucional podrá conocer de las anomallas dadas dentro del proceso de 

elección (articulas 58 y 59 de la Constitución Francesa de 1958, en relación 

con los diversos 30 a 45 de ia Ley ·Orgánica del Consejo y la Ley Orgánica 

relativa a la elección del Presidente). 

6. El emplichement del Presidente de la República, el Consejo Constitucional 

constata la capacidad del Presidente de la República para ejercer su mandato 

(articulo 7° de la Constitución Francesa 1958). 

7. Referéndum y proclamación de los resultados, el Consejo Constitucional será 

consultado por el Gobierno sobre la organización y realización del referéndum 

(articulo 60 de la Constitución Francesa de 1958, en relación con los 

diversos 46 a 49 de la Ley Orgánica del Consejo). 

"'A partir de la reforma a la Ley Org~nlca del Consejo ConsU!uclonal, publicada en la Periódico Oficial el 27 
de diciembre de 1974, se Introduce la participación de los sesenta par1amentarlos. 
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8. Informa acerca del ejercicio de los poderes excepcionales que el articulo 16 

constitucional le otorga al Presidente, el Consejo Constitucional será consultado 

sobre las medidas que tomará el Presidente de la República en los casos en que 

esté amenazada la República y se interrumpa el funcionamiento de los poderes 

públicos constituidos (artículo 16 de la Constitución de 1958 en relación con 

los diversos 52 a 54 de la Ley Orgánica del Consejo Constitucional). 

Es por lo anterior que las funciones del Consejo Constitucional, se dividen 

en: 

1. Atribuciones distintas a las del control constiluclonal.- El Consejo Constitucional 

tiene facultades para conocer y resolver: 

a) Del control de las elecciones de diputados, senadores y Presidente de la 

República, de la capacidad de éste, y del referéndum. 

b) De las facullades excepcionales conferidas al Presidente la República en los 

casos previslos en el articulo 16 constitucional. 

2. Atribuciones inherentes al control de la constitucionalidad.- El Consejo 

Constitucional tiene facultades para conocer del control constitucional, cuando se 

trata de leyes votadas pero todavla no promulgadas (reglamentos parlamentarios, 

leyes orgánicas, ordinarias). 

La función del control constitucional de las normas es la más Importante de 

todas cuantas lleva a cabo el Consejo Constitucional, y la que lo ha situado en un 

lugar preeminente dentro del sistema politice francés, sobre todo a partir de la 

protección que, por medio de su jurisprudencia, ha comenzado a ejercer sobre los 

derechos fundamentales y las libertades públicas de los ciudadanos. 

La peculiaridad del Consejo Constitucional es que cuenta únicamente con 

un control constitucional previo, es decir, constata que la ley sea acorde a la 
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Constitución antes de su promulgación, lo cual da certidumbre en la aplicación de 

las leyes vigentes, pero impide que éstas sea confrontadas con el texto 

constitucional una vez promulgadas y que los ciudadanos que consideren que se 

afectan su derechos constitucionales puedan interpelar ante el Consejo 

Constitucional. 

1.4.4. Efectos de las resoluciones emitidas por el Consejo 

Constitucional Francés. 

El articulo 62 de la Constitución de la Quinta República, prevé: 

''Arl/culo 62.- No podrá ser promulgada ni puesta en vigor una disposición 

declarada anticonstitucional. 

Las resoluciones del Consejo Constitucional serán inapelables y obligan a 

los poderes públicos y a todas las autoridades administrativas y 

jurisdiccionales. "119 

Según lo estatuido por dicho precepto, las decisiones del Consejo 

Constitucional son vinculantes para todos los poderes públicos y para todas las 

autoridades administrativas y jurisdiccionales, además de ser lnimpugnables.120 

El efecto de las sentencias en materia electoral varia dependiendo del 

resultado: anulación de las boletas electorales, declaración de inelegibilidad del 

candidato y/o destitución de un puesto. 

Para el caso del control constitucional, las decisiones respecto a la 

conformidad o no conformidad de las leyes con la Constitución, pueden conducir a 

la censura total o parcial de la ley más no su anulación, pues la declaración se 

"' Articulo 62 de la Constitución Francesa, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PtLAEZ, 
Mariano. Op. Cit .. p. 244. 
1ro Excepto en material electoral, pues ol Consejo Constitucional establece el recurso para rectificar en caso 
de error material. 
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realiza antes de la promulgación (acto que determina su aplicación y 

posteriormente, su entrada en vigor). 

En la actualidad la posición del Consejo Constitucional Francés en relación 

a los demás órganos del Estado, su consideración ante la opinión pública y, en 

definitiva, su papel dentro del sistema polltico ha experimentado una gran 

transformación, este órgano tiene muy poco que ver con aquél concebido 

inicialmente, pues a través de los procedimientos de control del sistema de reparto 

de competencias normativas establecidas en la Constitución, que se promueven a 

instancias del Ejecutivo, el Consejo Constitucional evita la intromisión del 

Parlamento en al ámbito reglamentario, aunado al hecho de que efectúa el 

examen preceptivo de la constitucionalidad de las leyes y los reglamentos de las 

cámaras y la verificación de la validez de los mandatos parlamentarios. 

1.5. Tribunal Constitucional Español. 

En 1g31, se estableció por primera vez el Tribunal de Garantlas constitucionales, 

el cual tuvo vigencia hasta el Golpe de Estado de Francisco Franco. 

Una vez concluido el régimen del General Franco, con la Constitución de 27 

de diciembre de 1978, se creó el Tribunal Constitucional Español, con sede en 

Madrid. 

Se encuentra regulado por el Titulo IX de la Ley Suprema y por su Ley 

Orgánica. Ejerce jurisdicción en todo el territorio nacional y sus competencias se 

enuncian en los artlculos 161 de la Carta Magna; 2° y 10 de su Ley Orgánica. 

Haciendo un recorrido a su competencia, se advierte que el objetivo 

medular de este tribunal es asegurar la vigencia y observancia del estado de 

derecho de España, asl como de la distribución de sus poderes públicos, a través 
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de sus pronunciamientos sobre la adecuación o no de los demás preceptos con la 

Constitución. 

1.5.1. Ubicación del Tribunal Constitucional. 

El Tribunal Constilucional Espanol, como Intérprete supremo de la Constitución, se 

considera un órgano constitucional del Estado, pues está previsto directamente en 

la Ley Suprema, por lo tanto, es Independiente de los demás órganos 

constitucionales y está sometido sólo a la Carta Magna y a su Ley Orgánica 

2/1979. Es único en su orden y su jurisdicción se extiende en todo el territorio 

espanol. 

Está separado de los demás órganos que componen el sistema judicial 

espanol, esto es, no está previsto en la organización judicial común (se prevé en 

un Titulo diferente al del Poder Judicial), sin embargo, por la Influencia e 

importancia de sus decisiones, materialmente es el vértice del sistema judicial 

es¡Íanol.121 

El articulo 165 de la Constitución establece que su Ley Orgánica regulará el 

estatuto de sus miembros, el procedimiento y las condiciones para acceder al 

tribunal. No actúa de oficio, sino exclusivamente a instancia de parte, cuando 

acude a él quien está procesalmente legitimado para ello. 

Como órgano constitucional, el mencionado tribunal es independiente en 

cuanto a su organización (dicta su reglamento), cuenta con órganos de dirección y 

apoyo administrativo. De este mismo modo, goza de autonomla presupuestarla 

(puesto que elaborará su presupuesto, mismo que figurará como una sección 

dentro de los Presupuesto Generales del Estado) y administrativa. 

121 Aunado a la existencia de la cuesU6n de constltucionalfdad, a través de la cual, los jueces y tribunales 
ordinarios pueden remitir, Incidental, una cuestión que consideren Inconstitucional, a efecto que el tribunal 
decida conforme a derecho y asl, poder dictar resolución. Tal como lo senala el articulo 163 conslltucional. 
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1.5.2. Composición. 

El Tribunal Constitucional Español se integra con doce miembros, nombrados por 

el Rey mediante Real Decreto, a proposición de las Cámaras que integran las 

Cortes Generales, del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, de la 

siguiente forma: 

Cuatro a propuesta del Congreso por mayorla de tres quintas partes de sus 

miembros. 

Cuatro a propuesta del Senado con la misma mayorla. 

- Dos a propuesta del Gobierno. 

Dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

Los magistrados duran en su encargo nueve años, y serán nombrados de 

entre los magistrados y fiscales, profesores universitarios, funcionarios públicos y 

abogados con por lo menos quince años de ejercicio profesional.122 

A efecto de garantizar la autonomla e Independencia del tribunal, sus 

integrantes se renovaran por terceras partes cada tres años, son Inamovibles 

durante el ejercicio de su mandato y no podrán ser perseguidos por las opiniones 

que expresen en el ejercicio de sus funciones. 

El cargo es incompatible con cualquier otro mandato representativo 

(Defensor del Pueblo), cargo politice (diputado o senador) o administrativo del 

Estado, las Comunidades Autónomas, Provincias u entidades locales, o bien, con 

funciones directivas en un partido politice, sindicado, asociación, fundación o 

colegio profesional; asl como con el ejercicio de las carreras judtclal y fiscal o 

122 Cfr. Artlculos 159 de la Constitución Espanola do 1978, en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS 
PÉLAEZ, Mariano. Op. Cit., p. 189. 
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cualquier actividad profesional o mercantil, consideradas también las demás 

incompatibilidades de los miembros del Poder Judicial. 

El Tribunal pleno elige a su Presidente y Vicepresidente, los propone al 

Rey, quien los nombra en su cargo por tres años, pudiendo ser reelectos en una 

ocasión, ambos presiden la primera y segunda salas, respectivamente. El 

Presidente representa a la institución, cuenta con facultades de dirección, 

encabeza al Pleno y convoca a las Salas, asl como también ejerce las actividades 

administrativas propias del tribunal. 

El Tribunal actúa en pleno (compuesto por los doce magistrados) o en salas 

(integradas por seis magistrados). Podrá adoptar acuerdos tanto en el Pleno como 

en las Salas, cuando estén presentes, al menos dos tercios de sus integrantes. 

Para el trámite y admisión de los recursos, las salas se han dividido en secciones, 

en la que participan tres magistrados. 

El Tribunal Pleno es presidido por su Presidente y, en su ausencia, por el 

Vicepresidente, a falta de éste por el magistrado más antiguo en el cargo o en 

edad. Se convoca a iniciativa del Presidente o cuando lo soliciten un mlnimo de 

tres magistrados. Tiene competencia para conocer, además de los conflictos 

constitucionales (salvo los recursos de amparo), de las cuestiones de organización 

interna del tribunal enumeradas en el articulo 2° de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Las salas son competentes para conocer de las atribuciones que no se han 

conferido al pleno, asl como de los recursos de amparo. tal como lo establece el 

articulo 48 de la Ley Orgánica. 

El Tribunal Constitucional Español actúa a instancia de las partes que se 

encuentran legitimadas para ocurrir ante él, como lo son el Presidente del 

Gobierno, Defensor del Pueblo, cincuenta diputados o cincuenta senadores, los 

órganos colegiados de las Comunidades Autónomas. las Asambleas de las 
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mismas y, en el caso del recurso de amparo, toda persona natural o jurldica que 

invoque un interés legitimo. 

1.5.2. Competencia y Atribuciones. 

Su competencia está especificada en el articulo 161 de la Constitución Espanola, 

que a la letra dice: 

"Articulo 161.- 1. El Tribuna/ Constitucional tiene Jurisdicción en todo e/ 

territorio español y es compelen/e para conocer: 

a) Del recurso de inconstilucionalidad contra leyes y disposiciones 

nonnativas con fuerza de ley. La declaración de inconstitucionalidad de 

una nonna juridica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, 

afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias reca/das no perderán 

el valor de cosa juzgada. 

b) De/ recurso de amparo por vio/ación de los derechos y libertades 

referidos en el articulo 53.2, de esta Constitución, en /os casos y formas 

que la ley establezca. 

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades 

Autónomas o de /os de éstas entre si. 

d) De las demás materias que /e atribuyan la Constitución o las leyes 

orgánicas. 

2. El Gobierno podrá Impugnar ante el Tribunal Constitucional las 

disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las 

Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la 

disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá 

ratificarla o levantar/a en un plazo no superior a cinco meses".123 

"' Cfr. Articulo 161 do la Constituc!On Espa~ola en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PELAEZ, 
Mariano. Op. Cll., p.190. 
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Como puede apreciarse, el último inciso del articulo transcrito nos remite a 

su Ley Orgánica, la cual en sus articules segundo y diez, establecen: 

"Artfcufo segundo.-

Uno.- El Tribunal Constitucional conocerá en /os casos y en Ja forma que 
esta Ley determina: 

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra Leyes, 
disposiciones normativas o actos con fuerza de Ley. 

b) Del recurso de amparo por violación de /os derechos y libertades 
públicos relacionados en el articulo 53.2 de la Constitución. 

c) De /os conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y /as 
Comunidades Autónomas o de /os de éstas entre si. 

d) De los conffictos entre los órganos constitucionales del Estado. 

d) bis. De /os conflictos en defensa de fa autonomfa local. 

e) De la declaración sobre fa constitucionalidad de /os Tratados 
Internacionales. 

f) De fas impugnaciones previstas en el numero 2 del articulo 161 de la 
Constitución. 

g) De la verificación de los nombramientos de los Magistrados del Tribunal 
Constitucional, para juzgar si /os mismos reúnen /os requisitos requeridos 
por la Constitución y la presente Ley. 

h) De /as demás materias que le atribuyen la Constitución y /as Leyes 
orgánicas. 

Dos. El Tribunal Constitucional podrá dictar reglamentos sobre su propio 
funcionamiento y organización, asl como sobre el régimen de su personal y 
servicios, dentro del ámbito de la presente Ley. Estos reglamentos, que 
deberán ser aprobados por el Tribunal en Pleno, se publicarán en el 
"Boletln Oficial del Estado", autorizados por su Presidente". 

"Articulo diez.- El Tribunal en Pleno conoce de los siguientes asuntos: 

a) De /os recursos y de /as cuestiones de inconstitucionalidad. 

b) De /os conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y /as 
Comunidades Autónomas o de /os de éstas entre si. 

c) De /os conflictos entre /os órganos constitucionales del Estado. 
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c) bis. De los conflictos en defensa de la autonomfa local. 

d) Del control previo de constitucionalidad. 

e) De las impugnaciones previstas en el numero 2 del articulo 161 de la 
Constitución. 

~ De la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para ef 
nombramiento de Magistrado del Tribunal Constitucional. 

g) Del nombramiento de los Magistrados que han de integrar cada una de 
fas Salas. 

h) De la recusación de los Magistrados del Tribunal Constitucional. 

/) Del cese de los Magistrados del Tribunal Constitucional en los casos 
previstos en el articulo 23 de la presente Ley. 

¡) De la aprobación y modificación de los Reglamentos del Tribunal. 

k) De cualquier otro asunto que, siendo competencia del Tribunal, recabe 
para si ef Pleno, a propuesta del Presidente o de tres Magistrados, asf 
como de los demás asuntos que fe puedan ser atribuidos expresamente por 
una Ley orgánica".124 

Respecto de las atribuciones del Tribunal Constitucional, Francisco 

Fernández Segado, establece: 

"El articulo 161 de nuestra Norma Fundamental, tras declarar que ef 

Tribunal tiene jurisdicción en lodo el territorio español, enumera sus 

competencias que, en esencia, se concretan en el siguiente trlptlco: control 

normativo esto es, control de constitucionalidad de las leyes y demás 

disposiciones normativas con fuena de ley; defensa de los derechas y 

libertades fundamentales, a través de la vfa del recurso de amparo, y 

resolución de conflictos competenciales".125 

'"Cfr. Articulas 2' y 10 de la Ley Orgánica del Tribunal Consutuclonal, en la página web onclal <hllp:l/lribunal 
constitucional.es> 
'" FERNANDEZ SEGADO, Francisco. El Slslema Constilucfonal Espanol, Ed. Dyklnson, Madrid, 1992, p. 
1080. 
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Tal como se establece en los diversos apartados, tanto de la Constitución 

como de su Ley Orgánica, la principal tarea del Tribunal Constitucional Español, 

es fungir como intérprete supremo de la Ley Fundamental, tarea que se patentiza 

al analizar su competencia, la cual se puede resumir de la siguiente forma: 

1. Procedimientos de declaración de inconstituclonalidad, mediante éstos se asegura 

la supremacla de la Constitución, al determinar si una ley es conforme o no a la 

Carta Fundamental (artlculos 161, punto 1, Inciso a) y 163 de la Constitución 

Española, con relación al Titulo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional). Atendiendo a la vta en que se presenten, se dividen en: 

Recurso de lnconstituclonalidad contra leyes, disposiciones normativas o 

actos de fuerza de ley, las autoridades legitimadas para ocurrir al tribunal 

constitucional impugnan de modo directo y con carácter abstracto la validez 

de una ley, en un plazo de tres meses a partir de la publicación de la norma 

de observancia general con el fin de que el tribunal decida si es o no acorde 

con la Constitución (articulo 161, punto 1, Inciso a) constitucional, con 

relaclón al articulo 2º, punto uno, Inciso a) de la Ley Orgánica). 

Cuestión de inconstitucionalidad sobre normas de rango de ley, el órgano 

judicial, dentro de un proceso en especifico cuestiona la constitucionalidad de 

una norma, eleva su petición al tribunal para que determine su validez o no 

con la Constitución Española (articulo 163, constitucional, con relación al 

articulo 2º, punto uno, Inciso a) de la Ley Orgánica). 

2. Recurso de amparo, es el recurso por el cual todos los ciudadanos pueden acudir 

al tribunal, cuando consideren violados en su perjuicio los derechos y libertades 

contempladas a partir de los artlculos 14 a 29 constitucionales, originados por 

disposiciones o actos de los poderes públicos del Estado, Comunidades 

Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corportativo o 
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institucional126 (articulo 161, punto 1, Inciso b) constitucional, con relación al 

articulo 2°, punto uno, Inciso b) de la Ley Orgánica). 

3. Confliclos Constitucionales, el Tribunal Constitucional conocerá de las 

controversias suscitados entre los órganos del Estado y una o más Comunidades 

Autónomas, éstas entre si o entre los órganos constitucionales, respecto de sus 

competencias o atribuciones previstas directamente por la Constitución, los 

Estatutos de Autonomla o leyes orgánicas y ordinarias, para delimitar los ámbitos 

del Estado y de las Comunidades Autónomas, o bien conocerá de los conflictos 

planteados por las provincias y municipios127(artlculo 161, punto 1, Incisos c) y 

d) constitucional, en relación con el Titulo IV de la Ley Orgánica). Estos 

conflictos se dividen: 

Conflictos de competencia entre los órganos del Estado y las Comunidades 

Autónomas, o de éstas entre si, se presentan cuando el Estado o las 

Comunidades Autónomas consideran que un acto, norma, resolución o bien 

una abstención u omisión de las disposiciones por parte del otro, ha invadido 

su esfera de competencias (articulo 161, punto 1, Inciso c) constitucional, 

en relación con el articulo 2°, punto uno, Inciso c) de la Ley Orgánica). 

Conflictos entre los órganos constitucionales del Estado, el Tribunal conocerá 

de los casos en que el Gobierno, el Congreso de Diputados, el Senado o 

Consejo General del Poder Judicial estimen que cualquier otro de éstos ha 

rebasado sus funciones, asumiendo atribuciones que la Ley Fundamental o 

las leyes orgánicas han previsto para el primero (articulo 161, punto 1, 

Inciso d) constitucional, con relación al articulo 2°, punto uno, Inciso d) 

de la Ley Orgánica). 

"' Cfr. Articulo 41 de la Ley Orgénlca del Tribunal Constitucional en la péglna web oficial <htlpjftribunat 
constitucional.es> 
121 Cfr. Articulo 59 de la Ley Orgtmlca del Tribunal Constitucional, en la página web oficial <http://tribunal 
constitucional.es> 
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Conflictos en defensa de la autonomla local, cuando una municipalidad o 

provincia estima que una disposición con fuerza de ley emanada de las 

Comunidades Autónomas afecta su autonomla local, podrá plantear este 

conflicto ante el Tribunal Constitucional, quien resolverá si ésta ha sido 

lesionada (articulo 161 constitucional con relación al articulo 2°, inciso 

d), bis de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional). 

4. Control Constitucional de los Tratados Internacionales, el Tribunal Consliluclonal 

declarará la conformidad de un tratado Internacional con la Carta Magna cuando el 

Presidente del Gobierno o las Cámaras lo soliciten (articulo 161, punto 1, inciso 

d) constitucional, con relación al articulo 2°, punto uno, inciso e) y Titulo VI 

de la Ley Orgánica). 

5. Impugnación por el Presidente de Gobierno de las disposiciones y resoluciones 

adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas, el Tribunal conocerá 

de las impugnaciones del Gobierno en contra de las disposiciones sin fuerza de. 

ley o resoluciones emanadas de los órganos de las Comunidades Autónomas; 

determinando la validez o no del acto Impugnado (articulo 161 constitucional, 

número 2, con relación al articulo 2°, Inciso f), de la Ley Orgánica). 

6. Verificación de nombramientos de los Magistrados del Tribunal, el propio Tribunal 

determinará si sus miembros cuentan con las exigencias que la Constitución y las 

demás leyes relativas requieren (articulo 161, punto 1, Inciso d) constitucional, 

con relación al articulo 2°, Inciso g) de la Ley Orgánica). 

7. Cuestiones relativas a la organización interna del Tribunal Constitucional, son 

asuntos que el propio Tribunal conoce para asegurar el exacto y debido 

funcionamiento del mismo (articulo 161, punto 1, inciso d) constitucional con 

relación al 2º del inciso h) y 10, incisos g) a k), de la. Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional). Como son: 
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a) El nombramiento de los magistrados para integrar las salas. 

b) La recusación de los magistrados. 

c) El cese de los magistrados en los casos previstos en la Ley Orgánica, asl 

como su suspensión. 

d) La aprobación y modificación de su reglamento. 

Es posible advertir que, el Tribunal Constitucional Español, sin contar sus 

atribuciones de organización y funcionamiento, está facultado únicamente hacia el 

control constitucional, ya que determina la conformidad o no conformidad de la ley, 

ya sea en vla de acción (recurso de lnconstitucionalidad), en vla de excepción 

(cuestión de inconstitucionalidad), recurso de amparo o la revisión de los tratados 

internacionales conforme lo previsto en la Carta Magna o bien, resuelve los 

conflictos constitucionales de los diferentes órganos del Estado; a diferencia de los 

Tribunales Constitucionales analizados en el presente estudio, en los cuales es 

posible advertir una lista de facultades, que si bien son diferentes a las del control 

constitucional, son parte fundamental de su función y que no le demeritan su 

calidad de Tribunal Constitucional. 

1.5.4. Efectos de las resoluciones emitidas por el Tribunal 

Constitucional Español. 

El articulo 164 de la Constitución Española y los articulas 36, 39 y 67, 

apartado 1, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, establecen: 

"Artlculo 164. 

1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el Boletln 

Oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere. Tienen •-el 

valor de cosa juzgada a partir del dla siguiente de su publicación y no 

cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la 

inconstitucionalidad de una ley o una nonna con fuerza de ley y todas las 
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que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos 

efectos frente a todos. 

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la 

ley en la parte no afectada por la inconstituclonalidad. "128 

"Articulo treinta y ocho. 

Uno. Las sentencias recafdas en procedimientos de inconstitucional/dad 

tendrán el valor de cosa juzgada, vincularán a todos los poderes públicos y 

producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el "Bofetfn 

Oficial del estado". 

Dos. Las sentencias desestimatorias dictadas en recursos de 

inconstitucionalidad y en conflictos en defensa de fa autonomfa focal 

impedirán cualquier planteamiento ulterior de la cuestión por cualquiera de 

fas dos vfas, fundado en la misma infracción de idéntico precepto 

constitucional. 

Tres. Si se tratar de sentencias recafdas en cuestiones de 

inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional fo comunicará 

inmediatamente al órgano judicial competente para fa decisión del proceso. 

Dicho órgano notificará la sentencia constitucional al as partes. El Juez o 

Tribunal quedará vinculada desde que tuviere conocimiento de fa sentencia 

constitucional y las partes desde el momento en que sean notificadas." 

''Articulo treinta y nueve. 

Uno. Cuando fa sentencia declare la inconstitucionafidad declarará 

igualmente la nulidad de los precepto impugnados, asf como la de aquellos 

otros de la misma ley, disposición o acto de fuerza de ley a /os•que deba 

extenderse por conexión o consecuencia. 

"' Cfr. Articulo 164 de la Consliluclón Espanola en RUBIO LLORENTE, Francisco y DARANAS PÉLAEZ, 
Mariano. Op. Cit., p. 190. 
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Dos. El Tribuna/ Constitucional podrá fundar la declaración de 

inconstitucionalidad y la infracción de cualquier precepto constitucional, 

haya o no sido invocada en el curso del proceso". 

"Articulo ochenta y siete. 

Uno.- Todos /os poderes públicos están obligados al cumplimiento de lo que 

el Tribunal Constitucional resuelva." 

"Articulo noventa y tres. 

Uno. Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso 

alguno pero en el plazo de dos dlas contados desde su notificación las 

partes podrán solicitar la aclaración de las mismas".129 

De lo anterior se concluye que las decisiones del Tribunal Constitucional 

Español tienen el valor de cosa juzgada, son lrrecurribles e Inmodificables, 

vinculan a los órganos federales y a las Comunidades Autónomas, tribunales y 

autoridades, sin embargo, si podrá solicitarse al tribunal su aclaración, dentro de 

un plazo mlnimo de dos dlas. 

En caso de que el Tribunal Constitucional decida la inconstituclonalidad de 

una norma, los efectos de la sentencia tienen alcances generales y fuerza de ley e 

incluyendo las leyes conexas. 

El articulo 164 constitucional da la pauta para establecer los lineamientos 

para delimitar los efectos generales que se presentan en los procedimientos de 

inconstitucionalldad y los particulares del amparo, al señalar: todas aquállas que 

no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, de ahl que es posible 

señalar que en el caso del recurso de amparo, la sentencia constitucional adquirirá 

129 Cfr. Articulos 38, 39, 87 y 93 de ta Ley Orgénlca del Tribunal Constitucional, en la péglna web oficial 
<http:l/tribunal constitucional.os> 
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efectos inter partes, esto es, sólo afectará a las partes en la controversia y no asl a 

los demás órganos de poder. 

En cambio, las sentencias que se refieren a los procesos constitucionales o 

los conflictos constitucionales, tendran efectos erga omnes, una vez notificadas a 

las partes y publicadas en el Boletln Oficial del Estado, esto es, vinculan a todos 

los órganos del Estado, de las Comunidades, Provincias o Municipios, en el 

entendido de que no sólo acatarán el sentido de la sentencia, sino que su futuro 

actuar se circunscribirá a lo establecido en la misma. 

Una vez que ha sido publicada la inconstitucionalldad de una ley, se 

considera depuesta del ordenamiento español, lo que impide su posterior 

aplicación. 

Respecto de los efectos en el tiempo de la resoluciones del Tribunal 

Constitucional, podemos señalar que la Constitución no lo establece 

expresamente, pero con base en lo analizado, se confirma que los efectos son pro 

futuro puesto que se prevé que la declaratoria de inconstitucionalidad no afectara 

situaciones firmes dictadas entes de ta declaratoria. De igual forma, existe la 

excepción prevista en la materia penal, en especifico en cuanto a la reducción de 

la pena, sanción o exclusión, exención o limitación de responsabilidad. 

En cuanto al Tribunal Constitucional Español, es de destacar que si bien es 

cierto que sigue el modelo kelseniano de control constitucional, en el que éste se 

deposita en· un tribunal ad hoc, ha adquirido sus propias variantes, lo que se 

observa claramente en el proceso constitucional llamado cuestión de 

inc()nstituclonalidad, donde el juez o tribunal plantea la inconstitucionalldad de una 

ley, dentro de un proceso especifico ante el Tribunal Constitucional. 
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2. América Latina. 

2.1. Sala Constitucional Integrante de la Corte Suprema de Justicia 

de Costa Rica. 

La Corte Suprema de Justicia de Costa Rica es el tribunal superior del Poder 

Judicial, del cual dependen todos los demás jueces, tribunales y funcionarios 

judiciales. Se integra de veintidós magistrados, designados por la Asamblea 

Legislativa por periodos de ocho años, reelegibles Indefinidamente. Está dividida 

en Primera, Segunda, Tercera y Cuarta Salas, las tres primeras formadas con 

cinco magistrados cada uno y, la última, denominada Sala Constitucional por siete. 

En atención a la influencia del modelo europeo de control constitucional y 

su fusión con el modelo americano, surge esta Cuarta Sala, la cual si bien es parte 

del órgano supremo del Poder Judicial, conoce en definitiva de los asuntos de 

indole constitucional. 

Esta Sala se creó por ley Nº 7128 de 18 de agosto de 1989, que reformó los 

articulas 1 O y 48 constitucionales y, entró en vigor en septiembre del mismo año. 

Respecto de este punto, el Dr. Luis Paulino Mora Mora, señala: 

"La actual Jurisdicción Constitucional Costarricense nació a la vida jurldica 

en septiembre de mil novecientos noventa y nueve, con la reforma al 

artlculo 1 O de la Constitución Pol/lica vigente, que creó una Sala 

especializada dentro de la Corte Suprema de Justicia -hasta entonces 

contralor constitucional- y, con la promulgación de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional número 7135 del once de octubre del mismo año, que 

codificó su organización, funcionamiento y competencias".130 

130 MORA MORA. Luis Paullno. •Jurisdicción Constitucional Costarricense• en Anuario Iberoamericano de 
Justicia Constitucional, Centro de Estudios Polfticos y Constiluclonales, Madrid, 1998, p.139. 
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Tiene su sede en San José, en el edificio de la Corte Suprema de Justicia. 

Se encuentra regulada por el Titulo XI de la Constitución Pollllca de Costa Rica y 

por la Ley de la Jurisdicción Constitucional de 11 de octubre de 1989, reformada 

en 1990, disposiciones estas que acotan y enmarcan su competencia, enfocada a 

garantizar la supremacla de la Constitución, asl como su debida interpretación y 

aplicación. 

2.1.1. Ubicación de la Sala Constitucional. 

La Corte Suprema, como Integrante y vértice del Poder Judicial, sólo está 

sometida a la Constitución y a las leyes que dicten su actuar. 

Cabe advertir que la Corte Suprema de Justicia costarricense se encuentra 

regulada en el Titulo XI denominado "Poder Judicial" de la Carta Magna y, 

especificamente en su articulo 157, se establece que ésta integrará a las Salas 

que la ley indique, por lo que en virtud de lo anterior, el diverso articulo 10 

establece la existencia de la Sala Constitucional, asi como la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional que la rige. 

Entonces, la Sala Constitucional no está separada de los demás órganos 

que componen el sistema judicial, sino que está prevista en la cúspide (dentro de 

la Corte Suprema) de la organización judicial común. 

La Constitución de Costa Rica, sólo establece los parámetros básicos de la 

función judicial de la Corte Suprema y, en especifico, de la Sala Constitucional, 

pues su marco de trabajo lo señala la Ley de la Jurisdicción Constitucional de 

1989 y reformada en 1990, esto es, índica que le corresponde, en lo particular, la 

jurisdicción constitucional. 

El articulo 177 de la Constitución Politice de Costa Rica, establece 

claramente que es el Poder Ejecutivo quien mediante un Departamento 
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especialmente creado para el efecto, presentará el proyecto ordinario del 

presupuesto anual, en el cual se Incluye un partida especifica para la Corte 

Suprema, quien tendrá capacidad para presentarle un anteproyecto, mismo que 

puede ser reducido o suprimido según lo decida este Departamento. 

La Sala Constitucional depende de la organización y funcionamiento de la 

Corte Suprema, la cual si bien es un órgano constitucional, no tiene autonomia 

presupuestaria ni organizacional, pues la discusión y aprobación de proyectos de 

ley que se refieren al funcionamiento de la Corte, entiéndase comprendida la Sala 

Constitucional, se deberá consultar a la Asamblea Legislativa. 

2.1.2. Composición. 

La Sala Constitucional de Costa Rica se Integra de siete magistrados propietarios 

y doce suplentes, todos elegidos por la Asamblea Legislativa, en una votación 

mayor de dos tercios del total de sus miembros, de una lista de cincuenta 

candidatos que presenta la Corte Suprema, que reúnan los requisitos de ser 

costarricense por nacimiento o naturalización con residencia permanente de más 

de diez años, ciudadano en ejercicio de sus derechos, pertenecer al estado seglar, 

mayor de treinta años, poseer el titulo de abogado, expedido o reconocido en 

Costa Rica y haber ejercicio la profesión durante diez años o la práctica judicial de 

cinco.' 31 

Los magistrados propietarios duran en su encargo ocho años, pudiendo ser 

reelectos, por periodos iguales. El cargo es incompatible con cualquier otro de los 

Supremos Poderes. En cambio, el cargo de suplente únicamente tiene una 

duración de cuatro años. 

'" Cfr. Articulo 159 de la Conslilución Polllica de la Rcpüblica de Costa Rica, en QUIROGA LAVIÉ, 
Humborto. El Constitucionalismo en la Postrimerfas del Siglo XX, Tomo 1, Las Constituciones 
Lallnoamertcanas, UNAM. llJ, México, 1994, pp. 465 y 466. 
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"El régimen orgánico y disciplinario de los Magistrados es el que se 

establece en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la Ley de la 

Jurisdicción; mientras estén en el ejercicio de sus cargos gozan, como 

miembros de la Corte Suprema de Justicia, de privilegios y prerrogativas 

otorgadas constitucionalmente a quienes integran los Supremos Poderes 

del Estado. "132 

Los magistrados suplentes, pueden continuar en el ejercicio de sus 

funciones y empleos y, en el caso de que un magistrado propietario se encuentre 

impedido para integrar el tribunal, el primero, como su nombre lo dice, suplirá al 

propietario. 

La Sala Constitucional no podrá dividirse en secciones, pues para la toma 

de decisiones es necesaria la mayorla absoluta de sus miembros. Sin embargo, 

en el seno de la Sala Constitucional, los magistrados eligen al Presidente, quien 

da trámite a los asuntos y lleva a cabo las funciones administrativas de la Sala. 

2.1.3. Competencia y Atribuciones. 

Sus competencias están especificadas en los articulas 10, 48 y 128 de la 

Constitución costarricense, que dicen: 

''Articulo 10.- Corresoonderá a una Sala esoecjalizada de la Corle Suorema 

de Justicia declarar, por mayor/a absoluta de sus miembros, la 

inconstitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los actos 

sujetos al Derecho Público. No serán impugnables en esta vla los actos 

jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria de elección que haga el 

Tribunal Supremo de Elecciones y los demás que determine la ley. 

Le corresponderá además: 

132 MORA MORA, luis Paullno. Op. Cit., p.145. 
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a) Dirimir los conflictos de competencia entre los dos Poderes del Estado, 

Incluido el Tribunal Supremo de Elecciones, as/ como con las demás 

entidades u órganos que indique la ley. 

b) Conocer de las consultas sobre proyectos de reforma constitucional, de 

aprobación de convenios o tratados internacionales y de otros proyectos de 

ley, según se disponga en la ley." 

''Articulo 48.-

Toda persona tiene derecho al recurso de hábeas corpus para garantizar su 

libertad e integridad personales, y al recurso de amparo para mantener el 

goce de los otros derechos consagrados en la Constitución, as/ como /os de 

carácter fundamenta/ establecidos en los instrumentos internacionales 

sobre derechos humanos, aplicables a la República. Ambos recursos serán 

de competencia de la Sala indicada en el articulo 1 O." 

''Articulo 128. - Si el veto se funda en razones de inconstituciona/idad no 

aceptadas por la Asamblea Legislativa, ésta enviará el decreto legislativo 

a la Sala indicada en el articulo 1 O, para que resuelva dentro de los 

treinta d/as naturales siguientes a la fecha en que reciba el expediente. 

Se tendrán por desechadas las disposiciones declaradas 

inconstitucionales y las demás se enviarán a la Asamblea Legislativa 

para la tramitación correspondiente. Lo mismo se hará con el proyecto de 

ley aprobado por la Asamblea Legislativa, cuando la Sala declare que no 

contiene disposiciones inconstitucionales. "103 

Asimismo, la Ley de la Jurisdicción Constitucional, detalla sus funciones, las 

cuales se refieren exclusivamente a cuestiones de .. constitucionalidad, es decir, 

'"Cfr. Artlculos 10, 48 y 128 do la ConsUluclón Polltica do la República do Costa Rica, en QUIROGA LAVI~, 
Humberto. Op. Cit., pp. 457 y 458. 
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garantiza los derechos y libertades consagrados en la Constitución y en el 

Derecho Internacional; ejerce el control de la constitucionalidad de normas y 

actos de autoridad y resuelve los conflictos competenciales de los Poderes 

Supremos. 

En atención a lo establecido por la Constitución Polltica y la Ley antes 

citada, la Sala Constitucional tiene facultades para conocer de las siguientes 

cuestiones constitucionales: 

1. Acción de inconstitucionalidad, la Sala conocerá de los recursos que interpongan 

el particular, Contralor, Procurador o Fiscal, todos de la República o el Defensor 

de los Habitantes, en los cuales se considere que una ley o disposición de 

carácter general, reforma a la constitución, tratado internacional o su ratificación 

sean contrarias a la Carta Magna. A través de esta acción, la Sala ejerce el control 

constitucional de normas y actos de autoridad y, podrá declarar la 

inconstitucionalidad de una norma o acto únicamente con la mayorla absoluta de 

sus miembros (articules 10 y 157 de la Constitución de Costa Rica con 

relación al Titulo IV, Capitulo 1 de la Ley de Jurisdicción Constitucional). 

2. Conflictos constitucionales de competencia, la Sala resolverá los conflictos de 

competencia o atribuciones entre los Poderes Supremos o entre cualquiera de las 

entidades descentralizadas, municipios o personas de Derecho Público (artlculos 

1 O y 157 de la Constitución de Costa Rica con relación al Título V, de la Ley 

de Jurisdicción Constitucional). 

3. Consultas de constitucionalidad, (artfculos 10y157 de la Constitución de Costa 

Rica con relacló'n al Titulo IV, Capitules 2 y 3 de la Ley de Jurisdicción 

Constitucional) las cuales se pueden dividir en: 

Consultas legislativas (constituyen el control previo de constitucionalidad), se 

originan en la Asamblea Legislativa y por esta vla la Sala aporta una opinión, 
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cuyo carácter es sólo de consulta, respecto de los proyectos legislativos en 

diferentes ramos, entre ellos: proyectos de reformas constitucionales, 

aprobación de tratados Internacionales, reservas a éstos y reformas a los 

reglamentos administrativos. 

Consultas judiciales, cualquier juez ordinario, podrá consultar a la Sala 

respecto de la constitucionalidad de una norma o acto que se presente en un 

caso concreto, en atención a ello la Sala definirá el contenido, condiciones y 

alcances de los principios enunciados, sin calificar el caso concreto. 

4. Procesos de Garantla Constitucional, cuyo fin es garantizar los derechos 

fundamentales los habitantes, derivados de la Carta Magna y los tratados 

internacionales reconocidos por Costa Rica (articulas 1 O, 48 y 157 de la 

Constitución de Costa Rica con relación a los Titules 11 y 111 de la Ley de 

Jurisdicción Constitucional). Se dividen en: 

Recurso de hábeas corpus (articulos 10, 48 y 157 constitucionales con 

relación al Titulo 11 de la Ley de Jurisdicción Constitucional), a través de éste 

la Sala garantiza la libertad e integridad personal de cualquier individuo, 

contra los actos de las autoridades, amenazas a la libertad de tránsito y a la 

permanencia, salida o ingreso de la República. 

Recurso de amparo (articules 10, 48 y 157 constitucionales con relación al 

Tllulo 111 de la Ley de Jurisdicción Constitucional), que asegura el goce de las 

demás garantlas previstas en la Constitución, diferentes de las que prevé el 

hábeas corpus.134 

134 En efecto, en Costa Rica, se regulan tres tipos de amparo, a saber: a) amparo contra órganos públloos; b) 
amparo contra sujetos do derecho privado y; e) amparo para la protección del derecho de rectificación. 
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5. Veto por razones de inconstitucionalidad, que se presenta cuando el Ejecutivo se 

rehúsa a sancionar un decreto legislativo por estimar que es inconstitucional 

(artículos 10, 48 y 148 de la Constitución de Costa Rica). 

Esta Sala especializada de la Corte Suprema, está enfocada únicamente al 

control constitucional, sin tener otras competencias, ya que su misión fundamental 

es asegurar la supremacla de las normas constitucionales y su debida 

observancia, Incluyendo dentro de éstos los derechos fundamentales que 

consagra o las normas internacionales de derechos humanos de aplicación en 

Costa Rica. 

2.1.4. Efectos de las resoluciones emitidas por la Sala Constitucional. 

La Const!tución Polltica de la República de Costa Rica, no hace mención de los 

efectos de las sentencias emitidas por la Sala Constitucional, sin embargo, en 

diversos articulos de la Ley de Jurisdicción Constitucional se señala el alcance de 

los fallos emitidos por esta sala especializada. 

Inicialmente, se advierte que las sentencias que resuelven el fondo de la 

cuestión planteada, tienen el valor de cosa juzgada, son irrecurribles e 

inmodificables y vinculan a los órganos de gobierno. Sin embargo, debemos 

distinguir los tipos de sentencias pronunciadas por la Sala Constitucional. 

Las sentencias desestimatorias, tienen efectos inter partes y no llenen el 

carácter de cosa juzgada, por lo que la cuestión puede ser nuevamente planteada 

a la Sala, siempre y cuando se reúnan los requisitos de admisibilidad. En cambio, 

las decisiones de la Sala Constitucional que declaran la inconstitucionalidad de 

una ley o acto -entiéndase acción de lnconstituclonalidad o consultas 

constitucionales-, a partir de su publicación en el Boletin Judicial la eliminan del 

marco jurldico, es decir, con efectos retroactivos yerga omnes, sin perjuicio de los 
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derechos adquiridos de buena fe y la facultad de la Sala de determinar los 

alcances del fallo en el tiempo, a fin de evitar perjuicios a la sociedad y terceros. 

"Las sentencias estimativas de inconstituclonalidad, además de anular la 

normas o actos impugnados, tienen efectos de cosa juzgada y los eliminan 

del ordenamiento jurldico. En otros términos, la sentencia estimatoria en 

esta materia tiene al mismo tiempo efectos abrogativos y erga omnes hacia 

el futuro, pues la norma o acto declarados inconstitucionales desparecen 

del ordenamiento jurldico, tal y como si hubiesen sido derogados... la 

sentencia constitucional de anulación puede graduar y dimensionar en el 

espacio, e/ tiempo o la materia, su efecto retroactivo, y dictar las reglas 

necesarias para evitar que éste produzca graves dislocaciones de la 

seguridad, justicia o paz. "135 

Desde un primer plano se crea un sistema concentrado de control· 

constitucional, pues sólo la Sala Constitucional resuelve las cuestiones 

constitucionales, sin que proceda medio de Impugnación en contra de sus 

sentencias, las cuales gozarán de efectos erga omnes. Sin embargo, la propia 

Constitución en sus articulas 11 y 1 g4, establece la obligación de los juzgadores 

de observar y aplicar sus normas y principios constitucionales (con efectos ínter 

partes), de ahf que se pueda decir que existe un sistema mixto de control de fa 

constitucionalidad. 

" ... todos los jueces de la República deben aplicar directamente la 

Constitución, razón por la que están en la obligación de desaplicar otras 

normas generales y Jos actos sujetos al Derecho Público que estimen 

contrarios al marco constitucional, aunque sea competencia exclusiva de la 

Sala Constitucional e/ reconocer la,inconstitucionalidad de esas normas y 

actos. "136 

135 HERNANDEZ VALLE, Rubén. "La Jurisdicción Constitucional en Costa Rica", en La Jurisdicción 
Constnuclonalcn /beroamérlca. Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p. 513. 
""MORA MORA, Luis Paulina. Op. Cil, p. 142. 
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"Nuestra legislación consagra un sistema concentrado de jurisdicción 

constitucional, al atribuirle el conocimiento de la materia a una Sala 

Constitucional especializada dentro del ámbito de la Corte Suprema de 

Justicia. 

La Ley Orgánica del Poder Judicial, según reforma reciente, establece el 

poder-deber de todos /os órganos jurisdiccionales de desaplicar /as normas 

y actos que consideren contrarios a la Constitución, con lo cual pareciera 

instaurarse, de forma paralela, un control de tipo difuso. "137 

La Sala Constitucional, como parte integrante de la Corte Suprema, no sólo 

garantiza los derechos y libertades previstos en la Constitución, sino también los 

que prevé el Derecho Internacional; asimismo, ejerce el control de la 

constitucionalidad de la leyes y de los actos de autoridad, resallando las consultas 

legislativas y judiciales de constitucionalidad. Las primeras constituyen un control 

a priori que tiene dos modalidades: una obligatoria y otra facultativa; deben 

someterse a la consulta preceptiva los tratados internaciones, las reformas 

constitucionales y a la Ley de Jurisdicción Constitucional; los demás proyectos de 

ley, pueden someterse a la consulta optativa; mientras que la consulta judicial se 

atribuye indiscriminadamente a todos los jueces, cuando consideran que una 

norma es contraria al bloque de la constitucionalidad. 

Con ello se corrobora que la misión fundamental de la Sala Constitucional 

es asegurar la supremacla de las normas y principios constiluclonales, del 

Derecho Internacional vigente en Costa Rica, asl como su uniforme Interpretación 

y la debida aplicación por parte de los órganos del Estado. 

137 HERNANOEZ VALLE, Rubén. ·La J•Jslicia Constitucional en Costa Rica", en Anuario Iberoamericano de 
Justicia Constitucional, Centro de Estudios Constituclonales, Madrid, 1997, p. 90. 
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2.2. Tribunal Constitucional de Bolivia. 

La Ley N° 1585 de 12 de agosto de 1994, resultado de grandes esfuerzos y 

consensos pollticos a efecto de reformar a la Constitución de Bolivia, da lugar a la 

creación del Tribunal Constitucional, cuyo fin principal conslstla en garantizar que 

los actos, resoluciones y decisiones de la autoridad se apeguen a las 

disposiciones y principios contenidos en la Carta Magna, asegurando su vigencia y 

observancia, asl como el debido equilibrio de los poderes públicos. 

El Tribunal Constitucional, cuya sede es Sucre, Departamento de 

Chuqisaca. donde funciona la Corte Suprema; entró en funciones hasta 1999, 

'Yardanza debida a la oposición más o menos soterrada de ciertos sectores del 

Poder Judicial, la incomprensión del auténtico rol y significado de un Tribunal 

Constitucional y el no excesivo entusiasmo de los poderes públicos frente a la 

institucionalización de un órgano de control, encaminado a hacer valer la 

Constitución frente a cualquier acto de poder". 138 

Se encuentra regulado dentro del Titulo Tercero de la Constitución Polltica 

de Bolivia y por la Ley N' 1836 de 1° de abril de 1998, del Tribunal Constitucional, 

disposiciones que pretenden asegurar que los poderes del Estado actúen dentro 

del marco y limites que la Ley Fundamental establece. 

2.2.1. Ubicación del Tribunal Constitucional. 

El debate respecto de la ubicación del Tribunal Constitucional dentro o fuera del 

Poder Judicial, fue uno de los puntos medulares que retrasaron la entrada en vigor 

de la reforma constitucional, pues el Anteproyecto de reformas lo prevala como 

una institución independiente de la estructura judicial de Bolivia; sin embargo, el 

' 38 FERNANDEZ SEGA001 Francisco. La Jurisdicción Constitucional en Bolivia. La Ley Niimero 1836, del 1° 
de abril de 1998, del Tribunal Constitucional,. Cuadernos Conslituclonales México-Centroamérica, llJ, UNAM, 
Corte de Constitucionalidad, Móx!co, 2002, p. 41. 
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proyecto presentado para aprobación, fue modificado a efecto de que se ubicara 

como integrante más del Poder Judicial.139 Desde mi punto de vista, la integración 

o segregación del aparato judicial, no lo despoja de su carácter de tribunal 

constitucional, por la razones precisadas en el Capitulo 11. 

Como resultado de lo anterior, el articulo 116 de la Constitución Polltica de 

Bolivia, lo enmarca dentro de los órganos que integran el Poder Judicial y, dedica 

el Capitulo 111, para su regulación. De esta forma la Ley del Tribunal Constitucional, 

en su articulo 1°, párrafo primero, establece: 

''Articulo 1°.- (Independencia y fines del Tribunal Constitucional). 

El Tribunal Constitucional es independiente y está sometido sólo a ta 

Constitución y la presente Ley. Tiene su sede en Sucre".140 

Como parte del Poder Judicial, su presupuesto se asigna de una partida 

especial anual que remite el Consejo de la Judicatura, por lo que a pesar de lo 

estatuido en el articulo 1° de la ley en cita, a este Tribunal se le resta 

independencia, ya que está sujeto a las disposiciones -por lo menos en materia 

administrativa, financiera y disciplinaria- del Consejo de la Judicatura, cuyo 

Presidente es miembro de la Corte Suprema de Justicia. 

2.2.2. Composición. 

El Tribunal Constitucional Boliviano se integra de cinco magistrados y cinco 

suplentes, designados por el Congreso Nacional (las dos Cámaras legislativas) de 

dos tercios de los miembros presentes, de una lista de candidatos propuesta por el 

Ministerio de Justicia, Facultades de Derecho y Universidades, Colegios de 

Abogados, asl como de las instancias pollticas. Estos candidatos deberán reunir 

139 Respecto de los debates y discursos en relación a este punto, Femández Segado, hace un estudio 
minucioso en su libro Lu Jurisdicción Constitucional en Bolivia ... Op. Cit., p. 45. 
140 Articulo 1º, de la Ley No. 1836 del Tribunal Constitucional, en FERNANDEZ SEGADO, Francisco. Op. 
Cit., p.101. 
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los requisitos previstos para los miembros de la Corte Suprema, como son, ser 

boliviano de origen, tener treinta y cinco años, con las obligaciones militares 

debidamente efectuadas, inscrito en el Registro Federal, contar con titulo de 

Abogado en Provisión Nacional, haber ejercido durante diez años la judicatura, la 

profesión de abogado o la cátedra universitaria, asl como no haber sido 

condenado por pena que amerite prisión. 141 

Los magistrados constitucionales propietarios duran en su encargo diez 

años improrrogables que corren a partir de la toma de posesión del cargo, 

pudiendo ser reelectos, una vez transcurridos diez años a partir del término de su 

mandato. El cargo es incompatible con cualquier otro, excepto con la actividad 

docente. Asimismo, la Ley Orgánica del Tribunal establece el régimen disciplinario 

que los magistrados deben seguir, mismo que en caso de no ser observado puede 

dar lugar a la suspensión y cese de sus funciones. 

Los cinco magistrados integrarán una Sala, que funcionará 

ininterrumpidamente durante todo el año, pero para efectos de determinar la 

admisibilidad o no de los recursos que se interponen, se prevé la Comisión de 

Admisión, la cual se forma con tres magistrados, designados por turno. 

El Presidente es electo en el seno del Tribunal Constitucional, quien 

además de tener las obligaciones previstas para los demás magistrados, lo dirige 

y representa, vela por su administración y disciplina, asl como el trámite de los 

asuntos. 

Por último, se advierte la figura del magistrado Decano, quien es el más 

antiguo en funciones dentro del Tribunal. 

'" Cfr. Artlculos 13 y 14 da la Lay No. 1838 del Tnbunal Constitucional. en FERNANDEZ SEGADO, 
Francisco. Op. Cit., pp.104y105. 
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2.2.3. Competencia y Atribuciones. 

Su competencia está especificada en el articulo 120 de la Constitución de Costa 

Rica, que dice: 

''Art/cu/o 120.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional conocer y 

resolver: 

1. - En única instancia, los asuntos da puro derecho sobre fa 

inconstitucionalidad de leyes, decretos y cualquier género de resoluciones 

no judiciales. Si la acción es de carácter abstracto y remedia/, sólo podrán 

interponerla el Presidente de la República, o cualquier Senador o Diputado, 

el Fiscal General de la República o el Defensor del Pueblo; 

2.- Los conflictos de competencia y controversias entre Jos poderes 

públicos, la Corte Nacional Electoral, los Departamentos y los Municipios; 

3.- Las impugnaciones del Poder Ejecutivo a las Resoluciones Camarales, 

Prefectura/es y Municipales; 

4.- Los recursos contra tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o 

contribuciones creados, modificados o suprimidos en contravención a lo 

dispuesto en esta Constitución; 

5. - Los recursos contra resoluciones del Poder Legislativo o una de sus 

Cámaras, cuando tales resoluciones afecten a uno a más derechos o 

garantlas concretas, cualesquiera que sean las personas afectadas; 

6.- Los recursos directos de nulidad interpuestos en resguardo del articulo 

31 de esta Constitución; 

7.- La revisión de los recursos de amparo constitucional y hábeas corpus; 

8. - Absolver las consultas del Presidente de la República, el Presidente del 

Honorable Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema de 

Justicia, sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o 

resoluciones, o de leyes, decretos o resoluciones aplicables a un caso 
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concreto. La opinión del Tribunal Constitucional es obligatoria para el 

órgano que efectúa la consulta; 

9.- La constitucionalidad de tratados o convenios con Gobiernos extranjeros 

u organismos internacionales; 

10.- Las demandas respecto a procedimientos en Ja Reforma de Ja 

Constitución". 142 

Asimismo, la Ley del Tribunal Constitucional, dedica el Titulo Cuarto, a 

estas atribuciones, por lo que de su atenta lectura, se obtiene que tiene facultades 

para conocer de las siguientes cuestiones constitucionales: 

1. Control normativo, el Tribunal ejerce control sobre las leyes, decretos y 

resoluciones no judiciales, a efecto de que éstas no transgredan la Ley 

Fundamental (articulo 120 de la Constitución de Bolivia, con relación al Titulo 

Cuarto de la Ley del Tribunal Constitucional); se dividen en: 

Control previo de constitucionalidad, se refiere a consultas que realizan los 

órganos públicos respecto de la constitucionalidad de una ley que aún no ha 

sido aprobada (articulo 120, apartados 8 y 9, de la Constitución de 

Bolivia); se divide en: 

a) Consultas formuladas por el Presidente de la República, el Presidente 

del Congreso Nacional o de la Corte Suprema, se consultará al Tribunal 

con el fin de que se pronuncie sobre la constitucionalidad de proyectos 

de ley, decretos o resoluciones, a efecto de que se garantice su apego 

a la Ley Fundamental desde su entrada en vigor (articulo 120, 

apartado 8, de la Constitución boliviana). 

142 Cfr. Articulo 120 de la Constitución Polftlca del Bolivia, en la página web oficial <http:Jltribunal 
constituclonal.gov.bo> 
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b) Consultas sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales, el 

Presidente del Consejo Nacional, solicitará al Tribunal Constitucional 

que resuelva si el tratado o convención es constitucional, a efecto de 

que sea ratificado (articulo 120, apartado 9, de la Constitución 

boliviana). 

Control posterior de constitucionalidad (articulo 120, apartados 1 y 4, de la 

Constitución de Bolivia), que a su vez se divide en: 

a) Recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad, podrá ser planteado 

por el Presidente de la República, cualquier diputado o senador, 

Defensor del Pueblo o Fiscal General de la República, para que el 

Tribunal resuelva, como única instancia, de la constitucionalidad de 

leyes, decretos o cualquier otra resolución no judicial (articulo 120, 

apartado 1, de la Constitución de Bolivia). 

b) Recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad, cualquier juez 

ordinario o autoridad pública, de oficio o a instancia de parte, dentro de 

la tramitación de un proceso especifico, podrá promover este recurso, 

con el fin de que el Tribunal resuelva sobre la constitucionalidad de un 

ley en que se fundamentará dicho proceso (articulo 120, apartado 1, 

de la Constitución de Bolivia). 

c) Recurso contra tributos, impuestos, derechos o cualquier otra 

contribución, se interpondrá este recurso ante el Tribunal, contra las 

disposiciones que crean que dichas contribuciones, mismas que son 

contrarias a la Carta Magna (articulo 120, apartado 4, de la 

Constitución de Bolivia). 

d) Demandas respecto de impugnación a los procedimientos de reforma a 

la Constitución, el Tribunal conocerá de las Impugnaciones hechas valer 
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con respecto de las reformas constitucionales, pero únicamente en 

cuanto a la forma del procedimiento y nunca decidirá en cuanto al fondo 

de la reforma realizada (articulo 120, apartado 10 de la Constitución 

de Bolivia). 

2. Procesos de garantla constitucional, cuyo fin es garantizar los derechos 

fundamentales de los habitantes, derivados de la Carta Magna (articulo 120, 

apartados 5 y 7, de la Constitución boliviana con relación al Titulo Cuarto de 

la Ley del Tribunal Constitucional): 

Recurso contra las resoluciones legislativas o camarales, cuando éstas 

restrinjan o supriman derechos o garantlas fundamentales concretas, sin 

importar la persona afectada (articulo 120, apartado 5, de la Constitución 

de Bolivia). 

Recurso de amparo constitucional, procede contra toda resolución, acto u 

omisión de lada autoridad que restrinja o viole los derechos o garantlas 

fundamentales de un particular, siempre y cuando no exista otro medio de 

impugnación (articulo 120, apartado 7, de la Constitución de Bolivia). 

Recurso de hábeas corpus, se presentará en el caso de que un particular 

considere que se vulnerar sus derechos y garantlas consignados en la 

Constitución y las leyes, siempre y cuando se trate de la materia penal 

(articulo 120, apartado 5, de la Constitución de Bolivia). 

3. Conflictos constitucionales, a través de éstos el Tribunal, acota las facultades de 

cada poder constituido (articulo 120, apartados 2, 3, 5, de la Constitución de 

Bolivia, con relación al Titulo Cuarto). Esta función la realiza por medio de: 

Conflictos de competencia que se suscitan entre los poderes públicos, el 

Tribunal resuelve quién tiene facultad para actuar entre los conflictos de 
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éstos con la Corte Nacional Electoral, Prefecturas de Departamento o de 

éstos con los Municipios, o entre éstos últimos (articulo 120, apartado 2, de 

la Constitución de Bolivia). 

Impugnaciones del Ejecutivo a las resoluciones de las Cámaras, de las 

Prefecturas o Municipios, cuando el Poder Ejecutivo considere que estas 

resoluciones son contrarias a la Ley Fundamental, el Tribunal resolverá sobre 

su lnconstitucionalidad (articulo 120, apartado 3, de la Constitución de 

Bolivia). 

Recurso de nulidad, que se presenta cuando una autoridad pública no judicial 

emite un acto o resolución, sin legitimidad, jurisdicción o competencia para 

realizarlo. Sin embargo, se considera que es un control enfocado a la 

legalidad (articulo 120, apartado 3, de la Constitución de Bolivia). 

2.1.4. Efectos do las resoluciones emitidas por el Tribunal 

Constitucional de Bolivia. 

El articulo 121 de la Constitución de Bolivia, dispone: 

''Articulo 121.- Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe 

recurso ulterior alguno. 

La sentencia que declara la inconstituclona/idad de una ley, decreto o 

cualquier género de resolución no judicial, hace inaplicable la norma 

impugnada y surte plenos efectos respecto a todos. La sentencia que se 

refiera a un derecho subjetivo controvertido, se limitará a declarar su 

inap/icabilidad al caso concreto. 

Salvo que la sentencia disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la • 

norma en las partes no afectadas por la inconstitucionalidad. La senten~ia 

de inconstitucionalidad no afectará a sentencias anteriores que tengan 

calidad de cosa juzgada. 
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La Ley reglamenta la organización y funcionamiento del Tribunal 

Constitucional, as/ como las condiciones para la admisión de los recursos y 

sus procedimientos. "143 

Desde un primer aspecto y al tenor de los diversos artlculos de la Ley del 

Tribunal Constitucional que se refieren a los efectos de sus sentencias, se advierte 

que tienen el valor de cosa juzgada, son irrecurribles e inmodificables y vinculan a 

los órganos de gobierno. 

Las sentencias que se refieren a la constitucionalidad o inconstitucionalidad 

de una disposición de observancia general o resolución de instancia no judicial 

hacen inaplicable la norma y surten efectos erga omnes, por lo que se anula y no 

puede ser aplicada en lo sucesivo. De esta misma forma, se abrogarán las 

disposiciones conexas que se consideren inconstitucionales. Las resoluciones que 

resuelven los conflictos entre los órganos del estado, adquirirán efectos generales; 

en cambio, las sentencias que deciden un derecho subjetivo controvertido, como 

son el amparo, hábeas corpus y recurso contra resoluciones camarales, tendrán 

efectos particulares. 

Respecto de los efectos erga omnes de las sentencias que deciden la 

inconstitucionalidad de una ley, Fernández Segado, apunta: 

"La doctrina boliviana ha puesto especial énfasis en este rasgo, llegando a 

significar que la adopción del principio "erga omnes" en la declaración de 

inconstilucionalidad entraña dar un gran sallo en el respeto de la 

Constitución, con relación a/recurso de apllcabilidad existente antes de la 

reforma." 144 

"' Cfr. Articulo 121 de la ConsllluclOn PollUca de Bolivia, en la página web oficial <hllp1/trlbunal 
constituclonal.gov.bo> 
"'FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco. "La Jurisdicción Constitucional en .• ." Op. Ctt .. p. 381. 
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Asimismo, no afectará sentencias dictadas con anterioridad, con el fin de 

hacer valer el principio de cosa juzgada, sin embargo, se advierte una gran 

deficiencia, debió preverse la excepción en materia penal. 

En el caso de las sentencias que declaran la inconslilucionalidad dentro del 

control previo de leyes o tratados internacionales, los efectos serán la no 

aprobación o ratificación de las normas, por lo que no adquieren vigencia en el 

ámbito jurldico. 

Por último, cabe hacer algunas reflexiones, el Tribunal Constitucional de 

Bolivia, cumple una de las funciones principales de estos órganos ad hoc, que si 

bien no está expresa dentro de la disposiciones jurldicas que lo acotan, 

materialmente la realiza, es decir, es el intérprete supremo de la Constitución, en 

el entendido de que no es el único, pues lo que pretende es asegurar que las 

demás normas y actos se realicen dentro del marco que establece la Ley 

Fundamental. En este punto es claro observar el articulo 228 constitucional145 que 

establece el principio de supremacla de la Constitución y por tanto, la obligación 

de todo juzgador de observarlos y preferirlos por encima de cualquier otra norma. 

Entonces, todo el conjunto del aparato judicial en Bolivia, puede, en un momento 

dado y en una determinada Instancia, realizar un control constitucional. 

De lo anterior se desprende claramente la fusión que existe en 

Latinoamérica de los dos grandes modelos de control constitucional, por ello 

encontramos dos efectos, ínter partes y erga omnes, pues el juzgador ordinario 

podrá pronunciarse respecto de la constitucionalidad de una ley o acto en un caso 

concreto con efectos entre las partes (caracterlstica del modelo difuso o 

americano) y, el Tribunal, al resolver una acción directa de constitucionalidad, 

producirá los efectos generales. 

145 Cfr. Articulo 228 de la Constitución Polilica de Bolivia, en la página web oficial <http:lltribunal 
constituclonal.gov .bo> 
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2.3. El Tribunal Constitucional Chileno. 

A partir de la reforma constitucional de 1970, surge por primera vez el Tribunal 

Constitucional Chileno, cuyas atribuciones lo convertlan en garante de la 

supremacla constitucional durante la elaboración de las leyes y resolutor de los 

conflictos entre los poderes constituidos. De esta forma funcionó hasta 1973, con 

el Golpe de Estado del General Augusto Plnochet. 

Con la Constitución Chilena de 1980, el Tribunal resurge, sin que 

pertenezca al Poder Judicial y cuyo fin es defender la supremacla de la Carta 

Magna, asl como el exacto equilibrio de los Poderes del Estado. Sin embargo, no 

es la única Institución encargada del control constitucional, tal como lo señala 

Humberto Alcalá Nogueira: 

"La defensa de esta orden constitucional y de su supremacía están 

encargados al Tribunal Constitucional, entre otros órganos, ya que la Carta 

de 1980, mantiene el control de constitucionalidad represivo con efectos 

inter partes, y la ínaplicabilidad por inconstitucionalidad establecido en la 

Constitución en su articulo 80. A su vez, la Carta Fundamenta/, establece 

también un control de juridicidad de los actos administrativos, que 

comprende el control de constitucionalidad, por parte de la Contralor/a 

General de la República .... As/ el control jurldico de constitucionalidad, o 

sea, la defensa jurldica de la Constitución la realizan e/ Tribunal 

Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y la Contralor/a .... la misión el 

Tribunal Constitucional de hacer efectiva la supremac/a constitucional, se 

encuentra compartida con otros órganos que tienen más antigua data en 

nuestra historia constitucional ... "146 

146 NOGUEIRA ALCALA1 Humberto. •La Jurisdicción Constitucional en Chile• en lo Jurisdicción 
Ccnstiluclonal en /beroamérlca, Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p. 543. 
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El Tribunal Constitucional tiene su sede en Santiago de Chile. y está 

regulado en un Capitulo VIII, de la referida Constitución, es decir, en un capitulo 

especial, situado fuera del Poder Judicial, asl como por su Ley Orgánica 

Constitucional Nº 17,g97 de 1981 y los autos acordados que dicta el propio 

Tribunal, a fin de administrarse y dictar reglamentos para agilizar los 

procedimientos. 

2.3.1. Ubicación del Tribunal Constitucional. 

En virtud de encontrarse en un capitulo especial, tuera del aparato judicial chileno, 

y en atención a lo señalado en su Ley Orgánica, es un órgano del Estado, 

autónomo e Independiente de toda autoridad o poder, a fin de asegurar la debida 

observancia de la Constitución Chilena de 1980. 

':<Is/ podemos señalar que el Tribunal Constitucional es un órgano 

jurisdiccional especial del Estado, autónomo e independiente de cualquier 

otro órgano o autoridad, constituyendo un componente especia/ de la 

estructura del Estado, destinando a dar vigencia al Estado de Derecho 

Constitucional y Democrático, asegurando la supremacla constitucional y 

distribución del poder del Estado en /os órganos y funciones determinados 

por la Carta Fundamenta/, como asimismo, en el órgano que determina /os 

/Imites en que pueden actuar legltimamente /as distintas opciones 

po/lticas". 147 

Es posible señalar que el Poder Constituyente que da lugar a la Ley 

Fundamental de 1980, resolvió crear un Tribunal Constitucional, influenciado por 

las ideas del modelo europeo y no asl del control de constitucionalidad americano, 

pues se previó un órgano autónomo, independiente y fuera del Poder Judicial para 

"'NOGUEIRAALCALÁ, Humberto. 'La Jurisdicción Consliluclonal .. .", Cp. Cil., p. 544. 
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conocer de las cuestiones de constitucionalidad, principalmente, pues aún la Corte 

Suprema cuenta con atribuciones para conocer del recurso de inaplicabilldad.148 

La Ley Orgánica del Tribunal acota la organización del mismo, determina su 

sede, su estructura, el número de sesiones y horarios. Tomando en cuenta que el 

pleno del Tribunal es el órgano encargado de la loma de decisiones tanto 

administrativas, disciplinarias como de organización. De esta misma forma, el 

pleno aprueba su presupuesto anual, asl como sus recursos, decisión que se 

informa al Ministro de Hacienda. 

2.3.2 Composición. 

El Tribunal Constitucional Chileno se integra por siete ministros, electos por las 

diversas autoridades pollticas: 

Tres electos por la Corte Suprema en votación secreta; 

Uno designado por el Presidente de la República; 

Dos por el Consejo de Seguridad Nacional; 

Uno elegido por el Senado por mayorla absoluta de sus miembros. 

Existen además, cinco abogados que son llamados para reunir el quórum 

mlnimo para sesionar y, en ningún caso podrá haber mayor número de éstos que 

de ministros. 

Las exigencias para poder alcanzar el cargo de ministros, varlan de 

acuerdo al órgano que los designa, pero en general se requiere ser abogado, 

ua Respecto de este recurso previsto en el articulo 80 de la Constitución Chilena, Jorge MarlQ Quinzlno 
Flguelredo, apunta: •Las csracterlsticas de esta recurso son las de producir efectos sólo respecto al caso 
particular de que se trata, dejándose para ese caso sin aplicación la ley fncanstituclonal, que queda vigente, 
sin embargo, para las demás, de tal modo que la ley sigue rigiendo mientras no sea derogada. él recurso de 
inaplfcabilldad es de efectos relativos, a diferencia del recurso de lnconsliluclonafidad, que elimina el precepto 
viciado de la leglsfacfón posiliva. Declarada la inaplicabitidad de una ley effa sigue subsistiendo, pero no 
puede aplicarse al caso concreto y parllcular que motivó su declaración ... QUINZINO FIGUEIREOO, Jorgo 
Mario. Justicia Consliluc/onal en Chile. Centro de Estudios Constitucionales México· Centroamérica, llJ, 
UNAM, Corte de Conslilucionalidad de Guatemala, México, 2000, p. 82. 
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tener por lo menos quince años de titulo y no tener ningún impedimento que los 

inhabilite para desempeñar el cargo de juez. En el caso de los miembros electos 

por el Presidente y Senado, se solicita además el que hayan sido abogados 

integrantes de la Corte por tres años consecutivos. 

Duran en el cargo ocho años, pudiendo ser reelectos, salvo las limitaciones 

por edad (setenta y cinco años). Se renuevan cada tres años y gozan de 

inamovibilidad e inmunidad. Su cargo es Incompatible con el de senador o 

diputado, asl como ministro del Tribunal Calificador de Elecciones. 149 

Únicamente funcionan en pleno, que se reúne para las sesiones ordinartas 

o extraordinarias. El quórum requerido para sesionar son cinco ministros como 

mlnimo. 

El Presidente es electo en el seno del Tribunal Constitucional por simple 

mayorla, dura en su cargo dos años, pudiendo ser reelecto por un periodo igual, 

quien además de tener las obligaciones previstas para los demás magistrados, 

realiza funciones protocolarias y administrativas, tales como presidir las 

audiencias, dirigirse a otras autortdades, atender el despacho de cuenta, abrir y 

cerrar sesiones, proponer el presupuesto al pleno y la administración de los 

recursos del Tribunal. 

2.3.3. Competencia y Atribuciones. 

Conforme el articulo 82 de la Constitución Chilena, al Tribunal Constitucional se le 

atribuye, principalmente, la función de control constitucional, además dicho articulo 

establece claramente su competencia sin que pueda otorgársela otras funciones. 

El articulo referido, en sus doce fracciones, señala: 

'"Cfr. Articulo 81 de la Constitución Polltica de la República do Chile, en QUIROGA LAVIÉ, Humberto. Op. 
Cit., pp. 553 y 554. 
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''Arl/cula 82.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional: 

1. Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas 

constitucionales antes de su promulgación y de /as leyes que interpreten 

algún precepto de la Constitución; 

2. Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten 

durante la tramitación de /os proyectas de ley o de reforma constitucional 

y de los tratadas sometidas a la aprobación del Congreso; 

3. Resolver /as cuestiones que se susciten sabre la constitucionalidad de un 

decreto con fuerza de ley; 

4. Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con 

relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones 

que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones; 

5. Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no 

promulgue una ley cuando deba hacerlo, promulgue un texto diverso del 

que constitucionalmente corresponda o dicte un decreto inconstitucional; 

6. Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del 

Presidente de la República que la Contralor/a haya representado por 

estimarla inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en 

conformidad al arl/culo 88; 

7. Declarar la inconstitucionalidad de /as organizaciones y de /os 

movimientos o parlidos pol/ticos, como asimismo la responsabilidad de 

/as personas que hubieren tenida parlicipación en /os hechos que 

motivaron la declaración de in constitucionalidad en conformidad a lo 

dispuesto en los incisas sex1o, séptima y octavo del número 15 del 

arllcula 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada 

fuere el Presidente de la República o e/ Presidente electo, la referida 

declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la 

mayor/a de sus miembros en ejercicio; 
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8. Derogado. 

9. Informar al Senado en los casos a que se refiere el articulo 49 No. 7 de 

esta Constitución; 

1 O. Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a 

una persona pare ser designada Ministro de Estado, permanecer en 

dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones; 

11. Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de 

cesación en el cargo de los parlamentarios, y 

12. Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos dictados 

en el ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la 

República, cuando ellos se refieran a materias que pudieren estar 

reservadas a la ley por mandato del articulo 60. "'5º 

De lo anterior se desprende que tiene facultades para conocer de las 

siguientes cuestiones constitucionales: 

1. Control de constitucionalidad (articulo 82, Incisos 1, 2, 3, 4 y 6, de ta 

Constitución Chilena); que se divide en: 

Control previo de proyectos de leyes orgánicas, reformas a la Constitución o 

en las que se interprete una disposición constitucional, este tipo de 

disposiciones, obligatoriamente, serán revisadas por el Tribunal 

Constitucional, antes de su promulgación, aunque no medie conflicto sobre 

su constitucionalidad (articulo 82, Incisos 1 y 2, de la Constitución de 

Chile). 

Control previo de un proyectos de leyes o de tratados Internacionales, es 

facultativo, pues si durante la tramitación de éstos, se presenta un conflicto 

"ºCfr. Articulo 82 do la ConsliluclOn Pollllca del Chito, en QUIROGA LAVlll, Humborto. Op.Cil., pp. 554·556. 
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sobre su constitucionalidad, deberá plantearse ante el Tribunal Constitucional 

que resolverá sobre ésta (articulo 82, Incisos 1 y 2, de la Constitución de 

Chile). 

Control previo y posterior de decretos con fuerza de ley, el primer caso se 

presenta cuando la Contralorla General, antes de su vigencia considera que 

es inconstitucional y solicita al Tribunal Constitucional que se pronuncie 

respecto de su constitucionalidad; en el segundo caso, una vez publicado, 

cualquiera de las Cámaras podrá impugnarlo (articulo 82, Incisos 3 y 6, de 

la Constitución de Chile). 

Control constitucional de los plebiscitos, el Tribunal Constitucional resolverá 

de plano, sin perjuicio de las atribuciones del órgano electoral, sobre la 

constitucionalidad del decreto que convocó el plebiscito, a petición de 

cualquiera de las Cámaras (articulo 82, Inciso 4, de la Constitución 

Chilena). 

Conflictos por la no promulgación de una ley o decreto, a través de éstos, se 

resuelven los reclamos presentados cuando el Presidente no promulga una 

ley o publica un texto distinto del aprobado por el Congreso (articulo 82, 

inciso 5, de la Constitución Chilena). 

Conflictos entre el Presidente de la República y las Cámaras, se presenta 

cuando el Presidente, en el ejercicio de su potestad reglamentaria, ha dictado 

un decreto sobre una materia reservada al ámbito del legislador (articulo 82, 

inciso 12, de la Constitución Chilena). 

2. Resolver sobre la constitucionalidad de las organizaciones, movimientos~ partidos 

pollticos, a efecto de garantizar los principios básicos del régimen democrático y 

constitucional, el Tribunal Constitucional resolverá si éstos grupos se adecuan o 

no a la Norma Fundamental (articulo 82, Inciso 7, de la Constitución de Chile). 
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3. Informar sobre las inhabilidades, renuncia, incompartlbilidades o causales de 

cesación del Presidente de la República, Ministros de Estado y parlamentarios, el 

Tribunal Constitucional, hará saber al Senado estas circunstancias (artículo 82, 

Incisos 9, 10y11, de la Constitución de Chile). 

2.3.4. Efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional 

Chileno. 

El articulo 83 de la Constitución Chilena fija el principio básico: 

''Arl/cu/o 83.- Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no 

procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede el mismo Tribunal, 

conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido. 

Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán 

convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se 

trate. En los casos de los números 5 y 12 del articulo 82, el decreto 

supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo 

mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. 

Resuelto por el Tribunal que un precepto legal determinado es 

constitucional, la Corte Suprema no podrá declararlo inaplicable por el 

mismo vicio que fue materia de la sentencia. "151 

Todas las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional no admiten 

recurso alguno, salvo los equivocas el propio Tribunal, son inapelables, y vinculan 

a los demás poderes del Estado. Esto es, su fallo es decisorio y los preceptos, 

leyes, tratados internacionales y dec:retos declarados inconstituclonales no podrán 

tener vigencia jurldica, es decir, no serán aprobados ni ratificados. 

"' Cfr. Articulo 83 do la Consliluclón Polllica de la República do Chile, en QUIROGA LAVIÉ, Humborto. Op. 
Cil., p.556. 
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Sin embargo, al no ser vigentes al momento de la declaración de 

inconstitucionalidad, estas disposiciones no tendrán el valor de cosa juzgada ni 

erga omnes, pues no tienen vida jurldlca, en virtud del control preventivo del 

Tribunal Constitucional. 

En cuanto a las sentencias que declaran la inconstitucionalidad de un 

decreto dictado por el Presidente en materias que compelen al ámbito legislativo, 

el resultado será la nulidad de éste, invalidándose con efectos retroactivos; lo 

mismo sucede en el caso de decretos con vicios en su promulgación, e 

inconslilucionalidad de partidos politices. 

Es Importante destacar, que se está en presencia de un sistema mixto o 

compartido de control constitucional, donde, por un lado, se encuentra al Tribunal 

Constitucional, situado fuera del Poder Judicial que cuenta con un control 

preventivo de constitucionalidad con efectos generales, mientras que por el otro, 

se observa a la Corte Suprema que conoce de los recursos de inaplicabilidad 

cuando se pretende aplicar un precepto legal a un caso concreto, con efectos 

particulares, asl como al Tribunal Calificador de Elecciones, en materia electoral. 

Sin embargo, no se aprecia un órgano constitucional que pueda analizar de 

conformidad con lo previsto en la Conslitución, una norma legal vigente. Además, 

no se establece la resolución de conflictos constitucionales, en el entendido de 

que en Chile no existen pues el articulo 3° constitucional establece que es unitario 

y que la división territorial sólo es para efectos de gobierno y administración, 

además, los conflictos de competencia son atribuciones del Senado o Corte 

Suprema, dependiendo de los órganos contendientes.152 

El Tribunal Constitucional tiene atribuida la función de control de la 

constitucionalidad de proyectos de normas, asimismo resuelve impugnaciones de 

152 Cfr. Artlculos 3 y 49, número 7, de la ConsliluclOn Pollllca de la República de Chile, en QUIROGA LAVIÉ, 
Humborlo. Op. Cit., pp. 515, 540 y 541. 
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decretos dictados por el Presidente de la República. Además, resguarda el 

sistema democrático constitucional de los atentados de los partidos, por medio del 

contencioso polltico institucional. Se agrega a ello, la facultad de resolver reclamos 

contra Parlamentarios y Ministros por las causales de cesación e 

incompatibilidades en el cargo. El Tribunal Constitucional, por último, despacha un 

informe a petición del Senado. 

La actual jurisdicción chilena, no es obra del Constituyente, sino que es el 

resultado de sucesivas incrustaciones que en distintos modelos históricos se le 

agregaron. En 1970, se reformó la Constitución y se crea un Tribunal 

Constitucional destinado a resolver conflictos constitucionales. La Carta de 1980, 

va a insistir en el modelo jurisdiccional mixto, que se habla configurado durante la 

vigencia de la Constitución anterior, esto es, estableció un recurso judicial 

posterior y un Tribunal Constitucional para conocer del control preventivo de la 

constitucionalidad, creado más bien conforme al modelo europeo y no americano, 

cuya principal función es velar por la supremacla constitucional, además de 

proteger el orden Institucional, sin pertenecer al Poder Judicial ni contar con las 

funciones clásicas del Poder Estatal. 

2.4. La Corte de Constitucionalidad de Guatemala. 

La Corte de Constitucionalidad de Guatemala, surge con la Constitución de 1985, 

que entró en vigor al año siguiente. 

Se encuentra prevista en el Titulo VI, Capitulo IV, de la Constitución Polltlca 

de la República de Guatemala y tiene su sede en la ciudad del mismo nombre. 

Sus funciones son muy amplias, están previstas en la Constitución 

Guatemalteca, especlficamente en sus articulas 268 a 271 y en la Ley de Amparo, 

Exhibición Personal y de Constitucionalidad que acotan su actuación, como 

garante de la Ley Fundamental y como intérprete supremo de la misma. 
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"Una importante innovación que estableció la actual Constitución, 

promulgada en 1985, consiste en la creación de la Corle de 

Constitucionalidad como Tribunal permanente de jurisdicción privativa, 

independiente de los demás organismos del Estado, cuya misión esencial 

es la defensa del orden constitucional."153 

2.4.1. Ubicación de la Corte de Constitucionalidad. 

El articulo 266 de la Constitución Guatemalteca, dice: 

"Articulo 268.- Función esencial de la Corte de Constitucionalidad. La Corte 

de Constitucionalidad es un tribunal permanente de jurisdicción privativa, 

cuya función esencial es la defensa del orden constitucional; actúa como 

tribunal colegiado con independencia de los demás organismos del Estado 

y ejerce funciones especificas que le asigna la Constitución y la ley de la 

materia. 

La independencia económica de la Corle de Constitucionalidad, será 

garantizada con un porcentaje de los ingresos que correspondan al 

Organismo Judicial." 154 

Esta Corte se encuentra prevista en el Titulo VI, "Garantlas 

Constitucionales y Defensa del Orden Constitucional", por lo que formalmente no 

se encuentra ubicada dentro del Poder Judicial guatemalteco, es por ello que se 

encuentra supeditado únicamente a la Constitución y a la Ley de Amparo, 

Exhibición Personal y de Constitucionalidad. 

"'GONZÁLEZ DUBÓN, Epamlnondas. "la E11cacla de la Jusllcla Consllluclonal" en Revista Contribuciones, 
2/1994, Ano X, No. 2(42), Abril-Junio, Buenos Aires, Argenllna, p.17 
'" Cfr. Articulo 268 de la Constitución PollUca de la República de Gualemala, en QUIROGA LAVll:, 
Humberto. Op. Cit .. pp. 776 y 777; 
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Además, su independencia es clara, en el sentido de que ésta formula su 

propio presupuesto, Jo administra e invierte en los puntos que considere 

apremiantes; dicta sus propios reglamentos y se organiza al interior sin ingerencia 

de ningún otro poder. 

2.4.2. Composición. 

La Corte de Constitucionalidad se Integra con cinco magistrados titulares y cinco 

suplentes. Cada miembro será electo por las siguientes autoridades: 

Por el pleno de Ja Corte Suprema de Justicia; 

Por el pleno del Congreso de Ja República; 

Por el Presidente de Ja República en Consejo de Ministros; 

Por el Consejo Superior Universitario de Ja Universidad de San Carlos de 

Guatemala. 

Por Ja asamblea del Colegio de Abogados.155 

Los artlculos 151 y 152 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad establecen los requisitos para aspirar al cargo de magistrado, 

como lo es ser guatemalteco de origen, abogado activo con reconocida 

honorabilidad, tener por lo menos quince años de actividad profesional y 

experiencia en la función pública, magistratura o docencia universitaria, según el 

órgano que los designe. 

Los cinco magistrados integrarán una Sala, que funcionará 

ininterrumpidamente durante todo el año, pero para efectos de determinar la 

admisibilidad o no de los recursos que se Interponen, se prevé la Comisión de 

Admisión, la cual se forma de tres magistrados, designados por turno. 

'" Cfr. Articulo 269 de la Consliluclón Polllica de la República de Gualemala, en QUIROGA LAVIÉ, 
Humborto. Op. Cit .. pp. 776 y 777; cfr. Articulo 150 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 
Constitucionalidad, en GONzALEl RODAS, Adolfo. La Corte de Constitucionalidad de Guatemala, 
Cuadernos Constiluclonalos Mé>1ico-Centroamérlca, llJ, UNAM, México, 1992, pp. 63 y 64. 
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La integración de la Corte cuenta con una peculiaridad, pues cuando 

conozca de asuntos de inconstitucionalidad en contra de la Corte Suprema, del 

Congreso, el Presidente o Vicepresidente de la República, el número de 

magistrados será de siete, electos por sorteo de los cinco suplentes. 

Duran en su encargo cinco años, con la posibilidad de ser reelegidos. Antes 

de aceptar el cargo, deberán de suspender sus empleos anteriores, pues el cargo 

es incompatible con aquéllos de dirección polltlca, administración del Estado, 

sindicatos e incluso el ejercicio profesional, en el caso del magistrado propietario. 

El Presidente de la Corte será el de mayor edad, su cargo dura un año y es 

rotativo entre los magistrados a razón de edad; a éste le corresponde la 

representación de la Corte, selección, nombramiento y remoción del personal y las 

facultades de convocarla y presidirla. 

La Corte no se divide en salas o secciones, sino que sólo funciona en 

pleno, el cual dicta todos los acuerdos y reglamentos para su organización, 

funcionamiento y el mejor proveer de los asuntos que se someten a su 

consideración. 

2.4.3. Competencia y Atribuciones. 

Las competencias de la Corte se señalan taxativamente en el articulo 272 

constitucional, transcrito en el diverso 163 de la Ley de Amparo, Exhibición 

Persona y de Constitucionalidad. El primero de ellos, a la letra, dice: 

"Articulo 272.- Funciones de la Corte de Constitucionalidad. La Corte de 

Constitucionalidad tiene las siguientes funciones: 

a) Conocer en única instancia de las impugnaciones interpuestas contra leyes 

o disposiciones de carácter general, objetadas parcial o totalmente de 

inconstilucionalidad; 
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b) Conocer en única instancia en calidad de Tribunal Extraordinario de 

Amparo en las acciones de amparo interpuestas en contra del Congreso de 

la República, la Corte Suprema de Justicia, el Presidente y el 

Vicepresidente de la República; 

e) Conocer en apelación de todos los amparos interpuestos ante cualquiera de 

los tribunales de justicia. Si la apelación fuere en contra de una resolución 

de amparo de la Corte Suprema de Justicia, la Corte de Constitucionalidad 

se ampliará con dos vocales en la fonna prevista en el articulo 268; 

d) Conocer en apelación de todas las impugnaciones en contra de las leyes 

objetadas de inconstitucionalidad en casos concretos, en cualquier juicio, 

en casación, o en los casos contemplados por la ley de la materia; 

e) Emitir opinión sobre la. constitucionalidad de los tratados, convenios y 

proyecto de ley, a solicitud de cualquiera de los organismos del Estado; 

f) Conocer y resolver lo relativo a cualquier conflicto de jurisdicción en materia 

de constitucionalidad; 

g) Compilar la doctrina y principios constitucionales que se vayan sentando 

con motivo de las resoluciones de amparo y de lnconstitucionalidad de /as 

leyes, manteniendo al dla el boletln o gaceta jurisprudencia/; 
1 

h} Emitir opinión sobre la inconstitucionalidad de las leyes vetadas por el 

Ejecutivo alegando inconstitucionalidad; e 

i) Actuar, opinar, dictaminar o conocer de aquellos asuntos de su 

competencia establee/dos en la Constitución de la República. "156 

Es posible advertir que la competencia de la Corte se divide en: 

158 Cfr. Articulo 271 de fa Constitución Pollllca de la República do Guatemala, en QUIROGA LAVié, 
Humborto. Op. Cit., pp. 777 y 778. 
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1. Control constitucional de leyes, reglamentos y disposiciones de carácter general, 

en forma directa y única Instancia, la Junta Directiva del Colegio de Abogados, 

Ministerio Público, Procurador de Derechos Humanos y cualquier persona a través 

del auxilio de tres abogados activos, podrán objetar total o parcialmente la 

constitucionalidad de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter general, sin 

importar si les afecta o no la disposición (articulo 272 de la Constitución de 

Guatemala). 

2. Control constitucional sobre las reformas de leyes constitucionales previamente a 

su aprobación, la Corte calificará y dictaminará como constitucionales o 

inconstitucionales las leyes sometidas a su consideración, a efecto de ser 

aprobadas por el Congreso (articulo 272 de la Constitución de Guatemala, con 

relación al 175 de la misma). 

3. Recurso de amparo, que consiste en una garantla constitucional, Instituida para la 

protección de los derechos fundamentales de la persona (articulo 272, incisos b) 

y c), de la Constitución de Guatemala); se divide en: 

Apelaciones de amparo en segunda instancia, en estos casos, la Corte sólo 

conoce de amparo por apelación de sentencias, siempre y cuando se reúnan 

ciertos requisitos de procedibilldad, pues la ley confiere competencia a los 

tribunales de justicia para conocer en primer grado (Salas de Apelaciones y 

Corte Suprema) (articulo 272, Inciso c), de la Constitución Guatemala, 

con relación al 169 de la misma). 

Amparo contra el Congreso de la República, la Corte Suprema de Justicia, el 

Presidente y Vicepresidente de la República, en única instancia, la Corte será 

tribunal extraorqinario en los amparos interpuestos contra estas autoridades, 

decidiendo si actuaron o no violando derechos fundamentales (articulo 272, 

Inciso b), de la Constitución de Guatemala, con relación al 169 de la 

misma). 
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4. Apelaciones de lnconstituclonalidades en casos concretos en segunda instancia, 

cuando una persona se considere vulnerada por la inconstitucionalidad de una ley, 

podrá, hasta antes del dictado de la sentencia, plantear la cuestión al tribunal que 

conoce del asunto, que asume el carácter de Tribunal Constitucional. La segunda 

instancia será del conocimiento de la Corte Constitucional (articulo 272, Inciso d, 

de la Constitución Guatemala). 

5. Consultas sobre constitucionalidad (articulo 272 constitucional, con relación al 

171 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad), que 

se dividen en: 

Consulta sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales y 

proyectos de ley, a solicitud de los órganos del Estado, en este caso se 

puede hablar de un control previo de constitucionalidad, con el fin de que el 

texto de la disposición sea conforme a la Constitución una vez que sean 

aprobadas o ratificadas (articulo 272, inciso e, de la Constitución de 

Guatemala). 

Consulta sobre la constitucionalidad de leyes vetadas por el Ejecutivo 

alegando inconstitucionalldad (articulo 272, Inciso h, de la Constitución de 

Guatemala). 

Consultas que soliciten el Congreso de la República, el Presidente de la 

República o la Corte Suprema (articulo 175 de la Constitución de 

Guatemala). 

6. Proposición de Reformas a la Constitución, pues la Corte podrá elevar esta 

petición a efecto de reformar a la Ley Fundamental, aunque se considera dificil 

que se presente esta situación (articulo 272, con relación al 277, inciso c), de la 

Constitución de Guatemala). 
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7. Conflictos constitucionales de competencia y atribuciones, en caso de que alguno 

de los poderes públicos consideren que otro ha invadido su esfera de atribuciones, 

presentará el recurso ante la Corte Constitucional, quien establecerá las funciones 

de cada uno de éstos conforme a lo establecido por el legislador en la Carta 

Magna (articulo 272, inciso f, de la Constitución de Guatemala). 

8. Difusión de sus fallos, pues la Corte compilará la doctrina y principios 

constitucionales que se formen en su seno (articulo 272,. Inciso g, de la 

Constitución de Guatemala). 

2.4.4. Efectos de las sentencias de la Corte Constitucional de Guatemala. 

Las sentencias de la Corte son irrecurribles, tienen el valor de cosa juzgada y 

vinculan a los demás órganos del Estado. 

Aunque la Constitución no hace mención a los efectos de las sentencias, 

los articulas 140, 141 y 142, de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad; hacen mención a éstos, debiendo diferenciar entre las 

sentencias que declaran la inconstitucionalidad de leyes en general y las que lo 

declaran en el caso concreto. Los articulas en alusión, dicen: 

"Articulo 140.- Efectos de la declaratoria de lnconstitucionalidad. Cuando la 

sentencia de la Corte de Constitucionalidad declare la inconstitucionalidad 

total de una ley, reglamento o disposición de carácter general, éstas 

quedarán sin vigencia; y si la inconstituciona/idad fuere parcial, quedará sin 

vigencia en la parte que se declare inconstitucional. En ambos casos 

dejarán de surtir efecto desde el dla siguiente al de la publicación del fallo 

en el Diario Oficial.• 
' 
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''Articula 141.·Efeclos del fallo en caso de suspensión provisional. Cuando 

se hubiere acordado la suspensión provisional conforme al articula 138, /os 

efectos del faifa se retrotraerán a la fecha en que se publicó la suspensión." 

''Articulo 142.· Resolución definitiva. Contra las sentencias de la Carie de 

Constitucionalidad y contra los autos dictadas de conformidad can lo 

preceptuado par el articula 138, no cabrá recurso alguno. "157 

Las sentencias que declaran la inconstitucionalidad de una ley, reglamento 

o disposición de carácter general, ya sea en su totalidad o en forma parcial, 

quedarán sin vigencia en la parte afectada de inconstitucionalidad, a partir del dla 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial y sus efectos erga amnes, se 

retrotraerán hasta la fecha de la suspensión del acto. 

"Se trata, en consecuencia, de una declaratoria can efectos erga omnes • 

como en el sistema austriaca- de manera que la Corte desempeña la 

función constitucional de legislador negativo, eliminando del ordenamiento 

jur/dica las disposiciones contrarias a la preceptiva constitucional". 158 

En los casos que se solicite la inconstitucionalidad para el caso concreto, 

los efectos afectarán únicamente a las partes. 

De todo lo anterior, se puede decir que el sistema guatemalteco es mixto, 

ya que por una parte se encuentra el sistema concentrado de constitucionalidad, 

porque sólo la Corte tiene la función controladora de la constitucionalidad de leyes 

y disposiciones de carácter general, en única instancia y, paralelamente, se cuenta 

con un sistema difuso, en el que las partes de una controversia especifica podrán 

plantear la inconstitucionalidad de una ley, que deberá ser aplicada en el proceso, 

decisión esta que corresponde conocer a la Corte en apelación, cuyo resultado 

será la inaplicabilidad de la norma para el caso especifico. 

"' GONZÁLEZ ROCAS, Adolfo, Op. Cit., pp.61 y 62. 
150 GONZÁLEZ DUBÓN, Epamlnondas. Op. Cit., p. 20. 
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Capitulo IV: Situación Actual de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La Suprema Corto de Juslicia de la Nación os, por disposición exprosa de 
nuestra Carta Magna, el tribunal conslitucionol qua liana a su CBIJJO ta defensa 

}urldica do fa Constitución Federal. Como tribunal constitucional, Integra al Poder 
do la Unión y os oquilibredor do los otros podo ros. Al ejorcor las funcionas qua la 

Constitución lo asigna, contribuyo a la estabilidad pofftica y proso1Va el 
fodoro/ismo, vigoriza la domocrocla y fortifico ta estructura orgánica do la 

Ropübfica 

Min/slro Pros/danta Gonaro David Góngora Pimentol. 

1. Breve referencia a las reformas constitucionales de 1988, 1994, 1996y1999. 

Anles de la reforma de 15 de enero de 1988, la Suprema Corte de Juslicia de la 

Nación realizaba una función más bien enfocada al control de legalidad tomando 

matices de tribunal de casación, lo que determinó una restricción de la función 

constitucional, es decir, se le impedla realizar su principal cometido como órgano 

colegiado al cual se somellan las controversias estrictamente de carácter 

constitucional. 

Al respecto el Dr. Héctor Fix Zamudlo, señala: 

"Para percatamos de la trascendencia de las referidas reformas de 1988, 

debe destacarse la situación anterior de la propia Suprema Corte de 

Justicia de México, la que de manera predominante funciona como un 

tribunal de casación, lo que determinó una severa restricción de la función 

de justicia constitucional conferida a los jueces y tribuna/es federales, y en 

particular, del más alto tribunal del pals ... la labor de nuestra Suprema Corte 

como tribunal, es decir como órgano mayoritariamente aplicador de las 

leyes ordinarias, habla oscurecido su atribución esencial del poder polltico, 

es decir, de órgano de justicia constitucional".159 

Con las reformas constitucionales de 1988, se advierten ciertos cambios: 

U9FIX ZAMUDIO, Hóctor. •La Suprema Corto de Justicia de México como Tribunal Constituclonai- en Revista 
PEMEX·LEX. Revista Jurtdlca de Petróleos Mexicanos, Número 59-60, Junio 1993, México, p. 56. 
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1. Las resoluciones dictadas por Jueces de Distrito en primera instancia 

podlan ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

(en pleno o en salas) siempre y cuando subsistiera el problema de 

constitucionalidad. 

2. Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito serian 

objeto de revisión ante la Corte cuando existiera el problema de 

constitucionalidad. 

Es por ello que se afirma que hubo una ruptura entre el control de legalidad 

y el control constitucional, pues correspondió a los Tribunales Colegiados de 

Circuito el conocimiento de los juicios de amparo en los que se plantearan 

cuestiones de legalidad, permitiendo asl que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación se avocara al conocimiento de los asuntos de lndole constitucional; ya que 

dicha reforma se concretó substancialmente a fin establecer como competencia de 

ese Alto Tribunal, asuntos en amparo sobre constitucionalidad de leyes, quedando 

los Tribunales Colegiados de Circuito al conocimiento de los amparos en los que 

se plantearan cuestiones de legalidad. 

"El espíritu básico de esa evolución consiste en la atribución a la Suprema 

Corte de Justicia de la competencia para conocer de los juicios de amparo 

en última instancia en los cuales se controvirtiera la constitucionalidad de 

una ley, entendida en el sentido material (disposiciones legislativas, 

reglamentarias y tratados intemacionales}, y, por el contran'o, todos los 

juicios de amparo relativos al control de legalidad se remitían a los 

Tribunales Colegiados Circuito. Por supuesto conservó la Suprema Corte el 

conocimiento de las controversias constitucionales del articulo 105 y la 

facultad de investigación, reguladas en los artlculos 105 y 97 de la Carta 

Fundamental. Con toda razón se ha sostenido que con estas 

modificaciones la misma Suprema Corte adquirió desde el punto de vista 

material fas funciones de un tribunal especializado, aun cuando no se le 
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hubiese conferido fa denominación expresa de tribunal o corle 

constitucional. 

La Suprema Corte no perdió por completó su carácter de tribunal de 

legalidad en dos aspectos, en primer fugar, en cuanto a que se le otorgaron 

facultades discrecionales de atracción o avocación ... En segundo término, 

el más afio tribunal de fa República conservó sus facultades para resolver 

los conffictos de tesis contradictorias de los citados Tribunales Colegiados 

de Circuito con el fin de unificar fa jurisprudencia en materia de control de 

legalidad, incluyendo fas disposiciones legales de carácter focal (arlfcufos 

94 constitucional y 197-A de fa Ley de Amparo). "160 

A fin de reafirmar las reformas de 1988, el 1° de enero de 1995 se 

publicaron nuevas reformas a la Constitución y a la Ley de Amparo, las cuales 

atribuyeron diferentes supuestos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

materia de controversias constitucionales y se creó un nuevo de medio de control 

constitucional de conocimiento exclusivo de la Corte, la acción de 

inconstitucionalidad; procesos estos, que se convirtieron en gran medida, junto 

con el amparo contra leyes, en el pilar fundamental de la justicia constitucional del 

sistema mexicano, lo que dio pie a que el Máximo Tribunal adquiera matices de 

tribunal constitucional. 

Se alteró radicalmente su estructura orgánica, se modificaron los requisitos 

para ser nombrado ministro, el proceso de nombramiento, la duración en el cargo 

y, el cambio más notorio, el número de miembros que lo integran, es decir, de 

veintiséis a once ministros. Además se le despojó de las facultades de 

administración, disciplina y gobierno, para atribulrselas al Consejo de Ja Judicatura 

Federal. 

160 CARP1Z01 Jorgo1 el.al. •La Jurisdicción Constitucional en México•, en La Jurisdicción Constituclomil en 
/beroamtlrica, Ed. Dyklnson, Madrid, 1997, p. 759. 
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''Además de la competencia que le habla conferido la reforma constitucional 

y legal de 1988, para conocer en último grado de los juicios de amparo, en 

los cuales se plantearon cuestiones estrictamente constitucionales, en las 

modificaciones de 1995, se amp/lan las atribuciones de la Suprema Corte 

de Justicia de México en materia de jurisdicción constitucional, ya que por 

un parte se amplfa de una manera considerable el ámbito de tas 

controversias constitucionales reguladas por el articulo 105 

constitucional ... de lo anterior, se establecen como institución novedosa /as 

acciones directas de inconstitucionalidad, de acuerdo con el modelo 

desarrollado en /os ordenamientos de Europa Occidental y cuyo 

conocimiento se confieren a /as cortes o tribunales constitucionales ... "161 

A fin de consolidar la existencia y funcionamiento de los instrumentos de 

control constitucional, se dan las reformas constitucionales de 22 agosto de 1996, 

en las cuales se suprime la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad en 

materia electoral y se asegura el correcto ejercicio de los enunciados de 

constitucionalidad y legalidad en materia electoral, mismos que conocerá el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Como un último paso para fortalecer a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, se lleva a cabo la reforma de 11 de junio de 1999, donde ya se considera 

a nuestro Alto Tribunal como un órgano especializado en materia constitucional, 

en virtud de lo siguiente: 

1. Las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito no 

admiten recurso alguno, salvo los casos en que se decida la 

inconstitucionalidad de una ley o se establezca la interpretación directa de 

un precepto constitucional y, en caso de que no se surtan dichos 

supuestos, se desechará el recurso. 

161 lbldem, p, 761. 
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2. Se establece la facultad al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación para expedir acuerdos generales, a fin de remitir a los Tribunales 

Colegiados los asuntos respecto de los cuales se hubiere establecido 

jurisprudencia, no revistan interés o trascendencia o estime innecesaria su 

Intervención. 

El articulo 94, séptimo párrafo, de la Constitución Polltica de los Estados 

Unidos Mexicanos, establece: 

''Articulo 94.-... 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para expedir 

acuerdos generales, a fin de lograr una adecuada distribución entre las 

Salas de los asuntos que competa conocer a la Corte, as/ como remitir a los 

Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho de 

los asuntos, aquéllos en los que hubiera establecido jurisprudencia o los 

que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine para una 

mejor impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos después de 

publicados. •A 52 

En virtud de esta facultad conferida constitucionalmente, el Pleno de la 

Suprema Corte di; Justicia de la Nación, ha expedido diversos acuerdos, en los 

cuales se han tratado diversas cuestiones con el fin de fortalecer el sentido de las 

reformas judiciales que pretenden encaminar a la Corte hacia un Tribunal 

Constitucional, pues lo que aspiran es que ese Alto Tribunal destine sus esfuerzos 

a la resolución de los asuntos de mayor importancia y trascendencia para el orden 

jurldico nacional; a saber: 

"' Cfr. Articulo 94 de la ConsUlución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos, en Constitución Politice de los 
Estados Unidos Mexicanos Comentada, Tomo 11, Ed. Porrúa, llJ, UNAM, México, 2001, pp. 930y 931, 
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a) Se establece la competencia de las Salas para conocer de 

asuntos cuya competencia originaria lncumbla al Tribunal 

Pleno;163 

b) Se estatuyen las bases de tramitación de los amparos directos y 

la remisión de los amparos indirectos a los Tribunales Colegiados 

de Circuito.164 

Respecto de estos últimos, resulta de vital importancia el Acuerdo General 

Plenario de 5/2001, de veintiuno de junio de dos mil uno, pues deroga los 

acuerdos antes mencionados; establece los lineamientos generales para evitar 

posibles confusiones en las interpretación y aplicación de éstos y, a su vez, se 

unifican e Integran sus criterios, estableciendo las bases relativas a la 

determinación de los asuntos que conservará para resolución del Pleno y el envio 

de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de 

Circuito. 

Además a efecto de agilizar el trámite de los incidentes de lnejecución, de 

las denuncias de repetición del acto reclamado, asl como de las inconformidades y 

para lograr el debido cumplimiento de las sentencias de amparo, se determina que 

sean los Tribunales Colegiados de Circuito, quienes conozcan de éstos, 

conservando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la facultad 

prevista en la fracción XVI, del articulo 107 constitucional. 

163 En efecto, el Tribunal Pleno, el vclnlislete de mayo de mil novecientos noventa y siete aprobó el acuerdo 
111997, el nueve de marzo do dos mll emitió el acuerdo número 412000, el siete de septiembre siguiente 
expidió el acuerdo número 9/2000 y el diecinueve de febrero de dos mil uno emitió el acuerdo número 212001, 
en los que determinó. en el primero, la competencia por materia de las Salas de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y en el mismo y en los restantes el envio de asuntos competencia originarla del Pleno a dichas 
Salas. 
'&4 La Suprema Corte. los dfas veintidós de junio de mll novecientos noventa y nueve, dieclslete de enero de 
dos mil, siete de septiembre de dos mil y diecisiete de mayo de dos mil uno omitió los acuerdos generales 
números 6/1999, 1/2000, 10/2000 y 412001 en los que se determinó, respectivamente, el envio de asuntos a 
los Tribunales Colegiados de Circuito; la modificación del procedimiento para el envio de los asuntos: la 
competencia de dichos Tribunales para conocer de los asuntos en que se Impugne una ley local; y el envio a 
tos Tribunales Coleglados do Circuito, para su resolución, de asuntos con proyecto en los que exista 
jurisprudencia. 
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Es por ello que, correlacionando lo hasta aqul expuesto, es posible 

aseverar que en la actualidad México cuenta con un sistema de control 

constitucional amplio y, que la situación que se vislumbraba a principios del siglo 

XX, no tiene comparación alguna con lo que se percibe actualmente, pues la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación se perfila como un tribunal especializado 

en el control constitucional, es decir, como un órgano Integrante del Estado que 

analiza los actos de la Federación, Estados y Municipios, a fin de asegurar la 

observancia de los preceptos constitucionales. 

2. La Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene su sede en la ciudad de México. 

Surge a partir del Decreto de 27 de agosto de 1824, sin embargo, como se ha 

hecho patente, sus facultades y atribuciones han evolucionado desde aquella 

fecha. 

Su funcionamiento se regula en el Capitulo IV, del Titulo Tercero. de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos en vigor a partir de 1917 

(artlculos 94 a 107), en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 26 de mayo de 1995, en la Ley 

de Amparo de 1936 y en la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y li del articulo 

105 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 11 de mayo 

de 1995. 

Como se explicó en lineas precedentes, se ha dotado a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación de la facultad constitucional, de dictar acuerdos generales 

"a fin de lograr una adecuada distribución entre las Salas da los asuntas qua 

competa conocer a la Corla, as/ como remitir a los Tribunales Colegiadas de 

Circuito, para mayor prontitud en el despacha de los asuntas, aquéllas en los que 

176 



hubiera establecido jurisprudencia o los que, conforme a Jos referidos acuerdos, Ja 

propia corte determine para una mejor impartición de justicia". 165 

Las funciones primordiales de la Corte consisten en asegurar la 

constitucionalidad de una norma de observancia general o bien, de un acto de 

autoridad, ya sea federal, local o municipal; de igual forma busca el correcto 

ejercicio y equilibrio de los poderes públicos, convirtiéndose en un garante e 

intérprete supremo de la Carta Magna. 

Para garantizar el exacto cumplimiento de la Constitución, a través de las 

"reformas judiciales" de 1988, 1994, 1996 y 1999, se le han atribuido a la Corte de 

un conjunto de competencias muy amplias respecto del control constitucional y, a 

la vez, se le ha despojado del conocimiento del control de legalidad, Imprimiéndole 

entonces, rasgos caracterlstlcos de un Tribunal Constitucional. 

2.1. Ubicación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se sitúa en la cúspide el aparato 

jurisdiccional, es integrante y vértice del Poder Judicial, sólo está sometida a la .

Constitución y a las leyes que dicten su actuar. 

Al respecto los párrafos primero y segundo del articulo 94 constitucional, 

establecen: 

"Articulo 94.-Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en 

una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales 

Colegiados y Unitarios de Circuito y en Juzgados de Distrito. 

La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la 

Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

16!! Cfr Articulo 94, pérrafo séptimo, de la Constitución Pol!Uca de los Estados Unidos Mexicanos, en 
Const~ución Polllica ... Op. Cit .. pp. 930 y 931. 
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estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los términos que, 

conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las 

leyes."166 

El afán de ubicar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como un 

órgano constitucional, se patentiza al observar sus competencias: señala los 

limites de actuación de los órganos legislativo y ejecutivo, estableciendo 

claramente las atribuciones que les otorga la Constitución, ya sea al resolver una 

revisión en amparo, o bien, al pronunciarse respecto de una controversia 

constitucional o acción de inconstitucionalidad. 

Incluso hay autores, como Joaquln Braga Camazano, que consideran que 

la Suprema Corte puede llegar a ser un poder constituido con mayor peso 

especifico que el Legislativo y Judicial por su función como defensor e Intérprete 

de la Constitución: 

"Su carácter de órgano constitucional (Suprema Corte de Justicia de la 

Nación) está equiparada al Ejecutivo o al Legislativo e incluso, en cierta 

medida, situado por encima de ellos, es algo que se deriva de su naturaleza 

de comisionado del poder constituyente, encargado por éste de velar 

jurisdiccionalmente por la observancia de la Constitución". 167 

La Suprema Corte de Justicia tiene facultades para elaborar su propio 

proyecto de presupuesto anualmente, mientras que la elaboración del resto del 

Poder Judicial Federal, corresponde al Consejo de la Judicatura Federal. Dicho 

presupuesto se incluirá en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Federación y la administración del presupuesto aprobado por la Cámara de 

Diputados para la Corte, será administrado por su Presidente. 

168 Cfr. ArtfcuJo 94, párrafos primero y segundo, de la Constitución Polrtlca do los Estados Unidos Mexicanos, 
en Consliluclón Po/11/ca ... Op. Cil., pp. 930 y 931. 
m BRAGE CAMAZANO, Joaqufn. •Sobre la Naturaleza de la Suprema Corte Mexicana: Hacia su conversión 
en un Tribunal Constllucionar en Derelto, Revista Xurldica da Unlversldade de Santiago de Compostela, Vol. 
7, No. 1, 1998, Servicios de Publlcaclones do la Universidad de Santiago do Compostela, 1998. 
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Además debemos recordar que si bien con la reforma judicial de 1994, 

surge el Consejo de la Judicatura Federal, para velar por la administración, 

vigilancia y disciplina del Poder Judicial, expresamente se exceptúa a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, misma que, a través de su Presidente, velara por la 

administración, vigilancia y disciplina de este Alto Tribunal.168 

En atención a lo señalado por la Constitución, la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, en su articulo 14, estatuye la posibilidad de la Corte 

para •expedir su reglamento interno y los acuerdos generales que en materia de 

administración requiera la Suprema Corle de Justicia". 169 De ahi que sea posible 

afirmar que la Corte cuenta con una Independencia en cuanto a su administración, 

vigilancia y disciplina. 

La Suprema Corte mexicana no actúa de oficio, -salvo en el caso de la 

facultad de investigación, prevista en el articulo 97, párrafos segundo y tercero, de 

la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos· sino exclusivamente a 

instancia de parte, cuando acude quienes están procesalmente legitimados para 

ello. Las cuestiones a resolver, son eminentemente de derecho, sin embargo, al 

resolver respecto de los amparos contra leyes, controversias constitucionales y 

acciones de inconstitucionalidad, frecuentemente, los pronunciamientos, en forma 

inherente, traen aparejado un carácter poiltico. Es por ello la afirmación de que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha fortalecido y sobresalido en la vida 

jurldica y en el entorno polltico de México. 

2.2. Composición. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se integra por once ministros, que 

sesionan en Pleno y en dos Salas. 

'" Cfr. Articulas 9, 10, fracción IX y 11 a 14 de la Ley Org~nlca del Poder Judicial de la Federación, en 
Agenda de Amparo 2002, Compendio de Leyes, Reglamentos y Otras disposiciones conexas con la matarla, 
Ed. ISEF, México, 2002, pp. 3-14. 
169 Cfr. Articulo 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en Agenda ... Op. Cit., 
p.14. 
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El Pleno se Integra con los once ministros y, basta la presencia de siete de 

ellos para que pueda sesionar, sin embargo, para la toma de decisiones en 

materia de acciones de inconstitucionaiidad y controversias constitucionales, es 

necesario la asistencia de cuando menos ocho ministros."º 

Actualmente el Pleno de la Corte sesiona los lunes y jueves, dentro de sus 

dos periodos: del primer dla hábil de enero al último dia hábil de la primera 

quincena de julio y del primer dia hábil de agosto al último dla hábil de la primera 

quincena de diciembre. Puede celebrar sesiones extraordinarias en los periodos 

de receso, a solicitud de cualquier ministro, quien lo manifestará al ministro 

Presidente para que ése lo convoque. 

El Presidente de la Corte es nombrado dentro del seno del Tribunal, por un 

periodo de cuatro años, sin posibilidad de reelección en un periodo inmediato, ni 

puede formar parte de alguna de las Salas. Además de ser Presidente de la Corte 

lo será también del Consejo de la Judicatura. Tiene importantes funciones 

protocolares, administrativas y de trámites, pues representa al Tribunal al exterior, 

la administra y tramita los asuntos de la competencia del Pleno y rinde el informe 

de labores del Tribunal cada año, entre otras. 

La Primera y Segunda Salas, se integran de cinco ministros cada una,171 

bastando la presencia de cuatro de ellos para sesionar. Las audiencias de las 

Salas se determinarán por las mismas mediante acuerdos generales dentro de los 

mismos periodos ordinarios de labores señalados para el Pleno. 

Ambas Salas están especializadas por materia, en atención a lo señalado 

por el Acuerdo General Plenario 5/2001 de la Suprema Corte de Justicia de la 

11º Cfr. Articulo 4º de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y articulo 42 Ley Reglamentarla de 
las fracciones 1y11, del Articulo 105 Constitucional, en Agenda ... Op. Cit .. pp. 2 y 35. 
111 La Primera Sala se Integra do los Ministros Juventino V. Castro y Castro. José de Jesús Gudino Pelayo, 
Humberto Román Palacios, Oiga Sánchez Cordero de Garcla Villegas y Juan Silva Meza. Por su parte, la 
Segunda Sala, se Integra con los Ministros José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, 
Mariano Azuela Gültrón, Juan Olaz Romero y Guillermo l. Ortiz Mayagoilia. 
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Nación, de veintiuno de junio de dos mil uno, actualmente en vigor, por lo que a la 

Primera Sala le corresponde las materias civil y penal, mientras que a la Segunda, 

las materias administrativa y del trabajo.172 

Cada Sala elige a su Presidente, quien se desempeñará el cargo por dos 

años y cuyas principales tareas consisten en tramitar los asuntos que 

correspondan al conocimiento de su Sala, turnarios a los ministros adscritos a esa 

Sala, dirigir las sesiones y autorizar las sentencias. 

Los ministros de la Corte son nombrados por la votación de al menos dos 

terceras partes de los miembros del Senado presentes, previa comparecencia de 

los integrantes de la terna que somete a su consideración el Presidente de la 

República, dentro del plazo improrrogable de treinta dlas.173 

Los ministros electos durarán en el cargo quince años, sin posibilidad de 

reelección, es inamovible, salvo que se le finquen responsabilidades por actos u 

omisiones en que incurriesen en el ejercicio de sus funciones {Titulo Cuarto de la 

Constituciona), sin embargo a la entrada en vigor de la reforma de diciembre de 

1994, el articulo Cuarto Transitorio, estableció que en esta primera integración de 

la Corte, se seguirla un modelo escalonado y desfasado con los periodos del 

Ejecutivo y Legislativo Federal, a fin de actualizar a la Corte y legitimar su función 

periódicamente, lo cual la fortalece y dota de independencia.174 

172 Cfr. Puntos Primero y Segundo del Acuerdo General Plenarfo 512001, de veintiuno de junio do dos mil uno, 
del Tribunal Pleno de ta Suprema Corte do Justicia do la Nación, relativo a la determinación de los asuntas 
que conservará para su resolución y el envío de los su competencia originarla a las Salas y a los Tribunales 
Colegiados da Circuito, en CD·ROM, /US 2001, editado por la Suprema Corte de JusUcla de la Nación, 
Móxlco. 2001. 
m Cfr. Articulo 96 de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, en Constitución Pofitica ... Op. 
Cit .. pp. 951·956. 
114 En efecto, los p3riodos de los Ministros que actualmente confonnan a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, expiraran el Ultimo dla de noviembre, de la siguiente forma: José Vicente Agulnaco Alemán y 
Juvonlino V. Castro y Castro en el 2003 (nueve anos), Juan Dlaz Romero y Humberto Rom~n Palaclos en el 
2006 (doce anos), Mariano Azuela GOitrón y Gcnaro David Góngora Pimentel en el 2009 (quince anos), 
Sergio Salvador Agulrro Angulano y Guillermo l. Ortiz Mayagollia en el 2012 (dieciocho anos) y, por último, en 
el 2015, los Ministros Oiga Sánchoz Cordero de Garcla Villegas, Juan Silva Moza y José de Jesús Gudli\o 
Pelayo (veintiún anos), Estos periodos los estableció el Senado al aprobar el nombramiento de cada Ministro. 
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Los inlegranles de la Corte, deberán ser mexicanos por nacimiento, con 

treinta y cinco años de edad como mlnimo, experiencia profesional de diez años, y 

titulo profesional de licenciado en derecho, no condenados por delitos que 

ameriten pena corporal superior a un año, residentes en el terri!orio mexicano 

durante dos años anteriores a la designación y que no hayan ocupado durante un 

año, previo a la elección, los cargos de Secretario de Estado, Procurador General 

de Ja República o del Distrito Federal, senador, diputado o gobernador de algún 

Estado. Además, la propia Constitución enfatiza la preferencia del cargo a quienes 

hayan realizado funciones dentro de Ja imparticlón de justicia o se hayan 

distinguido por sus actividades dentro de la academia en el ámbito jurldico.1
" 

Los ministros tienen un régimen de incompatibilidades que deben observar 

anles y después de su mandato, es por ello que durante su encargo, no pueden 

desempeñar empleos dentro del Poder Ejecutivo, aspirar a un cargo de elección 

popular, particular o de cualquier otro tipo, salvo las labores que no sean 

remuneradas en asociaciones cientlficas, docentes, literarias o de beneficencia. 

De igual forma, una vez expirado el mandato, durante los dos siguientes años, no 

podrán realizar las funciones de abogados o representantes en cualquier proceso 

ante el Poder Judicial Federal. 

2.3. Competencia y Atribuciones. 

Las atribuciones de la Corte, están especificadas en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, ordenamienlo legal que las divide en atribuciones 

correspondientes al Pleno y a las Salas. 

Los artlculos 11, 12 y 21 de la ley en cita, establecen: 

"Articulo 10.- La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 

115 Cfr. Artrculo 95 de la Constitución Polltlca do los Estados Unidos Mexicanos, en Constitución Polltica ... Op. 
Cil., pp. 943·950. 
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l. De fas controversias constitucionales y acciones de inconstitucionafidad a 
que se refieren las fracciones I y 11 del articulo 105 de la Constitución Polltica 
de /os Estados Unidos Mexicanos; 

11. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la audiencia 
constitucional por los jueces de distrito o /os tribunales unitarios de circuito, 
en /os siguientes casos: 

a) Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad de 
normas generales, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado una 
ley federal, local, del Distrito Federal, o un tratado intemac/onal, por 
estimarlos directamente viofatorios de un precepto de la Constitución Polltica 
de /os Estados Unidos Mexicanos; 

b} Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el segundo 
párrafo del inciso b) de la fracción VI// del articulo 107 de la Constitución 
Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un amparo en 
revisión que por su interés y trascendencia as/ lo amerite, y 

c) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones 11 y 1// del 
artículo 103 de la Constitución Pof/tica de los Estados Unidos Mexicanos, sin 
que baste la afirmación del quejoso sobre la existencia de un problema de 
esa naturaleza; 

111. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo 
pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando habiéndose 
impugnado la inconstituciona/idad de una ley federal, local, del Distrito 
Federal o de un tratado internacional, o cuando en /os conceptos de vio/ación 
se haya planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución 
Pol/l/ca de /os Estados Unidos Mexicanos, dichas sentencias decidan u 
omitan decidir sobre la/es materias, debiendo /Imitarse en estos casos /a 
materia del recurso a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales; 

IV. Del recurso de queja interpuesto en el caso a que se refiere la fracción V 
del artículo 95 de la Ley de Amparo, siempre que el conocimiento de la 
revisión en el juicio de garant/as en el que la queja se haga valer le haya 
correspondido al Pleno de la Suprema Corte de Justicia, en /os términos del 
articulo 99, párrafo segundo, de la misma ley; 

V. Del recurso de reclamación contra las providencias o acuerdos del 
presidente de la Suprema Corte de Justicia, dictados durante la tremitBclón 
de los asuntos jurisdiccionales de la competencia del Pleno de fa Suprema 
Corte de Justicia; 
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VI. De /as excusas e impedimentos de /os ministros, en asuntos de la 
competencia de la Suprema Corle de Justicia funcionando en Pleno; 

VII. De la aplicación de la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución 
Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; 

VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis sustentadas por las Salas 
de la Suprema Corle de Justicia, o por los Tribuna/as Colegiados de Circuito 
cuando se trate de asuntos que por razón de la materia no sean de la 
competencia exclusiva de alguna de las Salas, o por el Tribunal Electoral en 
los términos de los artlcu/os 236 y 237 de esta ley; 

IX. De los conffictos de trabajo suscitados con sus propios servidores en 
términos de la fracción XII del apartado B del articulo 123 de la Constitución 
Po//lica de los Estados Unidos Mexicanos, a partir del dictamen que le 
presente la Comisión Substanc/adora única del Poder Judicial de la 
Federación, en términos de /os arl/cu/os 152 a 161 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado reglamentaria del apartado B del articulo 
123 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 
conducente; 

X. De los juicios de anulación de la declaratoria de exclusión de los Estados 
del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, y de los juicios sobre 
cumplimiento de /os convenios de coordinación celebrados por el Gobierno 
Federal con /os Gobiernos de los Estados o el Distrito Federal, de acuerdo 
con lo establecido por la Ley de Coordinación Fiscal, en términos de lo 
dispuesto por la Ley Reglamentaria del articulo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo que hace a las controversias 
constitucionales; 

XI. De cualquier otro asunto de la competencia de la Suprema Corle de 
Justicia, cuyo conocimiento no corresponda a las Salas, y 

XII. De /as demás que expresamente le confieran /as leyes". 

"Articulo 11.- El Pleno de la Suprema Corle de Justicia velará en todo 
momento por la autonomla de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las siguientes 
atribuciones: 

/. Elegir a su presidente en términos de los arl/culos 12 y 13 de esta ley, y 
conocer y aceptar, en su caso, su renuncia a dicho cargo; 

11. Conceder licencias a sus integrantes en términos del articulo 99 de la 
Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; 
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111. Fijar, mediante acuerdos generales, los dlas y horas en que de manera 
ordinaria deba sesionar el Pleno de la Suprema Corte de Justicia; 

IV. Determinar, mediante acuerdos generales, la competencia por materia de 
cada una de las Salas y el sistema de distribución de los asuntos de que 
éstas deban conocer; 

V. Remitir para su resolución los asuntos de su competencia a las Salas a 
través de acuerdos generales. Si alguna de las Salas estima que el asunto 
remitido debe ser resuelto por la Suprema Corte de Justicia funcionando en 
Pleno, lo hará del conocimiento de este último para que determine Jo que 
corresponda. 

Vi. Remitir para su resolución a los Tribunales Colegiados de Circuito, con 
fundamento en los acuerdos generales que dicte, aquellos asuntos de su 
competencia en que hubiere establecido jurisprudencia. Si un tribunal 
colegiado estima que el asunto remitido debe ser resuello por la Suprema 
Corte de Justicia funcionando en Pleno, lo hará del conocimiento de este 
último para que determine lo que corresponda; 

VII. Resolver sobre las quejas administrativas relacionadas con los 
integrantes o con el personal de la Suprema Corte de Justicia, previo 
dictamen de su presidente, Incluyendo aquéllas que versen sobre la violación 
a /os impedimentos previstos en el articulo 101 de la Constitución Federal, en 
los términos del Titulo Octavo de esta ley; 

VIII. Resolver, en los términos que disponga esta ley, de las revisiones 
administrativas a que se refiere el párrafo octavo del articulo 100 de la 
Constitución Pol/lica de los Estados Unidos Mexicanos; 

IX. Conocer y dirimir cualquier controversia que surja entre las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia, y las que se susciten dentro del Poder Judicial de 
la Federación con motivo de la interpretación y aplicación de las 
disposiciones de lo dispuesto en los artlculos 94, 97, 100 y 101 de la 
Constitución Polltica de Jos Estados Unidos Mexicanos y en los preceptos 
relativos de esta Ley Orgánica; 

X. Determinar las adscripciones de los ministros a las Salas y realizar los 
cambios necesarios entre sus integrantes con motivo de Ja elección del 
presidente da la Suprema Corte; 

XI. Nombrar los comités que sean necesarios para la atención de los asuntos 
de su competencia; 

XII. Designar a su representante ante la Comisión Substanciadora Unica da/ 
Poder Judicial de la Federación: 
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XIII. Llevar el registro y seguimiento de la situación patrimonial de sus 
servidores públicos en términos de la fracción VI del articulo 80 de fa Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

XIV. Nombrar, a propuesta del presidente de la Suprema Corte de Justicia, al 
secretario general de acuerdos, el subsecretario general de acuerdos y al 
titular de la Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis, resolver 
sobre las renuncias que presenten e sus cargos, removerlos por causa 
justificada, suspenderlos cuando lo juzgue conveniente para el buen servicio 
o por vla de corrección disciplinaria, y formular denuncia o querella en los 
casos en que aparecieren involucrados en la comisión de un delito; 

XV. Solicitar la intervención del Consejo de le Judicatura Federal siempre que 
sea necesario pera la adecuada coordinación y funcionamiento entre los 
órganos del Poder Judicial de la Federación; 

XVI. Aprobar el proyecto del presupuesto anual de egresos de la Suprema 
Corte de Justicie que le someta su presidente, atendiendo a las previsiones 
del ingreso y del gasto público federal; 

XVII. Apercibir, amonestar e imponer multas hasta de ciento ochenta dlas del 
importe del salario mlnimo general vigente en el Distrito Federal al die de 
cometerse la falta, a los abogados, agentes de negocios, procuradores o 
litigantes, cuando en las promociones que hagan ente la Suprema Corte de 
Justicia funcionando en Pleno fallen al respeto o e algún órgano o miembro 
del Poder Judicial de la Federación; 

XVIII. Ejercer les facultades previstas en los párrafos segundo y tercero del 
articulo 97 de la Constitución Po/11/ca de los Estados Unidos Mexicanos; 

XIX. Reglamentar el funcionamiento de los órganos que realicen las labores 
de compilación y sistematización de tesis y ejecutorias, la publicación de las 
mismas, agrupándolas cuando formen jurisprudencia; la esladlstica e 
informática de la Suprema Corte de Justicia; y el centro de documentación y 
análisis que comprenderá la biblioteca central, el archivo histórico, el archivo 
central y tos archivos de los tribunales federales foráneos, compilación de 
leyes y el archivo de actas; y cuando lo estime conveniente podrá el Pleno 
convenir con el Consejo de la Judicatura Federal las medidas necesarias 
para lograr una eficiente difusión de las publicaciones; 

XX. Para conocer sobre la interpretación y resolución de los conflictos que se 
deriven de contratos o cumplimiento de obligaciones contra/das por 
particulares o dependencias públicas con la Suprema Corte de Justicia o con 
el Consejo de la Judicatura Federal; 

XXI. Dictar los reglamentos y acuerdos generales en las materias de su 
competencia, y 
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XXII. Las demás que determinen las leyes." 

''Articulo 21.- Corresponde conocer a las Salas: 

l. De los recursos de apelación interpuestos en contra de las sentencias 
dictadas por los jueces de distrito en aquellas controversias ordinarias en que 
la Federación sea parte, de conformidad con lo dispuesto en la fracción 111 del 
articulo 105 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; 

11. Del recurso de revisión en amparo contra sentencias pronunciadas en la 
audiencia constitucional por los jueces de distrito o tribunales unitarios de 
circuito, en tos siguientes casos: 

a) Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad, si en la 
demanda de amparo se hubiese impugnado un reglamento federal expedido 
por el Presidente de la República, o reglamentos expedidos por el 
gobernador de un Estado o por el Jefe del Distrito Federal, por estimarlos 
directamente violatorios de un precepto de la Constitución Pol/tica de los 
Estados Unidos Mexicanos o si en la sentencia se establece la interpretación 
directa de un precepto de la misma en estas materias, y 

b} Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el segundo 
párrafo del inciso b) de la fracción VIII del articulo 107 de la Constitución 
Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un amparo en 
revisión que por su interés y trascendencia as/ lo amerite; 

111. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo 
pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito: 

a) Cuando habiéndose impugnado la constitucionalidad de un reglamento 
federal expedido por el Presidente de la República, o de reglamentos 
expedidos por el gobernador de un Estado o por el Jefe del Distrito Federal, o 
en los conceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de 
un precepto de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos en 
estas materias, se haya decidido o se omita decidir sobre la misma 
inconstitucionalidad o interpretación constitucional; y 

b) De los amparos directos que por su interés y trascendencia as/ lo ameriten 
en uso de ta facultad de atracción prevista en el segundo párrafo del Inciso d) 
de la fracción V del articulo 107 de la Constitución Po/ltica de los Estados 
Unidos Mexicanos; 

IV.- Del recurso de queja interpuesto en los casos a que se refiere las 
fracciones V, VII, VIII, IX y X del articulo 95 de la Ley de Amparo, siempre 
que el conocimiento del amparo en que la queja se haga valer sea 
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competencia de una de las Salas, directamente o en la revisión, en los 
términos del articulo 99, párrafos segundo y tercero, de la misma ley; 

/V. Del recurso de queja interpuesto en los casos a que se refieren las 
fracciones V, VII, VIII, IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, siempre que el 
conocimiento del amparo en que la queja se haga valer sea competencia de 
una de las Salas, directamente o en revisión, en los términos del articulo 99, 
párrafo segundo, de la misma ley; 

V. Del recurso de reclamación contra los acuerdos de trámite dictados por su 
presidente; 

VI. De las controversias que por razón de competencia se susciten entre los 
tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o del Distrito 
Federal, entre los de un Estado y los de otro, entre los de un Estado y los del 
Distrito Federal, entre cualquiera de éstos y los militares; aquellas que le 
correspondan a la Suprema Corte de Justicia de acuerdo con la Ley Federal 
del Trabajo, as/ como las que se susciten entre las juntas de conciliación y 
arbitraje, o las autoridades judiciales, y el Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje; 

VII. De las controversias que por razón de competencia se susciten entre 
Tribunales Colegiados de Circuito; entre un juez de distrito y el tribunal 
superior de un Estado o del Distrito Federal, entre tribunales superiores de 
distintos Estados, o entre el tribunal superior de un Estado y el Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, en Jos juicios de amparo a que se 
refieren los art/cu/os 51, fracciones I y//, 52, fracción/, 53, fracciones/ a VI, 
54, fracción I y 55, de esta Ley; 

VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis que sustenten dos o más 
Tribunales Colegiados de Circuito, para Jos efectos a que se refiere la Ley 
Reglamentarla de Jos arllcu/os 103 y 107 de la Constitución Polltica de Jos 
Estados Unidos Mexicanos; 

IX. De las controversias que se susciten con motivo de Jos convenios a los 
que se refiere el segundo párrafo del arllculo 119 Constitucional; 

X. Del reconocimiento de Inocencia, y 

XI. Las demás que expresamente les encomiende la ley". 176 

"'Articulas 11y12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en Agenda ... Op. Cit., pp. 5-7. 
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La Corte no puede actuar de oficio sino únicamente a instancia de las 

partes legitimadas para ello, que varlan en atención al caso que se somete a su 

consideración, siendo los más importantes: 

a) Revisión en amparo: aquella persona a quien afecta la norma 

general o acto que se reclama de una autoridad, es decir, que se 

violen un su perjuicio las garantlas consagradas en la 

Constitución. 

b) Controversias constitucionales: el Poder Ejecutivo, Congreso de la 

Unión, Estados, Distrito Federal o Municipio. 

c) Acciones de lnconstitucionalidad: Las fracciones legislativas 

minoritarias que no estén de acuerdo con una ley (33%), el 

Procurador de la República y, en caso de leyes electorales, los 

partidos pollticos. 

De lo anterior, se advierten como competencia de la Corte: 

1. Controversias constitucionales, puede decirse que es una vla para el control de las 

normas generales y para la resolución de los litigios suscitados por la división de 

poderes municipal, estatal o federal. La Corte resolverá los conflictos entre 

órdenes jurldicos que se presentan con motivo de la constitucionalidad de una 

norma general o un acto de los poderes públicos o los diversos entes que 

conforman el sistema federal (Federación, Estados y Municipios) {articulo 10, 

fracción 1, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación con 

mlaclón a la diversa fracción 1, del articulo 105 de la Constitución Politlca de 

los Estados Unidos Mexicanos y a su Ley Reglamentarla). 

2. Acciones de lnconstitucionalidad, estos procesos los inician determinadas 

fracciones con el fin de que la Corte sea la que determine, de manera abstracta 
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(pues no es necesaria la existencia de un agravio o aplicación de la norma), la 

constitucionalidad o no de la disposiciones emitidas por el poder legislativo, ya sea 

federal o local, o bien un tratado internacional (articulo 1 O, fracción 1, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación con relación a la diversa 

fracción 11, del articulo 105 constitucional, y a su Ley Reglamentarla) 

3. Recursos de revisión de amparo directo o indirecto, en los que se hubiesen 

impugnado normas de observancia general y que subsista el problema de 

constitucionalidad planteado, es un control de la constitucionalidad de normas de 

manera especifica cuyo fin es la protección de las garantlas individuales 

(articulas 10, fracciones 11 y 111; 21, fracciones 1 y 111 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, en relación con los artlculos 103 y 107 

constitucionales, su Ley Reglamentarla y los acuerdos generales). 

4. Ejercicio de la facultad de atracción, cuando a juicio de los ministros, se decida 

analizar un caso cuyo conocimiento, en primer término, corresponderla a un Juez 

de Distrito o a un Tribunal Colegiado de Circuito, en virtud de considerarlo 

importante, trascendente y de interés general (articulo 107, fracción V, Inciso d) 

y fracción VIII, Inciso b), de la Constitución Polltlca de los Estados Unidos 

Mexicanos, en relación con el articulo 1 O, fracción 11, inciso b) y 21, fracción 

11, Inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

5. Facultad invesligatoria, de oficio o a petición del Ejecutivo Federal, de alguna de 

las Camaras o Gobernador de un Estado, la Corte podrá nombrar a un personal 

calificado a efecto de que investigue violaciones graves a las garantlas 

individuales o bien, únicamente de oficio, podrá Indagar aquellas irregularidades 

que afecten el voto público. En todo caso la decisión se remitirá a la autoridad 

competente, sin que ésta Impliquen resolución alguna (articulo 97, segundo y 

tercer párrafos, de la Constitución Polltlca de los Estados Unidos 

Mexicanos) 
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6. Recursos de queja, se presenta cuando las autoridades se nieguen a dar 

cumplimiento a una sentencia de amparo y, el conocimiento del recurso de 

revisión de amparo del que se deriva la queja haya correspondido conocer al 

Pleno o a la Salas de la Corte (artlculos 10, fracción IV y 21, fracción IV, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación al diverso 95 

de la Ley de Amparo). 

7. Contradicciones de tesis, es el procedimiento que lleva a cabo la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, mediante el cual resuelve una divergencia de criterios y 

emite un criterio unificador en aras de salvaguardar el principio de seguridad 

jurldica (artlculos 10, fracción VIII y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, con relación a los artlculos 197, 197-A y 197-

B de la Ley de Amparo). 

8. Recursos de apelación, la Corte conocerá el recurso de apelación en los procesos 

ordinarios en que la Federación sea parte (actor o demandado). Por lo general 

este tipo de procedimientos se inicia ante Juez de Distrito y, conoce de la 

apelación un Tribunal Unitario de Circuito; sin embargo, las Salas de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, podrán conocer de ellos cuando las éstos lo 

atraigan de oficio o cuando lo solicite el Procurador General de la República o el 

Tribunal Unitario que debió conocer el recurso, siempre y cuando sean muy 

importantes y trascendentes (articulo 21, fracción 1, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, con relación al articulo 105, fracción 111, de la 

Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos). 

9. Recursos de reclamación, este tipo de recursos se presentan en contra de las 

determinaciones de trámite dictadas por el Presidente del Tribunal Pleno o de los 

Presidente de sus Salas (artlculos 10, fracción V y 21, fracción V, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relaclQri al 103 de la Ley 

de Amparo). 
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10.Conflictos Competenclaies, la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá 

de las controversias que por razón de competencia se susciten entre los órganos 

del Poder Judicial de la Federación (articulo 21, fracciones VI y VII, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

11. Excusas e Impedimentos de los Ministros, pues el Tribunal Pleno conocerá de las 

causas por las cuales un ministro de la Corte no podrá conocer de un determinado 

asunto (articulo 10, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, con relación al Capitulo VII de la Ley de Amparo y Titulo Décimo, 

Capitulo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

12. Revisiones Administrativas, ya que la Suprema Corte revisará, únicamente, que 

hayan sido adoptadas conforme a derecho, las decisiones del Consejo de la 

Judicatura que se refieran a la designación, adscripción, ratificación de 

magistrados y jueces (articulo 100, párrafo noveno, de la Constitución Politica 

de los Estados Unidos Mexicanos con relación al 11, fracción VII, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

13. Reconocimientos de Inocencia, es un proceso impugnativo extraordinario que 

puede iniciar aquel al que se la dictado una sentencia de condena irrevocable, 

siempre y cuando se encuentre dentro de alguno de los supuestos contenidos en 

la legislación penal-procesal aplicable, teniendo como finalidad obtener la 

declaración de su inocencia y, por ende. la anulación de dicha sentencia, la 

extinción de la ejecución de la sanción y sus consecuencias (articulo 21, fracción 

X, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

14.Juicios de Anulación en materia fiscal, la Corte conocerá de la anulación de la 

declaración de exclusión de los Estados del Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal y de los juicios sobre cumplimiento de los convenios en esa materia 

(articulo 10, fracción X, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación). 
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15. Controversias suscitadas con motivo de los convenios de colaboración en material 

penal, la Corte resolverá los conflictos que se presentan en virtud de la aplicación 

de los convenios de colaboración en materia penal entre los Estados, el Distrito 

Federal y el Gobierno Federal (articulas 21, fracción IX, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación con relación al segundo párrafo, del articulo 

119 de la Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos). 

16. Cuestiones relativas a la organización interna y administración de la Corte, son 

asuntos que el Pleno de la Corte conoce para asegurar su exacto y debido 

funcionamiento (articulo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación); como son: 

a) Elección de su Presidente; 

b) Concesión de licencias a los ministros; 

e) Fijación de los dlas de sesión; 

d) Determinación de las competencias de las Salas; 

e) Remisión de los asuntos a las Salas o bien, a los Tribunales Colegiados de 

Circuilo; 

f) Resolución de quejas administrativas; 

g) Determinación de la adscripción de los ministros; 

h) Aprobación del proyeclo de presupueslo anual. 

De lo anterior podemos observar claramente que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación tiene un gran número de alribuclones y competencias, sin 

embargo, tal como lo establece la propia Constitución y la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, por medio de acuerdos generales el Tribunal Pleno 

podrá remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el 

despacho de los asuntos, aquéllos en los que hubiera establecido jurisprudencia o 

los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine para una 
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mejor impartición de justicia, de ahl que ciertas atribuciones hayan sido remitidas a 

dichos órganos colegiados. 

Al respecto, los puntos Tercero y Quinto del Acuerdo General Plenario 

5/2001, señalan: 

"Tercero.- El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia conse/Vará para 

su resolución: 

l. Las controversias constitucionales y las acciones de 

lnconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y 11 del art/culo 

105 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, as/ 

como los recursos interpuestos en ellas, en los que sea necesaria su 

inte1Vención; 

11. Los amparos en revisión en los que subsistiendo la materia de 

constitucionalidad de leyes federales o tratados internacionales, no 

exista precedente y, a su juicio, se requiera fijar un criterio de 

importancia y trascendencia para el orden jurldlco nacional y, además, 

revistan interés excepciona/, o por alguna otra causa; o bien, cuando 

encontrándose radicados en alguna de las Salas, lo solicite 

molivadamente un Ministro; 

111. Los recursos de reclamación interpuestos en contra de las 

providencias o acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando se estime que 

procede revocarlos; 

/V. Las excusas o impedimentos de los Ministros en asuntos competencia 

del Pleno; 
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V. La aplicación de la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; 

VI. Las contradicciones entre tesis sustentadas por las Salas o las que se 

susciten entre los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando se 

refieran a la materia común; y las que se produzcan entre la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y las Salas del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, en términos del párrafo quinto del 

articulo 99 constitucional; 

VII. Los asuntos a que se refiere la fracción 111 del articulo 105 

constitucional; 

VIII. Las solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción, a juicio del 

Ministro ponente; 

IX. Los recursos de revisión administrativa a que se refiere el párrafo 

noveno del articulo 100 constitucional; 

X. Las controversias a que se refieren los art/cu/os 10, fracciones IX y X, 

y 11, fracciones VII. IX, XVIII y XX de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación; y 

XI. Cualquier otro asunto de la competencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación cuyo conocimiento no corresponda a las Salas". 

"Quinto.- De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, con las salvedades especificadas en los puntos Tercero 

y Cuarto de este acuerdo, corresponderá resolver a los Tribunales 

Colegiados de Circuito: 
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l. Los recursos de revisión en contra de sentencias pronunciadas por los 

Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito, cuando: 

e) No obstante haberse impugnado una ley federal o un tratado 

internacional, por estimarlos directamente violatorios de un precepto de le 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, o se hubiere 

planteado la interpretación directa de uno de ellos, en la sentencia 

recurrida no se hubiere abordado el estudio de esas cuestiones por 

haberse sobreseldo en el juicio o habiéndose pronunciado sobre tales 

planteamientos, en los agravios se hagan valer causas de improcedencia. 

Lo anterior se concretará sólo cuando el sobreseimiento decretado o los 

agravios planteados se refieran a la totalidad de los quejosos o de los 

preceptos impugnados, y en todos aquellos asuntos en los que la materia 

de la revisión no dé lugar a que, con independencia de lo resuelto por el 

Tribunal Colegiado de Circuito, deba conocer necesariamente la Suprema 

Corte de Justicia; 

b) En la demanda se hubiere impugnado una ley local o un reglamento 

federal o local; y 

c) Habiéndose planteado la inconstitucionalidad de leyes federales, subsista 

fa materia de constitucionalidad de las mismes, si resulta innecesaria la 

intervención de la Suprema Corte por no darse ninguno de los casos 

precisados en los puntos Primero y Segundo de este Acuerdo, como /os 

que de manera ejemplificativa se enuncian a continuación: 

1. En materia penal, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a) Aseguramiento o embargo de bienes; 

b) Aplicación de cualquier medio de apremio; 
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c} Cateas; 

d} Arraigos o arrestos domiciliarios; 

e} No ejercicio de la acción penal; 

1) Identificación administrativa del procesado; 

g} Desistimiento de la acción; 

h} Reparación del daño; 

I} Procedimiento de ejecución de sentencia. 

2. En materia civil, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a} Aplicación de cualquier medio de apremio; 

b} Procedimiento para hacer efectiva la garantla prendaria; 

c} Juicio ejecutivo mercantil; 

d} Arrendamiento inmobiliario; 

e} Arrendamiento financiero; y 

1) Procedimiento de ejecución de sentencia. 

3. En materia administrativa, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a} Práctica de una visita domiciliaria: 

b} Multas y arrestos administrativos; 

c} Procedimientos administrativos que ordenen el aseguramiento o 

embargo de bienes; 

d) Procedimiento administrativo de ejecución; 

e) Afectación da la actividad de los concesionarios del servicio público 

de transporte; 

f) Cese o suspensión de los integrantes de los cuerpos de seguridad 

pública; y 

g) Fianzas. 

4. En materia laboral, cuando el tema esencial de fondo sea: 
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a} Determinación de la competencia federal o local para conocer de 

un conflicto individua/ o colectivo; 

b} Aplicación de cualquier medio de apremio; 

c} Procedimiento de ejecución de laudo; 

d} Efectos del emplazamiento a huelga y garantla de audiencia; y 

e} Sindicación única de los trabajadores al servicio del Estado. 

d} Los amparos en revisión en los que, sobre e/ lema debatido, se integre, 

aunque no se haya publicado, jurisprudencia del Pleno o de las Salas o 

existan cinco precedentes emitidos por el Pleno o las Salas 

indistintamente, en forma ininterrumpida y en el mismo sentido, aun 

cuando no hubieran alcanzado la votación idónea para ser jurisprudencia. 

l. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susciten 

entre los Tribuna/es Colegiados de Circuito; 

11. Los reconocimientos de inocencia; y 

111. Los incidentes de inejecución, las denuncias de repetición del acto 

reclamado consideradas fundadas por el Juez de Distrito y las 

inconformidades promovidas en términos de los arl/cu/os 105 y 108 de 

la Ley de Amparo, derivados de sentencias en que se conceda e/ 

amparo, dictadas por Jueces de Distrito o Tribunales Unitarios de 

Circuito''. 177 

De lo anterior, se obtiene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

poco a poco se ha ido concentrando en conocer del control constitucional 

propiamente dicho, es decir, regula el cumplimiento de las disposiciones de 

observancia general con la Carta Magna, determina si el actuar de las autoridades 

177 Puntos Tercero y Quinto del Acuerdo General Plenario 5/2001, da veintiuno de junio de dos mil uno, del 
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que 
conservará para su resolución y el envio de los su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en CD·ROM, IUS 2001, editado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
México, 2001. 
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encuadra con los principios constitucionales, resuelve los sobre conflictos 

suscitados entre órganos del Estado dotados con derechos y obligaciones 

constitucionales. 

2.4. Efectos de las resoluciones emitidas por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 

Desde un primer aspecto, las decisiones de la Corte tienen el valor de cosa 

juzgada, son lrrecurribles e inmodificables, vinculan a los órganos federales y 

estatales, tribunales y autoridades. 

Para determinar los efectos de sus sentencias, debemos tomar en 

consideración los tipos de resoluciones que emite la Corte, en atención a los tres 

principales asuntos que resuelve, mismos que se refieren al control de la 

constitucionalidad: 

a) Recurso de revisión en amparo. 

En el caso de la concesión del amparo, se presenta claramente la llamada 

"fórmula otero" que se encuentra prevista en los articulas 107, fracción 11 de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos y 76 de la Ley de Amparo, 

de ahi que la resolución concesoria del amparo tendrá efectos ínter parles, es 

decir, afectará solamente a los promoventes del juicio de garantias. 

Los articulas en comento, a la letra. dicen: 

"Articulo 107.-Todas las controversias de que habla el articulo 103 se 

sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurldico que determine la 

ley, de acuerdo a las bases siguientes: ... 

11.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos 

parlicu/ares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre 
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el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o 

acto que la motivare. "178 

"Articulo 76.- Las sentencias que se pronuncien en tos juicios de amparo sólo 

se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, 

privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, /imitándose a ampararlos y 

protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse fa 

demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la 

motivare". 179 

b) Controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad: 

Al respecto el articulo 105, fracción 1, antepenúltimo párrafo, fracción 11, 

último párrafo y fracción 111, segundo párrafo, constitucional, establece: 

"Articulo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 

términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 

/.- De tas controversias constitucionales que, con excepción de las que se 

refieran a la materia electoral, se susciten entre: ... 

Siempre que tas controversias versen sobre disposiciones generales de los 

Estados o de tos municipios impugnadas por la Federación, de los municipios 

impugnadas por los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), 

h) y k) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare 

inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido 

aprobada por una mayor/a de por lo menos ocho votos. 

1111 Articulo 107 de la Constiluclón Politlca de los Estados Unidos Mexicanos, en Constitución Polltica ... Op. 
Cit., pp.1080·1100. 
•N Articulo 76 de la Ley de Amparo. en Agenda ... Op. Cit., p. 25. 
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En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la controversia. 

11.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear /a 

posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 

Constitución .... 

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar /a 

invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una 

mayor/a de cuando menos ocho votos ... 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren /as 

fracciones I y 11 de este articulo no tendrá efectos retroactivos, salvo en 

materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones 

legales aplicables de esta materia. "16º 

Expresamente la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1y11 del Articulo 105 

constitucional, dispone los mismos efectos de las sentencias tanto de las 

controversias constitucionales como de las acciones de inconstitucionalidad.181 

A diferencia de lo que ocurre en el juicio de amparo, que la sentencia 

únicamente afecta a las partes, la sentencia pronunciada dentro de cualquiera de 

estos mecanismos de control constitucional, esto es, las resoluciones que 

determinen la inconstitucionalidad (declaratoria de invalidez), tendrán efectos 

anulatonos generales, que conllevan a la privación de consecuencias derivadas de 

normas secundarias que se funden en éstas; siempre y cuando la decisión haya 

sido tomada por el voto favorable de un mlnimo de ocho ministros, pues de no 

reunirse los ochos votos, la resolución que se emita no tendrá la fuerza suficiente 

180 Articulo 105 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, en Conslituclón Polltica ... Op. 
Cit., pp. 1046· 1075. 
181 Cfr. Articulo 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Articulo 105 Constiluclonal, en 
Agenda ... Op. Cit., p. 37. 
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para declarar la Invalidez de la norma impugnada, por lo que la misma continuará 

surtiendo efectos plenos. Y, en tratándose de las acciones de inconstitucionalidad, 

en caso no alcanzar dicha votación, el resultado será que el Pleno desestime la 

acción ejercita y ordene el archivo del asunto. 

"Este rasgo caracteriza también a la propia Suprema Corte mexicana, pues, 

la Constitución le reconoce la facultad de 'declarar la invalidez de /as 

normas impugnadas' (articulo 105, 111), invalidez que supone, no la mara 

Inaplicación, sino pura y simplemente la desaparición de la norma del 

mundo jurídico con efectos frentes a todos, erga omnes. "182 

"El efecto más importante de la declaración es silencioso y preventivo: 

inducir al legislador a legislar con mayor cuidado y respeto de los principios 

constitucionales". 163 

Los efectos en el tiempo de este tipo sentencias, se producirán a partir de la 

• fecha en que lo determina la Corte en dicha sentencia, esto es, a partir de la 

entrada en vigor de la sentencia respectiva y, salvo en materia penal, no tendrán 

efectos retroactivos. Estas resoluciones además de ser notificadas a la partes en 

la controversia, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación y, en el 

caso de que se declare la invalidez de una norma, se publicará además en el 

Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial del Estado, en su 

caso.184 

Solo basta decir que en el caso de las acciones de inconstitucionalidad se 

presenta la posibilidad de que la Corte se pronuncie respecto de la 

"' BRAGE CAMAZANO, Joaquln. "Sobre la naturaleza ... ', Op. Cit., p.19. 
183 FIX FIERRO, Hóctor. 11 La Reforma Judiclal de 1994 y las acciones do lnconslilucionalldad•, en ARS IURIS, 
revista del Instituto do Documentación o Investigación Jurfdlcas de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Panamericana, número espoclal, Reforma Judicial, vol. 13, México, 1995, p. 126. 
1a.t Cfr. Articulas 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1y11 del Articulo 105 Constiluclonal, en 
Agenda ... Op. Cit., pp. 23 y 24. · 
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inconstitucionalidad de una disposición de observancia general conexa a la norma 

reclamada, invocada o no en la demanda. 

Respecto del modelo de control constitucional mexicano, es posible afirmar 

que efectivamente surge con influencia netamente del modelo americano de 

control difuso de la constitucionalidad, esto es, el judicial review, sin embargo, al 

igual que la mayorla de los paises lalinoameric~nos, se ha nutrido por el modelo 

europeo de constitucionalidad, de ahl las reformas constitucionales de 1966, 1994, 

1996 y 1999, mismas que han dotado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

del conocimiento exclusivo de la controversias constitucionales, asl como del 

proceso de nueva creación, que deja ver, sin lugar a dudas dicha influencia, la 

acción de inconstitucionalidad. 

El control de la constitucionalidad en vigor en México, es un sistema dual o 

paralelo, es decir, es un sistema mixto: 

Es difuso pues corresponde el conocimiento de los juicios de amparo e 

incluso su revisión, a los órganos judiciales de la Federación, Jueces de Distrito y 

Tribunales Colegiados de Circuito y, en determinados supuestos, dicha revisión 

será del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Aunado al 

hecho de que ciertas cuestiones constitucionales se presentan en la via incidental. 

Es concentrado pues corresponde al Máximo Tribunal del pals, la 

competencia exclusiva de las acciones de inconstitucionalidad y controversias 

constitucionales, procesos plantados por la vla principal que, en caso de ser 

aprobados por un mlnimo de ocho ministros, tendrán efectos generales, los 

cuales los asemejan con los procesos llevados a cabo por los tribunales 

constitucionales. 

" ... el sistema de justicia constitucional mexicano tiene la peculiaridad de 

simultáneamente poder ser calificado como concentrado, en cuanto a que 

sólo son compatibles para ejercitar el control de regularidad constitucional 
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los órganos del Poder Judicial de la Federación, y difuso, debido a que tal 

control se ejercita por los distintos órganos jurisdiccionales, que componen 

ese Poder (Suprema Corte de Justicia de la Nación, tribunales de circuito, 

jueces de distrito)".165 

En particular coincido con el sistema mixto, unión del difuso y concentrado, 

no solo desde el punto de vista de los órganos que lo realizan, tal como lo apunta 

el Dr. Cossio, sino también en el entendido de que los tribunales de la Federación 

tiene la facultad de juzgar la constitucionalidad de leyes o actos de autoridad y, por 

ende, pueden determinar su inaplicabilidad al caso concreto, paralelo al hecho de 

que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está dotada de atribuciones 

exclusivas para conocer de procesos en vla de acción que en su momento, 

producen la nulidad de las leyes declaradas Inconstitucionales, con efectos 

generales. 

"Debe señalarse, en todo caso, que mediante la reforma constitucional de 

diciembre de 1994, en México se estableció la acción directa de 

inconslituciona/idad contra leyes y demás normas de carácter general que 

se ejerce ante la Suprema Corte de Justicia, con lo cual México ha pasado 

a formar parte de los paises con un sistema mixto o integral de control de la 

constitucionalidad que combina el método difuso con el concentrado''. 186 

Nuestro Máximo Tribunal, responde a las exigencias y opiniones. de la 

Nación, recoge los principios de la sociedad, pues se vincula a ésta, interpreta los 

principios constitucionales de acuerdo con el contexto y ámbito jurldico y social, lo 

cual es admirable y a la vez peligroso, pues puede correr el riesgo de adquirir 

matices pollticos, sin embargo a la fecha la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha sabido desvincularse de las influencias polltlcas y se ha dedicado a su 

principal labor, garantizar el cumplimiento de la Constitución. 

185 COSSIO OfAZ, Jasó Ramón. ·La Justicia Constilucional en México" en Anuario Iberoamericano de Justicia 
Constitucionaf, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997, p.221. 
1116 BREWER CARIAS, Allan. "La Juñsdlcclón Constitucional. .. " Op. Cit., p. 128. 
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Como corolario de lo anterior, se puede señalar que la evolución y el perfil 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desde principios de siglo nada tiene 

que ver con la postura que presente en la actualidad, pues si bien en un principio 

el único proceso constitucional que tenla verdadera vigencia en el ámbito 

constitucional era el juicio de amparo, hoy en dla, con las acciones de 

lnconstitucionaiidad y las controversias constitucionales, se cuenta con un sistema 

de control constitucional vasto, con una evidente influencia europea, ya que el 

estudio de estos últimos procesos, son del conocimiento de una tribunal 

especializado llamado Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

3. La Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal Constitucional. 

Tal como se ha observado en el cuerpo del presente trabajo, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación nació como el Supremo Tribunal de México, cuya 

competencia abarcaba no solo el control de legalidad sino también el control de la 

constitucionalidad de las leyes y actos de autoridad; sin embargo la influencia 

europea y el ámbito constitucional que se ha ido desarrollando a lo largo de casi 

más de ciento cincuenta años, permite señalar que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha adquirido, materialmente, el carácter de tribunal 

constitucional. 

En efecto, con las reformas constitucionales que pretendieron renovar y 

fortalecer al Poder Judicial de la Federación de 1988, 1994, 1996 y 1999, en las 

cuales se despojó a la Corte d.e las cuestiones de legalidad y se reforzó su 

carácter de defensor de la Carta Magna a través de la revisión de juicios de 

amparo que versen sobre temas de constitucionalidad, controversias 

constitucionales y acciones de inconstitucionaiidad y, de un análisis de su 

estructura orgánica y su competencia en comparación de las atribuciones y 

funciones de los tribunales constitucionales más representativos a lo largo del 

mundo, se advierte que aun cuando no se le ha conferido la denominación de 

tribunal constitucional, ésta se ha dedicado a lo largo de los últimos años a realizar 
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la función de intérprete supremo y garante de la Constitución, acotando el actuar 

de las autoridades, cuando éstas ejercen más allá de sus atribuciones. 

La finalidad de dichas reformas consistlan en convertir a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en un tribunal especializado en el control constitucional, lo 

cual se demostró en el proyecto de reformas presentado por el entonces 

Presidente de la República, Ernesto Zedilla Penca de León, pues las sustentó con 

el argumento de la búsqueda de la consolidación a la Suprema Corte como un 

tribunal constitucional. 

En primer lugar, se advierte que la integración de la Corte, asl como la 

forma de elección y requisitos de sus miembros se alteraron substancialmente, 

coincidiendo con las caracterlsticas de un tribunal constitucional, pues el número 

de ministros se redujo de veintiséis a once, sin ser designados directamente por el 

Ejecutivo Federal, sino por los órganos legislativos federales a propuesta de aquél, 

convirtiéndolo en un órgano compacto y calificado para conocer de los conflictos 

de control constitucional. Haciendo una comparación con los tribunales 

especializados cuyo número oscila de los siete a los dieciséis y su designación por 

"autoridades polltlcas", puede decirse que la Corte ha superado dichos obstáculos 

para ser considerada un tribunal ad hoc, en materia de control constitucional. 

Parafraseando a Louis Favoreu, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

cuenta, además, con "un contexto institucional y jurldico peculiar", pues a 

diferencia del sistema de control difuso que no hace diferencia en cuanto a las 

materias y procesos, en México, se ha determinado el conocimiento de los 

asuntos de lndole federal por materias y circuitos, tan es asi que el Máximo 

Tribunal está dividido en dos Salas: civil-penal y administrativo-laboral. 

A partir de la creación del Consejo de la Judicatura Federal, a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación se le sustrajeron las facultades propias de 

administración, vigilancia y gobierno del Poder Judicial de la Federación (propio de 
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un tribunal supremo), con excepción de su organización interna, por lo que 

nuevamente se dan los supuestos básicos para que ésta se dedique a su función 

primordial, dedicarse a interpretar la Carta Magna y defenderla. Además, se le 

dota de independencia en cuanto a su régimen interno y, el pleno de ese Alto 

Tribunal tiene facultades para elaborar su proyecto de presupuesto, mismo que 

deberá ser aprobado por el Poder Legislativo, sin embargo, a pesar de ese 

obstáculo, ésta determina el destino de recursos a ella designados. 

Al respecto de la evolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

hacia un tribunal constitucional, Joaquln Brage Camazano, señala: 

"Es conocida fa progresiva aproximación que viene produciéndose hace ya 

décadas, entre los sistemas de control concentrado de la constitucionalidad 

y los sistemas de control difuso. México quizás constituya el más reciente 

ejemplo de tos paises que, partiendo de un control difuso de ta 

constitucionalidad, han Introducido en su ordenamiento jurldico rasgos de 

un control constitucional concentrado, y ello ha ocurrido en México, 

fundamentalmente, por medio de la atribución a la Suprema Corte de las 

competencias más prototlpicas de los tribuna/es constitucionales en cuanto 

que órganos encargados del control de la constitucionalidad en los sistemas 

concentrados. Nos referimos, evidentemente, a la doble competencia para 

conocer de las acciones de inconstitucionalidad -equivalentes funcionales a 

nuestro recurso de incanstitucionalidad o al Kabstrakte Normenkontrolle 

germánico- y de las controversias constitucionales -que equivalen a 

nuestros conflictos constitucionales (a de atribuciones o a tas streiligkeiten 

germánicas-, introducidas par la reforma constitucional de 1994". 187 

"En esta inteligencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

convertido en un verdadero Tribunal Constitucional al ser el único intérprete 

de nuestro orden jurldico supremo, pues el única órgano (ya sea de 

187 BRAGE CAMAZAN01 Joaquln. •sobre la naturaleza .. : Op. Cit., p. 8. 
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carácter jurisdiccional o pol/tico) que está facultado para conocer y resolver 

las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad que 

señala el mencionado arl. 105, interpretando la constitucionalidad de leyes 

y tratados internacionales y anulando aquellos preceptos jurldicos 

secundarios que violenten la norma fundamental".'ªª 

En efecto, a través de la creación de las acciones de inconstitucionalidad y 

del resurgimiento de las controversias constitucionales, se ha dotado a la Corte de 

dicho carácter, pues en el caso de que se reúnan los requisitos que la Constitución 

y la Ley Reglamentaria señalen, se hará el pronunciamiento de declaración de 

invalidez de la norma, la cual goza de efectos generales, anulatorios e 

irretroactivos, salvo en materia penal, lo cual resulta una gran innovación en 

materia de control constitucional, pues en esta materia imperaba la llamada 

"fórmula Otero", misma que aún permanece intacta dentro del juicio de amparo, 

sin embargo dicha declaratoria de inconstitucionalidad sitúa a la Corte a la par de 

los tribunales constitucionales, tanto europeos como latinoamericanos. 

Además, en estas materias, la Corte tiene la facultad, igual que la mayorla 

de los tribunales constitucionales, de declarar la inconstitucionalidad de las leyes 

conexas, hayan sido invocadas o no dentro de la demanda, lo que corrobora su 

función principal, garantizar que todo acto emanado de una autoridad se realice 

atendiendo los principios constitucionales, es decir, prevé la defensa de la Carta 

Magna. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional en 

sentido material, es además un árbitro y busca el equilibro de los poderes, pues 

interpreta a la Ley Fundamental y establece las atribuciones y obligaciones 

consagrados por ésta a los demás entes de poder público, nuevamente con el 

afán de que éstos actúen dentro de los limites establecidos por ella. 

188 REYES REYES, Pablo Enrique. Op. Cit., p. 73. 
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Desde el momento en que la Suprema Corte de Justicia cuenta con nuevas 

atribuciones para revisar la regularidad de las normas establecidas por los 

poderes u órganos públicos, la actuación de esos poderes u órganos se somete 

de un modo preciso al derecho y, particularmente, a nuestra Constitución Polltica y 

enfoca a la Corle cada vez hacia un tribunal constitucional. 

Estas nuevas atribuciones Implican que la Suprema Corle de Justicia pueda 

llegar a determinar las competencias que correspondan a los tres niveles de 

gobierno que caracterizan a nuestro sistema federal, en tanto existe la posibilidad 

de que aquellos poderes u órganos que estimen que una de sus atribuciones fue 

indebidamente invalidada o restringida por la actuación de otros, puedan plantear 

la respectiva controversia ante la Suprema Corte a fin de que la misma determine 

a cual de ellos debe corresponder. 

Sin embargo. debido a las otras atribuciones que nada tienen que ver con el 

control constitucional, sino que se refieren a cuestiones propias de un tribunal 

supremo federal, existen sectores dentro del ámbito jurldico que niegan su 

evolución hacia un tribunal constitucional, aunado al hecho de su necesaria 

separación del Poder Judicial de la Federación. 

Ante esta problemática, es menester señalar que la segregación o no del 

aparato judicial, no constituye un punto medular para considerar la pronta 

transformación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en tribunal 

constitucional, pues el rasgo que la justifica, en el entendido de que el modelo 

rigorista de control constitucional keiseniano, creado en 1920 ha mutado a lo largo 

de más de ochenta años y se ha adaptado a las exigencias constitucionales de 

cada pals, por lo que los requisitos para calificar a una institución como tribunal 

constitucional o no, deben ser en el mismo sentido, es decir, menos rigoristas y 

cada vez más especializados en el estudio de si éste cumple con las funciones 

primordiales conferidas a un tribunal constitucional. 
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"De lodo /o anterior, se desprende que la verdadera clave para considerar a 

un tribunal como auténtica tribunal constitucional, o no, na está, na puede 

estar, en su integración formal en el Poder Judicial, o en su regulación 

constitucional junta a éste, sino más bien en su carácter de órgano 

constitucional ad hoc y especializada en el conocimiento de /os asuntas 

jurldica constitucionales. Y desde esta perspectiva, las competencias que 

tiene atribuidas la Suprema Corte, as/ como su plena autanamla 

administrativa (inclusa frente al Conseja de la Magistratura) reglamentarias 

y presupuestaria y su total independencia frente a /os poderes que debe 

controlar -a toda /o cual nas hemos referida ya en su momento anteriar

san razones que abogan par su consideración como órgano constitucional 

diferenciada de las órganos judiciales ardinarias". " 9 

Se reafirma esta postura, ya que además de las reformas constitucionales 

que han determinado una nueva estructura orgánica y funcional de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, se le facultó para expedir acuerdos generales, por 

ende, a través de ellos, el Máximo Tribunal del Pals, ha remitido diversos asuntos 

que no son de lndole constitucional a los Tribunales Colegiados de Circuito, lo que 

nuevamente reafirma que la Corte se perfila cada vez más hacia un tribunal 

constitucional. 

4. La Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal Supremo Federal. 

Se ha constatado que las reformas constitucionales han desgajado atribuciones de 

legalidad a la Corte para enfocarla en mayor medida al control constitucional, sin 

embargo ello nos pone sobre aviso acerca de la existencia de competencias que 

no son propias de un órgano cuyo cometido principal es controlar la 

constitucionalidad de las normas y de los actos de autoridad. 

189 BRAGE CAMAZANO, Joaquln. La Acción ... Op. Cit., p. 38. 
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Asl como no pueden negarse las nuevas atribuciones de fa Suprema Corte 

que la inclinan hacia un tribunal constitucional, debe de tomarse en cuenta que 

ésta realiza una función dual: como órgano especializado en el control 

constitucional y aún como tribunal supremo federal, entendiendo a éste como fa 

jurisdicción más elevada del orden judicial mexicano, que aprecia la legalidad y 

asegura la aplicación armoniosa de la ley. 

De ahl que podemos encontrar diversas competencias que nada tienen que 

ver con aquéllas de los tribunales constitucionales, mismas que son el resultado 

de su anterior función de tribunal de casación encargado del conocimiento del 

control del legalidad. 

Haciendo un repaso de sus atribuciones y de su actual funcionamiento, se 

observa que, aunque en menor medida, todavla nuestra Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, es un órgano que realiza aún funciones propias de un 

tribunal de casación, es decir, cuestiones de mera legalidad que coartan el 

cometido constitucional del Máximo Tribunal del pals, las cuales no justifican el 

'nuevo perfil de éste como tribunal constitucional, en el cual debe centrarse a la 

interpretación constitucional y a la resolución de los asuntos meramente 

constitucionales. 

Si bien es cierto que a partir de los acuerdos generales emitidos en et seno 

del Tribunal Pleno de la Corte, en gran medida dichas atribuciones se han remitido 

a los Tribunales Colegiados de Circuito, algunas continúan vigentes en virtud de 

ese carácter dual del cual fue dotado, a saber: 

a) Las resoluciones de los conflictos competenciales de los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

b) Las resoluciones de tesis contradictorias sustentadas por las Salas de la 

Corte y los Tribunales Colegiados de Circuito, ya sea en Pleno o en Salas. 
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c) Los recursos de apelación Interpuestos en contra de fas sentencias de los 

jueces de distrito cuando se haga uso de la facultad de atracción, por la 

importancia y trascendencia del caso. 

d) Los recursos de revisión de sentencias de amparo, ya sea indirecto o 

directo, en uso de la facultad de la facultad de atracción, en virtud de su 

importancia y trascendencia. 

e) Las controversias que se presentan en virtud de fa aplicación de los 

convenios de colaboración en materia penal entre los Estados, el Distrito 

Federal y el Gobierno Federal. 

f) Las inconformidades en contra de los acuerdos de los tribunales colegiados 

que tienen por cumplida la sentencia o declaran infundado la denuncia de 

repetición del acto reclamado. 

g) Los recursos de queja, cuando la Corte hubiere conocido del juicio de 

amparo que da lugar a la presentación de dicho medio de Impugnación. 

Consecuentemente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación al contar 

con estas atribuciones que poca relación y trascendencia tienen con el control 

constitucional, le impiden justificar su postura como órgano constitucional 

especializado en sentido formal. 

De ahl que estas competencias residuales de mera legalidad, imposibilitan 

considerar que la Corte ya se ha convertido en un tribunal constitucional, sin negar 

que ésta ha evolucionado hacia dicho concepto, sin embargo, considero que aún 

hacen falta ciertos mecanismos para consolidar dicha noción. 

Al respecto, Joaquln Braga Camazano, señala: 
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"De esta manera, se conserva una Suprema Corte que ya no tiene más que 

'residuos' de su naturaleza de tribunal de legalidad o de casación y a la que, 

materialmente y de hecho, se convierte en un tribunal constitucional. La 

Suprema Corte, en efecto, se halla más cerca de ser, material y 

funcionalmente, un tribunal constitucional, aunque no sin ciertas limitaciones 

que un verdadero tribunal supremo como órgano casaclonal". 190 

5. Problemática y Perspectivas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

No pasa desapercibido que los cambios experimentados por la Suprema Corte de 

México, le han aportado una competencia inherente de tribunal constitucional, 

aunque aún goza de cierto grado de control de legalidad. 

En virtud de la todavla reciente reestructura y distribución de competencias, 

se advierten algunas cuestiones disfunclonales, esto es, hasta la fecha el número 

de procesos netamente constitucionales (amparo contra leyes, controversias 

constitucionales y acciones de inconstitucionalidad) es visiblemente inferior a 

aquéllos que se refieren a cuestiones relativas a trámite, cumplimiento de 

sentencias e incluso control de legalidad que aún arrastra la Corte (incidentes de 

inejecución, inconformidades, recursos de reclamación, contradicciones de tesis, 

etcétera). Al respecto, el Dr. Eduardo Ferrer Mac-Gregor, señala: 

"El problema que estimamos se presenta consiste en que la mayor/a de los 

asuntos que actualmente ingresan y resuelve la Corte no entrañan 

propiamente cuestiones de constitucionalidad. Basta ver las estadlsticas de 

los últimos seis años (1995-2000) para darse cuenta que es 

considerablemente menor los asuntos en donde existe planteamiento de 

constitucionalidad, en comparación con la cifra de aquéllos cuya decisión no 

'"' BRAGE CAMAZANO, Joaquln. "Sobre la naturaleza •• ." Op. Cit .. p. 32. 
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implica la aplicación o interpretación directa a la normativa 

constitucional''. 191 

Este carácter dual de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que 

se concentra al Tribunal Constitucional y al Tribunal Supremo Federal o Tribunal 

de Casación, provoca rezagos en la resolución de los asuntos y una oscura 

diferenciación respecto del control de legalidad y el control constitucional. Es por 

ello que se estima que las reformas judiciales de 1988, 1994, 1996 y 1999 no han 

culminado, ya que existen aspectos estructurales y competenciales que deben ser 

resueltos, a fin de evitar la dilación de la justicia. 

La declaratoria de invalidez de una norma de carácter general en acciones 

de inconstitucionalidad y controversias constitucionales, con efectos erga omnes, 

pro futuro, rasgo caracterlstico de las resoluciones emitidas por los Tribunales 

Constitucionales que nuestra Corte asume a partir de las recientes reformas 

constitucionales, presenta varias cuestiones que provoca interrogantes. 

De acuerdo con el articulo 105 constitucional, las controversias 

constitucionales son la facultad exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación para conocer de conflictos surgidos entre los diversos niveles de gobierno 

y que en general atañen el orden federal, ya contra actos concretos de autoridad, 

ya contra disposiciones generales provenientes de otro órgano. En este tipo de 

procedimientos puede efectuarse una declaración de invalidez de la norma con 

efectos erga omnes, lo cual por disposición expresa del articulo 42 de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Articulo 105 Constitucional, sólo puede 

~ en determinados casos, a saber, cuando se plantee tal declaración sobre 

disposiciones generales en los conflictos que se susciten entre la Federación 

contra los Estados y Municipios; el Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; 

aquél y cualquiera de las Cámaras, o en su caso, la Comisión Permanente, sean 

como órganos federales o del Distrito Federal; dos poderes de un mismo Estado, 

191 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, "Los Tribunales Constitucionales ... '. Op. Cit., p. 85. 
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sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; y dos órganos 

de gobierno del Distrito Federal. 

En el caso de la acciones de inconstitucionalidad, la declaratoria de 

invalidez de la norma precisa como único requisito el voto de ocho Ministros de la 

Corte y siendo que siempre se plantea en contra de normas generales, no existen 

efectos particulares en esta clase de procedimientos. 

Sin embargo, en ambos medios de control constitucional, la Carta Magna y 

la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Articulo 105 Constitucional, 

exigen una votación mlnima de ocho Ministros, y en caso contrario, se desestiman 

y se ordena su archivo, cuestión que parece poco adecuada y alejada de los fines 

que persiguen los Tribunales Constitucionales, cuyo principal cometido es 

pronunciarse sobre la constitucionalidad de normas carácter general y asegurar la 

exacta aplicación de los postulados de la Constitución. 

Otra interrogante que surge es ¿hacia dónde se dirige la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación? cuestión que se ha analizado a. través de la historia del 

máximo tribunal del pals, de sus reformas, de la experiencia constitucional 

mexicana y de la influencia extranjera en dicha materia. De este examen, se ha 

arribado a la conclusión de que la Suprema Corte de México, aunque 

materialmente se perfila como un órgano especializado en el control de la 

constitucionalidad, formalmente aún reviste matices de Supremo Tribunal Federal, 

que conoce de cuestiones de mera legalidad. 

Sobre aspectos netamente constitucionales, encontramos las facultades 

exclusivas de la Corte, al dirimir acciones de lnconstitucionalidad, controversias 

constitucionales y amparos contra leyes. En contraste, se ubican las 

contradicciones de tesis, facultad de atracción, recursos de reclamación, conflictos 

administrativos entre los miembros del Poder Judicial de la Federación, conflictos 

competenclales, incidentes de lnejecuclón de sentencia, Inconformidades, 
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etcétera. Sin embargo, la supresión de las figuras de legalidad en la competencia 

del Máximo Tribunal del Pals, puede provocar incertidumbre, pues la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación se verla excluida en aspectos particulares del orden 

nacional de los cuales aún tiene conocimiento en virtud de su carácter de Tribunal 

de Casación. 

Si se atiende a un concepto puro de Tribunal Constitucional, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación no encajarla en él, pero teniendo en cuenta que la 

experiencia constitucional y necesidades de un pals es la que marca el sentido de 

sus reformas, se justifica que la Suprema Corte de Justicia de la Nación era la 

institución ideal para ejercer el control concentrado de la constitucionalidad en 

México, en virtud de su importancia en la materia constitucional y en las 

decisiones jurldicas del pal s. 

Analizando las figuras de los Tribunales Constitucionales a lo largo Europa 

y América Latina, se obtienen rasgos caracterlsticos de los órganos 

especializados en materia constitucional, pero no un modelo puro a seguir, pues el 

contexto histórico, social, polllico y jurldico de cada uno determinan un esquema 

en particular, es por ello que se considera dificil de admitir en México, la creación 

un tribunal constitucional desencajado del Poder Judicial de la Federación, o bien 

la existencia de un Tribunal Supremo Federal separado de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, aunado al hecho de las posibles contradicciones y roces que 

se pudiesen presentar entre estas instituciones. 

No pasa desapercibida la evolución de la Suprema Corte de México hacia 

un tribunal constitucional, pues en vez de elegirse la creación de un tribunal 

constitucional a la par de esta institución, paulatinamente se fue transformando 

hacia un órgano ad hoc de control constitucional, en gran medida por status como 

órgano constitucional de mayor jerarqula y por la negativa de diversos sectores 

jurldicos y sociales para crear un organismo nuevo que rompiera con el tlpico 

esquema de la división de poderes. 
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En consecuencia, debe aprovecharse la experiencia e importancia histórica, 

social y jurldlca que ha arrojado la Suprema Corte de Justicia de la Nación a lo 

largo de más de ciento cincuenta años, como órgano de mayor jerarqula dentro 

Poder Judicial de la Federación, reforzándola y depurando su competencia en la 

misma linea que han trazados las últimas reformas constitucionales, para que 

efectivamente ésta realice impecablemente las funciones propias de tribunal 

constitucional, enfocado al control e interpretación de la Ley Fundamental. 
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CONCLUSIONES 

Primera. Las primeras instituciones que surgen como antecedente directo de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de dirimir controversias civiles y 

penales en el territorio de la Nueva España, eran las Audiencias y el Real Consejo 

de Indias, posteriormente con la Constitución de Cádiz, se establece el Supremo 

Tribunal de Justicia, institución que se reitera en el Decreto Constitucional para la 

Libertad de la América Mexicana de 1814, documento que a pesar de no haber 

tenido vigencia jurldica, plasmó el primer intento para establecer un órgano al cual 

se le encomendarlan las cuestiones jurisdiccionales a nivel nacional. Proclamada 

la Independencia, en 1823 se erige el Supremo Tribunal de Justicia concluyendo 

asi el periodo de las Audiencias 

Segunda. A partir del Acta Constitutiva de la Federación y Constitución Federal de 

los Estados Unidos Mexicanos de 1824, se establece como cabeza del Poder 

Judicial a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por Decreto de 27 de 

agosto del mimo año, se asientan las bases de ésta como Máximo Tribunal de la 

Nación. 

Tercera. Durante las Sietes Leyes Constitucionales de 1936, se corrobora a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación como la cúspide del Poder Judicial 

Federal, sin embargo, un cuarto poder llamado Supremo Poder Conservador, 

acotó en gran medida sus facultades. En 1843, se suprime este último órgano y 

reiteró la existencia de la Corte. 

Cuarta. El Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, adoptó la división de 

poderes, la figura del amparo y depositó el correcto ejercicio de la función judicial 

a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y tribunales especiales. 
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Quinta. Durante el último periodo de Antonio López de Santa Anna como 

Presidente de la República, la Corte adoptó la denominación de Tribunal Supremo 

de Justicia, se cambió radicalmente la forma de elección, número y requisitos de 

sus integrantes y se modificó su naturaleza para convertirlo en gran parte en un 

tribunal de casación. 

Sexta. La Ley Juárez, nuevamente alteró su composición e integración de dos a 

tres salas, estableciéndose la facultad de la Corte de erigirse en Corte Marcial 

para conocer de causas criminales y se le despojó de las competencias para 

conocer de los asuntos cuya jurisdicción correspondla al Tribunal Superior del 

Distrito Federal. 

Séptima. A partir de la Constitución Polltica de la República Mexicana de 1857, se 

estableció que la Corte era el intérprete legitimo y final de la Constitución, cuyas 

facultades consistlan en asegurar el ejercicio y observancia de la Carta Magna, se 

le encomendaron Importantes funciones estableciendo claramente su no 

intervención en los ámbitos eclesiásticos y pollticos, pues debla conocer 

exclusivamente de aspectos jurisdiccionales. Sin embargo.a pesar de ese afán de 

no politización de la Corte, se prevala la facultad de su Presidente de sustituir al 

de la República en caso de ausencia. En 1865 Maximlllano de Hasburgo, 

estableció el Tribunal Supremo cuyas funciones tuvieron gran similitud con el 

Tribunal de Casación Francés, mismas que influyeron en la larga tradición de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Octava. La facultad del Presidente de la Corte de sustituir al Presidente de la 

República en caso de ausencia, se suprimió durante el Porfiriato y, la composición 

e integración de la Corte, nuevamente sufrió varias modificaciones: el número de 

ministros aumentó de once a quince, divididos en tres salas, situación que 

permanece hasta 1914, cuando se disuelve la Corte, previéndose la existencia de 

un Tribunal Militar y dos años después, se establece la existencia del Poder 
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Judicial de la Federación sin ésta, cuyas funciones las realizó la institución 

llamada Primera Jefatura. 

Novena. La Constitución Polltica de los Estados Unidos rv-texicanos de 1917, 

único texto constitucional que ha Imperado en México desde el siglo XX, sufrió 

radicales modificaciones en materia del Poder Judicial de la Federación, en 

particular respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A partir de ese 

año se modificó substancialmente el sistema y ratificó a la Corte en la cúspide del 

Poder Judicial de la Federación, Integrada por once ministros, designados por el 

Congreso, inamovibles, con un sinnúmero de facultades jurisdiccionales, 

administrativas y de vigilancia, sesionando únicamente en Pleno hasta 1928, ya 

que por reforma de ese año aumentó el número de ministros de once a dieciséis y 

se estableció la existencia de tres salas especializadas (civil, penal y 

administrativa). 

Décima. Por reformas de 1934 y 1951, a efecto evitar rezagos, se crearon la 

Cuarta y Quinta Salas, laboral y auxiliar, respectivamente. Lo que trajo aparejado 

el incrementó en el número de ministros de dieciséis a veintiséis, aunado al hecho 

de que esa última reforma estableció la creación de los Tribunales Colegiados de 

Circuito, asl como los parámetros necesarios para descargar en éstos asuntos de 

competencia originaria de la Corte, con el fin de disminuir el número de asuntos de 

su conocimiento. 

Décima primera. Las reformas a la Constitución de 1 ga8, 1994, 1996 y 1999, 

provocaron cambios en la estructura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

a efecto de despojarla de la gran cantidad de asuntos que se somellan a su 

conocimiento, cambios estos que a la vez transformaban su competencia y 

naturaleza, pues con la finalidad de que conociera en mayor medida del control 

constitucional y se dedicara a Interpretar a la Carta Magna, se trazaba un nuevo 

camino de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: la competencia 

consti\ucional. 
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Décima segunda. A partir de las reformas de 1988, la Corte se convierte en un 

tribunal especializado en el control constitucional, teniendo presente la facultad de 

atracción que le permite conocer de aspectos de legalidad, siempre y cuando, a 

juicio de ésta, revistan importancia y trascendencia. 

Décima tercera. Con la entrada en vigor de la reforma de 1994, el ordenamiento 

jurldico mexicano presentó grandes innovaciones desde dos puntos de vista: el 

orgánico, pues se retomó el número original de sus miembros, se modificó la 

forma de elección, la duración en el cargo y, se despojó a la Corte de las 

facultades administrativas, de vigilancia y disciplina del Poder Judicial Federal, 

encomendándolas al Consejo de la Judicatura Federal. Desde el punto de vista 

competencial, se creó la acción de inconslitucionalidad, se amplió y reguló la 

controversia constitucional; procesos de su competencia exclusiva y, previa 

actualización de ciertos supuestos, se estableció la declaración de invalidez. 

Décima cuarta. La reforma de 1996, pretendió la consecución de un sistema 

integral en materia de control constitucional y reforzar las anterior~s reformas, 

suprimiendo la improcedencia de la acción constitucional en materia electoral y 

enmarcando dentro del Poder Judicial Federal al tribunal especializado en dicha 

materia, estableciendo su competencia para conocer el juicio de revisión 

constitucional electoral y el juicio para la protección de los derechos politice 

electorales del ciudadano. 

Décima quinta. Por reforma de 1999, expllcitamente se imprime a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación el carácter de tribunal constitucional, estableciendo 

las fórmulas para lograrlo, entre ellas, la facultad de expedir acuerdos generales, a 

fin de remitir los asuntos que no se sitúen en hipótesis especificas (que no revistan 

importancia y trascendencia o que el Pleno estime Innecesaria su intervención), a 

los Tribunales Colegiados de Circuito. 
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Décima sexta. El concepto de tribunal constitucional, debe ser entendido a la luz 

de los dos grandes sistemas de control constitucional: el difuso o americano y el 

concentrado o europeo. El primero de ellos consisten en el reconocimiento, por 

vla incidental, de los juzgadores, sea cual sea su rango, de no aplicar las leyes 

secundarias que consideren contrarias a la Constitución, cuyos efectos serán 

únicamente entre las partes y para el caso concreto, mientras que el 

segundo -creado a partir de las ideas de Kelsen- confla el control constitucional a 

un sólo órgano llamado tribunal constitucional, el cual se encarga de resolver las 

controversias que se presentan entre leyes secundarias y la Carta Magna, en el 

entendido de que los demás tribunales carecen de facultad para lnaplicartas y que 

las sentencias dictadas por este órgano ad hoc, anulan la ley inconstitucional, por 

lo tanto su efecto es general, no retroactivo y pro futuro. En ambos casos, el fin 

principal es garantizar la supremacla de la Constitución y las funciones del Estado 

que la misma establece. 

Décima séptima. Los dos sistemas de control constitucional no son incompatibles 

en la práctica, lo que da lugar a la existencia de sistemas de control mixto, que 

acogen las caracterlsticas de ambos, en atención a las necesidades y experiencia 

constitucional de los diversos paises. 

Décima octava. Es posible advertir tres etal'as de evolución de los tribunales 

constitucionales: a) nacimiento, a partir de 1920 con las Constituciones de 

Checoslovaquia y Austria y posteriormente en España, Italia y Alemania; b) 

desarrollo, que reafirma el concepto y lo consolida en Europa, después de la 

Segunda Guerra Mundial y; 3) expansión y difusión de la noción en América y 

Europa del Este. Por lo que su historia es relativamente corta pero por demás 

fructlfera. 

Décima novena. América Latina, que en principio adoptó el sistema difuso, en las 

últimas décadas del siglo XX, se ha dejado influenciar por el modelo europeo que 
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previene la existencia de un tribunal constitucional, noción que, al ser aceptada 

por los modelos difusos ha mutado y adquirido diferentes enfoques. 

Vigésima. El enfoque formal de tribunal constitucional se entiende como aquél 

tribunal ad hoc, separado del Poder Judicial e Independiente de cualquier otro 

poder, que concentra la facultad de conocer y resolver los conflictos 

constitucionales, cuya resolución anulará la norma de observancia general con 

efectos hacia el futuro y frente a terceros, sin que proceda recurso alguno para 

combatir su decisión. 

Vigésima primera. El enfoque material de tribunal constitucional se presenta 

como resuliado de la implantación del sistema europeo en paises de tradición 

americana, por lo que en la realidad se advierten organismos que realizan las 

misma funciones de un tribunal constitucional dentro del Poder Judicial o como 

Salas pertenecientes al mismo. Por lo tanto es un órgano especializado, 

independiente de su ubicación en el Poder Judicial, con la facultad expresa en la 

Constitución, para conocer de las cuestiones constitucionales, a fin de proteger y 

garantizar la observancia y funcionamiento de la Ley Fundamental, asegurar el 

respeto de los poderes públicos y garantlas individuales, fungir como intérprete 

supremo de la Carta Magna, cuyas resoluciones podrán tener efectos generales y 

a futuro. Entonces, lo principal es no atender a la ubicación dentro o fuera del 

Poder Judicial, sino a las funciones que materialmente realiza, como guardián 

último de la Constitución. 

Vigésima segunda. Por la fusión, adaptación y caracterlsticas de los tribunales 

constitucionales, resulta dificil su conceptualización, pues esta figura se ha 

adecuado a la realidad jurldica en que se presenta, pudiendo ser un órgano 

creado especlficamente para dicho efecto o dotando a la Suprema Corte o Sala de 

ésta de tal carácter. 
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Vigésima tercera. Del análisis de las tendencias actuales de los tribunales 

constitucionales en Europa Central y América Latina, se han advertido ciertas 

funciones y caracterlsticas comunes: el número de miembros es reducido, 

oscilando de dieciséis a cinco integrantes, cuyo cargo dura entre los quince y 

cinco años; sus miembros son designados por los demás poderes públicos, en 

algunos casos, en conjunto con los cuerpos de docentes y expertos en derecho; 

generalmente se requiere ser especialista en la ciencia del derecho con una 

determinada duración en experiencia profesional (salvo del caso del Consejo 

Constitucional Francés); cuenta con independencia para la toma de sus 

decisiones; los entes que están facultados para ocurrir ante el tribunal son los 

órganos legislativos ya sea federales, estatales, municipales o provinciales, el 

Gobierno federal o estatal, los jueces que conocen de un determinado asunto o 

cualquier persona que estime violados en su perjuicio sus derechos 

constitucionales: se encarga de lo contenciosos constitucional; es intérprete 

supremo de la Constitución; acota el actuar de las autoridades y sus resoluciones 

tiene efectos generales, por ende, invalidando las leyes declaradas 

Inconstitucionales. 

Vigésima cuarta. En el caso de la Suprema Corte de Justicia de México, las 

reformas constitucionales de 1988, 1994, 1996 y 1999, tuvieron como finalidad 

acotar y enmarcar las competencias de ésta, a fin de fortalecerla y encaminarla 

hacia un tribunal constitucional que destine sus esfuerzos a la resolución de los 

asuntos constitucionales, de mayor importancia y trascendencia a nivel nacional. 

Vigésima quinta. La evolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se 

patentiza al analizar su integración y competencias desde su nacimiento hasta la 

actualidad, rasgos que no tienen punto de comparación, ya que esta institución 

que nació como tribunal supremo cuya competencia abarcaba el control de 

legalidad paralelo al constitucional, ahora se vislumbra como un tribunal 

especializado, pues poco a poco ha ido concentrando el conocimiento y resolución 

de los conflictos constitucionales, a efecto regular la debida observancia de la 
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Carta Magna, el correcto actuar de las autoridades y la cabal resolución de los 

conflictos suscitados entre los diversos niveles de gobierno. 

Vigésima sexta. El sistema de control constitucional mexicano, actualmente es un 

sistema mixto, ya que tiene atribuciones exclusivas para conocer de procesos 

constitucionales llamados, controversias constitucionales y acciones de 

inconstitucionalidad, cuyas resoluciones podrán producir la nulidad de las leyes 

declaradas inconstitucionales, con efectos erga omnes y, paralelo a ellos, los 

tribunales de la Federación tienen facultad para juzgar, en determinados, 

supuestos, la constitucionalidad de leyes y actos de autoridad, por ende, podrán 

declarar su inapllcabilidad, únicamente para el caso concreto. En ambos casos, se 

garantiza el exacto cumplimiento de la Carta Magna. 

Vigésima séptima. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha respondido a 

las exigencias suscitadas a partir de las reformas constitucionales, pues ha 

recogido los principios de la sociedad, a partir de una estrecha vinculación con 

ésta; desentraña el sentido de los preceptos constitucionales, desde una 

perspectiva moderna y actual, a la vez desvinculada de cualquier influencia 

polltica, a pesar de que sus pronunciamientos traen aparejados consecuencias de 

tal lndole. 

Vigésima octava. A través del resurgimiento de las controversias 

constitucionales y la creación de las acciones de inconstituclonalidad, la Suprema 

Corte ha adquirido, materialmente, el carácter de tribunal constitucional, a quien 

corresponde en exclusiva su resolución, cuya finalidad consiste en la defensa de 

la Constitución, la búsqueda del equilibrio de los poderes del Estado y la revisión 

de la constitucionalidad de las normas establecidas por dichos poderes, pues su 

actuar debe someterse al derecho y a la Constitución. 

Vigésima novena. La integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

dentro del Poder Judicial, especlficamente como cabeza y vértice del aparato 

225 



judicial, no constituye un argumento en contra para no considerar su evolución 

hacia un tribunal constitucional, pues el modelo kelseniano ha mutado en atención 

a la experiencia constitucional de los paises que lo adoptaron, provocando que el 

punto clave para determinar si un tribunal es o no constitucional, lo constituye el 

carácter de órgano especializado en lo contencioso constitucional y no su 

segregación del Poder Judicial. 

Trigésima. Además de las atribuciones de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que la perfilan como tribunal constitucional, debe resaltarse que en menor 

medida tiene competencia en asuntos de mera legalidad, resultado de sus 

anteriores funciones como tribunal de casación, es decir, aún goza de ser la 

jurisdicción más elevada del ordenamiento judicial en México que analiza la 

legalidad de las normas y actos, asegurando su debida aplicación. De lo que se 

desprende el carácter dual de nuestro Máximo Tribunal: como tribunal 

especializado en el control constitucional y como tribunal supremo federal. Por lo 

que por medio de los acuerdos generales del Tribunal Pleno, gran parte de estas 

atribuciones residuales que no tienen relación o trascendencia con el control 

constitucional, se han remitido en gran· parte a los Tribunales Colegiados de 

Circuito. 

Trigésima primera. El carácter dual de la Suprema Corte de Justicia Mexicana, 

provoca cuestiones dlsfuncionales, tomando en cuenta la nueva estructura, 

división de competencias, admisión y remisión de los asuntos, pues aún es mayor 

el número de aquéllos que aún revisten legalidad que los que entrañan temas 

constitucionales. 

Trigésima segunda. Las figuras del tribunal constitucional y supremo tribunal 

federal, se fusionan en una sola: la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo 

cual provoca confusiones e impide la clara diferenciación del control constitucional 

del de legalidad, cuestiones estas que deben ser dilucidadas para evitar rezagos. 
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Trigésima tercera. En el caso de México, se optó que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación era la institución ideal para realizar el control constitucional, 

aprovechando su larga tradición como órgano constitucional de mayor jerarqula, 

es por ello que deben aprovecharse dichas cualidades, para reforzarla y depurar 

sus competencias a fin de que ésta, se consolide en un tribunal constitucional: 

garante y defensor de la Constitución. 
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ACUERDO GENERAL NÚMERO 5/2001, DE VEINTIUNO DE JUNIO 

DE DOS MIL UNO, DEL TRIBUNAL PLENO DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, RELATIVO A LA 

DETERMINACIÓN DE LOS ASUNTOS QUE CONSERVARÁ PARA 

SU RESOLUCIÓN Y EL ENVÍO DE LOS DE SU COMPETENCIA 

ORIGINARIA A LAS SALAS Y A LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 

DE CIRCUITO. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Que por decreto de treinta de diciembre de mil novecientos 

noventa y cuatro, publicado en el Diario Oficial de la Federación de treinta y 

uno de diciembre del mismo año, se introdujeron diversas reformas 

constitucionales tendentes a consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación como tribunal constitucional creándose, incluso, las acciones de 

inconstitueionalidad y regulándose con mayor precisión las controversias 

constitucionales; 

SEGUNDO. Que por acuerdo de veintiséis de junio de mil novecientos 

noventa y seis, publicado en el Diario Oficial de la Federación de tres de julio 

del referido año, se introdujeron reformas en materia polltica, ampliándose las 

acciones de inconstitucionalidad a las leyes electorales, con la peculiaridad de 

que, por su especial naturaleza, deben resolverse dentro de plazos fatales; 

TERCERO. Que por decreto de nueve de junio de mil novecientos noventa y 

nueve, publicado en el Diario Oficial de la Federación de once de junio del 

mismo año, se reformó, entre otros, el articulo 94 de la Constitución, en cuyo 

párrafo séptimo se otorgó al Pleno de la Suprema Corte de Justicia la facultad 

para expedir acuerdos generales a fin de lograr una adecuada distribución entre 

las Salas de los asuntos que competa conocer a la Corte, asl como para remitir 

a los Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho, 



aquellos en los que hubiere establecido jurispmdcncia o los que, confom1e a 

los referidos acuerdos, la propia Corte determine para una mejor impartición de 

justicia; 

CUARTO. Que en la exposición de motivos del proyecto de decreto aludido 

en el considerando anterior se reafirmó el propósito de las reformas 

constitucionales mencionadas en el considerando primero de este acuerdo, de 

que la Suprema Corte tuviera, con mayor plenitud, el carácter de tribunal 

constitucional. En efecto, en diversas partes de ese documento se manifestó 

que, con el objeto de fortalecer a la Suprema Corte en su carácter de tribunal 

constitucional, se sometía a la consideración del Poder Rcfomiador de la 

Constitución la modificación del párrafo sexto del articulo 94 (que pasó a ser 

séptimo) a fin de ampliar la facultad con que contaba el Pleno para expedir 

acuerdos generales y, con base en ello, aunque la Suprema Corte continuaría, 

en principio, conociendo de todos los recursos de revisión que se promovieran 

en contra de sentencias de los Jueces de Distrito en que se hubiera analizado la 

constitucionalidad de normas generales, la propia Corte podría dejar de 

conocer de los casos en los que no fuera necesaria la fijación de criterios 

trascendentes al orden jurídico nacional; y que era imprescindible permitirle -

como sucede en otras naciones- concentrar todos sus esfuerzos en el 

conocimiento y resolución de los asuntos de mayor importancia y 

trascendencia; 

QUINTO. Que en el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales, de Justicia y de Estudios Legislativos de la honorable 

Cámara de Senadores, en el que se propuso la aprobación de la iniciativa a que 

se ha hecho referencia, se recalcaron las anteriores motivaciones, expresándose 

sobre el particular que la iniciativa se encauzaba en el espíritu de la reforma de 

mil novecientos noventa y cuatro y, en consecuencia, nuevamente buscaba dar 

a la justicia en México la fortaleza y eficiencia que el país reclama; que entre 

las reformas que se proponía aprobar destacaba la de otorgar a la Suprema 
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Cone la facultad de expedir acuerdos generales a fin de que algunos de los 

asuntos que son de su competencia pudieran ser resueltos por los Tribunales 

Colegiados de Circuito; que la propuesta se basaba en la consideración de que 

era necesario pem1itir!e dedicar sus energías a resoluciones que contribuyeran 

de modo significativo a mejorar nuestros sistemas de impartición de justicia, y 

que la impresionante cantidad de resoluciones que debía de tomar impcdla que 

éstas fueran oportunas; sobre todo aquellas cuya imponancia y trascendencia 

ameritaran la intervención del Máximo Órgano Jurisdiccional del país; 

SEXTO. Que el artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación señala las atribuciones de la Suprema Cone de Justicia, 

funcionando en Pleno; 

SÉPTIMO. Que el aniculo 11, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación faculta al Pleno de la Suprema Cone de Justicia de la 

Nación para determinar, mediante acuerdos generales, la competencia por 

materia de cada una de las Salas y el sistema de distribución de los asuntos que 

éstas deban conocer; 

OCTAVO. Que en términos de lo establecido en las fracciones V y VI del 

anlcu!o 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación puede, a través de acuerdos 

generales, remitir para su resolución los asuntos de su competencia a las Salas 

y a los Tribunales Colegiados de Circuito; 

NOVENO. Que conforme a lo dispuesto en el aniculo 37, fracción IX, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales Colegiados de 

Circuito son competentes para conocer de los asuntos que les encomienden los 

acuerdos generales emitidos por la Suprema Cone de Justicia funcionando en 

Pleno; 
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DÉCIMO. Que el Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo de mil novecientos 

noventa y siete aprobó el Acuerdo 1/1997, el nueve de marzo de dos mil emitió 

el Acuerdo Número 4/2000, el siete de septiembre siguiente expidió el Acuerdo 

Número 9/2000 y el diecinueve de febrero de dos mil uno emitió el Acuerdo 

Número 2/2001, en los que dctcnninó, en el primero, la competencia por 

materia de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en el 

mismo y en los restantes el envio de asuntos competencia originaria del Pleno a 

dichas Salas; 

DÉCIMO PRIMERO. Que con fechas veintidós de junio de mil novecientos 

noventa y nueve, diecisiete de enero de dos mil, siete de septiembre de dos mil 

y diecisiete de mayo de dos mil uno emitió los Acuerdos Generales Números 

6/1999, 1/2000, 10/2000 y 4/2001 en los que se dctenninó, respectivamente, el 

envío de asuntos a los Tribunales Colegiados de Circuito; la modificación del 

procedimiento para el envío de los asuntos; la competencia de dichos tribunales 

para conocer de los asuntos en que se impugne una ley local; y el envío a los 

Tribunales Colegiados de Circuito, para su resolución, de asuntos con proyecto 

en los que exista jurisprudencia; 

DÉCIMO SEGUNDO. Que la aplicación de los acuerdos citados en los 

considerandos noveno y décimo de este acuerdo ha permitido que la Suprema 

Corte de Justicia destine sus esfuerzos n la resolución de los asuntos de mayor 

importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional; 

DÉCIMO TERCERO. Que para agilizar el trámite de los incidentes de 

ínejecución, de las denuncias de repetición del acto reclamado, asi como de las 

inconfom1idades, y a fin de lograr el eficaz cumplimiento de las sentencias de 

amparo, es conveniente que se resuelvan por los Tribunales Colegiados de 

Circuito distribuidos en todo el territorio nacional, aprovechando su cercanla a 

los justiciables para los efectos de interrumpir la caducidad de la instancia y 

evitar los gastos que deben erogar para acudir a esta capital para atender dichos 

iv 



asuntos, conservando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la 

facultad prevista en la fracción XVI del articulo 107 constitucional; 

DÉCIMO CUARTO. Que resulta conl'eniente emitir lineamientos generales 

que comprendan lo previsto en los referidos Acuerdos Generales 1/1997, 

6/1999, 1/2000, 4/2000, 9/2000. 10/2000. 212001 y 4/2001, para evitar posibles 

confusiones en su interpretación y aplicación y, a su vez, unificar e integrar los 

criterios emitidos; 

DÉCIMO QUINTO. Que de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 14, 

fracción 11, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

corresponde al presidente de la Suprema Corte de Justicia tramitar los asuntos 

de la compctcnda del Tribunal Pleno y turnar los expedientes entre sus 

integrantes para que fomrnlen los respectil'os proyectos de resolución; y, en los 

ténninos del articulo 25, fracciones 1 y 11. de la misma ley, facultades amilogas 

corresponden a los presidentes de las Salas respecto de los asuntos de la 

competencia de éstas. 

En consecuencia. con fundamento en las disposiciones constitucionales y 

legales mencionadas, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

expide el siguiente 

ACUERDO: 

PRIMERO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionara además de 

en Pleno, en dos Salas especializadas. 

SEGUNDO. Ambas Salas ejercerán la competencia que les otorga el articulo 

21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la siguiente 

manera: 



La Primera Sala conocerá de las materias penal y civil; 

La Segunda Sala conocerá de las materias administrativa y del trabajo. 

TERCERO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia conservará 

para su resolución: 

l. Las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a 

que se refieren las fracciones 1 y 11 del articulo 105 de Ja Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como Jos recursos interpuestos en ellas, 

en los que sea necesaria su intervención; 

11. Los amparos en revisión en los que subsistiendo la materia de 

constitucionalidad de leyes federales o tratados internacionales, no exista 

precedente y, a su juicio, se requiera íljar un criterio de importancia y 

trascendencia para el orden jurídico nacional y, además, revistan interés 

excepcional, o por alguna otra causa; o bien, cuando encontrándose radicados 

en alguna de las Salas, lo solicite motivadamente un Ministro; 

111. Los recursos de reclamación interpuestos en contra de las providencias o 

acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, cuando se estime que procede revocarlos; 

IV. Las excusas o impedimentos de Jos Ministros en asuntos competencia del 

Pleno; 

V. La aplicación de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Polftica 

de los Estados Unidos Mexicanos; 

VI. Las contradicciones entre tesis sustentadas por las Salas o las que se 

susciten entre los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando se refieran a la 
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materia común; y las que se produzcan entre la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

en ténninos del párrafo quinto del artículo 99 constitucional; 

Vil. Los asuntos a que se refiere la fracción 111 del artfcufo 105 constitucional; 

Vlff. Las solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción, a juicio del 

Ministro ponente; 

IX. Los recursos de revisión administrativa a que se refiere el párrafo noveno 

del articulo 100 constitucional; 

X. Las controversias a que se refieren los artículos 1 O, fracciones IX y X, y 11, 

fracciones VII, IX, XVIII y XX de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; y 

XI. Cualquier otro asunto de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación cuyo conocimiento no corresponda a las Salas. 

CUARTO. Las Salas resolverán los asuntos de su competencia originaria y los 

de la competencia del Pleno que no se ubiquen en los supuestos se~alados en el 

punto precedente, siempre y cuando unos y otros no deban ser remitidos a los 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

QUINTO. De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, con las safvedades especificadas en los puntos tercero y 

cuarto de este acuerdo, corresponderá resolver a los Tribunales Colegiados de 

Circuito: 

f. Los recursos de revisión en contra de sentencias pronunciadas por los Jueces 

de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito, cuando: 
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A) No obstante haberse impugnado una ley federal o un tratado internacional, 

por estimarlos directamente violatorios de un precepto de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, o se hubiere planteado la 

interpretación directa de uno de ellos, en la sentencia recurrida no se hubiere 

abordado el estudio de esas cuestiones por haberse sobreseído en el juicio o 

habiéndose pronunciado sobre tales planteamientos, en los agravios se hagan 

valer causas de improcedencia. 

Lo anterior se concretará sólo cuando el sobreseimiento decretado o los 

agravios planteados se refieran a la totalidad de los quejosos o de los preceptos 

impugnados, y en todos aquellos asuntos en los que la materia de la revisión no 

dé lugar a que, con independencia de lo resucito por el Tribunal Colegiado de 

Circuito, deba conocer necesariamente la Suprema Corte de Justicia; 

B) En la demanda se hubiere impugnado una ley local o un reglamento federal 

o local; y 

C) Habiéndose planteado la inconstitucionalidad de leyes federales, subsista la 

materia de constitucionalidad de las mismas, si resulta innecesaria la 

intervención de la Suprema Corte por no darse ninguno de los casos precisados 

en los puntos primero y segundo de este acuerdo, como los que de manera 

ejcmplificativa se enuncian a continuación: 

1. En materia penal, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a) Aseguramiento o embargo de bienes; 

b) Aplicación de cualquier medio de apremio; 

e) Cateas; 
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d) Arraigos o arrestos domicilia;ios; 

e) No ejercicio de la acción penal; 

O Identificación administrativa del procesado; 

g) Desistimiento de la acción; 

h) Reparación del daño; e 

i) Procedimiento de ejecución de sentencia. 

2. En materia civil, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a) Aplicación de cualquier medio de apremio; 

b) Procedimiento para hacer efectiva la garantía prendaria; 

c) Juicio ejecutivo mercantil; 

d) Arrendamiento inmobiliario; 

e) Arrendamiento financiero; y 

O Procedimiento de ejecución de sentencia. 

3. En materia administrativa, cuando el tema e.scncial de fondo sea: 

a) Práctica de una visita domiciliaria; 
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b) Multas y arrestos administrativos; 

e) Procedimientos administrativos que ordenen el aseguramiento o embargo de 

bienes; 

d) Procedimiento administrativo de ejecución; 

e) Afectación de la actividad de los concesionarios del servicio público de 

transporte; 

l) Cese o suspensión de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública; y 

g) Fianzas. 

4. En materia laboral, cuando el tema esencial de fondo sea: 

a) Determinación de la competencia federal o local para conocer de un 

conflicto individual o colc~tivo; 

b) Aplicación de cualquier medio de apremio; 

e) Procedimiento de ejecución de laudo; 

d) Efectos del emplazamiento a huelga y garantla de audiencia; y 

e) Sindicación única de los trabajadores al servicio del Estado. 

D) Los amparos en revisión en los que, sobre el tema debatido, se integre, 

aunque no se haya publicado, jurisprudencia del Pleno o de las Salas o existan 

cinco precedentes emitidos por el Pleno o las Salas indistintamente, en forma 



inintemm1pida y en el mismo sentido, aun cuan<lo no hubieran alcanzado la 

votación idónea para ser jurisprndcncia. 

11. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susciten entre 

los Tribunales Colegiados de Circuito; 

111. Los reconocimientos de inocencia; y 

IV. Los i!"cidentes de inejecución, las denuncias de repetición del acto 

reclamado consideradas fundadas por el Juez de Distrito y las inconformidades 

promovidas en términos de los artículos 105 y 108 de la Ley de Amparo, 

derivados de sentencias en que se conceda el amparo, dictadas por Jueces de 

Distrito o Tribunales Unitarios de Circuito. 

SEXTO. Los asuntos de la competencia originaria del Pleno deberán radicarse · 

en éste y distribuirse equitativamente entre los diez Ministros que integran las 

Salas; y, en su caso, podrán remitirse a éstas en términos de lo establecido en el 

punto octavo de este acuerdo. 

SÉPTIMO. Cuando ingrese un número importante de amparos en revisión y 

de amparos directos en revisión en los que se planteen problemas análogos de 

inconstitucionalidad de leyes, la Subsecretaria General de Acuerdos turnará a 

las ponencias diez asuntos sobre el mismo tema y avisará al Ministro o a los 

Ministros a los que les corresponda, a fin de que, a la brevedad posible, se 

elaboren los proyectos relativos y el Tribunal Pleno o, en su caso, las Salas 

puedan resolverlos y establecer las jurisprndcncias respectivas; entonces, la 

propia subsecretaría procederá a remitir los restantes a los Tribunales 

Colegiados de Circuito conforme a lo dispuesto en el punto quinto, fracción 11, 

del presente acuerdo. 
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OCTAVO. Para el envío de los asuntos a las Salas se cumplirá con lo 

siguiente: 

J. Previo dictamen del Ministro ponente, el subsecretario general de Acuerdos 

y el secretario de Acuerdos de la Sala respectiva formularán dos proyectos de 

acuerdo: 

a) Uno, en el que el presidente de la Suprema Corte de Justicia turne el asunto 

a In Sala que corresponda, que deberá ser aquella en la que se encuentre 

adscrito el Ministro a quien inicialmente se habla turnado el asunto; y 

b) Otro, en el que el presidente de la Sala a la que corresponda el asunto lo 

radique en ella y turne éste al Ministro a quien inicialmente se le había turnado. 

11. Una vez firmados dichos acuerdos, se agregarán al loca y, con celeridad. se 

efectuarán los trámites ordenados en tales proveídos; 

111. Cuando se lrale de asuntos que se encuentren en la Secretaría General de 

Acuerdos con proyecto, el Comité de Ministros encargado de las listas 

ordenará a dicha secretaría que, con noticia a la Subsecretaría General de 

Acuerdos, envíe los expedientes a las Secretarias de Acuerdos de las Salas para 

que Jos citados asuntos se radiquen en éstas y los expedientes se devuelvan a 

los Ministros ponentes; 

IV. Se harán los ajustes de ingreso y egreso que correspondan en el Pleno y en 

las Salas. 

NOVENO. Si alguna de las Salas estima que el. asunto remitido debe 

resolverlo el Tribunal Pleno porque así lo solicite rnolivadamenle un Ministro; 

o porque se lrale de algún caso en el que existiendo precedente del Pleno, de 

xii 



llevarse a cabo la votación se sustentarla un criterio contrario al de dicho 

precedente, lo devolverá exponiendo las razones de Ja devolución. 

DÉCIMO. La remisión de Jos expedientes a los Tribunales Colegiados de 

Circuito se sujetará, con independencia de los acuerdos administrativos que 

pudieran existir, a las siguientes reglas: 

l. Los amparos en revisión, Jos incidentes de incjecución, las denuncias de 

repetición del acto reclamado, asi como las inconformidades se enviarán 

directamente al Tribunal Colegiado de Circuito que tenga jurisdicción sobre el 

Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito que hubiese dictado la 

sentencia respectiva. 

Cuando en el circuito correspondiente existan dos o más Tribunales Colegiados 

se remitirá al especializado en Ja materia del juicio, al que hubiese prevenido 

en el conocimiento de la revisión o, en su caso, al que se encuentre en turno. 

Cuando los asuntos sean numerosos se distribuirán equitativamente; 

11. Los conflictos de competencia y Jos de reconocimiento de inocencia se 

remitirán directamente al Tribunal Colegiado de Circuito que tenga 

jurisdicción sobre el órgano que previno en el conocimiento del juicio, 

aplicando en Jo conducente el párrafo segundo de la fracción anterior; 

Ill. Los asuntos que, actualizándose Ja hipótesis contenida en el inciso D) de la 

fracción 1 del punto quinto de este acuerdo, se encuentren con proyecto en la 

Secretaría General de Acuerdos de Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

deberán remitirse por dicha secretaría, dando aviso a la Subsecretaria General 

de Acuerdos, de conformidad con Jo dispuesto en la fracción 1 de este punto. 
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En este caso, en virtud de que la existencia del proyecto no será obstáculo para 

que el Tribunal Colegiado resuelva, se le enviará con el expediente una copia 

certificada de la tesis jurisprudencia! respectiva y el disquete de dicho 

proyecto. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito no podrán objetar su competencia e 

informarán a la Subsecretaria General de Acuerdos cuando resuelvan los 

asuntos que les hayan correspondido, en términos del punto décimo noveno de 

este acuerdo. 

DÉCIMO PRIMERO. En los supuestos a que se refiere el inciso A) de la 

fracción 1 del punto quinto de este acuerdo, el Tribunal Colegiado de Circuito 

procederá en los siguientes términos: 

I. Verificará la procedencia de los recursos de revisión, asi como de la vía y 

resolverá, en su caso, sobre el desistimiento, la caducidad o la reposición del 

procedimiento; 

II. Abordará el estudio de los agravios relacionados con las causas de 

improcedencia del juicio y, en su caso, examinará las formuladas por las parles 

cuyo estudio hubieren omitido el Juez de Distrito o el Magistrado Unitario de 

Circuito, así como las que advierta de oficio; 

III. De resultar procedente el juicio, cuando el asunto no quede comprendido en 

las hipótesis previstas en el punto quinto, fracción !, incisos B). C) y D), de 

este acuerdo, el Tribunal Colegiado dejará a salvo la jurisdicción de la 

Suprema Corte de Justicia y le remitirá los autos, sin analizar los conceptos de 

violación expuestos, aun los de mera legalidad; y 

IV. Si el problema de fondo es de la competencia del Tribunal Colegiado 

confom1c este acuerdo, examinará, primero, el problema de 
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inconstilucionalidad de leyes planteado en la demanda y, en su caso, el de mera 

legalidad. 

DÉCIMO SEGUNDO. En los casos previstos en los incisos B), C) y D) de In 

fracción 1 y en las fracciones 11 y 111 del punto quinto del presente acuerdo, los 

Tribunales Colegiados de Circuito resolverán en su integridad las cuestiones de 

improcedencia, de fondo y de cualquier naturaleza que, en su caso, se 

presenten. 

DÉCIMO TERCERO, El presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y los de las Salas enviarán los asuntos a que se refiere el punto quinto 

del presente acuerdo cuando adviertan que así proceda, o bien a solicitud de los 

Ministros designados como ponentes, en el caso de que los expedientes de 

nuevo ingreso hubiesen sido turnados para elaborar el proyecto de resolución. 

No podrán remitirse asuntos aplazados o retirados por el Pleno o las Salas, 

salvo el caso previsto en el inciso D) de la fracción 1 del punto quinto de este 

acuerdo. 

DÉCIMO CUARTO. En materia de amparo, el auto de radicación dictado por 

el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito y, en su caso, la resolución de 

envio de los autos a la Suprema Corte de Justicia, se notificarán en forma 

personal al quejoso y al tercero perjudicado y por medio de oficio a las 

autoridades responsables. 

Tratándose de conflictos competencíales y de reconocimientos de inocencia el 

auto y la resolución a que se refiere el párrafo anterior, se notificarán también 

en forma personal a las partes. 

DÉCIMO QUINTO. Al radicar y registrar los incidentes de inejecución y las 

denuncias de repetición del acto reclamado, los presidentes de los Tribunales 
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Colegiados de Circuilo, requerirán a las auloridades responsables conlra 

quienes se hubiese concedido el amparo o a quienes se impulc la rcpelición, 

con copia a su superior jenirquico, en su caso, para c1uc en un plazo de diez dfas 

hábiles, conlados a partir de la legal notificación del proveido rcspcclivo, 

demueslren anle el propio lribunal el acmamicnlo de la ejceuloria o haber 

dejado sin cfeclos el aclo de rcpclición, o le expongan las razones que lengan 

en relación con el incumplimienlo de la senlencia o con la repelición del aclo 

reclamado, apercibiéndolas de que, en caso de ser omisas anle ese 

requerimienlo, se continuará el procedimiento respcclivo que puede culminar 

con una resolución que, en los lénninos del articulo 107, fracción XVI, de la 

Conslilución Polilica de los Eslados Unidos Mexicanos, ordene la separación 

del cargo del lilular responsable y su consignación penal anle el Juez Federnl. 

DÉCIMO SEXTO. En las hipólesis establecidas en la fracción IV del punlo 

quinlo de eslc acuerdo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuilo eslimcn 

que debe aplicarse la sanción previsla en la fracción XVI del articulo 107 

conslilucional, previo diclamen suscrilo por los lrcs Magislrados, deberán 

remilir el asunlo a csla Suprema Corte de Juslicia de la Nación, haciéndolo del 

conocimiento de las autoridades responsables respcclivas. 

DÉCIMO SÉPTIMO. Los prcsidenles de los Tribunales Colegiados de 

Circuilo comunicarán a la Suprema Corte de Juslicia, por conduelo de la 

Subsecrclaría General de Acuerdos. a más lardar denlro de los primeros diez 

dias de cada mes, los ingresos, egresos y exislencia de asunlos de la 

compelencia originaria de esle Aho Tribunal, incluyendo aquellos que con 

a111erioridad se les hubiesen enviado. 

El infom1e esladislico rela1ivo a los incidenles de inejecución, a las denuncias 

de rcpclición del aclo reclamado, asi como a las inconfom1idadcs, se rendirá 

por separado delallando el conccplo de cada mbro. 

xvi 



DÉCIMO OCTAVO. Si un Tribunal Colegiado de Circuilo estima 

motivadamentc, de oficio o por alegato de parte, que un asunto no se encuentra 

previsto en los casos precisados en este acuerdo, o que existen razones 

relevantes para que el Pleno o alguna de las Salas de este Alto Tribunal asuma 

su competencia originaria, enviará los autos del juicio de amparo exponiendo 

tales razones; por tal motivo, el auto a que se refiere el punto décimo cuarto de 

este acuerdo será irrecurriblc. Notificará, además, por medio de oficio esa 

detem1inación a las autoridades responsables, as{ como al Tribunal L"nitario de 

Circuito o Juzgado de Distrito del conocimiento y personalmente al quejoso y 

al tercero perjudicado, en su caso. 

DÉCIMO NOVENO. Los presidentes de los Tribunales Colegiados de 

Circuito a los que la Suprema Corte de Justicia les remita asuntos. en los 

términos de este acuerdo, cuando sean resueltos le infonnarán a esta por 

conducto de la Subsecretaría General de Acuerdos, acompañando copia 

certificada de la ejecutoria, que se glosará al cuaderno de antecedentes para su 

archivo. 

VIGÉSIMO. La Subsecretaría General de Acuerdos infonnará mensualmente 

a los Ministros el resultado de la aplicación de este acuerdo. También remitirá 

a la Visitaduría Judicial y al secretario ejecutivo de Creación de :\uevos 

Órganos, dependientes del Consejo de la Judicatura Federal, para los efectos de 

su competencia, los datos estadísticos que los Tribunales Colegiados de 

Circuito envíen a este Alto Tribunal, en cumplimiento a lo establecido en el 

punto décimo séptimo de este acuerdo. 

TRANSITORIOS: 

PRIMERO. Este acuerdo entrará en vigor al dia siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 
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SEGUNDO. Se abroga el Acuerdo 111997. emitido por el Tribunal Pleno el 

veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y siete. 

TERCERO. Se abrogan los Acuerdos Generales Números 6/1999, 1/2000, 

4/2000, 9/2000, 10/2000, 2/2001 y 4/2001 emitidos por el Tribunal Pleno el 

veintidós de junio de mil novecientos noventa y nueve, el diecisiete de enero de 

dos mil, el nueve de mar¿o de dos mil, el siete de septiembre de dos mil, el 

diecinueve de febrero de dos mil uno y el diecisiete de mayo de dos mil uno, 

respectivamente; ºsin embargo, los asuntos en los que se hubiese solicitado la 

intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación durante la vigencia 

de dichos acuerdos, se continuarán tramitando confo1111e a ellos hasta su 

resolu"ción. 

CUARTO. Publiqucse este acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR DOMÍNGUEZ, 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 

CERTIFICA: 

Que este Acuerdo General Número 5/2001, relativo a la dctem1inación de los 

asuntos que conservará el Tribunal Pleno para su resolución y el envio de los 

de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de 

Circuito, fue emitido por el Tribunal Pleno en sesión privada de hoy veintiuno 

de junio de dos mil uno, por unanimidad de once votos de los señores 

Ministros presidente Gcnaro David Góngora Pimcntel, Sergio Salvador 

Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, 

Juan Diaz Romero, José Vicente Aguinaco Alemán, José de Jesús Gudiño 

Pelayo, Guillcnno l. Ortiz ~ayagoitia, Humbcrto Román Palacios, Oiga 
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Sánchez Cordero de García Villcgus y Juan N. Silva Meza, excepto por lo que 

se refiere al considerando décimo tercero y puntos quinto, íraccioncs l. incisos 

A), B) y C) y IV, décimo, fracción 1 y décimo primero, fracción 111. respecto de 

los cuales, los señores Ministros José Vicente Aguinaco Alcman y lose de 

Jesús Gudil)o Pelayo, votaron en contra.-México, Distrito Federal, a \'eintiuno 

de junio de dos mil uno (D.O.F. DE 29 DE JUNIO DE 2001). 
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